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IV. OTRAS ACTIVIDADES PARLAMENTARIAS

COMISIONES DE INVESTIGACIÓN O ESPECIALES

Comisión de Investigación sobre la interrupción del suministro eléctrico y de las comunicaciones 
el 28 de abril de 2025.
(650/000004)

INFORME DE LA COMISIÓN Y VOTOS PARTICULARES

INFORME DE LA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN SOBRE LA INTERRUPCIÓN DEL SUMINISTRO 
ELÉCTRICO Y DE LAS COMUNICACIONES EL 28 DE ABRIL DE 2025
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SEGUNDO. Análisis de las llamadas del DCO de IBERDROLA y ENDESA (28 de abril)

2.1. Llamada de las 00:47 h - Primera alerta (tensiones en Barcelona)
2.2. Llamada de las 09:54 h - Segunda alerta (Subestación de Pizarroso)
2.3. Llamada de las 10:59 h - Oscilaciones de la tensión
2.4. Llamada de las 11:31 h - Oscilaciones en Arcos y causa fotovoltaica
2.5. Llamada de las 12:13 h - El sistema entero está en problemas
2.6. Llamada de las 12:22 h - REE pregunta por Almaraz
2.7. Llamada de las 12:26 h - Iberdrola advierte: Almaraz va a disparar
2.8. Llamada de las 12:32 h - El sistema se desconecta: el apagón

TERCERO. Análisis de los nuevos testimonios
CUARTO. Primeras conclusiones

BLOQUE I. RED ELÉCTRICA ESPAÑOLA, S.A.U / REDEIA, S.A.
BLOQUE II. GOBIERNO DE ESPAÑA / MITECO
BLOQUE III. COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS Y LA COMPETENCIA (CNMC)
BLOQUE IV. DESINFORMACIÓN INSTITUCIONAL Y TRANSPARENCIA
BLOQUE V. RESPONSABILIDADES

B)	 RECOMENDACIONES

1. Recomendaciones operativas inmediatas
2. Recomendaciones regulatorias
3. Recomendaciones de política energética
4. Recomendaciones de transparencia, supervisión y rendición de cuentas
5. Recomendaciones para la protección de consumidores e industria

ANEXO I. RELACIÓN ALFABÉTICA DE COMPARECIENTES
ANEXO II. RELACIÓN DE DOCUMENTACIÓN
ANEXO III. OTRA DOCUMENTACIÓN

I. ANTECEDENTES Y CREACIÓN DE LA COMISIÓN

El 6 de mayo de 2025 se presentó una solicitud, firmada por 27 senadores del Grupo Parlamentario 
Popular en el Senado y una senadora del Grupo Parlamentario Mixto, de creación de una Comisión de 
Investigación sobre la interrupción del suministro eléctrico y de las comunicaciones el 28 de abril de 2025 
(núm. expte. 650/000004).

El Pleno del Senado, en su sesión de 21 de mayo de 2025 (Diario de Sesiones, Senado, núm. 81, 
de 21 de mayo de 2025, aprobó la creación de la comisión en los siguientes términos (BOCG núm. 263, 
de 26 de mayo de 2025):

El Pleno del Senado, en su sesión número 51, celebrada el día 21 de mayo de 2025, ha aprobado 
la creación de una Comisión de Investigación sobre la interrupción del suministro eléctrico y de las 
comunicaciones el 28 de abril de 2025.

II. CONSTITUCIÓN DE LA COMISIÓN

La Comisión se constituyó el día 12 de junio de 2025, presidida por el Presidente del Senado, y quedó 
integrada por los siguientes senadores:

ANTÓN CACHO, JAVIER 	 GPS
BARCOS BERRUEZO, MIREN UXUE 	 GPIC
BIDEGUREN GABANTXO, IDURRE 	 GPERB
BUENO CAMPANARIO, EVA PATRICIA 	 GPS
CASTELLÓN RUBIO, MIGUEL ÁNGEL 	 GPP
CASTILLO LÓPEZ, ELENA 	 GPP
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COTELO BALMASEDA, MAR	 GPP
DAROCAS MARÍN, ESTELA DEL CARMEN 	 GPP
DÍEZ DE REVENGA ALBACETE, JOSÉ RAMÓN 	 GPP
ESPADAS CEJAS, JUAN 	 GPS
GARCÍA RODRÍGUEZ, ALFONSO 	 GPS
GARRIDO TINTA, ABIGAIL 	 GPS
GASENI BLANCH, JORDI 	 GPERB
GÓMEZ ENRÍQUEZ, PALOMA 	 GPMX
GONZÁLEZ MENÉNDEZ, PABLO 	 GPP
GRACIA FERRER, MIGUEL 	 GPS
GRADOS CARO, MÓNICA 	 GPP
LACALLE LACALLE, FRANCISCO JAVIER 	 GPP
LÓPEZ TORRE, IGOTZ 	 GPV
LUENGO ZAPATA, ANTONIO 	 GPP
MALLADA DE CASTRO, MARÍA TERESA 	 GPP
MARCOS MOYANO, MARÍA DOLORES 	 GPP
MÁRQUEZ SÁNCHEZ, FRANCISCO JAVIER 	 GPP
MARTÍNEZ ESTEBAN, ARACELI 	 GPS
MONAGO TERRAZA, JOSÉ ANTONIO 	 GPP
NACARINO MURIEL, MIGUEL ÁNGEL 	 GPS
PATRICIO ZAFRA, MARÍA 	 GPP
PUJOL BONELL, EDUARD 	 GPPLU
RIOLOBOS REGADERA, MARÍA CARMEN 	 GPP
ROLDÁN SUÁREZ, LORENA 	 GPP
SANZ VITORIO, JUAN JOSÉ 	 GPP
VALBUENA ALONSO, JOSÉ ANTONIO	 GPS

En la citada sesión de 12 de junio de 2025 se procedió a la elección de la Mesa de la Comisión, 
integrada por una Presidencia, dos Vicepresidencias y dos Secretarías, resultando elegidos:

Presidente: MÁRQUEZ SÁNCHEZ, FRANCISCO JAVIER
Vicepresidenta Primera: MALLADA DE CASTRO, MARÍA TERESA
Vicepresidenta Segunda: GARRIDO TINTA, ABIGAIL
Secretaria Primera: PATRICIO ZAFRA, MARÍA
Secretario Segundo: GRACIA FERRER, MIGUEL

Se han producido las siguientes variaciones en la composición de la Comisión:

		  Baja	 Alta

ROLDÁN SUÁREZ, LORENA	 GPP	 11/07/2025
MILIÁN QUEROL, JUAN BAUTISTA	 GPP		  24/11/2025
GÓMEZ ENRÍQUEZ, PALOMA	 GPMX	 12/02/2026
CARBONELL TATAY, FERNANDO	 GPMX		  12/02/2026
CARBONELL TATAY, FERNANDO	 GPMX	 08/04/2026
GÓMEZ ENRÍQUEZ, PALOMA	 GPMX		  08/04/2026

Los Letrados adscritos a la Comisión han sido:

PENDÁS PRIETO, PABLO JAVIER
MARAÑÓN GÓMEZ, RAQUEL

III. PLAN DE TRABAJO

La Mesa y los portavoces de la Comisión celebraron una reunión el día 12 de junio de 2025, en 
relación con la ordenación de los trabajos de la Comisión.
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La Comisión celebró una sesión el día 3 de julio de 2025 en la que aprobó su plan de trabajo, que 
incluye, según el proceder habitual de este tipo de comisiones, sendas relaciones de documentación 
que se solicita y de personas cuya comparecencia se requiere. Además, establece determinadas reglas 
de funcionamiento y, entre otros extremos, se fija el plazo de «doce meses a contar desde la fecha de 
constitución de la Comisión» para la realización de los trabajos de la Comisión, y la previsión de la forma 
de desarrollo de las comparecencias, distinguiendo dos formatos:

a)	 Comparecencias expositivas (con carácter general, este será el formato de las sesiones de 
trabajo): el compareciente contará con un tiempo máximo de 20 minutos para realizar una exposición acerca 
del objeto de la citación. Concluida la exposición se iniciará un turno de portavoces por tiempo máximo 
de 10 minutos cada uno. A continuación, el compareciente contará con un tiempo máximo de 20 minutos 
para responder a las cuestiones planteadas por los portavoces de los grupos parlamentarios. Finalmente, 
se producirá un segundo y último turno de portavoces por tiempo máximo de 5 minutos cada uno con el que 
finalizará la comparecencia.

Los comparecientes podrán hacer uso de medios audiovisuales en sus exposiciones, que deberán 
comunicar a la Cámara con una antelación mínima de 48 horas.

b)	 Comparecencias de personas que lo hacen en virtud de su condición —actual o pasada— de 
miembros del Gobierno de España, de carácter ejecutivo de Red Eléctrica Española o aquellas otras 
que se determinen por la Mesa: en este caso, cada uno de los grupos parlamentarios dispondrá de un 
tiempo máximo de 30 minutos para formular al compareciente cuantas consideraciones y preguntas estime 
oportunas.

IV. SESIONES DE LA COMISIÓN Y SUS ÓRGANOS

A)	 SESIONES DE COMISIÓN

La Comisión ha celebrado sesiones en las siguientes fechas:

12 de junio de 2025

Constitución de la Comisión y designación de su Mesa.

3 de julio de 2025

Delegación, en su caso, de funciones en la Mesa para la adopción de los acuerdos a que se 
refieren los artículos 66.1 y 67 del Reglamento del Senado.

Examen y, en su caso, aprobación del plan de trabajo.

23 de julio de 2025

Celebración de comparecencia.

4 de septiembre de 2025

Celebración de comparecencias.

11 de septiembre de 2025

Celebración de comparecencia.

18 de septiembre de 2025

Celebración de comparecencia.
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25 de septiembre de 2025

Celebración de comparecencia.

16 de octubre de 2025

Celebración de comparecencias.

23 de octubre de 2025

Celebración de comparecencias.

18 de noviembre de 2025

Celebración de comparecencia.

20 de noviembre de 2025

Celebración de comparecencias.

27 de noviembre de 2025

Celebración de comparecencias.

4 de diciembre de 2025

Celebración de comparecencia.

12 de enero de 2026

Celebración de comparecencia.

3 de febrero de 2026

Celebración de comparecencia.

4 de febrero de 2026

Celebración de comparecencia.

12 de febrero de 2026

Celebración de comparecencias.

19 de febrero de 2026

Celebración de comparecencias.

5 de marzo de 2026

Celebración de comparecencias.

12 de marzo de 2026

Celebración de comparecencia.

17 de marzo de 2026

Celebración de comparecencia.
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23 de marzo de 2026

Celebración de comparecencia.

25 de marzo de 2026

Celebración de comparecencia.

16 de abril de 2026

Debate de las propuestas de conclusiones y aprobación, en su caso, del Informe de la Comisión.

En total, la Comisión ha celebrado veinticuatro sesiones, con una duración de 54 horas y 54 minutos.

B)	 REUNIONES DE MESA Y DE MESA Y PORTAVOCES

La Mesa y la Mesa y los portavoces han celebrado reuniones en las siguientes fechas:

12 de junio de 2025 (Mesa y portavoces)
26 de junio de 2025 (Mesa y portavoces)
10 de julio de 2025 (Mesa)
23 de julio de 2025 (Mesa y portavoces)
1 de septiembre de 2025 (Mesa)
25 de septiembre de 2025 (Mesa)
6 de octubre de 2025 (Mesa)
3 de noviembre de 2025 (Mesa)
7 de noviembre de 2025 (Mesa)
30 de diciembre de 2025 (Mesa)
12 de enero de 2026 (Mesa)
23 de enero de 2026 (Mesa)
3 de febrero de 2026 (Mesa)
12 de febrero de 2026 (Mesa)
25 de febrero de 2026 (Mesa)
5 de marzo de 2026 (Mesa)
16 de marzo de 2026 (Mesa)
23 de marzo de 2026 (Mesa)
23 de marzo de 2026 (Mesa y portavoces)
25 de marzo de 2026 (Mesa y portavoces)
7 de abril de 2026 (Mesa y portavoces)
13 de abril de 2026 (Mesa)
16 de abril de 2026 (Mesa)

V. COMPARECENCIAS CELEBRADAS

Las comparecencias celebradas ante la Comisión han sido las siguientes:

Sesión de 23 de julio de 2025 (DS núm. 468, de 23 de julio de 2025)

Director de Agua y Medio Ambiente de Sener, D. José Manuel Clamagirand García

Sesión de 4 de septiembre de 2025 (DS núm. 474, de 4 de septiembre de 2025)

Director de Energía y Proyectos de Losán, D. Jorge Antonio González Sánchez
Ingeniero industrial, D. Fernando Ley Llano

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_468.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
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Sesión de 11 de septiembre de 2025 (DS núm. 476, de 11 de septiembre de 2025)

Presidenta de Redeia, Dña. Beatriz Corredor Sierra

Sesión de 18 de septiembre de 2025 (DS núm. 480, de 18 de septiembre de 2025)

Directora de Regulación de la Asociación de Empresas de Energía Eléctrica (AELEC), 
Dña. Marta Castro Pérez-Chirinos

Sesión de 25 de septiembre de 2025 (DS núm. 491, de 25 de septiembre de 2025)

Doctor en Física Nuclear, D. Manuel Fernández Ordóñez

Sesión de 16 de octubre de 2025 (DS núm. 509, de 16 de octubre de 2025)

Ex Director General de Operación de Redeia, D. Miguel Rafael Duvison García
Directora General de Operación de Redeia, Dña. Concepción Sánchez Pérez

Sesión de 23 de octubre de 2025 (DS núm. 517, de 23 de octubre de 2025)

Director General de Política Energética y Minas, D. Manuel García Hernández
Exconsejero y ex Director Corporativo de Redeia, D. Francisco Ruiz Jiménez

Sesión de 18 de noviembre de 2025 (DS núm. 536, de 18 de noviembre de 2025)

Consejero Delegado de Redeia, D. Roberto García Merino

Sesión de 20 de noviembre de 2025 (DS núm. 540, de 20 de noviembre de 2025)

Director de Programación de Operación de Redeia, D. Tomás Domínguez Autrán
Director de Operación en Tiempo Real de Redeia, D. Juan Bola Merino

Sesión de 27 de noviembre de 2025 (DS núm. 551, de 27 de noviembre de 2025)

Directora de Energía de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), 
Dña. Rocío Prieto González

Director de Servicios para la Operación de Red Eléctrica de España, D. Eduardo Prieto García

Sesión de 4 de diciembre de 2025 (DS núm. 561, de 4 de diciembre de 2025)

Secretario de Estado de Energía, D. Joan Groizard Payeras

Sesión de 12 de enero de 2026 (DS núm. 589, de 12 de enero de 2026)

Directora del Departamento de Seguridad Nacional del Gabinete de la Presidencia del Gobierno, 
Dña. Loreto Gutiérrez Hurtado

Sesión de 3 de febrero de 2026 (DS núm. 595, de 3 de febrero de 2026)

Presidente del Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF), D. Luis Pedro Marco de la Peña

Sesión de 4 de febrero de 2026 (DS núm. 597, de 4 de febrero de 2026)

Presidente de la Asociación de Empresas con Gran Consumo de Energía (AEGE), D. Carlos 
Antonio Navalpotro Fuster

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_476.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_491.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_509.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_517.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_536.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_540.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_551.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_561.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_589.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_595.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_597.PDF
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Sesión de 12 de febrero de 2026 (DS núm. 603, de 12 de febrero de 2026)

Consejero Delegado de Endesa, D. José Damián Bogas Gálvez
Consejero Delegado de Iberdrola España, D. Mario Ruiz-Tagle Larraín

Sesión de 19 de febrero de 2026 (DS núm. 609 de 19 de febrero de 2026)

Director General de Unión Española Fotovoltaica (UNEF), D. José Donoso Alonso
Director General de la Asociación Empresarial Eólica (AEE), D. Juan Virgilio Márquez López

Sesión de 5 de marzo de 2026 (DS núm. 624 de 5 de marzo de 2026)

Presidente de Foro Nuclear, D. Ignacio Araluce Letamendía
Director General de la Asociación de Empresas de Energías Renovables (APPA), D. José 

María González Moya

Sesión de 12 de marzo de 2026 (DS núm. 631 de 12 de marzo de 2026)

Directora de comunicación de la Organización de Consumidores y Usuarios (OCU), Dña. Ileana 
Izverniceanu de la Iglesia

Sesión de 17 de marzo de 2026 (DS núm. 635 de 17 de marzo de 2026)

Presidenta de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), Dña. Cani 
Fernández Vicién

Sesión de 23 de marzo de 2026 (DS núm. 637 de 23 de marzo de 2026)

Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, Dña. Sara Aagesen Muñoz

Sesión de 25 de marzo de 2026 (DS núm. 643 de 25 de marzo de 2026)

Presidenta de Redeia, Dña. Beatriz Corredor Sierra.

VI. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

A)	 CONCLUSIONES

El 28 de abril de 2025, España y Portugal sufrieron el apagón eléctrico más grave de las últimas 
dos décadas, un colapso que dejó sin suministro a más de 50 millones de personas y paralizó parte de 
la península ibérica durante horas. Esta interrupción del suministro eléctrico se prolongó durante el 29 de 
abril de 2025, hasta que se logró el restablecimiento completo del mismo pasadas 24 horas, siendo 
especialmente tardío en Andalucía donde según la Delegación del Gobierno, a las 12 horas de la mañana 
del día 29 de abril, el suministro eléctrico en Almería estaba al 88,6 %, en Cordoba al 95,5 % y en Jaén 
al 93,3 %, siendo estas tres provincias las que más tarde normalizaron la situación.

El evento, descrito como «sin precedentes» por varios organismos europeos, reveló vulnerabilidades 
en el sistema eléctrico en plena transición energética.

El apagón paralizó sectores esenciales:

• Transporte (metro, ferrocarril, aviación en tierra).
• Comunicaciones (caída parcial de redes móviles e Internet).
• Sanidad, con hospitales activando planes de emergencia.
• Comercio y servicios, con pérdidas significativas y problemas de seguridad.

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_603.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_609.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_624.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_631.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_635.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_637.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_643.PDF
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El apagón, en sus consecuencias sociales, reporta fallecimientos de ciudadanos potencialmente 
vinculados con el colapso de servicios críticos por la falta de electricidad, cuya responsabilidad deben 
depurarse en otras jurisdicciones.

HECHOS

PRIMERO. El análisis conjunto de la documentación y de las transcripciones de los audios previos 
al 28 de abril de 2025, revela que los problemas en el sistema eléctrico español se remontan a meses 
antes del apagón.

Los audios aportados a la Comisión demuestran que la problemática de inestabilidad de tensión 
no era exclusiva de los días inmediatamente anteriores al apagón, sino que se venía manifestando con 
la misma fenomenología desde muchos meses antes. Como veremos a continuación, el 31 de enero 
de 2025 (fecha más antigua que obran en los audios entregados al Senado), en dos llamadas entre Endesa 
Barcelona y REE (a las 10:08 h y a las 11:07 h), queda documentado el mismo patrón que precipitaría 
el colapso del 28 de abril. En la primera, el operador de REE admite a Endesa que el sistema está «sin 
recursos»: todos los condensadores acoplados, todas las reactancias fuera, los grupos al máximo. En la 
segunda, la causa identificada por REE es idéntica a la del 28 de abril: la energía solar «ha subido mucho 
de golpe» y ha «hundido» el sistema de tensiones, sin que REE pudiera hacer nada al respecto.

Es más, como veremos, en los episodios del 7 de abril de 2025 el sistema ya era «incontrolable» tres 
semanas antes del apagón. En concreto, tres llamadas entre Endesa Sevilla y REE (a las 12:32 h, 12:34 h 
y 12:49 h) documentan una situación de gravedad extrema y sin solución técnica disponible. A las 12:32 h, 
el operador de REE reconoce que las tensiones están «oscilando continuamente» y que la red es 
«incontrolable»: «a nada que hacemos algo vuelve a subir y a medida que hacemos algo vuelve a bajar». 
A las 12:34 h, Endesa pide ayuda explícita y REE reconoce que solo puede actuar «con mucho tiento», 
porque cualquier medida correctora puede agravar el problema al instante. Especialmente relevante es 
la conversación de las 12:49 h, en la que el propio operador de Endesa Sevilla verbaliza lo que el 28 de 
abril ocurrirá: «creo que vamos a ver un cero gordo». La respuesta del operador de REE —quien reconoce 
que con 600 MW de solar entrando «de golpe» el sistema «no puede soportar esto» y que «en algún 
momento igual nos la damos seguro casi»— es la admisión más explícita disponible de que el colapso 
era considerado prácticamente inevitable por los propios técnicos de REE con semanas de antelación. 
Asimismo, el mismo 7 de abril, el operador de Endesa Sevilla alerta expresamente sobre la desmantelación 
de las nucleares como «punto de inflexión» que agravaría aún más la situación, y REE no discrepa de ese 
diagnóstico.

La descripción del problema físico que los operadores de REE hacen el 7 de abril es funcionalmente 
idéntica a la que formularán el 28 de abril a las 12:13 h: energía solar que entra y sale de golpe, ausencia 
de grupos térmicos con inercia suficiente para absorber los desequilibrios, y oscilaciones de tensión que el 
operador no puede corregir porque cualquier actuación desencadena un efecto contrario. La diferencia es 
que el 7 de abril el sistema aguantó; el 28 de abril, no.

Sin embargo, no debe extraerse la conclusión de que las incidencias objeto de este informe nacen 
el 31 de enero de 2025. Estos son los audios más antiguos que el Senado dispone, y por metodología 
sistemática se van a exponer los mismos. Pero existen informes documentales previos a esa fecha, a los 
que incluso los comparecientes en el Senado se refieren, donde ya se exponen con claridad la misma 
problemática. Por tanto, el episodio vivido los días 28 y 29 de abril de 2025 no se origina el 31 de 
enero con ese primer aviso, sino que como se verá más adelante, ya existían advertencias y alertas 
previas muchos meses a esa fecha.

La cronología de episodios, mediante escucha de los audios disponibles previos al día de la 
interrupción del suministro eléctrico, por orden, es la siguiente:

Episodio del 31 de enero de 2025 (10:08 h)

Un operador eléctrico comunica a REE subtensiones prácticamente en toda Cataluña, a la que 
el operador de REE contesta: «Sí, es que se nos está yendo… Se nos está yendo. Si tenéis vosotros 
algún recurso… es que tenemos todo fuera… ya tenemos todos los condensadores acoplados, todas las 
reactancias fuera, los grupos a tope… ya es que no tenemos más recursos».
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Episodio del 31 de enero de 2025 (11:07 h)

Un operador eléctrico comunica a REE que han tenido una bajada muy brusca en las tensiones, 
preguntando a qué se debe. La contestación de REE es que «ha subido mucho la solar de golpe», «y 
entonces se nos ha hundido muchísimo».

Episodio del 7 de abril de 2025 (11:42 h)

Un operador eléctrico desde Barcelona comunica a REE que han sufrido una bajada repentina de 
tensión porque había habido un cambio de -500 (MW) a +500 (MW), es decir, de 1000 (MW) de golpe, 
y preguntaba si Francia había tenido algún problema o algo. REE contesta que «… alguien ha soltado 
fotovoltaica y han soltado una barbaridad, y entonces ha habido un exceso de exportación». Continúa 
explicando el operador de REE que «Esplugues por ejemplo ha bajado 30 kV la tensión en 400 (kV) y 
yo Asco lo he visto antes a 81, o sea, … no, no... ha sido una oscilación muy muy bestia. Así que, no 
sé, tendrán que… esto analizarán todo con las empresas y a ver qué pasa. Lo que no puede ser es que 
nos suelten generación. La solar no es como la eólica, la eólica lleva inercia, pero la solar llega alguien y 
le da un botón y si no te lo escalan un poco, te la lían, y es lo que pasa». Concluye el operador de REE 
que: «Ellos cuando se ponen a generar, si no están haciendo nada y de repente, por así decirlo, abren el 
grifo, es que es instantáneo. Y entonces, algo que tenías controlado en un nivel normal de carga, con una 
tensión normal, pues te lo ponen a tope y te cae la tensión. Al principio, hombre, a nivel eléctrico, viene a 
ser esa la historia. El tema es que eso, pues lo tendrán que escalar o... no sé, no sé. Esto, ya te digo, esto 
habrá reuniones, porque hoy ha sido muy gordo. Lo habéis visto todos los distribuidores, como es normal. 
Pues esto se harán un informe o algo».

Este audio que demuestra que desde hacía meses aumentaba la inestabilidad del sistema y que en la 
dirección de REE sí era consciente: «habrá reuniones», «se harán informes».

Episodio del 7 de abril de 2025 (12:32 h)

Un operador eléctrico comunica a REE que han tenido un pico muy alto de tensión que han disparado 
clientes, pero que luego la tensión se ha hundido totalmente. REE contesta que: «sí, es que estamos 
teniendo continuamente picos, pero tanto de subida como de bajada., o sea está la red un poco…, vamos a 
ver si sube...». El operador eléctrico vuelve a preguntar si no se puede controlar, a lo que REE responde: «no, 
es que es que a nada que hacemos algo vuelve a subir y a medida que hacemos algo vuelve a bajar. O sea, 
es que es incontrolable o sea está oscilando continuamente…».

Episodio del 7 de abril de 2025 (12:34 h)

Un operador eléctrico comunica a REE que tienen un «problemón con las tensiones, tenemos un 
problemón total, está todo súper bajo. Tenéis que ayudarnos». REE contesta que «el problema es que 
está, pues eso, oscilando… así para arriba y para abajo, y entonces cuando metemos una reactancia 
o la sacamos, pues está ya en sentido contrario, entonces…». El operador eléctrico dice que en toda la 
provincia de Sevilla están a 64 kV, por debajo de los límites de explotación, a lo que el operador de REE 
contesta: «Sí, sí estamos así en toda España, eh». Preguntado por la causa del problema, REE contesta 
que es por «los intercambios y poca generación que le da inercia al sistema».

Este audio demuestra que el problema de las oscilaciones es por una evidente falta de inercia del 
sistema.

Episodio del 7 de abril de 2025 (12:49 h)

Un operador eléctrico comunica a REE que en Puerto Real ha ido todo bien, funciona todo, que han 
verificado y la prueba ha finalizado. REE da por finalizada la prueba. Ambos operadores se despiden, pero 
justo en ese momento, el operador de REE interrumpe y dice: «Nada, oye, mira, ehhh, espera, que, por 
ejemplo, ahora las tensiones, pues se han ido para arriba sin hacer nada». El operador eléctrico asiente: 
«Ahora se están yendo para arriba, sí». «Pero sin hacer absolutamente nada» insiste el operador de REE. 
El operador eléctrico dice que «no sé si a lo mejor hay un problema con los intercambios» a lo que REE 
contesta: «Sí … [ininteligible] … intercambio internacional … es eso, y la inercia del sistema». El operador 
eléctrico dice: «Bueno, pues nada, yo creo que esto es con lo que vamos a tener que vivir los próximos años, 
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¿sabes? Y como desmantelen las nucleares, yo creo que ya va a ser … el punto de inflexión, ¿sabes?». 
El técnico de REE finaliza contestando: «No, no puedes soportar esto, porque … en algún momento igual 
nos la damos seguro casi».

Este audio demuestra que había problemas de inercia en el sistema y un aumento de preocupación 
en los técnicos de REE por el cese de la producción nuclear.

Episodio del 16 de abril de 2025 (11:14 h)

Un operador eléctrico alertó a REE de un pico de tensiones. La respuesta del operador de REE 
fue: «Pues lo que pasa es que apenas hay nuclear en el sistema». Transcripción publicada por 
Telecinco, 9 de junio de 2025.

Este episodio constituye una evidencia registrada de que REE era consciente de la relación directa 
entre la escasez de inercia (generación nuclear y convencional) y la inestabilidad de tensión.

Este audio es relevante porque supone confirmar las evidencias previas, dada cuenta que la propia 
REDEIA/REE y CNMC, ya avanzaron previamente la necesidad de adaptar procedimientos operativos. En 
concreto, en las cuentas anuales consolidadas de 2024 de REDEIA menciona explícitamente el riesgo para 
la seguridad del suministro derivado de «la pérdida de prestaciones de generación firme asociadas al cierre 
de centrales de generación convencional (carbón, ciclo combinado y nuclear)». El informe señala que esta 
pérdida «implica una reducción de la potencia frente las capacidades de balance del sistema eléctrico, así 
como su fortaleza e inercia. Esto podría aumentar el riesgo de incidentes operacionales que puedan afectar 
el suministro y la reputación de la empresa».

Incidente del 22 de abril de 2025 (14:57 h)

Un operador eléctrico comunica a REE que tienen un problema con las tensiones porque se han ido 
totalmente, a lo que REE contesta: «sí, eso quisiéramos nosotros». Ante la repregunta del operador eléctrico 
de si no hay manera, la contestación de REE es: «sí, sí, sí, lo que pasa es que a nada que tocamos se va para 
el otro lado de una manera… acabo de meter la reactancia pequeña de Oriol, ¿vale?, para bajar un poco. Es 
que hace 10 minutos hemos sacado la pequeña (reactancia) de Guadame y hemos pasado de casi 217 kW 
a 234 Kw». El operador eléctrico dice: «madre mía» y el operador de REE contesta: «entonces… estamos con 
los bandazos..., si ahora le podría meter… te digo que si meto ahora otra (reactancia) pues probablemente la 
hunda en la miseria. Y dentro de 3 minutos, la voy a tener que sacar, ¿vale? Pero…». Ante la manifestación 
del operador eléctrico de aguantar un poco, la contestación de REE es: «sí, sí, sí… es que tenemos un cerro 
de fotovoltaica y bueno, en fin… con esta realidad nueva tenemos que vivir».

Este audio del 22 de abril de 2025 a las 14:57 h añade una dimensión crítica al episodio de ese día 
que los correos electrónicos de REE ya documentaban. En esa llamada entre Endesa Sevilla y REE, el 
operador de Endesa pide ayuda con las tensiones, que «se han ido, totalmente». La respuesta del operador 
de REE es reveladora de la impotencia técnica que ya existía seis días antes del apagón: el sistema lleva 
«bandazos», y cuando se mete una reactancia para corregir, en diez minutos hay que sacarla porque el 
efecto se ha invertido. REE había pasado de casi 217 kV a 234 kV con una sola reactancia. El operador 
de REE reconoce explícitamente que no puede intervenir con decisión porque «la hundiría en la miseria». 
La causa identificada es, una vez más, la misma: «un cerro de fotovoltaica». Y la conclusión que el propio 
operador de REE formula es que «con esta realidad nueva tenemos que vivir», lo que equivale a reconocer 
que no existía solución operativa en el marco del modelo energético vigente. Este audio complementa y 
refuerza el contenido de los correos del 25 de abril que ya obraban en poder de la Comisión: el incidente 
del 22 de abril no fue solo un evento técnico analizado fijamente a posteriori, sino un episodio en el que 
REE reconocía en tiempo real su incapacidad para controlar el sistema.

Incidente del 22 de abril de 2025

El correo enviado por REE el 25 de abril de 2025 a las 13:53 h describe con precisión los factores que 
provocaron las oscilaciones de tensión registradas a las 18:00 h del 22 de abril. Según REE, el origen fue 
una combinación simultánea de:

• Cambio significativo del programa de intercambio con Portugal, que pasó de exportador a importador.
• Pronunciado gradiente descendente al inicio de la reducción de la producción fotovoltaica al caer 

la radiación solar.
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• Indisponibilidades de red en la zona centro provocadas por un episodio de intensas lluvias.
• Estado de la interconexión con Francia: una línea indisponible por trabajos y un programa exportador 

elevado.

Como consecuencia, los niveles de tensión alcanzados activaron las protecciones de sobretensión 
de instalaciones de generación renovable, agravando aún más la situación. El sistema se normalizó a 
las 10:05 h tras las actuaciones del Operador del Sistema.

Incidente del 24 de abril de 2025

El segundo correo de REE (25 de abril, 16:21 h) identifica como causa principal de las oscilaciones 
registradas el 24 de abril a las 18:00 h un incremento en el programa internacional con Francia de +1.700 MW 
en sentido exportador, unido a un rápido aumento de la generación fotovoltaica de +1.000 MW en 
apenas 1 minuto y 30 segundos, provocado por el cambio de precios en el mercado diario.

Ello provocó que las líneas de transporte incrementaran su carga rápidamente y bajaran las tensiones 
de forma transitoria.

Episodio del 26 de abril de 2025 (16:38 h)

Dos días antes del apagón, una nueva conversación documenta el mismo patrón. Iberdrola trasladó 
a REE: «Estamos teniendo un montón de oscilaciones de tensión». La respuesta del operador de REE 
fue: «Sí, se están viendo varias zonas afectadas… Es por el tema de la fotovoltaica».

La información aportada en el marco de la Comisión de Investigación del Senado, especialmente 
en el marco de las comparecencias, añade una perspectiva estructural imprescindible para comprender el 
contexto en que se produjeron los incidentes previos:

• 30 episodios de sobre tensión en 2021.
• 90 episodios en 2022.
• 140 episodios en 2023.

El incremento exponencial —un 367 % entre 2021 y 2023— no era un fenómeno desconocido para 
REDEIA/REE ni para el Gobierno de España. De hecho, los propios técnicos de REDEIA/REE afirmaron 
en 2023 que la empresa «no disponía de herramientas suficientes para evitar valores elevados de tensión 
en la red» debido a ese aumento.

A mayor abundamiento, en mayo de 2024, REDEIA/REE publica los «Criterios generales de protección 
del suministro eléctrico» donde ya habla de los problemas que el sistema sufre por la entrada masiva de 
renovables, que son coherentes con los que se escuchan en los audios. A lo que hay que añadir que 
coincide con el informe de riesgos de las Cuentas anuales consolidadas de REDEIA de 2024 (publicadas 
en 2025) cuando habla del riesgo de suministro eléctrico.

Este reconocimiento expreso de incapacidad técnica, formulado años antes del apagón, convierte los 
incidentes de abril de 2025 en el desenlace previsible de una tendencia que el propio operador del sistema 
había identificado y no había resuelto.

El horizonte temporal de conocimiento institucional del problema es, por tanto, sustancialmente mucho 
más amplio del que los antecedentes documentales ya conocidos permitían establecer.

A los cuatro episodios documentados por audios —el 16, el 22, el 24 y el 26 de abril—, los nuevos audios 
escuchados en Mesa y Portavoces el día 7 de abril de 2026 añaden a estos dos incidentes del 31 de enero 
de 2025 (Endesa Barcelona-REE), tres conversaciones del 7 de abril de 2025 (Endesa Sevilla-REE) con el 
colapso ya anunciado entre conversaciones de operadores profesionales como prácticamente inevitable, 
un nuevo audio del 22 de abril a las 14:57 h (Endesa Sevilla-REE) que documenta la impotencia operativa 
de REE en tiempo real, y dos conversaciones del propio 28 de abril —a las 00:47 h y a las 10:59 h— 
que adelantan el inicio documentado de los problemas a la madrugada y confirman el diagnóstico causal 
noventa minutos antes del colapso. Son grabaciones que refuerzan y amplían el cuadro probatorio: mismo 
patrón de causas. REE no solo los conocía: los había analizado, sistematizado y comunicado por escrito. Y 
como se ha visto, su propio personal técnico había reconocido en 2023 carecer de herramientas suficientes 
para gestionar el problema. Por tanto, las causas del apagón no eran desconocidas.
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SEGUNDO. A continuación, se procede a analizar cada una de las llamadas registradas en el DCO 
de Iberdrola y Endesa durante la mañana del 28 de abril de 2025, de manera cronológica. Se hace 
así porque la secuencia revela una escalada progresiva de la gravedad, conocida en tiempo real por los 
operadores del sistema.

2.1. Llamada de las 00:47 h - Primera alerta (tensiones en la zona de Barcelona)

00:47 h Endesa llama a REE. Endesa contacta con REE para bajar un poco las tensiones por la zona 
de Barcelona. El operador de REE contesta que no tienen muchos recursos ya, que podría haber alguna 
línea en 220 kV, pero está en la mayoría ya fuera.

Esta llamada es significativa porque es la operadora eléctrica la que pide el control de tensiones y la 
contestación de REE revela que ya no tenía medios para controlar las tensiones y operaba al límite. El tono 
de la llamada es, en todo caso, de preocupación y de impotencia por no poder hacer más para controlar 
las tensiones.

2.2. Llamada de las 09:54 h - Segunda alerta (Subestación de Pizarroso)

09:54 h Iberdrola llama a REE. Iberdrola contacta con REE para preguntar si hay alguna incidencia 
en la red. La llamada se produce porque la central nuclear de Almaraz había contactado previamente con 
el DCO de Iberdrola para informar de una perturbación externa que estaban experimentando. El operador 
de REE (CECORE) confirma que en la red de transporte no han registrado ninguna incidencia propia. Sin 
embargo, matiza que existe un problema en la subestación de Pizarroso, en Cañaveral (Cáceres), que 
podría coincidir con lo que estaba experimentado la planta de Almaraz.

Esta llamada es significativa por varias razones. En primer lugar, revela que Almaraz estaba activa, ya 
percibía perturbaciones externas antes de las 09:54 h y había buscado su origen activamente.

En segundo lugar, la respuesta de REE introduce por primera vez la subestación de Pizarroso como 
posible foco de incidencia, aunque de forma vaga e imprecisa. El operador no ofrece información sobre 
la naturaleza exacta del problema ni sobre sus posibles consecuencias. El tono de la llamada es, en todo 
caso, tranquilo y expeditivo.

2.3. Llamada de las 10:59 h - Oscilaciones de la tensión.

10:59 h Endesa llama a REE. Endesa llama a REE preguntando por las enormes oscilaciones de 
las tensiones, añadiendo «están locas hoy». El operador de REE contesta que «eso quisiera saber yo 
también, sí, no tú solo. Están, pues lo de siempre, que la solar entra, sale y… El problema es que ahí, un 
grupo térmico sube o baja, pero tiene una rampa. Estos (la solar) la rampa que tiene es un botón que sube 
o baja 500 megavatios, o sea de golpe». Ante la pregunta del operador eléctrico de que entiende que la 
solar debe estar programada desde el día anterior, y si sabe lo que va a entrar a las 12.00 h, la respuesta 
del operador de REE es: «sí, más o menos sí, pero... A ciencia cierta nunca se sabe lo que va a hacer falta 
porque en función de la demanda y en función de los intercambios del momento que sea, pues bueno, la 
regulación pues tiene que ir regulando para arriba o para abajo, pero es lo que te digo, que tú un grupo 
térmico, pues le puedes decir sube, baja y van programando incluso hidráulicas, pero tiene una rampa, 
tanto para subir como para bajar. Sí, el problema es lo que te digo, que van cambiando con el mercado, 
cada cuarto de hora pues va cambiando…» continúa diciendo: «sí, es que es el problema… y el problemón 
que como cada vez hay más… y aquí en el sur tenemos hoy Arcos y Almaraz, y ya está, que son los 
únicos dos grupos que podrían absorber un poco este desajuste, pero necesitaríamos… habría que tener 
más grupos metidos… pero como no entran. Y había que tener más generación, “gorda”, vamos “gorda”, 
térmica, que son los que regulan» El operador eléctrico contesta: «Sí, que sea estable», y el operador de 
REE continúa: «exacto, que son los que estabilizan, pero como el problema es que la solar copa todo, el 
resto, pues no entran. Entonces el sol, pues está muy bien, para el verano y para la playa, pero para esto, 
por mucho que digan... pues estos bandazos, pues llegará un momento que…». El operador de la eléctrica 
dice: «Nos cargaremos algo y todo» … ayer estaba hablando con un compañero que… nosotros, creo que 
vamos a ver un cero “gordo”, creo yo». El operador de REE concluye: «hombre, según esto, ya te digo 
lo que te digo, es que aquí entran 600 megavatios de golpe, pero no es decir… 600 megavatios poquito 
a poco, no, no, no: Hace cero… hace 5 segundos no había y ahora mismo hay 600 megavatios, absorbe 
eso… y a la hora de parar, pues exactamente lo mismo».
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Esta llamada es significativa porque los dos profesionales, ante las oscilaciones de la tensión, hablan 
claramente de que la operación se había programado con pocos recursos convencionales para garantizar 
la seguridad del suministro, ya que en la zona sur hacía falta más grupos, y que, si la situación continuaba 
así, es muy factible vivir un «cero» energético, es decir, un apagón. El «cero energético» se veía como una 
posibilidad real, como una hora y media más tarde sucedió.

2.4. Llamada de las 11:31 h - Las oscilaciones en Arcos y la causa fotovoltaica

11:31 h Iberdrola llama nuevamente a REE. Iberdrola llama porque la central de Arcos está 
registrando muchas oscilaciones de tensión con cambios continuos en el transformador de toma. Pregunta 
si ha pasado algo en la zona o si es algo relacionado con la fotovoltaica. El operador de REE descarta que 
haya ocurrido algo puntual. Señala que toda la zona está afectada por la producción solar, que al entrar y 
salir provoca subidas y bajadas de tensión. Subraya que el fenómeno es generalizado en toda Andalucía, 
no solo en Arcos.

Esta llamada es la primera en la que REE diagnostica explícitamente la causa como fotovoltaica. La 
generalización del fenómeno a toda Andalucía es un dato relevante: no se trata de un problema puntual 
o local, sino de una perturbación sistémica que afecta a una gran región. El operador de REE muestra 
un tono despreocupado y normaliza la situación, sin aparente alarma. Sin embargo, el hecho de que a 
las 11:31 h —una hora antes del apagón— ya haya oscilaciones generalizadas en toda Andalucía debidas 
a la solar es un indicador claro de la inestabilidad del sistema eléctrico.

Debe ponerse en relación con la conversación fechada también el 28 de abril a las 11:47 h (46 minutos 
antes del colapso), en la que otro operador trasladaba a REE: «¿Sabéis alguna cosa con el tema de las 
tensiones? Es una fluctuación, en una hora llevamos ya 5 o 6 veces.» La respuesta de REE fue: «Sí, es la 
solar, que entra y sale por precios y por… temas de ajustes».

2.5. Llamada de las 12:13 h - Trillo también oscila: el sistema entero está en problemas

12:13 h Iberdrola llama nuevamente a REE. En este caso, Iberdrola contacta de nuevo porque 
ahora es la central nuclear de Trillo la que está experimentando oscilaciones de tensión importantes. 
Pregunta si es por la fotovoltaica o si ha ocurrido algo nuevo. REE responde que hay oscilaciones en 
todo el sistema —no solo en Trillo—, causadas: «Por la fotovoltaica, porque están ahora oscilando igual 
que no lo sabemos, pero… variaciones muy grandes de fotovoltaica por precios, intercambios… pocos 
grupos con inercia en el sistema…», concluyendo con una contestación fuera de protocolo: «Está jodida 
la cosa».

Esta llamada es probablemente la más reveladora de todo el conjunto. El comentario extraprotocolario 
del operador de REE demuestra a las claras una conciencia interna de la gravedad de la situación que 
contrasta con la comunicación oficial mantenida hasta ese momento. Las causas apuntadas por REE son 
precisas y múltiples: no solo la fotovoltaica, sino también el impacto de los precios de mercado sobre la 
producción y los intercambios, y la escasez de grupos de generación con inercia capaces de amortiguar 
las oscilaciones.

2.6. Llamada de las 12:22 h - REE pregunta por Almaraz y el regulador de tensión

12:22 h REE llama a Iberdrola. En esta ocasión, a diferencia de las anteriores veces, es REE quien 
toma la iniciativa. Señala que se están registrando oscilaciones bastante grandes en la zona extremeña y 
pregunta si Almaraz les ha comunicado algo. También inquiere sobre si el regulador de tensión de Almaraz 
está activado y si tienen sistemas para contrarrestar las oscilaciones.

Iberdrola responde que Almaraz ha estado llamando porque le está variando mucho la tensión (por 
una perturbación externa), que el regulador de tensión está activo y que se da el mismo problema en Trillo. 
REE pide confirmación sobre el sistema PCE de reducción de oscilaciones. Iberdrola confirma que solo 
tienen sistema para transitorio de frecuencia.

El hecho de que ahora sea REE quien llame a Iberdrola indica que el operador del sistema está 
buscando activamente información y recursos. La pregunta sobre el sistema PCE refleja que REE era 
consciente de que necesitaba todos los recursos disponibles para estabilizar el sistema. El tono, en esta 
ocasión, es más urgente que en llamadas anteriores.
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2.7. Llamada de las 12:26 h - Iberdrola advierte: Almaraz va a disparar

12:26 h Iberdrola telefonea a REE. Iberdrola avisa directamente a REE de que Almaraz va a acabar 
desconectándose automáticamente de la red (dispararse) si las oscilaciones continúan. REE responde 
reconociendo que la situación no es idónea, que no cree que se llegue a tanto, pero asegura estar haciendo 
todo lo posible. Simultáneamente solicita información sobre el tiempo de preaviso que necesita el ciclo 
combinado de Castejón 2 para poder acoplarse a la red.

La advertencia de que Almaraz puede disparar es de máxima gravedad, porque es la central nuclear 
más potente de España. Si sumamos la solicitud simultánea de información sobre Castejón 2 demuestra 
que REE intentaba a contrarreloj incorporar generación con inercia al sistema. El tono de la conversación 
es claramente el más urgente y preocupado de toda la secuencia.

2.8. Llamada de las 12:32 h - El sistema se desconecta: el apagón

12:32 h Iberdrola llama a REE. Iberdrola telefonea a REE para responder a la petición de REE: 
Castejón 2 podría estar acoplado a las 15:00 h con confirmación inmediata. La contestación de REE es 
nítida (en ese momento se produce el apagón) «¡Hostia, hostia, hostia, va a tomar por culo! ¡Nos estamos 
desconectando!». Iberdrola pregunta qué necesitan. REE responde: «No, no, no. Nada. Se fue. Venga.»

Esta llamada documenta el momento exacto del colapso del sistema eléctrico español. La reacción 
del operador de REE —involuntaria y completamente fuera de protocolo— es el testimonio más claro del 
carácter repentino del desplome. Iberdrola ofrece ayuda de forma inmediata, pero REE descarta cualquier 
intervención porque el colapso ya es irreversible.

TERCERO. Del análisis conjunto de todas las comunicaciones —incluyendo los nuevos testimonios 
aportados— emerge una imagen coherente y detallada de las causas que precipitaron el apagón del 28 de 
abril de 2025:

• Alta penetración de energía solar fotovoltaica con escasa inercia en el sistema: el principal factor 
técnico señalado de forma consistente por REE en todas las conversaciones e informes durante los años 
anteriores.

• Pocos grupos con inercia en el sistema: REE lo menciona explícitamente en la llamada de 7 de abril 
de 2025 a las 12:49 h, que falta «inercia en el sistema», y donde se indica que el sistema no puede soportar 
que desmantelen las nucleares «… porque en algún momento igual nos las damos seguro», contesta REE. 
Del mismo modo se expresa en la llamada de las 12:13 h del 28 de abril, y ya lo había identificado como 
factor en el episodio del 16 de abril («apenas hay nuclear en el sistema»).

• Variaciones bruscas en los intercambios internacionales: tanto en los incidentes del 31 de 
enero, 7, 22 y 24 de abril como el propio día 28.

• Impacto de los precios de mercado sobre la generación: los cambios de precio inducen variaciones 
súbitas en la producción fotovoltaica, identificadas como causa también el 26 de abril y el 28 de abril.

• Vulnerabilidad de Almaraz y Trillo: ambas centrales nucleares sufrían constantemente oscilaciones 
severas por causas externas horas antes del colapso. Las oscilaciones son una constante desde el 31 de 
enero hasta el día del apagón.

• Tendencia estructural de largo plazo: el exponencial aumento de episodios de sobretensión 
(30 en 2021, 90 en 2022, 140 en 2023) y el reconocimiento expreso de REE en 2023 de carecer de 
herramientas suficientes configura un contexto en que el apagón era un desenlace estructuralmente posible.

Se aprecia igualmente que la actitud de REE evoluciona de forma significativa a lo largo de las llamadas 
del día 28 de abril: tranquila y minimizadora en las primeras horas, más urgente e inquisidora en las llamadas 
de 12:22 h y 12:26 h, y finalmente reactiva y sin margen de maniobra en el momento del colapso. En ningún 
momento REE emitió una alerta formal de emergencia ni solicitó medidas extraordinarias anticipadas con 
suficiente antelación. La solicitud de información sobre Castejón 2 llegó apenas seis minutos antes del colapso, 
cuando la respuesta (acoplamiento a las 15:00 h, casi tres horas después) ya era absolutamente irrelevante.

CUARTO. De lo que acontece, podemos sacar las primeras conclusiones.

1. Los problemas en la seguridad del suministro eléctrico español precedieron años antes al apagón. 
REE ya había reconocido en 2023 carecer de herramientas suficientes para gestionar el creciente problema 
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de sobretensiones, cuyo número había aumentado un 367 % entre 2021 y 2023. Y expuso en las Cuentas 
Anuales Consolidadas de 2024 el riesgo de este problema a la seguridad del suministro eléctrico.

2. Consta acreditada estos eventos con episodios documentados de audios los días 31 de 
enero, 7, 16, 22, 24 y 26 de abril de 2025. Las causas fueron identificadas y comunicadas con precisión 
por escrito por REE.

3. Las causas del apagón del 28 de abril eran conocidas antes de que se produjera: alta penetración 
fotovoltaica, escasa inercia, variaciones bruscas de intercambios internacionales y efecto de los precios 
sobre la generación.

4. REE fue informada progresivamente de la gravedad de la situación el 28 de abril, pero no adoptó 
medidas de emergencia formales con la suficiente antelación.

5. El colapso final fue repentino para los operadores en tiempo real, a pesar de que las condiciones 
sistémicas que lo hacían posible habían sido identificadas antes.

6. La advertencia explícita de que Almaraz podría disparar, formulada 6 minutos antes del colapso, 
no desencadenó ninguna medida de emergencia por parte de REE.

BLOQUE I. RED ELÉCTRICA ESPAÑOLA, S.A.U/REDEIA, S.A.

REE (Red Eléctrica de España, S.A.U.) es la entidad que ejerce materialmente la función de 
Operador del Sistema. Es quien tiene los operadores, los centros de control, los protocolos, los registros de 
comunicaciones y la responsabilidad operativa directa en tiempo real. Todo lo que los audios documentan 
—el diagnóstico, la inacción, la negativa a aportar registros— corresponde a REE como sujeto operativo. 
La responsabilidad sobre estas acciones y sus consecuencias derivadas recaen sobre REE como entidad 
operadora y sobre sus directivos en tanto personas físicas con capacidad de decisión. Red Eléctrica de 
España, S.A.U. (REE) es una sociedad filial del grupo Redeia, y es el Operador del Sistema Eléctrico 
Nacional en régimen de exclusividad desde 1985. Su función, pues, no es meramente técnica: es una 
función de servicio esencial de interés general, cuya continuidad y seguridad constituyen una obligación 
legal de primer orden.

Redeia, S.A. es la sociedad matriz cotizada en el IBEX 35, que consolida REE como filial. Redeia 
no opera el sistema directamente, pero es la entidad que cotiza en bolsa, la que tiene el consejo de 
administración con perfil político, la que distribuye dividendos, la que tiene obligaciones frente a la CNMV 
como sociedad cotizada, y la que tiene accionistas que pueden (o no) haber sufrido perjuicio por información 
asimétrica. La posible responsabilidad de Redeia es principalmente de gobierno corporativo y mercado de 
valores: incumplimiento potencial del MAR por no haber comunicado información relevante al mercado, 
responsabilidad del consejo de administración por no haber gestionado el riesgo operativo de su filial con 
la diligencia exigible, y responsabilidad reputacional e institucional.

Las responsabilidades que se identifican a continuación se estructuran en tres dimensiones temporales: 
prevención antes del apagón, reacción durante el apagón, y comunicación posterior.

1.1. RESPONSABILIDADES DE RED ELÉCTRICA DE ESPAÑA, S.A.U./REDEIA, S.A., POR LA 
FALTA DE PREVENCIÓN ANTES DE LA INTERRUPCIÓN DEL SUMINISTRO ELÉCTRICO DE 28 DE 
ABRIL DE 2025.

La documentación disponible, las comparecencias de los expertos, ampliada con las grabaciones 
escuchadas ante la Mesa y Portavoces de la Comisión de Investigación del Senado en sesión de carácter 
reservado, acredita que el conocimiento de REE sobre los problemas y la fragilidad estructural del sistema se 
remonta, al menos, años antes del apagón. Ello no solo amplía el horizonte temporal de la responsabilidad 
preventiva de REE, sino que la agrava cualitativamente: porque no se trata de que REE no reaccionara a 
tiempo ante un riesgo recién identificado, sino que dispuso de tiempo para impulsar medidas para un riesgo 
que ya identificaba en 2023 y en las Cuentas Anuales consolidadas de Redeia de 2024, lo que elimina 
ninguna posibilidad de «imprevisibilidad».

Los correos electrónicos enviados por REE el 25 de abril de 2025 demuestran que el propio Operador 
del Sistema había identificado, analizado y comunicado por escrito a Iberdrola, con absoluta precisión, los 
factores exactos que estaban generando inestabilidad en el sistema: alta variabilidad fotovoltaica, escasa 
inercia disponible, intercambios internacionales bruscos y saturación de líneas de transporte.
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A corto plazo, las grabaciones escuchadas ante la Mesa y Portavoces de la Comisión de Investigación 
del Senado en sesión de carácter reservado, y que constituyen la auténtica caja negra de los hechos 
acontecidos el 28 de abril de 2025, permiten acreditar que el conocimiento interno de REE sobre la fragilidad 
estructural del sistema se remonta al menos al 31 de enero de 2025, tres meses antes del apagón; pero 
a medio plazo, las Cuentas Anuales consolidadas de 2024 y los informes de 2023 demuestran que esa 
fragilidad era conocida por REDEIA/REE años antes.

En una grabación de esa fecha, ante la comunicación de un operador eléctrico de que estaban sufriendo 
tensiones en toda Cataluña, REE contestaba que: «Sí, es que se nos está yendo… Se nos está yendo. 
Si tenéis vosotros algún recurso… es que tenemos todo fuera… ya tenemos todos los condensadores 
acoplados, todas las reactancias fuera, los grupos a tope… ya es que no tenemos más recursos». En otra 
llamada, sobre las oscilaciones, contestó que: «ha subido mucho la solar de golpe», «y entonces se nos 
ha hundido muchísimo». La subida fue, según el operador de REE «de golpe, más de la cuenta. Entonces 
no, no hemos podido hacer nada».

Las tensiones eran evidentes también el 7 de abril de 2025 a las 12:32 h, existiendo picos muy altos, 
qué tanto subían como bajaban. Sobre la posibilidad de controlarla, REE manifestaba claramente que 
«no, es que a nada que hacemos algo vuelve a subir y a medida que hacemos algo vuelve a bajar. O sea, 
es que es incontrolable, o sea está oscilando continuamente…». En cuanto a la falta de inercia, resulta 
llamativa la conversación entre los operadores de Endesa y REE, de 7 de abril a las 12:49 h, donde se 
indica que el problema que estaba ocurriendo era los intercambios internacionales y la falta de inercia del 
sistema señalando que esto es con lo que lo que «vamos a tener que vivir en los próximos años, ¿sabes? 
Y como desmantelen las nucleares yo creo que va a ser el punto de inflexión», a lo que el operador de 
REE responde: «no, que no puede soportar esto, porque en algún momento igual nos la pegamos seguro, 
o casi». Esta llamada es importante porque los profesionales hablan de posible interrupción del suministro 
eléctrico semanas antes de producirse a causa de la falta de inercia, lo que denota que el evento del 28 de 
abril distaba mucho de ser «imprevisible».

A mayor abundamiento, el 16 de abril, ante la comunicación de un operador eléctrico de que estaba 
sufriendo picos de tensión que le obligaban a regular en todas sus subestaciones, un operador de REE 
respondió con las siguientes palabras: «Es porque apenas hay nuclear en el sistema... Ya pasó ayer tarde 
y no es algo puntual.» Este testimonio es de una relevancia extraordinaria, porque acredita que REE 
identificaba ya el 16 de abril la escasez de generación con inercia como causa de las perturbaciones en la 
tensión de la red, y que era consciente de que ese fenómeno no era puntual sino recurrente, como hemos 
visto con las llamadas desde al menos el 31 de enero. Es más, el correo electrónico del día 25 de abril, 
insistimos, remitido por la propia REE para explicar sus conclusiones de la oscilación de tensiones del 
día 22 de abril a las 19:00 h, es decir, de 3 días antes y tras haber analizado el tema, insiste en el mismo 
análisis. No se entiende que una vez que se produce el colapso el 28 de abril, se pretenda pasar por alto 
estos antecedentes que demuestran nítidamente la situación de la red los días previos.

Las grabaciones escuchadas ante la Comisión documentan una escalada progresiva de incidentes en 
los días previos al apagón. El 26 de abril de 2025, a las 16:30 h, ante una nueva consulta de un operador 
eléctrico por oscilaciones en el sistema, REE respondió atribuyendo el problema a la fotovoltaica. El patrón 
es idéntico al de las llamadas del 28 de abril: REE conocía la causa y la identificaba con precisión y no 
adoptaba medidas correctivas que impidieran su repetición. Más significativa aún es, sin duda, la grabación 
del 28 de abril a las 11:47 h, en la que, ante la pregunta de un operador sobre si la situación iba a continuar 
así durante el día, el operador de REE respondió: «Y no solo el día, ¡veremos a ver este verano!». Esta 
respuesta es importante porque supone la admisión más explícita disponible de que REE no consideraba 
la inestabilidad del sistema como un problema puntual ni como una anomalía corregible en el corto plazo, 
sino como una condición estructural del sistema que iba a persistir en el tiempo e incluso agravarse a 
medio y largo plazo, confirmando la misma opinión de la llamada de 7 de abril a las 12:49 h transcrita 
con anterioridad. Sin olvidar la llamada del día 28 de abril a las 10:59 h, donde los operarios de Endesa y 
REE manifestaban con toda claridad que «… vamos a ver un “cero” gordo», es decir, un apagón, como se 
produjo hora y media después.

Las grabaciones ante la Comisión incluyen una comunicación de las 11:20 h del 28 de abril entre 
el Metro de Madrid y un operador eléctrico. El Metro de Madrid trasladó que estaba teniendo incidencias 
en acometidas y en los sistemas de emergencia, y el operador eléctrico confirmó que los problemas con 
REE eran permanentes. El representante del Metro añadió que esa situación ya había ocurrido en días 
anteriores, que en modo alguno puede considerarse normal. Este testimonio es relevante porque acredita 
que la inestabilidad del sistema ya estaba causando perturbaciones en infraestructuras críticas de transporte 
público horas (y días) antes del colapso final.



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES
SENADO

Núm. 403 Pág. 2124 de abril de 2026

 c
ve

: B
O

C
G

_D
_1

5_
40

3_
34

18

Las llamadas del 28 de abril demuestran que los operadores de REE identificaron verbalmente y con 
precisión técnica las causas de la inestabilidad del sistema mientras esta se desarrollaba. A las 12:13 h 
—19 minutos antes del colapso final—, un operador de REE describía con exactitud la causa: «variaciones 
muy grandes de fotovoltaica por precios, intercambios, pocos grupos con inercia en el sistema». El 
mismo operador añadió un comentario extraprotocolario que refleja una valoración interna de máxima 
gravedad: «¡Está jodida la cosa!».

Del mismo modo, las transcripciones muestran que los operadores de Iberdrola mantuvieron una 
comunicación continua, proporcionaron información precisa sobre el estado de sus instalaciones (Almaraz, 
Trillo, Castejón), activaron sus sistemas de regulación disponibles y ofrecieron el acoplamiento del ciclo 
combinado de Castejón 2 cuando REE lo solicitó. La oferta de acoplamiento llegó segundos antes del 
colapso, haciendo inviable cualquier intervención. En el momento mismo del apagón, Iberdrola preguntó de 
forma inmediata qué necesitaban. REE respondió que ya no había nada que hacer.

Se aprecia que, pese a que REDEIA/REE disponía de un diagnóstico preciso desde el primer 
instante, la información disponible públicamente indica que durante el año transcurrido desde el apagón 
no se ha ofrecido a la ciudadanía una explicación técnica clara, completa, que acote los responsables y 
defina de forma expresa las causas. El recurso a explicaciones de carácter «multifactorial» sin identificar 
responsabilidades concretas ha sido la tónica dominante en la comunicación pública del evento.

En resumen, las grabaciones escuchadas ante la comisión del Senado amplían de forma determinante 
el horizonte temporal de conocimiento de REE: el problema no comenzó el 28 de abril ni el 22 de abril, sino 
que fue identificado al menos en 2023, mayo de 2024 y en las Cuentas Anuales consolidadas de REDEIA 
de 2024. REE lo sabía, sus profesionales lo diagnosticaban con precisión y respondía a los operadores 
afectados con una combinación de normalización del fenómeno y ausencia de soluciones. La declaración 
de que el problema no iba a ser solo del día sino de todo el verano, o que era la nueva realidad con la que 
había que convivir, es la expresión más clara disponible de que REE consideraba la inestabilidad como 
una condición estructural, no como una anomalía: se normalizaba la inestabilidad. Y esa circunstancia 
transforma de forma cualitativa el análisis de la responsabilidad preventiva del operador del sistema, 
porque, centrándonos ya en el año 2025 (obviando los conocimientos que se tenían desde 2023 y 2024) 
durante los tres meses que median entre el primer diagnóstico acreditado en audios (31 de enero) y el 
colapso (28 de abril), REE disponía de las siguientes medidas preventivas que no consta que adoptara:

• Exigir la conexión preventiva de grupos de generación con alta inercia (centrales de ciclo combinado, 
cogeneración, una mayor programación hidráulica o la programación de la totalidad nuclear disponible) en 
las horas de mayor exposición solar.

• Reducir los intercambios internacionales en sentido exportador durante las franjas de máxima 
producción fotovoltaica.

• Activar protocolos de seguridad reforzada para las horas del mediodía, dadas las condiciones 
documentadas de inestabilidad recurrente.

• Emitir una alerta formal al Ministerio y a la CNMC sobre la situación de fragilidad estructural del 
sistema, habida cuenta de su carácter no puntual reconocido expresamente por sus propios operadores.

• Implementar con anticipación el denominado «método reforzado» de operación, que el propio REE 
acabó activando después del apagón como medida correctiva y que es precisamente la respuesta operativa 
al riesgo que sus operadores venían diagnosticando desde el 31 de enero.

Esta falta de prevención adecuada no puede calificarse como un error de apreciación puntual, 
porque tanto tiempo sin medidas correctivas proporcionales constituyen, en cualquier análisis de diligencia 
debida, un incumplimiento grave de las obligaciones de seguridad del sistema establecida en el artículo 30 
de la Ley 24/2013.

1.2. RESPONSABILIDADES DE RED ELÉCTRICA DE ESPAÑA, S.A.U. POR LA FALTA DE 
REACCIÓN A LA INTERRUPCIÓN DEL SUMINISTRO ELÉCTRICO DEL 28 DE ABRIL DE 2025.

Pero no solo hubo una falta de prevención de unos hechos diagnosticados con antelación del 
suceso objeto de esta Comisión de investigación de la interrupción del suministro eléctrico y de las 
telecomunicaciones del Senado de España. También hubo, a juicio de la Comisión, una falta de reacción 
el día 28 de abril, evidenciando una falta de planificación del mix energético de aquel día, en la que había 
un exceso de energía renovable, pero, por el contrario, una falta de energía síncrona, lo que motivó las 
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oscilaciones y falta de tensión que demuestran los audios y contra la que no hubo una reacción para evitar 
el colapso.

Las grabaciones escuchadas ante la Comisión de investigación de la interrupción del suministro eléctrico 
y de las telecomunicaciones del Senado permiten reconstruir con detalle la cronología completa del 28 de 
abril. La secuencia acredita que la inestabilidad del sistema era visible, diagnosticada y comunicada por 
múltiples operadores desde primera hora de la mañana, y que REE respondió en todo momento de forma 
reactiva, normalizando el fenómeno o admitiendo su incapacidad para resolverlo, sin activar en ningún 
momento protocolos formales de emergencia:

REE informa a ENDESA que no tiene apenas recursos para controlar las tensiones por la zona de 
Barcelona, operando al límite a las 00:47 h.

REE informa a ENDESA a las 10:59 h que las tensiones oscilan enormemente por la brusca entrada 
y salida de la energía solar, y su falta de estabilidad, y en la conversación ambos técnicos manifiestan que 
un día pueden vivir una interrupción del suministro eléctrico.

REE informa de un incidente en la subestación de Pizarroso (Cañaveral), con tono tranquilo y sin 
activación de protocolos de emergencia a las 9:54 h del día 28 de abril.

Un cliente comunica a un operador eléctrico que la tensión de su línea está muy baja (128 V) y que la 
semana anterior ya habían tenido «una muy gorda» a las 11:01 h del día 28 de abril. El operador eléctrico 
confirma que REE está subiendo y bajando tensiones en toda la red.

Un operador eléctrico comunica oscilaciones en la línea de 400 kW en Olmedilla a las 11:04 horas del 
día 28 de abril. REE responde: «es el tema de la fotovoltaica. Nosotros estamos igual, estamos intentando 
mitigar». La situación afecta ya a líneas de muy alta tensión.

El metro de Madrid, como ya hemos visto antes, comunicaba incidencias en acometida de sistemas de 
emergencia a las 11:20 horas del día 28 de abril. Se acredita que la inestabilidad ya afecta a infraestructuras 
críticas de transporte público.

Iberdrola llama a REE, a las 11:31 h del día 28 de abril, que le confirma la existencia de oscilaciones 
generalizadas en toda Andalucia por la solar. REE normaliza la situación y no emite una alerta formal.

Iberdrola llama a REE a las 11:47 h del día 28 de abril, que pregunta si la situación de oscilaciones 
va a continuar, respondiendo el operador de REE «Y no solo el día, ¡veremos a ver este verano!», que 
supone un reconocimiento explícito de que el problema es estructural y sin solución a corto plazo. Esto 
acontece 45 minutos antes del colapso.

A las 11:51 h del día 28 de abril, Iberdrola advierte a REE que las oscilaciones pueden disparar sus 
plantas. REE reconoce que «no nos da tiempo a regular» y que a las 10:40 h y a las 11:00 h ha habido ya 
oscilaciones importantes.

A las 12:13 h del día 28 de abril, Iberdrola llama a REE, indicándole que hay oscilaciones en todo el 
sistema incluyendo Trillo. REE diagnostica las causas con precisión: fotovoltaica, precios, intercambios, 
escasa inercia. Es una evaluación interna y espontánea pero precisa y exacta del profesional de REE: «Está 
jodida la cosa». Sin comunicación de emergencia externa, eso sí.

A las 12:22 h del día 28 de abril, REE llama a Iberdrola buscando recursos. Pregunta por sistemas 
anti-oscilación de Almaraz. Es la primera señal de actuación proactiva.

A las 12.26 h del día 28 de abril, Iberdrola advierte a REE que Almaraz va a desconectarse (dispararse) 
si la situación sigue igual. REE pide preaviso de Castejón 2. Pero no se activa ninguna alerta formal de 
emergencia.

A las 12:32 h del día 28 de abril, REE recibe la información sobre Castejón 2 al mismo tiempo que produce 
el colapso total. REE rechaza la ayuda de Iberdrola porque el sistema ha colapsado de forma irreversible.

La cronología completa revela que la inestabilidad del sistema era visible para múltiples actores desde 
las primeras horas de la mañana del 28 de abril, afectaba ya a infraestructuras críticas como el Metro de 
Madrid, y era conocida por REE con su causa exacta identificada. Entre la primera grabación acreditada 
de inestabilidad grave esa mañana (11:01 h) y el colapso (12:32 h) transcurrieron noventa y un minutos. 
Entre el diagnóstico de máxima gravedad de REE (12:13 h, «Está jodida la cosa») y el colapso, diecinueve 
minutos. En ninguno de esos dos intervalos consta activación de protocolos formales de emergencia, que 
es lo que debiera haberse realizado.

Noventa y un minutos de inestabilidad visible y creciente con causa conocida. Noventa y un minutos con 
diagnóstico interno de máxima gravedad. Ningún protocolo formal de emergencia activado. La declaración 
de las 11 («veremos a ver este verano») sintetiza con claridad la actitud institucional de REE ante el 
riesgo: resignación ante una condición estructural del sistema, sin soluciones ni medidas de emergencia.



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES
SENADO

Núm. 403 Pág. 2324 de abril de 2026

 c
ve

: B
O

C
G

_D
_1

5_
40

3_
34

18

1.3. RESPONSABILIDAD DE RED ELÉCTRICA DE ESPAÑA, S.A.U/REDEIA, S.A. POR LA 
COMUNICACIÓN PÚBLICA POSTERIOR.

Esta es, desde el punto de vista del impacto ciudadano, la dimensión más grave de la conducta de 
REE. El diagnóstico preciso y detallado de las causas del apagón estaba disponible desde los primeros 
instantes, porque los propios operadores de REE lo verbalizaron con exactitud técnica durante las llamadas 
del 28 de abril, lo que demuestra la alta preparación de sus trabajadores. Sin embargo, la comunicación 
pública posterior se caracterizó por:

• La invocación de causas «multifactoriales» sin identificación de la causa principal ni de las 
responsabilidades operativas concretas.

• La ausencia de una explicación pública clara, en lenguaje comprensible, de los factores que los 
propios operadores de REE habían identificado en tiempo real.

• El mantenimiento de una situación de incertidumbre pública sobre las causas durante más de un 
año, pese a que la investigación interna debía haber concluido mucho antes.

• La negativa expresa a aportar sus registros de comunicaciones del día 28 de abril a la Comisión 
de Investigación parlamentaria, alegando motivos de confidencialidad y de protección de los derechos 
fundamentales de sus empleados. REE fue requerida formalmente por la Comisión de investigación de la 
interrupción del suministro eléctrico y de las telecomunicaciones y se negó a entregar esa documentación 
consistente en 8.028 llamadas telefónicas y 1.296 correos electrónicos sobre el apagón.

• Esa negativa contrasta de forma directa con la conducta de las empresas eléctricas privadas, entre 
ellas Iberdrola Energía España y Endesa, que sí aportaron voluntariamente sus registros de comunicaciones 
—incluyendo las presentes transcripciones certificadas— en cumplimiento de su deber de colaboración con 
los órganos de control democrático.

La negativa de REE y REDEIA a aportar sus registros de comunicaciones a la Comisión de 
Investigación no se ajusta al marco legal aplicable. Las comisiones de investigación parlamentarias, como 
esta que realiza el Senado de España, tienen, conforme al artículo 76 de la Constitución Española y a 
la Ley Orgánica reguladora de las mismas, potestad para requerir la aportación de documentación, con 
las únicas limitaciones establecidas por la propia Constitución de 1978. La invocación genérica de la 
confidencialidad y los derechos fundamentales de los empleados no constituye, en el estado actual de la 
doctrina constitucional y parlamentaria, una causa legítima de negativa frente a un requerimiento formal de 
una comisión de investigación, máxime en un asunto de un evidente interés público como es la interrupción 
del suministro eléctrico del 28 de abril de 2025. Esa negativa puede constituir un desacato a la autoridad 
parlamentaria, cuya calificación y consecuencias corresponde determinar a la Mesa del Senado y, en su 
caso, al Ministerio Fiscal, pero ante todo evidencia un interés manifiesto y pertinaz de obstruir e impedir las 
investigaciones y que las instituciones conozcan la verdad de lo ocurrido.

El hecho de que los únicos registros de comunicaciones disponibles para esta Comisión sean los 
aportados por Iberdrola y Endesa —dos empresas privadas, partes interesadas, que sin embargo ha 
cumplido con su deber de colaboración— mientras el propio Operador del Sistema los ha retenido y los 
oculta, constituye en sí mismo un dato de extraordinaria relevancia institucional que no puede dejarse pasar 
por alto: la institución con mayor responsabilidad en el apagón es la única que ha obstaculizado el acceso 
a la verdad, con vanas excusas con la única finalidad de impedir a la ciudadanía conocer las causas reales 
de la interrupción del suministro eléctrico el 28 de abril de 2025.

Pero, desde luego, supone, sin duda, una pérdida de la confianza pública en REDEIA y REE como 
garantes de la seguridad del sistema. El hecho de que la única documentación disponible sobre las 
comunicaciones del día de la interrupción del suministro eléctrico haya sido suministrada por dos empresas 
privadas y no por el propio operador del sistema cuestiona de forma especialmente visible la idoneidad 
de sus responsables de estar al frente de una empresa que ejerce una función de seguridad en régimen 
de exclusividad. Ha demostrado una carencia absoluta de transparencia que afecta a la reputación de 
la empresa. Máxime cuando de los audios se desprende indubitadamente que los trabajadores de REE 
analizaban de manera milimétrica y al segundo las causas de las oscilaciones y la falta de tensión semanas 
antes, y evidenciaban su carácter estructural, lo que demuestra su gran profesionalidad y preparación, 
mientras que sus directivos han pretendido, para evitar sus propias responsabilidades, difuminar causas 
de forma abstracta, con el fin de argumentar que fue un evento imprevisible o que no ha sido culpa de 
nadie, o echar las culpas a otros, como hizo la Presidenta de REDEIA doña Beatriz Corredor Sierra en 
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la comparecencia en el senado el pasado 25 de marzo de 2026 visiblemente alterada, lo que obligó a 
suspender temporalmente la sesión. Esto, políticamente, podrá tener su finalidad de generar confusión en 
la sociedad española para no aclarar nada, pero jurídicamente no tiene recorrido, pues la responsabilidad 
sería solidaria entre los agentes actuantes ante terceros perjudicados, sin perjuicio del derecho de repetición 
entre ellos. Y máxime cuando la misma REE iba detallando las causas de las oscilaciones de tensión del 
sistema bien verbalmente, bien por escrito por correos electrónicos, los años anteriores, los días previos 
y el mismo día del apagón, por lo que ni REE ni REDEIA pueden ir válidamente contra sus propios actos 
para cambiar los argumentos una vez causado el colapso, generado el daño a terceros y verse como 
responsable.

La interrupción del suministro eléctrico no ha sido causada por un evento meteorológico o de otra 
clase absolutamente imprevisible e inevitable, como puede ser la caída de un rayo o un evento similar, sino 
que estaba siendo previsible años antes del apagón, especialmente si tenemos en cuenta que estamos 
ante un sector tan controlado al segundo por su carácter estratégico y esencial.

Nuestro Más Alto Tribunal, en su Sentencia de 17 de julio de 2015, ya afirmó que la continuidad 
del suministro eléctrico no se deja al plano puramente privado, sino que tiene relevancia pública y 
sancionadora. Señala que las interrupciones del suministro pueden ser sancionables, aunque no exista 
voluntad de interrumpir, si derivan de defectos de mantenimiento, conservación o previsión, como parece 
evidente el caso. Y no es excusable en la posible concurrencia de terceros si su conducta fue causa 
determinante del apagón, máxime cuando afecta a servicios esenciales. Esta sentencia ya resuelve 
el debate de que, si REE/REDEIA conocía riesgos estructurales y no activó medidas suficientes, la 
responsabilidad no desaparece por el hecho de que el colapso final fuese técnicamente complejo o 
concurriesen otros agentes.

Por tanto, la Comisión de investigación de la interrupción del suministro eléctrico y de las 
telecomunicaciones del día 28 de abril de 2025 considera a REE y REDEIA responsables del apagón, sin 
perjuicio de las responsabilidades administrativas, civiles y penales que le pudieran corresponder y que 
deberán analizarse en otros ámbitos.

BLOQUE II. GOBIERNO DE ESPAÑA, A TRAVES DEL MINISTERIO PARA LA TRANSICIÓN 
ECOLÓGICA Y EL RETO DEMOGRÁFICO (MITECO)

El Gobierno de España, a través del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico 
(MITECO), ejerce la tutela del sistema eléctrico español a través de la Secretaría de Estado de Energía.

De acuerdo con la legislación vigente (Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico), la 
Administración General del Estado es la responsable de «determinar, en el ámbito de su competencia, las 
medidas necesarias para garantizar el suministro de energía eléctrica», así como «Ejercer las facultades 
de planificación eléctrica» (art. 3).

Según esta ley, el funcionamiento del sistema se organiza de forma que existe un «operador del 
sistema» que tiene «como función principal garantizar la continuidad y seguridad del suministro eléctrico y 
la correcta coordinación del sistema de producción y transporte» (art. 30). Este operador en España como 
ya se ha señalado es exclusivo y corresponde a la mercantil Red Eléctrica Española, S.A.U (REE), una filial 
del holding Redeia Corporación, S.A. que es una sociedad participada por el Estado a través de la SEPI y 
cuyo control ejerce en calidad de accionista mayoritario (20 %).

Según la Disposición adicional vigesimotercera de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 
Eléctrico, el gobierno mantiene el control sobre la independencia operativa del sistema eléctrico, ya que 
además de la participación de la SEPI y la limitación sobre otros accionistas que le garantizan el control 
absoluto sobre REDEIA, se reserva el control jerárquico del operador del sistema a través del veto en el 
nombramiento de la dirección, garantizándose la tutela directa sobre quien lidera la operación del sistema.

Como se ha analizado en el bloque anterior, el apagón del 28 y 29 de abril de 2025 no fue un accidente 
técnico aislado, sino el desenlace documentado de una tendencia estructural conocida, operada en un 
sistema diseñado sobre premisas de política energética que sus propios gestores habían identificado como 
insuficientemente robustas. La distinción entre responsabilidad operativa de REDEIA/REE y responsabilidad 
política del Gobierno no puede utilizarse, como ha pretendido el Ejecutivo, para exculpar a este último. Eso 
tiene una explicación: la tutela sobre el operador del sistema, el diseño del modelo energético y la obligación 
de supervisión activa son funciones del Ministerio para la Transición Ecológica (MITECO) que emanan 
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directamente de la Ley 24/2013. El análisis de las comparecencias ante la Comisión de investigación de 
la interrupción del suministro eléctrico y de las telecomunicaciones, contrastado con las transcripciones 
certificadas de las llamadas del 28 de abril y con las grabaciones escuchadas en sesión reservada, permite 
fundamentar esa responsabilidad.

La ministra, la Excma. Sra. Doña Sara Aagesen Muñoz compareció ante el Senado sosteniendo una 
posición articulada en torno a cuatro ejes: el apagón fue multifactorial, inédito e impredecible; no hubo avisos 
previos relevantes; la normativa existente era suficiente; y el Gobierno no recibió ninguna constancia de 
riesgo sistémico inminente. El secretario de Estado Joan Groizard había reforzado esa línea anteriormente 
afirmando que no hubo «ningún aviso, ninguna advertencia, ninguna señal de que era inminente una 
vulnerabilidad tal como la que se evidenció.»

La presidenta de REDEIA, Beatriz Corredor Sierra, complementó ese relato trasladando la 
responsabilidad operativa hacia los generadores convencionales, que habrían incumplido sus obligaciones 
de control dinámico de tensión. En su segunda comparecencia, visiblemente tensa, amplió esa tesis 
atribuyendo el colapso a «desconexiones indebidas» de aproximadamente nueve generadores y a una 
oscilación anómala de una planta fotovoltaica en Badajoz.

Por otro lado, la presidenta de la CNMC, Cani Fernández, defendió que los mecanismos regulatorios 
existentes el 28 de abril eran suficientes y que el PO 7.4 no había estado guardado «en un cajón».

Antes de analizar las contradicciones específicas con los audios, es necesario señalar que el propio 
relato oficial presenta incongruencias internas que los comparecientes del Gobierno no resuelven. Tres son 
especialmente significativas:

La primera incongruencia es la necesidad de mantener permanentemente un sistema eléctrico «en 
modo reforzado» del que se desconoce ni su operación ni su coste. Si el sistema operaba con margen 
de seguridad suficiente el 28 de abril —como afirman las señoras Aagesen, Corredor y Fernández—, la 
implantación del modo reforzado post-apagón, que exige el doble de grupos síncronos, representa una 
corrección estructural, no una medida de prudencia adicional a tenor de que un año después sigue vigente. 
La Sra. Aagesen presentó esa medida como «prudente» y no como reconocimiento de error previo. Pero 
esa caracterización es insostenible: si los 9 grupos síncronos del 28 de abril eran suficientes, no hay razón 
técnica para exigir ahora 20. Si los 20 son necesarios ahora para operar con seguridad, los 9 del 28 de 
abril eran claramente insuficientes. No pueden ser simultáneamente ciertas ambas proposiciones. La 
propia Sra. Corredor en su segunda comparecencia inadvertidamente lo reconoció al justificar el modo 
reforzado con el argumento de que REE no sabe si los demás cumplen: «Tiene que ver que no sabemos si 
cumplen los demás, señoría» (página 12 del Diario de Sesiones número 643 de 25 de marzo de 2026). Esa 
frase destruye por completo cualquier narrativa de que el 28 de abril todo se operó correctamente.

La segunda incongruencia versa sobre si la legislación vigente antes de la interrupción del suministro 
eléctrico del 28 de abril era suficiente para evitar el evento. La Sra. Fernández afirmó que los mecanismos 
existentes antes del apagón eran suficientes, pero simultáneamente describió cómo en octubre de 2025 la 
CNMC activó un procedimiento de urgencia para actualizar el PO 7.4 ante una llamada de REE. El nuevo 
PO 7.4 entró en vigor el 17 de marzo de 2026. Si la normativa anterior era suficiente según la CNMC, 
huelga decir que la nueva no aporta nada. Si la nueva aporta algo, la anterior, entonces, era insuficiente, 
máxime cuando la CNMC, que presume de independencia, actúa de urgencia.

Y la tercera incongruencia es la falta de comunicación entre el MITECO y REE. El Sr. García 
Hernández afirma que el Ministerio se enteró del incidente del 22 de abril «por los medios». El director 
general no exculpa al Ministerio: al contrario, lo señala. REE tenía obligación legal de informar al Ministerio 
de los eventos que afectaran significativamente a la seguridad del suministro. Si el Ministerio asegura 
que se enteró por la prensa de un incidente que REE ya había analizado y comunicado por escrito a las 
empresas eléctricas (correo electrónico de 25 de abril), ello acredita o bien un incumplimiento de REE de 
su obligación de información al órgano de tutela, o bien un incumplimiento del Ministerio de su obligación de 
supervisión activa. Cualquiera de los dos escenarios implica un fallo institucional grave que el relato oficial 
no puede resolver sin autoincriminarse. Y no puede pasarse por alto que la Sra. Aagesen ha declarado en 
su comparecencia que REE operó correctamente, por lo que se presume que REE sí informó al Ministerio 
(como es su obligación).

Ante este estado de cosas, para sacar conclusiones, parece prudente analizar las opiniones de los 
expertos que han acudido a comparecer ante la Comisión de investigación de la interrupción del suministro 
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eléctrico y de las telecomunicaciones del 28 de abril de 2025, cotejándolos con el contenido de los audios, 
con el fin de analizar posibles responsabilidades políticas.

— El Sr. Clamagirand García identificó como causa central del apagón un evento de sobretensión 
en redes débiles del sur con alta penetración fotovoltaica, agravado por escasez de grupos síncronos con 
inercia. Su diagnóstico es exactamente el que los audios documentan en tiempo real: a las 12:13 h del 28 de 
abril, el operador de REE describía literalmente «variaciones muy grandes de fotovoltaica por precios, 
intercambios… pocos grupos con inercia en el sistema.» La coincidencia no es fortuita: el Sr. Clamagirand 
construyó su análisis sobre las mismas realidades físicas que los operadores de REE estaban viviendo en 
tiempo real.

La dimensión más relevante de la comparecencia del Sr. Clamagirand, en relación con la responsabilidad 
del Gobierno, es su diagnóstico sobre las prioridades sistémicas: el sistema priorizó objetivos económicos 
y de integración renovable por encima de la robustez técnica. Esa priorización no es una decisión de 
REE. Es una decisión de política energética cuya autoría corresponde al MITECO, a través del Marco 
Estratégico diseñado por la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética, y el 
Plan Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC 2023-2030) impulsados por la entonces ministra de 
Transición Ecológica doña Teresa Ribera, que diseñó un sistema que priorizaba la integración de fuentes 
de energía renovables sin garantizar la seguridad técnica de la red.

El Sr. Clamagirand también señaló que REE opera sobre estadística histórica y que eventos «nunca 
vistos» rompen las predicciones, argumento que podría interpretarse como atenuante para el operador del 
sistema. Sin embargo, los audios invalidan esa lectura en términos que afectan directamente al Gobierno: 
el operador de REE declaró a las 11:47 h —45 minutos antes del colapso— que el problema no era del día, 
sino que veríamos «todo el verano.» Una situación que el propio operador del sistema proyectaba como 
estructural durante meses no puede calificarse, ni ante la Comisión de investigación de la interrupción del 
suministro eléctrico y de las telecomunicaciones del 28 de abril de 2025 del Senado de España ni ante la 
ciudadanía, como impredecible con la información disponible. Y si el operador del sistema (REE) lo sabía, 
su organismo de tutela (MITECO) debía saberlo.

— El Sr. González Sánchez aportó una perspectiva de especial relevancia política al señalar que los 
avisos sobre la necesidad de inercia y reservas en el sistema se venían produciendo desde 2020, con un 
informe de REE que identificaba esa necesidad. Identificó además que el sistema operaba «en un extremo 
de la balanza, no en el centro», con solo 8-9 grupos síncronos frente a los 20 habituales en modo seguro.

Esta afirmación conecta directamente con la responsabilidad ministerial: si desde 2020 existía 
documentación interna del propio operador del sistema sobre la necesidad de reforzar los mecanismos de 
inercia y el Ministerio no adoptó medidas regulatorias o de planificación equivalentes durante cinco años, 
la política de transición energética se ejecutó con un conocimiento previo del riesgo que no se tradujo 
en medidas proporcionales. De hecho, los audios refuerzan esta tesis: el audio de las 11:01 h del 28 de 
abril recoge tensión de línea en 128 voltios y el de las 11:04 h muestra a REE reconociendo que «estamos 
intentando mitigar» oscilaciones en líneas de 400 kV. La inestabilidad no comenzó a las 12:03 h, como ha 
sostenido oficialmente REE. Llevaba meses siendo visible.

El Sr. González también señaló el problema del autoconsumo invisible para REE —8-9 GW de 
generación distribuida sin visibilidad en tiempo real—, fenómeno coherente con la declaración del operador 
de REE en la llamada de las 12:13 h: «están ahora oscilando igual que no lo sabemos.» Que el operador 
del sistema reconociera, en tiempo real y antes del colapso, que no sabía con exactitud qué estaba 
ocurriendo en una parte significativa del parque generador es un dato que la política de despliegue masivo 
de renovables distribuidas debe incorporar en su análisis de responsabilidad.

Un aspecto —el de la problemática de la generación distribuida— desarrollado en su comparecencia 
por el experto Sr. Ruiz Jiménez.

Y es que, según el informe de Red Eléctrica, una vez que el sistema se había recuperado del 
«Evento 2», se produjo una nueva oscilación que tuvo como consecuencia otro desequilibrio de tensión 
en el «Evento 3». Y es que a partir de las 12:22, se produjo una desconexión significativa de casi 700 MW 
en instalaciones de generación distribuida, que no fueron observables por el operador el sistema y que 
implicaron un crecimiento súbito de la demanda por desconexión incorrecta de este tipo de instalaciones.

Este fenómeno se volvió a producir al filo de las 12:33, iniciándose en ese momento la desconexión en 
cadena de instalaciones de generación que concluyó, 17 segundos después, en el cero eléctrico nacional.

Es, por tanto, la propia Red Eléctrica la que puso de manifiesto la relevancia para la estabilidad del 
sistema eléctrico de las instalaciones de generación distribuida.
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Posteriormente al fatídico 28 de abril, el Ministerio para la Transición Ecológica ha hecho pública la 
primera estadística sobre este tipo de instalaciones, totalizando 8.288 MW, es decir, el equivalente a más 
de ocho reactores nucleares, y que hoy resultan opacas al sistema.

— El Sr. Ley Llano introdujo la dimensión más directamente política del análisis técnico, cuestionando 
la viabilidad de un sistema sin generación firme suficiente y citando datos de la IEA sobre el retorno de 
la nuclear a nivel mundial. Los audios avalan la parte técnica de su argumento —el sistema carecía de 
inercia suficiente y la fotovoltaica era la causa de las oscilaciones— aunque la dimensión política de su 
análisis, en términos de «fundamentalismo renovable», trasciende lo que los audios pueden certificar. 
Lo que sí puede extraerse de su comparecencia en términos de responsabilidad gubernamental es que si 
la propia IEA —organismo internacional de referencia en política energética— alertaba sobre los riesgos de 
sistemas con alta penetración renovable y baja generación firme, y si los datos internos de REE confirmaban 
esa tendencia en España, debía de haberse calibrado mejor la evaluación de riesgos sistémicos en el 
PNIEC y su Anexo D antes de autorizar el ritmo de despliegue renovable que las evidencias documentan.

— La Sra. Marta Castro fue la compareciente más contundente en la calificación del apagón. 
Su afirmación de que fue «totalmente evitable» y de que REE «tenía herramientas y no las usó» está 
directamente respaldada por los audios. Señaló con precisión que los avisos previos se produjeron los 
días 16, 22 y 24 de abril, y que el modo reforzado post-apagón prueba que el 28 de abril se operaba de 
forma insegura.

En relación con la responsabilidad del Gobierno, Castro implica que la AELEC —asociación que 
agrupa a las grandes eléctricas— conocía el riesgo y que la información sobre los incidentes previos era 
accesible institucionalmente. Si las empresas del sector lo sabían, y REE lo sabía y lo había comunicado 
por escrito el 25 de abril, la única institución que manifiestamente dice no haber sabido es el Ministerio. 
Esa posición es o bien resultado de un incumplimiento de REE de su obligación de información al órgano 
de tutela, o bien resultado de una falta de supervisión activa del Ministerio sobre su organismo tutelado. En 
cualquier caso, la responsabilidad institucional es del Gobierno.

— El consejero delegado de Endesa fue igualmente rotundo: no puede haber «doce centrales 
desconectándose simultáneamente si todo se hizo correctamente.» Su afirmación de que Endesa avisó 
formalmente a REE antes de las 11:00 h del 28 de abril coincide con los audios (10.59 h para ser exactos) 
—Iberdrola también avisaba desde las 09:54 h, y el Metro de Madrid reportaba incidencias a las 11:20 h— 
y desmonta la narrativa de un colapso súbito e imprevisible.

El Sr. Bogas señaló directamente a REE por haber programado solo 9 grupos síncronos. Esta 
afirmación, que contradice a la Sra. Corredor, es corroborada por el Sr. Duvison —el propio ex director 
general de Operación de REE durante 37 años— que reconoció que el apagón fue consecuencia de 
«acumulación de decisiones de programación que dejaron el sur de España vulnerable.» La contradicción 
entre el responsable histórico de REE y la presidenta de la empresa sobre el mismo hecho no puede ser 
resuelta con el relato oficial: uno de los dos está equivocado, o miente. Los audios apoyan la tesis de los 
Sres. Bogas y Duvison: a las 12:22 h REE buscaba desesperadamente recursos de estabilización que ya 
debían haber estado en operación.

— La posición de Iberdrola está íntegramente respaldada por los audios que su propia empresa 
aportó a la Comisión —los únicos registros de comunicaciones disponibles, junto con los de Endesa, 
dado que REE se negó a entregar los suyos—. Las seis llamadas certificadas del 28 de abril demuestran 
información continua, activación de sistemas de regulación, advertencia del riesgo de disparo de Almaraz 
seis minutos antes del colapso y ofrecimiento inmediato de ayuda en el momento mismo del colapso. 
Cuando el operador de Iberdrola preguntó «¿Qué necesitáis?», la respuesta de REE fue «Nada. Se fue.»

La relevancia de la conducta de Endesa e Iberdrola para el análisis de responsabilidad gubernamental 
es doble. En primer lugar, porque desmonta la tesis de la Sra. Corredor sobre incumplimientos generalizados 
de los generadores: Endesa e Iberdrola cumplieron, informaron y colaboraron, como ha quedado demostrado 
con la documentación y audios presentados en la Comisión de Investigación. En segundo lugar, porque la 
decisión de Iberdrola y Endesa de entregar voluntariamente sus registros de comunicaciones, frente a la 
pertinaz negativa de REE a hacer lo propio, pone de manifiesto que las empresas privadas con interés en 
la investigación tienen menores intereses en ocultar los hechos que el operador del sistema de monopolio 
con participación pública. Es decir, no tienen miedo alguno en que salga a la luz pública la actuación de 
las citadas empresas, en favor de la trasparencia. Todo lo contrario de lo que ha hecho REDEIA/REE. Esa 
asimetría es, en sí misma, un dato de responsabilidad institucional.

— El presidente de la Asociación de Empresas con Gran Consumo de Energía, Sr. Navalpotro Fuster, 
cuantificó el daño: más de 25 millones de euros directos para las empresas de AEGE, entre 250 y 300 millones 
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anuales de sobrecoste por el modo reforzado, y riesgo real de deslocalización industrial. Estas cifras tienen 
relevancia directa para el análisis de responsabilidad patrimonial del Estado en virtud de la Ley 40/2015: si 
el modo reforzado corrige un defecto de operación que existía antes del apagón, los sobrecostes que ese 
modo genera son consecuencia de una decisión previa de política energética y supervisión que no fue 
adoptada en tiempo oportuno.

— El Sr. Araluce Letamendía aportó un dato de especial relevancia para la comprensión de 
la responsabilidad política: la carga fiscal sobre la energía nuclear —más de 28 euros por megavatio-
hora entre impuestos y Enresa— hace imposible la competencia en horas de precio bajo, lo que reduce 
estructuralmente la presencia de inercia síncrona en los momentos de máxima penetración fotovoltaica. 
El audio del 16 de abril —«es porque apenas hay nuclear en el sistema»— evidencia y documenta la 
consecuencia operativa de ese mecanismo económico. Se puede resumir que el Sr. Araluce explica la 
causa y el audio documenta el efecto.

Lo que esto implica, en términos de responsabilidad gubernamental, es que, al margen de la 
competitividad de las diferentes fuentes de energía por razones de mercado, la fiscalidad sobre la 
nuclear, diseñada por el Gobierno, y en especial la tasa de ENRESA, que cambió posteriormente con el 
séptimo plan de Gestión de registros nucleares, ha contribuido a terminar por expulsar del mercado en 
las horas críticas precisamente el tipo de generación cuya ausencia los operadores de REE identificaban 
como causa de las perturbaciones. Si la política fiscal y regulatoria desincentiva la generación síncrona 
en las horas de mayor riesgo, y ese desincentivo es uno de los factores que precipitaron el colapso, la 
responsabilidad política no puede limitarse a la supervisión operativa: alcanza al diseño regulatorio del 
modelo energético.

— Las dos comparecencias de doña Beatriz Corredor ante la Comisión presentan en conjunto el 
nivel más alto de contradicciones documentadas entre cualquier compareciente. En la primera, afirmó que 
el sistema se operaba bajo condiciones de absoluta seguridad segundo a segundo y que los márgenes no 
se reducen en ningún caso. En la segunda, por el contrario, justificó el modo reforzado diciendo que REE 
no sabe si los demás cumplen. Estas dos afirmaciones son estructuralmente incompatibles: si la seguridad 
del 28 de abril dependía de que «los demás cumplieran» —y no cumplieron—, el margen de seguridad de 
ese día era condicional, no absoluto.

La Sra. Corredor atribuyó el apagón al incumplimiento de control dinámico de tensión por generadores 
convencionales. Esta Comisión ha escuchado los audios existentes desde el 31 de enero del 2025 hasta 
el 28 de abril del mismo año, y en ninguna de ellas se evidencia lo que manifiesta la Sra. Corredor. Las 
oscilaciones de tensiones y la falta de inercia es una constante durante los tres meses. A lo que hay que 
añadir las advertencias que la misma REDEIA realizó en sus Cuentas Anuales Consolidadas, en la sección 
de riesgos, y documentos de 2023 y mayo de 2024 —en los «Criterios generales de protección del sistema 
eléctrico».

Es más: los audios de Iberdrola demuestran que Almaraz tenía el regulador de tensión activo y 
funcionando, que la perturbación era de origen externo reconocida por el propio REE, y que el disparo 
automático de protecciones —cuando los umbrales fueron superados por causas externas— no es un 
incumplimiento sino exactamente el comportamiento normativo esperado de una central que preserva su 
integridad ante perturbaciones de red. Atribuir ese disparo a «incumplimiento» equivale a responsabilizar al 
fusible de haberse fundido cuando había un cortocircuito.

La negativa de REE/REDEIA a entregar sus registros de comunicaciones a la Comisión, combinada 
con la afirmación de Corredor de que «los audios no cambian el relato técnico», genera la contradicción 
más dañina institucionalmente: si los audios no cambian nada, ¿por qué REE/REDEIA no los aportó cuando 
fue requerida formalmente? La única respuesta coherente es que REDEIA considera que sí cambian algo, y 
que ese algo le es claramente perjudicial. Los audios disponibles —los de Iberdrola y Endesa— dan buenas 
razones para esa inferencia.

Lo que es indudable es que esa negativa, en combinación con la declaración de la Sra. Corredor de 
que REE entregó «toda la información posible», configura una falsedad ante el Comisión de investigación 
de la interrupción del suministro eléctrico y de las telecomunicaciones del 28 y 29 de abril del Senado obvia. 
Particularmente cuando se constata que la presidenta de una empresa que ejerce funciones de seguridad 
en régimen de monopolio público fue ex ministra del Gobierno, lo que plantea con toda su crudeza la 
tensión entre la función de tutela del Ministerio y su posición como accionista relevante de REDEIA a través 
de la SEPI.

— La declaración de la Excma. Sra. ministra Doña Sara Aagesen Muñoz de que el apagón fue 
«multifactorial, inédito e impredecible» no puede sostenerse frente a la documentación disponible.
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Los audios, testimonios de comparecientes y las pruebas documentales acreditan sobradas evidencias 
de que la inestabilidad del sistema viene de años antes. Son constantes las manifestaciones de los técnicos 
de REE sobre las causas de esa inestabilidad. El 16 de abril, un operador de REE decía «es porque apenas 
hay nuclear en el sistema… ya pasó ayer tarde y no es algo puntual.» El 26 de abril, ante una nueva 
consulta sobre oscilaciones, REE las atribuía a la fotovoltaica con el mismo diagnóstico. El 28 de abril a 
las 11:47 h, el operador de REE proyectaba el problema durante «todo el verano.» Un evento que el propio 
operador del sistema describía como estructural y estacional cuarenta y cinco minutos antes del colapso 
no es impredecible. Es, precisamente, lo que se estaba produciendo.

La ministra defendió que las conversaciones de los días 31 de enero al 28 de abril son «irrelevantes 
para un evento inédito» porque «el sistema se opera en milisegundos.» Este argumento invierte la lógica de 
la prevención: precisamente porque el sistema opera en milisegundos, la detección de riesgos estructurales 
requiere anticipación de días o semanas, no de milisegundos. REE disponía de esa anticipación. No la 
usó y el Ministerio tenía la obligación de exigírsela. Tampoco se entendería para qué se molestaría en 
expresar REDEIA en las Cuentas Anuales consolidadas el riesgo de seguridad de suministro o en los 
Criterios generales de protección del sistema eléctrico de 2024 si son advertencias irrelevantes (como dice 
la ministra). La razón es que no lo son.

La posición de la Sra. Aagesen tampoco es coherente con la defensa simultánea del PNIEC y su 
Anexo D. Si el PNIEC incorporaba una evaluación de seguridad sistémica adecuada, esa evaluación debía 
identificar el riesgo que los documentos internos de REE ya reflejaban. O el Anexo D no analizó esos datos 
—lo que sería un fallo de diseño—, o los analizó y no generó las medidas correctivas proporcionales —lo 
que sería un fallo de ejecución—. La ministra no ha ofrecido respuesta a esa alternativa.

— Las comparecencias del secretario de Estado y del director general de Política Energética, 
señores Groizard y García Hernández, configuran, juntas, un cuadro de supervisión ministerial que o bien 
no funcionó o bien fue deliberadamente ignorada.

El Sr. Groizard afirmó que no hubo «ninguna señal» de vulnerabilidad inminente. Y el Sr. García 
Hernández reconoció que el Ministerio se enteró del incidente del 22 de abril «por los medios.»

Si el Ministerio se enteró por los medios de un incidente que su organismo supervisado había 
analizado y comunicado por escrito a las empresas del sector (mediante correo electrónico del 25 de abril), 
hay dos explicaciones posibles, y ninguna exculpa al Gobierno. La primera: REE no informó al Ministerio, 
incumpliendo sus obligaciones legales de notificación de eventos significativos para la seguridad del 
suministro. En ese caso, el Ministerio debería haber actuado disciplinariamente contra REE, lo que no hizo. 
La segunda: REE informó al Ministerio, pero el Ministerio no actuó sobre esa información. En ese caso, el 
fallo de supervisión es directamente gubernamental.

La declaración del Sr. Groizard de que no hubo «ningún aviso, ninguna advertencia, ninguna señal» 
es incompatible con años de documentación acreditada, con audios persistentes sobre la problemática 
entre operadores de las eléctricas y REE, con correos electrónicos de REE a las empresas del sector 
del 25 de abril, con una tendencia de sobretensiones que había aumentado un 367 % en dos años y con 
datos estadísticos de REE públicamente accesibles. Si el secretario de Estado de Energía no tenía esa 
información, o no la buscó, o no la procesó, en cualquiera de los tres casos hay un fallo institucional de 
primera magnitud. Es más, los nuevos audios escuchados el día 7 de abril de 2026 en Mesa y Portavoces 
refuerzan esta incompatibilidad de forma aún más contundente: si el patrón de inestabilidad se documenta 
en conversaciones de operadores de REE y Endesa desde el 31 de enero de 2025, y si el 7 de abril 
de 2025 —tres semanas antes del apagón— los propios técnicos de REE consideraban que un colapso era 
prácticamente inevitable, la afirmación de que no había «ninguna señal» es incompatible con al menos tres 
meses de un diagnóstico compartido y reiterado entre los propios operadores del sistema.

Pero es que, de ser ciertas las afirmaciones del Sr. Groizard, estas no describirían una situación de 
normalidad institucional, sino precisamente su contrario: una negligencia o una incompetencia de primer 
orden. La Ley 24/2013 del Sector Eléctrico no deja margen de interpretación a este respecto. Si bien 
reconoce la independencia técnica del operador del sistema en su gestión ordinaria, establece al mismo 
tiempo una subordinación estratégica a la tutela administrativa del Ministerio que se articula en varios 
preceptos de inequívoca literalidad. El artículo 2.3 atribuye al Gobierno la dirección estratégica del sistema 
eléctrico; el artículo 3 configura la garantía de suministro como una responsabilidad indeclinable del 
Ejecutivo; el artículo 7 le habilita —y le obliga— a intervenir ante situaciones de riesgo para la continuidad 
del suministro; y los apartados 30.2.v) y 30.2.y) imponen al operador del sistema, respectivamente, el 
deber de informar al Ministerio y la obligación de remitir información a los organismos y administraciones 
competentes en materia de calidad del servicio. El marco legal es, por tanto, diáfano: Red Eléctrica no 
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es un ente autónomo e incomunicado, sino un operador legalmente obligado a gestionar y trasladar a la 
Administración toda la información relevante para que esta pueda ejercer sus potestades de garantía de 
suministro. Si esa cadena de información no funcionó —o si funcionó y fue ignorada— la responsabilidad 
no puede recaer únicamente en el operador técnico: recae también, y de forma inexcusable, en quienes 
tenían el deber legal de recibirla, procesarla y actuar en consecuencia.

— La comparecencia de la presidenta de la CNMC generó las contradicciones institucionales más 
reveladoras en relación con el fallo regulatorio previo al apagón.

La Sra. Fernández sostuvo que el PO 7.4 no había estado «en un cajón» y que se venía trabajando 
desde 2019. Al mismo tiempo describió cómo en octubre de 2025 la CNMC activó un «procedimiento de 
urgencia» para actualizarlo. Esas dos afirmaciones, como se ha dicho anteriormente, son incompatibles: seis 
años de trabajo continuo sobre un procedimiento de urgencia que finalmente entra en vigor solo después 
del mayor apagón de las últimas dos décadas no es un historial de diligencia regulatoria precisamente, sino 
que es un historial de insuficiencia.

El argumento de la suficiencia de los mecanismos existentes el 28 de abril —«los mecanismos 
existentes eran suficientes para gestionar el sistema»— tampoco resiste la comparación con el audio de 
las 11:47 h, en el que el operador de REE proyecta el problema durante meses. Si los mecanismos existentes 
eran suficientes, ¿por qué el operador del sistema, que trabajaba bajo esos mecanismos, los consideraba 
insuficientes para resolver el problema estructural? Expresiones tales como «no nos da tiempo a regular», 
«¡veremos a ver el verano!» de los trabajadores que operan día a día en la seguridad del sistema (entre 
otras expresiones) no parece ser muy coincidentes con que las herramientas fueran suficientes.

El Sr. González Sánchez señaló en su comparecencia que REE había publicado datos de 
sobretensiones multiplicados por cinco en dos años. Esos datos son públicos. La CNMC, como organismo 
con acceso continuo y privilegiado a los datos del sistema, estaba en mejor posición que nadie para 
detectar esa tendencia, preocuparse adecuadamente y actuar con antelación. La multiplicación por 367 % 
de las sobretensiones entre 2021 y 2023 —dato que los propios técnicos de REE habían reconocido como 
síntoma de incapacidad técnica para gestionarlas— no requiere sofisticación analítica para interpretarse 
como señal de alarma. La CNMC no activó procedimiento de urgencia hasta seis meses después del 
apagón.

Además, la decisión de la CNMC de no publicar un informe público sobre las causas del apagón 
—sustituyéndolo por expedientes sancionadores opacos de tramitación prolongada— es, en sí misma, 
una decisión con consecuencias políticas. La opacidad sobre las causas, mantenida durante un año, 
beneficia objetivamente a aquellas instituciones que tienen mayor responsabilidad en el apagón. Que el 
regulador independiente renuncie voluntariamente a su función explicativa y de transparencia pública, y 
que ese regulador investigue el incumplimiento de un procedimiento que él mismo debió actualizar antes, 
configura un conflicto de interés institucional que la comparecencia de la Sra. Fernández no resolvió. La 
independencia no se tiene per se, sino que se ejerce.

— La comparecencia del Sr. Duvison García, ex director general de Operación de Redeia 
durante 37 años, es quizás la más significativa para la determinación de responsabilidades internas de 
REE, porque establece una contradicción insalvable con la posición de la Sra. Corredor sobre los mismos 
hechos. El Sr. Duvison reconoció que el sistema operó «al límite» el 28 de abril por «baja convocatoria de 
síncrona» y que el apagón fue consecuencia de «acumulación de decisiones de programación que dejaron 
el sur de España vulnerable.» Reconoció también que llamar a un ciclo combinado frío en lugar de una 
hidráulica fue «un error de anticipación.»

La Sra. Corredor, en su segunda comparecencia, afirmó que los 9 grupos programados «cumplían los 
análisis de seguridad previos» y que «no hubo error de programación.» Un ex director general de Operación 
con 37 años de experiencia y la presidenta de la empresa no pueden tener simultáneamente razón sobre el 
mismo hecho. Los audios apoyan a Duvison: la solicitud de Castejón 2 a las 12:26 h —un ciclo combinado 
frío que tardaría horas en acoplarse— cuando la hidráulica habría respondido inmediatamente en minutos, 
es la evidencia directa del error de anticipación que él mismo denuncia.

El análisis de las comparecencias, contrastado con los audios, permite formular con precisión 
técnica la tesis central sobre la responsabilidad del Gobierno en relación con su política energética: las 
causas técnicas del apagón no son meros accidentes del sistema. Son consecuencias predecibles de un 
modelo de transición energética que ha priorizado el despliegue masivo de renovables sin haber reforzado 
proporcionalmente los mecanismos de estabilización del sistema.

La evidencia documental de esa desproporcionalidad está en los propios correos de REE del 25 
de abril. En el primero —relativo al incidente del 22 de abril—, REE describe cómo la combinación de 
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variabilidad fotovoltaica, intercambios internacionales bruscos y saturación de líneas generó oscilaciones 
que activaron protecciones de sobretensión.

En el segundo —relativo al incidente del 24 de abril—, describe cómo un incremento de 1.700 MW en 
el programa internacional con Francia en un minuto y treinta segundos provocó que las líneas de transporte 
aumentaran su carga con una velocidad que el sistema no pudo absorber.

Ambos correos estaban escritos el 25 de abril. El apagón ocurrió el 28 de abril. Los mismos factores, 
el mismo diagnóstico y sistema.

La cuestión clave que la política de transición energética debe responder ante el Senado no es si las 
renovables son deseables —nadie la cuestiona en esos términos—, sino si el ritmo de despliegue ha sido 
compatible con los mecanismos de estabilización disponibles, y si la red de transporte se ha reforzado 
proporcionalmente de la misma manera. Y si los servicios de equilibrio —inercia, reactiva, reserva— han 
sido diseñados para absorber las fluctuaciones que el nuevo mix generaba estructuralmente.

Los datos estadísticos responden con precisión: 30 episodios de sobretensión en 2021, 90 en 2022, 140 
en 2023. Incremento del 367 % en dos años. Los propios técnicos de REE reconocieron en 2023 carecer de 
«herramientas suficientes» para gestionarlos. El PNIEC y sus actualizaciones posteriores se han aprobado 
en ese contexto.

La ministra Sra. Aagesen defendió que las renovables han desplazado el gas —del 75 % de las horas 
en 2018 al 19 % en 2025— y que los precios PVPC son inferiores a 2023.

Estos datos pueden ser correctos, pero es evidente que no guardan relación lógica con el análisis de 
responsabilidad sobre el apagón, porque un precio más bajo de la electricidad en el mercado doméstico 
no compensa la inexistencia de mecanismos de estabilización adecuados. La eficiencia económica del 
modelo no neutraliza sus deficiencias de seguridad. Y los ciudadanos que fallecieron en relación con el 
colapso de servicios críticos no murieron porque el precio de la luz fuera caro o barato: murieron porque 
el suministro faltó y se quedaron sin electricidad para sus necesidades básicas. Es más, esta declaración 
de la Sra. Aagesen confirma la opinión del Sr. Clamagirand de que el sistema diseñado ha priorizado los 
objetivos económicos y de integración renovable por encima de la robustez técnica. Y esto es una clara 
consecuencia legal y regulatoria del Gobierno de España, que responde a la Ley de Cambio climático que, 
en sus principios rectores, antepone la descarbonización y el desarrollo sostenible a la calidad y seguridad 
de suministro de energía (artículo 2).

La defensa del Anexo D del PNIEC como prueba de que el Gobierno realizó la evaluación de 
seguridad adecuada tampoco puede sostenerse frente a los hechos. Si el Anexo D incorporó la evaluación 
de riesgos sistémicos, esa evaluación debía incluir los datos de sobretensión en incremento exponencial, 
el reconocimiento de REE de carecer de herramientas suficientes y los análisis de inercia mínima requerida 
para la estabilidad del sistema. Si los incorporó y no generó medidas correctivas proporcionales, el fallo es 
de ejecución. Si no los incorporó, el fallo es de diseño. La ministra no ha ofrecido una explicación coherente 
que encaje con ninguna de las dos opciones sin implicar responsabilidad gubernamental.

Una dimensión de la responsabilidad ministerial que merece análisis específico, y que ningún 
compareciente del Gobierno abordó de forma directa, es la tensión estructural entre la función de tutela 
del MITECO sobre REE y la condición de accionista relevante del Estado —a través de la SEPI, con 
participación superior al 20 %— en REDEIA, la sociedad matriz de REE, así como las funciones que le 
atribuye la Ley del Sector Eléctrico.

La presidenta de REDEIA es la Sra. Beatriz Corredor Sierra, ex ministra del Gobierno de España. 
Que la responsable institucional de la empresa cuya gestión está siendo investigada sea una designación 
política del Gobierno que simultáneamente ejerce la tutela sobre esa empresa no es un dato neutro ni que 
pueda pasarse por alto. Crea una tensión de intereses que, si no se gestiona con transparencia institucional 
explícita, puede derivar en lo que los hechos sugieren: una cobertura recíproca mutua entre el Gobierno 
y su empresa tutelada para obstaculizar el esclarecimiento de las responsabilidades ante la ciudadanía.

La actuación de la SEPI como accionista evidencia al propio Gobierno. Es de suponer que la 
información que recibiera el representante de la SEPI en el consejo sobre los incidentes previos al 28 de 
abril se trasladaría al Gobierno, al margen de que lo hiciera también REE (que, por cierto, nada hace indicar 
lo contrario).

En resumen, el relato oficial del Gobierno —impredecibilidad, ausencia de avisos, normativa suficiente, 
ausencia de responsables— no ha resistido el contraste con los hechos documentados. La convergencia 
de los testimonios de los expertos técnicos independientes (los Sres. Clamagirand, González, Ley Llano), 
de los consejeros delegados de las grandes eléctricas (los Sres. Bogas, Ruiz-Tagle), de los representantes 
de la industria (los Sres. Castro, Navalpotro, Araluce) y del propio ex director de Operación de REE (el 
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Sr. Duvison) configura un cuadro coherente y convergente que apunta en una dirección diametralmente 
opuesta a la tesis gubernamental. La única excepción notable es la propia Sra. Corredor, cuyos testimonios 
presentan contradicciones internas insalvables entre su primera y segunda comparecencia.

Los audios no son una evidencia periférica. Son la voz del sistema en tiempo real, sin editar, sin 
mediación institucional y sin traducciones interesadas. Es la caja negra del colapso. Y lo que dicen 
es inequívoco: el problema era conocido por la documentación desde años antes (2023, 2024) pero 
desde el 31 de enero, era diagnosticado con precisión técnica por los propios operadores del sistema, 
era considerado estructural y no puntual por esos mismos profesionales, y no generó ni protocolos de 
emergencia formales ni comunicaciones al Ministerio que fueran seguidas de medidas proporcionales. El 
apagón del 28 de abril de 2025 no ocurrió a pesar del sistema de supervisión y planificación energética del 
Gobierno. Ocurrió, en parte, por sus deficiencias.

Por tanto, el Gobierno es políticamente responsable del diseño y ejecución de una política de transición 
energética que priorizó el despliegue masivo de generación renovable sin reforzar proporcionalmente los 
mecanismos de estabilización del sistema —inercia, servicios de equilibrio, reserva de potencia síncrona—. 
Las consecuencias de ese diseño estaban documentadas internamente por el propio operador del sistema 
desde al menos 2020 y se manifestaban en datos estadísticos de acceso público durante los tres años 
anteriores al apagón. La responsabilidad política es exigible ante el Senado y, en última instancia, ante los 
ciudadanos. La ausencia de autocrítica del Gobierno, incluyendo la no remoción de ningún responsable, es 
en sí misma una decisión política que la ciudadanía y las instituciones deben valorar. El marco regulatorio 
de los últimos años se caracterizó por un uso —y un abuso— del Real Decreto-ley como instrumento 
preferente para impulsar el autoconsumo y el despliegue renovable. Esta opción legislativa priorizó la 
acumulación de megavatios instalados como indicador de éxito, soslayando sistemáticamente los criterios 
de seguridad técnica cuya necesidad ha quedado acreditada. Paralelamente, existe consenso entre los 
agentes del sector en que la demanda energética ha avanzado a un ritmo sensiblemente inferior al del 
despliegue de generación renovable; el mismo desequilibrio se constata en el desarrollo de mecanismos 
de flexibilidad para gestionar la intermitencia de las fuentes renovables y, con carácter más general, en 
la modernización y adaptación de las redes. No se trata únicamente de construir nueva infraestructura 
de transporte y distribución, sino, sobre todo, de adaptar las redes existentes para operar en un contexto 
radicalmente distinto al que fue concebido. Las consecuencias de este desequilibrio son técnicamente 
predecibles: una demanda más elevada habría mantenido las líneas con mayor carga y habría contribuido a 
la estabilidad de las tensiones, precisamente en las horas centrales del día en que la generación fotovoltaica 
alcanza su máximo. Lo que el 28 de abril evidenció no fue un fallo puntual, sino el resultado estructural 
de una política energética que concentró todos sus recursos e incentivos en la instalación de generación 
renovable, desatendiendo el conjunto de condiciones técnicas, de red y de demanda sin las cuales ese 
despliegue no puede sostenerse con seguridad.

El Ministerio tiene competencias expresas de supervisión del operador del sistema en virtud de la 
Ley 24/2013. Si el Ministerio conocía —directamente o a través de su representación en REDEIA— los 
incidentes previos al 28 de abril y no adoptó medidas, incurrió en un incumplimiento de sus funciones de 
supervisión. Si no los conocía, porque REE no cumplió su obligación de informarle, incurrió en una falta 
de supervisión activa sobre su organismo tutelado. En cualquiera de los dos escenarios, la afirmación del 
Gobierno de que actuó «con rigor» y de que «la normativa era suficiente» no es compatible con los hechos 
acreditados.

La comunicación pública del Gobierno sobre las causas del apagón ha incurrido en omisiones y en 
inexactitudes que los audios ahora desmienten. La insistencia en la «impredecibilidad» de un evento que el 
propio operador del sistema describía como estructural antes del colapso, la negación de «avisos previos» 
frente a meses de diagnóstico documentado, y el recurso a una causalidad «multifactorial» que diluye las 
responsabilidades concretas constituyen un incumplimiento de las obligaciones de transparencia activa y 
de rendición de cuentas ante la ciudadanía establecidas en la Ley 19/2013.

En la medida en que se acredite un fallo en la supervisión del Ministerio que contribuyó causalmente 
al apagón, el Estado podría ser corresponsable de los daños causados a los ciudadanos en virtud del 
régimen de responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas establecido en la Ley 40/2015. 
La responsabilidad patrimonial es de naturaleza solidaria entre los agentes responsables frente 
a los terceros perjudicados, sin perjuicio del derecho de repetición que entre ellos corresponda. Las 
afirmaciones de la ministra sobre la causalidad multifactorial del evento y la ausencia de culpables no 
tienen efecto jurídico sobre esa responsabilidad: su determinación corresponde a los Tribunales, no a los 
propios responsables.
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En este sentido, la Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de mayo de 2010, sala tercera, deja claro que 
en el desarrollo ordenado del sector energético, la planificación de la red es responsabilidad del Gobierno, 
y que en esa planificación es «relevante» la opinión del operador del sistema y gestor de la red, en este 
caso REDEIA/REE a quien corresponde poner de relieve las necesidades de la red de transporte para 
garantizar la fiabilidad del suministro, lo que ya hacía en la presentación de Cuentas Anuales consolidadas 
de 2024, en sección de riesgos, así como en el documento de mayo de 2024 llamado «Criterios generales 
de protección del sistema eléctrico». Esta sentencia subraya la coincidencia institucional entre Gobierno, 
regulador sectorial y operador cuando se trata de necesidades de seguridad del sistema, y desde luego, 
refuerza legalmente que REDEIA/REE no es un mero actor técnico pasivo, sino un sujeto con deber 
reforzado de detección, alerta y propuesta de medidas para la seguridad del sistema. Importante es 
también la Sentencia del Tribunal Supremo de 2 de enero de 2012, Sala tercera, que trata reclamaciones 
por responsabilidad patrimonial fundadas en omisión o inactividad de la Administración y de supervisores 
públicos. Su idea central es clara: para imputar responsabilidad por omisión hace falta acreditar:

— una competencia o deber jurídico concreto de actuar,
— una omisión relevante,
— y el nexo causal con el daño.

En este caso, la Comisión del Senado entiende que el Gobierno de España, a través del MITECO, y 
en concreto, a través de la Secretaría del Estado de Energía, además de como accionista de la SEPI en 
REDEIA, debía conocer las deficiencias del sistema eléctrico; debía supervisar o reaccionar ante alertas 
de varios años, y que esa omisión contribuyó causalmente al apagón, donde los audios y hasta las cuentas 
anuales consolidadas de REDEIA señalaban los riesgos.

Por tanto, la Comisión de investigación de la interrupción del suministro eléctrico y de las 
telecomunicaciones del día 28 y 29 de abril de 2025 considera al Gobierno de España, a través del Ministerio 
de Transición Ecológica y Reto Demográfico, responsable del apagón, sin perjuicio de las responsabilidades 
administrativas, civiles y penales que le pudieran corresponder y que deberán analizarse en otros ámbitos.

BLOQUE III. COMISION NACIONAL DE LOS MERCADOS Y LA COMPETENCIA (CNMC)

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, creada por la Ley 3/2013, de 4 de junio, 
ejerce en el sector eléctrico funciones que van mucho más allá de la supervisión ordinaria del mercado. 
En materia energética, la CNMC es el regulador independiente responsable de garantizar el correcto 
funcionamiento del sistema eléctrico, amén de supervisar el cumplimiento de las obligaciones técnicas por 
parte del operador del sistema, elaborar y actualizar los procedimientos de operación que rigen la conducta 
de todos los agentes del sector, y, cuando corresponda, incoar expedientes sancionadores e informar a la 
ciudadanía sobre los fallos del sistema.

La Ley 24/2013 del Sector Eléctrico otorga a la CNMC amplias facultades por las que actúa como 
garante de la competencia y sostenibilidad económica del sistema, supervisando la transparencia, las 
liquidaciones y la retribución regulada. En materia de seguridad, le corresponde supervisar el cumplimiento 
de las normas de seguridad y fiabilidad, así como realizar el seguimiento de los planes de inversión y los 
niveles de calidad del servicio, informando preceptivamente al Ministerio sobre cualquier riesgo estructural 
que comprometa la garantía del suministro eléctrico.

Esta posición institucional tiene una consecuencia directa en el análisis de responsabilidades por el 
apagón del 28 de abril de 2025: la CNMC no es un organismo externo que observa el sistema desde fuera. 
Es parte integrante del andamiaje regulatorio cuyo fallo colectivo permitió que el apagón se produjera. 
Su responsabilidad no es la de un testigo que no actuó; es la de un actor institucional con competencias 
específicas que no ejerció en tiempo oportuno.

La comparecencia de su presidenta, Sra. Fernández, ante la Comisión de Investigación del Senado, 
leída en su integridad y contrastada con los hechos acreditados, revela un patrón de conducta institucional 
que puede describirse con precisión: la CNMC conocía o debía conocer los riesgos sistémicos que 
precedieron al apagón, pero no actuó con la diligencia exigible, y tras el apagón ha adoptado decisiones 
que pretenden preservarla en la opacidad sobre su propia corresponsabilidad en los hechos.

La presidenta de la CNMC, la Sra. Fernández, articuló su defensa institucional en torno a cuatro 
posiciones que conviene examinar por separado antes de analizarlas en su conjunto.
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Su primera tesis es que el PO 7.4 no estuvo «en un cajón». Fernández afirmó que el procedimiento 
de operación sobre control de tensión —el PO 7.4— había sido objeto de trabajo continuo desde 2019, 
con ejercicios de tipo sandbox regulatorio y contraste con el sector, y que en ningún momento estuvo 
paralizado. Esta tesis pretende responder a las acusaciones de varios comparecientes y de preguntas de 
algunos senadores sobre la pasividad del regulador durante años.

Su segunda tesis es que defendió que los mecanismos existentes el 28 de abril eran suficientes. La 
presidenta sostuvo que la normativa vigente en el momento del apagón era la adecuada para gestionar el 
sistema y que no hubo una laguna regulatoria que explique el colapso. Esta tesis es el corolario lógico de 
la posición del Gobierno: si la normativa era suficiente, el apagón no es atribuible a un fallo regulatorio sino 
a un incumplimiento operativo.

Su tercera tesis es que la CNMC actuó con diligencia y sin instrucciones del Gobierno. La Sra. Fernández 
rechazó cualquier injerencia gubernamental en las decisiones de la CNMC y defendió la independencia del 
organismo. Afirmó que, de haber recibido instrucciones del Gobierno, no las habría aceptado.

Su cuarta tesis es que el informe de recomendaciones se está tramitando por los cauces adecuados. La 
presidenta justificó la decisión de no publicar un informe público sobre las causas del apagón argumentando 
que la investigación se canaliza a través de los expedientes sancionadores correspondientes, con las 
garantías procedimentales exigidas por el ordenamiento jurídico.

La contradicción más evidente en la comparecencia de la Sra. Fernández emerge de la yuxtaposición 
de sus propias declaraciones sobre el PO 7.4. Si el procedimiento llevaba siendo trabajado desde 2019 
y la CNMC disponía de mecanismos de actualización de urgencia, no se entiende que no se activara 
ese procedimiento de urgencia en los meses previos al apagón, cuando los datos de sobretensiones en 
incremento exponencial eran accesibles para el regulador.

La Sra. Fernández describió cómo después del apagón, la CNMC reaccionó «de forma inmediata con 
un procedimiento de urgencia» ante una llamada de REE por variaciones bruscas. El nuevo PO 7.4 entró 
en vigor el 17 de marzo de 2026. Esto significa que la CNMC, ante una señal de alerta una vez ocurrido 
el apagón, fue capaz de activar un procedimiento de urgencia y concluirlo en cinco meses. Sin embargo, 
ante los datos de sobretensiones multiplicadas por 4,7 en dos años —datos públicos de REE— no activó 
ningún procedimiento equivalente. La diferencia entre ambas situaciones no es de intensidad del riesgo: es 
de consecuencias para el regulador. Antes del 28 de abril, parece evidente que la urgencia no existía.

Si los mecanismos existentes el 28 de abril eran suficientes para gestionar el sistema —como la 
Sra. Fernández afirmó—, la aprobación del nuevo PO 7.4 no aporta nada que el anterior no lo hiciera. Pero 
si el nuevo PO 7.4 aporta algo —nuevas obligaciones sobre control dinámico de tensión, nuevos requisitos 
de generación síncrona, nuevas herramientas de supervisión—, entonces la normativa anterior era 
insuficiente en esas dimensiones. La actualización normativa es una admisión implícita de la insuficiencia 
previa, independientemente de cómo se enmarque políticamente.

Este argumento no es nuevo. Lo formuló con precisión el representante de la AEGE, el Sr. Navalpotro 
Fuster, en su comparecencia: el modo reforzado post-apagón y la actualización del PO 7.4 son la prueba, 
no la solución. Son la demostración de que el sistema anterior tenía déficits que el regulador conocía o 
debía conocer y que no corrigió con la anticipación debida.

Además, este modo reforzado, es algo que la propia CNMC señala en sus recomendaciones a REE, (lo 
que evidencia que efectivamente que para tener una operación reforzada se necesitan unidades inerciales 
y síncronas). Así, la CNMC considera conveniente incrementar las medidas de transparencia, de tal forma 
que se proporcione información suficiente a los sujetos sobre los análisis realizados por el operador del 
sistema, en particular en lo relativo a la metodología utilizada para calcular las reservas, determinar el 
número de unidades síncronas necesarias y fijar los parámetros aplicados en los análisis de seguridad. 
No deja de ser paradójico que la solución técnica a corto plazo que se ha encontrado para resolver el 
problema de falta de previsión para la integración de renovables en el sistema es aumentar en la potencia 
de generación síncrona a través de ciclo combinado, es decir a través de la combustión de gas, tecnología 
emisora de gases de efecto invernadero y con un impacto claro sobre el coste de la energía que repercute 
sobre todos los consumidores.

A mayor abundamiento, el compareciente Sr. González Sánchez, director de Energía y Proyectos 
de Losán sostuvo en su comparecencia que REE había publicado datos de sobretensiones que se 
habían multiplicado por cinco en dos años. Los datos son los siguientes: 30 episodios de sobretensión 
en 2021, 90 en 2022, 140 en 2023. Incremento del 367 % en dos años. Y teniendo en cuenta que estos 
datos no eran confidenciales, ni requerían acceso privilegiado a sistemas internos de REE, sino que, por el 
contrario, son datos públicos, publicados por el propio operador del sistema, es obvio que la CNMC, como 
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regulador sectorial con acceso continuo y privilegiado a la información del sector, estaba en mejor posición 
que cualquier otro organismo para detectar esa tendencia, analizarla y actuar sobre ella.

Los propios técnicos de REE habían reconocido expresamente en 2023 que la empresa «no disponía 
de herramientas suficientes para evitar valores elevados de tensión en la red» debido al incremento 
de sobretensiones. Este reconocimiento de incapacidad técnica por parte del operador del sistema, 
formulado dos años antes del apagón, era exactamente el tipo de información que debe generar una 
respuesta regulatoria inmediata: o bien exigir a REE que desarrolle esas herramientas en un plazo 
determinado, o bien revisar la normativa para imponer condiciones de operación más conservadoras, 
o bien restringir el ritmo de despliegue renovable hasta que las herramientas de gestión de tensión 
estuvieran disponibles. La CNMC no hizo ninguna de las tres cosas en 2023. Tampoco en 2024. Actuó 
meses después del apagón.

La actualización del PO 7.4 —el procedimiento de operación sobre gestión de tensión en la red de 
transporte— había sido identificada como necesaria desde al menos 2019. De hecho, la Sra. Fernández lo 
reconoció implícitamente al describir el «trabajo continuo» desde ese año. Sin embargo, ese trabajo no se 
tradujo en una norma actualizada hasta después del apagón, y el texto definitivo no entró en vigor hasta 
el 17 de marzo de 2026, casi un año después del colapso. Durante esos seis años —de 2019 a 2025—, el 
sistema eléctrico español experimentó el mayor despliegue renovable de su historia, con la incorporación 
de miles de megavatios de generación fotovoltaica con características técnicas fundamentalmente distintas 
a la generación síncrona que desplazaba. La tensión entre ese despliegue y la normativa de gestión de 
tensión —diseñada en una era de predominio generacional distinto— era estructuralmente predecible. El 
regulador que debía actualizarla no lo hizo con la diligencia que los datos del sistema requerían.

La CNMC no puede sostener simultáneamente que la normativa anterior era suficiente y que la nueva 
normativa mejora la seguridad del sistema. Si la mejora es real, la insuficiencia anterior es real. Si la 
insuficiencia anterior no existía, la mejora es cosmética. En cualquiera de los dos casos, la argumentación 
de la Sra. Fernández ante la Comisión no es coherente.

La tercera contradicción de la comparecencia de Fernández es la más delicada desde el punto de 
vista institucional, porque atañe a la congruencia entre la afirmación de independencia y las decisiones 
concretas adoptadas por la CNMC tras el apagón. La Sra. Fernández afirmó con rotundidad que la CNMC 
no recibió instrucciones del Gobierno y que, de haberlas recibido, no las habría aceptado. Esta declaración 
tiene el efecto retórico de reforzar la credibilidad del organismo. Sin embargo, la independencia no se tiene, 
sino que se ejerce ante posibles presiones: la decisión de la CNMC de no publicar un informe público sobre 
las causas del apagón —sustituyéndolo por expedientes sancionadores de tramitación prolongada y acceso 
restringido— es en sí misma una decisión con consecuencias políticas concretas, independientemente de 
qué la haya motivado.

Los expedientes sancionadores tienen naturaleza cuasi-judicial, exigen garantías procedimentales 
extensas, se tramitan durante años y su contenido es opaco al público durante toda la fase de instrucción. 
Un informe público, como el que publicó ENTSO-E o como los que elaboran regularmente los reguladores 
energéticos de otros países europeos tras incidentes graves, es accesible de forma inmediata, permite el 
escrutinio ciudadano y político, y obliga al regulador a exponer sus propias conclusiones sobre las causas 
del evento, incluyendo potencialmente las relacionadas con su propio funcionamiento. La CNMC eligió el 
primer camino y rechazó el segundo. Ese rechazo beneficia objetivamente a las instituciones investigadas 
—incluida la propia CNMC— porque preserva durante años la opacidad sobre las responsabilidades.

Que ese beneficio sea el resultado de una instrucción gubernamental o de una decisión autónoma de 
la CNMC no altera sus efectos sobre la transparencia y la rendición de cuentas: se pretende esconder a la 
ciudadanía la información a la que tiene derecho por la interrupción del suministro eléctrico del 28 y 29 de 
abril de 2025. La independencia de la CNMC frente al Gobierno no explica por qué un regulador independiente 
renuncia voluntariamente a su función pública más visible: explicar a la ciudadanía qué ocurrió, por qué 
ocurrió y quién es responsable.

A lo anterior debe añadirse otra actuación de la CNMC que suscita serias dudas sobre su independencia, 
al margen ya de la modificación por vía de urgencia de la PO 7.4: su propuesta de que los costes de 
reposición del sistema sean sufragados por las empresas y los consumidores, esto es, por las víctimas del 
apagón, y no por las instituciones a quienes la ley atribuye la responsabilidad de garantizar la continuidad 
del suministro. No se trata de una cuestión menor. La CNMC pretende, de facto, trasladar a los ciudadanos 
una carga económica de la que no son responsables, contraviniendo de forma flagrante sus propias 
obligaciones legales. El artículo 43.6 de la Ley 24/2013 del Sector Eléctrico encomienda expresamente a la 
CNMC la supervisión de las medidas de protección del consumidor; que sea precisamente este organismo 
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quien proponga cargarle costes impropios constituye una contradicción en sus propios términos y una 
aberración jurídica difícilmente justificable.

La analogía es tan clara como perturbadora: equivale a una sentencia que, tras condenar a un autor 
por el daño causado a una víctima, impone a esta última la obligación de indemnizar al culpable. El dislate no 
es casual. Esta decisión solo puede interpretarse en una de dos claves, y ambas son igualmente graves: o 
bien se trata de una maniobra deliberada para proteger a las entidades institucionalmente responsables del 
apagón, o bien implica un reconocimiento tácito de que los operadores eléctricos actuaron correctamente 
en el ejercicio de sus funciones. Porque si las empresas del sector hubieran incurrido en responsabilidad, 
la consecuencia jurídica natural habría sido exigirles que asumieran los costes de reposición. Que la CNMC 
no lo haga así no es un detalle procedimental: es, precisamente, lo que los audios de los operadores 
corroboran.

La Ley 3/2013 atribuye a la CNMC la supervisión del funcionamiento del sistema eléctrico. Esa función 
no es pasiva ni tampoco reactiva: implica el seguimiento activo de los indicadores de seguridad del sistema, 
la detección temprana de tendencias que puedan comprometer la seguridad del suministro y la adopción de 
las medidas regulatorias o la emisión de las recomendaciones que correspondan.

Pues bien: un incremento del 367 % en las sobretensiones en dos años, combinado con el 
reconocimiento expreso de REE de carecer de herramientas para gestionarlas, es un indicador de seguridad 
del sistema que debiera haber activado las obligaciones de supervisión activa de la CNMC. No es necesario 
demostrar que la CNMC sabía específicamente que iba a producirse un apagón el 28 de abril de 2025. Es 
suficiente demostrar que disponía de datos que señalaban una tendencia de deterioro progresivo de la 
seguridad del sistema y que no adoptó las medidas regulatorias proporcionales que esos datos exigían. Los 
hechos acreditados permiten sostener esa demostración.

Pero a mayor abundamiento, no se debe olvidar que la CNMC tiene una función inherente no atendida 
sobre el sistema eléctrico. El artículo 7.7 de la Ley 24/2013 del Sector Eléctrico señala que la CNMC debe 
supervisar «la aplicación de las medidas necesarias para garantizar el suministro de energía eléctrica», 
tiene potestad sancionadora y potestad de inspección. Cuestiones, estas últimas, que no consta que haya 
realizado a pesar de las reiteradas advertencias de problemas de funcionamiento y de tener los datos que 
presagiaban el gran apagón.

La paradoja es que la CNMC se encuentra, tras el apagón del 28 de abril, en una posición institucional 
estructuralmente compleja o incómoda: es el organismo llamado a investigar si REE incumplió el PO 7.4, 
un procedimiento que la propia CNMC debía haber actualizado y no actualizó durante años. Varios 
comparecientes señalaron que REE, en su defensa, ha alegado haber cumplido los protocolos vigentes. 
Si esa alegación es cierta —o simplemente plausible—, la responsabilidad por la insuficiencia de esos 
protocolos recae en quien debía haberlos actualizado: la CNMC.

Este conflicto de interés no implica necesariamente parcialidad o mala fe por parte del regulador, 
ni esta Comisión, en su informe, lo indica ni lo sugiere. Pero sí implica que la CNMC, al investigar el 
cumplimiento de normas que ella misma diseñó y no actualizó a tiempo, está ejerciendo una función de 
control sobre hechos en los que tiene interés directo en la conclusión.

Un investigador con interés en el resultado de su propia investigación no es, por definición, un 
investigador independiente, con independencia de que la CNMC lo sea respecto del Gobierno.

Por eso, la CNMC ha tomado el camino de no hacer un informe señalando responsables, sino que 
ha elegido el de los expedientes sancionadores, que le permite controlar el ritmo, la forma y el contenido 
de las conclusiones, y hacerlo en un contexto de opacidad procedimental que durante años impedirá el 
escrutinio externo.

Y esa decisión de sustituir el informe público por expedientes sancionadores merece un análisis 
específico, porque tiene consecuencias que van más allá de la transparencia.

En primer lugar, los expedientes sancionadores solo pueden dirigirse contra los agentes del sector —REE, 
generadores— que hayan incumplido las obligaciones reglamentarias. No pueden sancionar al propio 
regulador por no haber actualizado la normativa a tiempo. La estructura del procedimiento sancionador 
excluye estructuralmente a la CNMC de la categoría de investigados, aunque su conducta sea relevante 
para explicar las causas del apagón.

En segundo lugar, durante la tramitación de los expedientes sancionadores —que puede durar varios 
años, con posibilidad de recursos contencioso-administrativos posteriores— la información sobre las causas 
del apagón permanece fuera del alcance del público. La ciudadanía que sufrió el colapso, los empresarios que 
cuantifican sus daños, los familiares de las víctimas fallecidas que buscan explicaciones, todos ellos quedan 
en la posición de esperar durante años el resultado de un procedimiento cuyo contenido es reservado.
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En tercer lugar, la decisión de no publicar el informe contrastaba con la práctica de otros reguladores 
europeos y con la del propio ENTSO-E, que sí habían publicado un informe preliminar con sus conclusiones 
técnicas y recientemente uno definitivo. La comparecencia del Sr. González Sánchez y de otros expertos 
ante la Comisión pone de manifiesto que la información técnica sobre las causas del apagón es accesible 
y puede sintetizarse de forma comprensible. La CNMC había elegido, por el motivo que sea, no hacerlo, 
contradiciendo de esta forma, además, el mandato del Congreso de los Diputados que le exigió hacerlo.

En el mes de marzo de 2026, la CNMC ha presentado un informe que reconoce y coincide con las 
conclusiones de esta Comisión.

El informe de la CNMC admite, aunque con la cautela retórica propia de quien investiga su propia 
actuación, varios elementos que refuerzan las conclusiones ya alcanzadas en este dictamen. Reconoce 
que existían cambios bruscos de tensión como factor desestabilizador, que había falta de visibilidad 
completa de las redes de la que depende Red Eléctrica, y que se necesitaba una coordinación más 
estrecha entre gestores. Reconoce también que el sistema operaba en un contexto de alta penetración 
renovable con mayor complejidad operativa y creciente volatilidad en las tensiones. Esos reconocimientos 
son significativos: equivalen a admitir que el sistema presentaba vulnerabilidades estructurales conocidas. 
Lo que el informe no dice es que esas vulnerabilidades estaban documentadas desde 2020 en los propios 
registros internos de REE y que la CNMC, como regulador con acceso directo a los datos del sistema, 
debería haberlas detectado y actuado sobre ellas antes del apagón.

El informe no señala culpables y en última instancia tampoco responsables. La CNMC lo justifica 
diciendo que las responsabilidades concretas se dirimirán en expedientes sancionadores. Pero hay una 
razón más profunda que el informe no puede explicitar sin incurrir en contradicción insalvable: para señalar 
a REE como responsable de haber operado con procedimientos obsoletos, la CNMC tendría que reconocer 
simultáneamente que esos procedimientos eran su responsabilidad actualizarlos. El PO 7.4 lleva vigente 
desde el año 2000. La necesidad de su actualización era conocida desde 2020. La CNMC lo actualizó 
después del apagón. Si el regulador señala a REE por seguir un procedimiento operativo que el propio 
regulador debía haber actualizado, se señala a sí mismo. Esa es la razón real por la que el informe no 
señala culpables: no es rigor jurídico, es autoprotección institucional.

El informe identifica como área de mejora la necesidad de una coordinación más estrecha entre 
los distintos gestores del sistema y señala expresamente a los grandes operadores —Iberdrola, Endesa, 
Naturgy— como actores cuya coordinación debe reforzarse. Esa formulación merece un análisis específico 
porque desplaza sutilmente la responsabilidad hacia las empresas generadoras.

La cuestión jurídica y operativa es precisa: la coordinación entre los agentes del sistema 
eléctrico no es una responsabilidad compartida en términos iguales entre REE y los generadores. 
Es una responsabilidad primaria del Operador del Sistema. El artículo 30 de la Ley 24/2013 atribuye 
expresamente a REE la función de garantizar la continuidad y seguridad del suministro mediante la 
correcta coordinación de los elementos del sistema de producción y transporte. REE no es uno más 
de los actores que deben coordinarse: es el cerebro del sistema, cuya razón de existir en régimen de 
monopolio es precisamente ejercer esa coordinación con autoridad sobre todos los demás. Cuando 
la CNMC señala que hace falta mejor coordinación entre gestores como si fuera una responsabilidad 
distribuida entre iguales, está diluyendo la responsabilidad de quien tiene el mandato legal de coordinar 
en una responsabilidad genérica del conjunto del sector.

Los audios demuestran exactamente lo contrario de lo que esa formulación sugiere: las eléctricas 
privadas —Endesa e Iberdrola— informaron, advirtieron y ofrecieron recursos. REE recibió esa información, 
la desestimó como señal de emergencia y no activó protocolos formales. El déficit de coordinación no fue 
bilateral. Fue unilateral: fue REE quien no coordinó, no las eléctricas quienes no cooperaron.

La CNMC afirma en su informe que en el momento del incidente el sistema contaba con herramientas 
regulatorias suficientes para garantizar el suministro. Esta afirmación es la más problemática del documento, 
por dos razones.

La primera es lógica: si las herramientas eran suficientes y el sistema colapsó, la única explicación 
posible es que quien tenía la obligación de usarlas no las usó. Esa conclusión señala directamente a REE. 
La CNMC no puede afirmar simultáneamente que las herramientas eran suficientes y que no hay culpables. 
Si las herramientas eran suficientes, hay un culpable concreto: quien no las utilizó.

La segunda razón es fáctica: la propia CNMC actualizó el PO 7.4 después del apagón y ha emitido un 
informe con una batería de recomendaciones de mejora. Si las herramientas eran suficientes, ¿qué mejoran 
exactamente esas recomendaciones? La actualización del PO 7.4 y las recomendaciones del propio informe 
desmienten la afirmación de suficiencia. Son documentos que no pueden coexistir con coherencia: o las 
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herramientas eran suficientes —y entonces el informe de recomendaciones es innecesario—, o no lo eran 
—y entonces la afirmación de suficiencia es falsa—.

El informe de la CNMC confirma, con la moderación propia de quien se investiga a sí mismo, las 
vulnerabilidades estructurales que esta Comisión ha identificado. Sus recomendaciones son pertinentes 
y su hoja de ruta es técnicamente razonable. Pero no salva la negligencia regulatoria previa al apagón, 
no responde a la pregunta de por qué no se actualizó el PO 7.4 cuando existía obligación y conocimiento 
del riesgo, y no ofrece a la ciudadanía la explicación con asignación de responsabilidades concretas a la 
que tiene derecho. La decisión de no señalar culpables no es neutralidad: es una elección institucional 
que protege a los responsables —incluida la propia CNMC— y perjudica a los ciudadanos afectados, que 
sin responsable identificado no pueden reclamar. El informe cierra la investigación sin abrir la rendición de 
cuentas. Eso no es el final del proceso: es su elusión.

Los audios más relevantes para el análisis de responsabilidad de la CNMC son:

— El de las 12:32 h del 7 de abril, en el que, a causa de las oscilaciones de las tensiones, el operador 
de red eléctrica española dice que es incontrolable.

— El de las 12:49 h horas del día 7 de abril, en el que dice que, con un sistema sin inercia, como se 
desmantelen las nucleares, en cualquier momento «nos la damos seguro».

— El de las 14:57 h del 22 de abril, en el que se afirma por el tema de las diferentes tensiones que 
«tenemos un cerro de fotovoltaica y bueno, en fin… con esta realidad nueva tenemos que vivir».

— El de las 11:47 h del 28 de abril, en el que el operador de REE declaró que el problema de 
inestabilidad del sistema no era del día sino de «todo el verano.» Esta declaración es decisiva no solo para 
la responsabilidad de REE, sino para la del regulador.

Si el propio operador del sistema consideraba, en tiempo real y bajo la normativa vigente, que las 
herramientas disponibles no eran suficientes para resolver el problema de forma estructural durante 
los meses siguientes, la afirmación de la Sra. Fernández de que «los mecanismos existentes el 28 de 
abril eran suficientes para gestionar el sistema» no puede sostenerse. El regulador defiende la suficiencia 
de la normativa que él mismo aprobó. El operador que trabaja bajo esa normativa proyectaba en tiempo 
real una inestabilidad estructural que esa normativa no podía resolver.

Además, el audio del 16 de abril —en el que el operador de REE declaraba «es porque apenas hay 
nuclear en el sistema… ya pasó ayer tarde y no es algo puntual»— documenta que el diagnóstico de 
escasez de inercia síncrona como factor recurrente de riesgo estaba internalizado en el operador del 
sistema doce días antes del apagón. Ese diagnóstico no emergió el 16 de abril: era la expresión verbal 
de una tendencia que los datos estadísticos de sobretensiones venían documentando desde 2021. La 
CNMC, con acceso a esos mismos datos estadísticos, debería haber llegado a conclusiones similares o 
análogas. Que el regulador no lo hiciera —o que lo hiciera y no adoptara medidas— es el núcleo de su 
responsabilidad supervisora. Los audios no prueban directamente qué sabía la CNMC. Pero sí prueban 
que los datos que debería haber analizado como señales de alarma eran accesibles, y que la tendencia que 
esos datos documentaban era exactamente la que precipitó el apagón.

El reconocimiento expreso de REE en 2023 de carecer de herramientas suficientes para gestionar 
el creciente problema de sobretensiones debería haber generado una respuesta regulatoria inmediata y 
proporcional por parte de la CNMC. Un operador de un sistema esencial que reconoce ante su regulador 
—o públicamente— que no tiene las herramientas necesarias para cumplir su función de seguridad está 
formulando implícitamente una petición de respaldo regulatorio: o se le proporcionan esas herramientas, 
o se modifica el entorno operativo para que el riesgo que no puede gestionar no se materialice, o se 
establecen condiciones más conservadoras de operación hasta que las herramientas estén disponibles. Lo 
que no es respuesta es no hacer nada. Y la CNMC no adoptó ninguna de esas tres respuestas con carácter 
previo al apagón. La CNMC debió explicar qué ha hecho de forma concreta ante ese reconocimiento de 
incapacidad técnica del operador del sistema en 2023.

Por tanto, la CNMC incurrió en lo que puede calificarse como responsabilidad regulatoria por omisión 
en tres dimensiones temporales distintas. En el medio plazo —entre 2021 y 2024—, no tradujo en actuación 
regulatoria de urgencia los datos de incremento exponencial de sobretensiones ni el reconocimiento de REE 
de carecer de herramientas suficientes. En el corto plazo —en los meses previos al apagón—, no activó 
el procedimiento de urgencia para el PO 7.4 que sí activó en cinco meses a partir de octubre de 2025, con 
datos de riesgo equivalentes o menores. Y en el inmediato previo —en los días del 16 al 28 de abril—, no 
tenía instrumentos para actuar en el plazo de horas, lo que es consecuencia directa de la omisión en los 
plazos anteriores.
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Esta responsabilidad por omisión no requiere demostrar dolo ni negligencia grave en sentido penal 
para ser relevante en el análisis parlamentario de esta Comisión de investigación en el Senado de España. 
En el plano de la responsabilidad institucional y política, es suficiente con acreditar que el regulador disponía 
de datos que requerían actuación y que no actuó con la diligencia exigible. Esa acreditación es posible con 
la documentación disponible.

La CNMC tiene obligaciones de transparencia activa en virtud de la Ley 19/2013 y de su propio estatuto. 
La decisión de no publicar un informe público sobre las causas del apagón, cuando los datos técnicos estaban 
disponibles desde los primeros días posteriores al colapso, es una decisión que compromete esas obligaciones.

La transparencia activa no es optativa, en opinión de esta Comisión, para los organismos reguladores 
que ejercen funciones públicas. Es una obligación que deriva de la naturaleza pública de su función y de 
la gravedad del evento investigado. Un apagón que afectó a más de cincuenta millones de personas, que 
provocó fallecimientos y daños económicos de centenares de millones de euros, es el tipo de evento ante 
el que el regulador independiente tiene la obligación de explicar públicamente, con toda la información 
disponible, qué ocurrió, por qué ocurrió, quien o quienes fueron los responsables y qué medidas se adoptarán 
para evitar su repetición. La sustitución de ese informe por expedientes sancionadores opacos no es una 
alternativa equivalente desde el punto de vista de la transparencia. Es una evasión de la obligación de 
rendición de cuentas públicas que la gravedad del evento exigía.

Si en el marco de los procedimientos judiciales o administrativos correspondientes se acredita que 
el PO 7.4 era insuficiente para gestionar el riesgo que el sistema eléctrico presentaba antes del apagón, y 
que esa insuficiencia contribuyó causalmente al colapso, la responsabilidad patrimonial del Estado —y por 
extensión de la CNMC como organismo de la Administración— por los daños causados a los ciudadanos 
podría ser exigible en virtud de la Ley 40/2015. Esta cuestión, cuya determinación corresponde a los 
Tribunales, no puede ser predeterminada por el propio regulador a través de decisiones sobre la forma y el 
contenido de su investigación interna.

La OCU ha reclamado públicamente que los ciudadanos reciban la compensación económica a la que 
tienen derecho. La CNMC, como regulador del sector, tiene competencias para supervisar los mecanismos 
de compensación y para recomendar su activación. La comparecencia de la Sra. Fernández no ofreció 
información concreta sobre qué actuaciones ha adoptado la CNMC en esa dirección.

En resumen, la CNMC se encuentra, un año después del apagón del 28 de abril de 2025, en una 
posición institucional difícil, que sus propias declaraciones ante la Comisión de Investigación han complicado 
aún más. La afirmación de suficiencia de la normativa anterior es incompatible con la actualización post-
apagón. La afirmación de trabajo continuo desde 2019 es incompatible con el procedimiento de urgencia 
de 2025. La afirmación de independencia del Gobierno es difícilmente conciliable con la decisión de no 
publicar un informe que habría expuesto las responsabilidades —incluidas las propias— con una claridad 
incómoda para todos los actores institucionales.

La Comisión de Investigación del Senado tiene la facultad y la obligación de no aceptar ni admitir 
esa preservación de la opacidad. La función parlamentaria de control sobre los organismos reguladores 
independientes no se detiene ante la invocación de la independencia del regulador: se extiende a evaluar si 
ese regulador ha ejercido sus funciones con la diligencia que los hechos exigían. En este caso, la respuesta 
que los hechos acreditados permiten formular es que la CNMC no lo hizo.

La Jurisprudencia del Tribunal Supremo ya identificó el papel del regulador energético como parte 
del andamiaje institucional de seguridad del sistema en la Sentencia de 26 de mayo de 2010, sección 
tercera, por entonces de la Comisión Nacional de la Energía, cuya función actual compete a la CNMC 
como regulador sucesor en el sector energético. Y ya dejó claro que su informe es relevante para la 
planificación del sistema y para el programa anual de instalaciones. Esa sentencia es clara porque nuestro 
Más Alto Tribunal, destruye la defensa de que el regulador es un mero observador externo sin deberes 
materiales sobre la seguridad del sistema. En este sentido, la Sentencia de 2 de enero de 2012 de la Sala 
tercera del Tribunal Supremo discute precisamente reclamaciones contra supervisores públicos por falta 
de vigilancia e inspección, ordenando probar el deber normativo preciso, la posibilidad real de actuación, el 
incumplimiento, y causalidad, que es el criterio usado en esta Comisión del Senado en su conclusión. Sin 
olvidarnos de la Sentencia de la Sala tercera del Tribunal Supremo n.º 454/2021 del 25 de marzo de 2021 
que es clave para considerar posiblemente contrario a Derecho la decisión de la CNMC de sustituir una 
explicación pública por expedientes opacos. No convierte esa opacidad en responsabilidad patrimonial 
automáticamente, pero sí refuerza el argumento de déficit de transparencia. Porque la Administración no 
puede invocar genéricamente seguridad pública sin justificar de modo concreto el daño, la información 
pública de un asunto de evidente interés público (como es una interrupción del suministro eléctrico que 
afectó a los ciudadanos de España y Portugal) tiene una configuración amplia y expansiva.
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Por tanto, la Comisión de investigación de la interrupción del suministro eléctrico y de las 
telecomunicaciones del día 28 de abril de 2025 considera a la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia (CNMC) responsable del apagón, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas, 
civiles y penales que le pudieran corresponder y que deberán analizarse en otros ámbitos.

BLOQUE IV. DESINFORMACIÓN INSTITUCIONAL Y TRANSPARENCIA

Cuando se habla de desinformación en el debate público contemporáneo, el foco recae habitualmente 
sobre actores privados: redes sociales, medios de comunicación, cuentas anónimas, campañas de 
influencia extranjera.

Existe, sin embargo, una forma de desinformación cualitativamente más grave y estructuralmente 
más dañina para la democracia: la que emana directamente de las instituciones del Estado, con recursos 
públicos, desde posiciones de autoridad, y con el propósito de proteger a quienes ostentan el poder de las 
consecuencias de sus propias decisiones.

La desinformación privada puede ser desmentida. Puede ser contradicha por fuentes alternativas, 
investigada por periodistas, rebatida en el debate público. Pero la desinformación institucional opera en 
condiciones radicalmente distintas: quienes la producen controlan el acceso a los datos, tienen capacidad 
para clasificar documentos, pueden negar el acceso a registros, disponen de aparatos de comunicación 
financiados con dinero público, y hablan desde una posición de autoridad que el ciudadano ordinario no 
tiene los recursos para contradecir en igualdad de condiciones.

El apagón del 28 de abril de 2025 y la gestión de su relato posterior constituyen un caso de manual 
de desinformación institucional. No se trata de errores de comunicación, de imprecisiones técnicas 
comprensibles en el calor de una crisis, o de divergencias legítimas de interpretación entre expertos. Se trata 
de una narrativa construida sistemáticamente, sostenida durante un año, y articulada sobre afirmaciones 
que los propios audios y documentos internos de las instituciones responsables contradicen. Una narrativa 
cuya función no es, en absoluto, informar a la ciudadanía sino proteger a quienes tienen responsabilidades 
en los hechos de las consecuencias políticas, jurídicas y patrimoniales de esas responsabilidades.

Comenzó la desinformación desde el minuto uno, con la narrativa de un presunto ciberataque, que 
fue una clara coartada institucional. Un ciberataque al sistema eléctrico es reconocible de inmediato en 
los registros de REE. Justo es decir que la propia REE descartó el ciberataque desde el primer momento, 
así como las fuerzas de seguridad también. La propia directora de Seguridad Nacional lo confirmó ante 
la Comisión. No había ninguna base técnica para sostener esa hipótesis públicamente más allá de las 
primeras horas de incertidumbre.

Sin embargo, el Gobierno —como tutor legal de REE, como accionista de su matriz REDEIA a través 
de la SEPI y como receptor obligado de la información sobre incidentes del sistema— sabía o debía saber 
desde el primer momento que la causa era técnica y sistémica y sin embargo se mantuvo la teoría del 
ciberataque durante días, en la persona de su presidente del Gobierno, cuando se sabe perfectamente 
al instante si ha sido o no un ciberataque (otra cosa es saber quién es el autor, que puede tardar más 
tiempo en saberse). Sostener públicamente la hipótesis del ciberataque en ese contexto no fue cautela: fue 
conveniencia. Si el apagón era un ciberataque, la responsabilidad recae en un actor externo hostil. Si se 
reconocía un fallo sistémico del operador REDEIA/REE que el Gobierno supervisa y del que es accionista, 
la responsabilidad es interna y directamente atribuible. La narrativa del ciberataque funcionó exactamente 
como lo que era: un escudo que desviaba la atención de la causa real mientras se instalaba en el espacio 
público la idea de que España había sido víctima, no de una negligencia institucional, sino de una agresión 
exterior.

Descartado oficialmente el ciberataque, se construye una narrativa por el Gobierno, por la dirección de 
REDEIA y por la CNMC que se articula en seis afirmaciones centrales que este análisis ha contrastado con 
los hechos acreditados. Conviene enunciarlas con precisión, porque la ciudadanía tiene derecho a saber en 
un Estado social y democrático de derecho, no solo que fue desinformada, sino en qué términos exactos lo 
fue y con qué evidencias se puede demostrar.

Afirmación oficial primera: «El apagón fue impredecible e inédito.»

La realidad documentada es que REE diagnosticó con precisión técnica las causas del riesgo desde 
el 31 de enero de 2025. El 16 de abril, doce días antes del colapso. El 28 de abril, a las 11:47 h y 45 minutos 
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antes del apagón, declaró que el problema no era del día sino de «todo el verano.» Un evento que el 
propio operador del sistema proyectaba como estructural durante meses no es impredecible. Es más, 
incluso 2 años. Es, exactamente, lo que estaba siendo predicho. Existen dos conversaciones donde los 
técnicos hablan claramente de la posibilidad real de un apagón: los audios de 7 de abril a las 12:49 h y el 
de 28 de abril a las 10:59 h.

Afirmación oficial segunda: «No hubo avisos previos relevantes.»

La realidad documentada: existieron numerosos episodios documentados —los días 31 de 
enero, 7, 16, 22, 24 y 26 de abril— con el mismo patrón de causas. REE los analizó, los sistematizó y los 
comunicó por escrito el 25 de abril a las empresas del sector. El director general de Política Energética 
afirmó que el Ministerio se enteró del incidente del 22 de abril «por los medios». Si el organismo tutelado 
comunicó por escrito sus análisis a las empresas privadas del sector, pero no a su propio organismo de 
tutela, ello acredita o un incumplimiento de REE (lo que habría implicado un expediente que no consta 
que exista) o una supervisión ministerial inexistente. Ninguna de las dos opciones es compatible con la 
afirmación de que no hubo avisos relevantes. No solo hubo avisos sino información institucional de REDEIA 
que el Gobierno no puede desconocer.

Afirmación oficial tercera: «La normativa era suficiente.»

La realidad documentada es que el PO 7.4 fue actualizado mediante procedimiento de urgencia en 
cinco meses tras una llamada de REE en octubre de 2025. Si la normativa anterior era suficiente, la nueva 
no añade nada. Si la nueva añade algo —y la urgencia con que se tramitó sugiere que sí—, la anterior era 
insuficiente. La CNMC no puede mantener simultáneamente ambas afirmaciones con coherencia lógica.

Afirmación oficial cuarta: «Las empresas generadoras incumplieron sus obligaciones.»

La realidad documentada es que los audios demuestran que Almaraz tenía el regulador de tensión 
activo y funcionando, que la perturbación era de origen externo reconocida por el propio REE, y que el 
disparo automático de protecciones fue la respuesta normativa y técnicamente correcta ante perturbaciones 
que superaron los umbrales establecidos. El ex director general de Operación de REE reconoció ante la 
Comisión que el apagón fue consecuencia de decisiones de programación que dejaron el sur de España 
vulnerable, contradiciendo directamente a su propia presidenta.

Afirmación oficial quinta: «REE entregó toda la información posible a la Comisión.»

Nada más lejos de la realidad. Lo cierto es que la Comisión de Investigación requirió formalmente a 
REE sus registros de comunicaciones del 28 de abril. REE se negó alegando confidencialidad y protección 
de derechos de sus empleados. Iberdrola y Endesa, empresas privadas, los entregaron voluntariamente. 
La única documentación disponible sobre las comunicaciones del día del apagón fue proporcionada por 
dos empresas privadas, no por el operador del sistema al que la ley atribuye en exclusiva la responsabilidad 
de la continuidad del suministro.

Afirmación oficial sexta: «Quienes vinculan el incidente a la falta de nucleares o mienten o demuestran 
su ignorancia. La recuperación del suministro se ha producido gracias a las interconexiones con Francia y 
Marruecos, las hidroeléctricas y el ciclo combinado. Las nucleares, lejos de ser una solución, han sido un 
problema porque estaban apagadas.»

Esta afirmación fue realizada por el presidente del Gobierno, Sr. Sánchez Castejón.
Resulta obvio que se quiere confundir la causa de la interrupción del suministro eléctrico con la 

recuperación del apagón.
Son datos contrastados y públicos que el apagón no se produjo por exceso de nucleares, como puede 

apreciarse de los análisis de los técnicos de REE, y que el día 28 de abril de 2025 suponían el 5,1 % del 
total de la demanda, frente al 20 % que suelen representar.

Las nucleares, no han sido el problema en la recuperación, porque no consta que hayan consumido 
electricidad en los momentos críticos. El Consejo de Seguridad Nuclear ha informado que las nucleares 
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se han mantenido con sus sistemas de generación propios y solo se han conectado a la red cuando el 
suministro exterior ha sido seguro, concretamente:

• Cofrentes a las 3:15h de la madrugada.
• Trillo a las 2:15 h de la madrugada.
• Almaraz 00:30h de la madrugada.
• Ascón y Vandellós a las 18:30h de la tarde.

El análisis de las comparecencias y de la conducta posterior de las instituciones permite identificar 
con precisión los mecanismos técnicos a través de los cuales se construyó el relato desinformativo. Su 
identificación explícita es relevante porque permite a la ciudadanía reconocerlos cuando vuelvan a ser 
utilizados —en este u otros contextos— y porque expone la diferencia entre información y propaganda 
institucional.

El primer dato es el relativo a la causalidad difusa. El recurso sistemático a explicaciones 
«multifactoriales» sin identificar la causa principal ni las responsabilidades operativas concretas cumple la 
función de diluir la responsabilidad en una nube de factores concurrentes en la que ninguno es el principal, 
ningún actor es el responsable y ninguna decisión es la equivocada. La técnica de la causalidad difusa 
convierte lo que es un fallo con causas claras, identificables y actores responsables en un fenómeno cuasi-
natural ante el que nadie podría haber hecho nada diferente. Políticamente tiene su finalidad de crear 
confusión en la sociedad, pero jurídicamente no tiene un pase.

El segundo dato es la continua apelación a la complejidad técnica. La afirmación de que el sistema 
opera «en milisegundos» y que sus dinámicas son incomprensibles para el ciudadano ordinario cumple la 
función de querer crear una barrera de entrada al debate público que solo los expertos designados por el 
propio Gobierno pueden solventar. Cuando la complejidad técnica es invocada no para aclarar sino para 
oscurecer, no es un argumento técnico, sino un instrumento de exclusión ciudadana del debate sobre las 
propias responsabilidades del poder. Lo que se pretende es que el ciudadano no opine «porque no sabe».

El tercer dato es la retención selectiva de documentación. La negativa de REE a aportar sus registros 
de comunicaciones a la Comisión de Investigación, mientras Iberdrola y Endesa entregaban los suyos 
voluntariamente, es la expresión más cruda de la asimetría informativa que la desinformación institucional 
produce. El ciudadano que se informa en los medios de comunicación no sabe qué dicen los registros 
de REE. Solo el propio investigado tiene acceso completo a la información relevante, y decide qué parte 
comparte y qué parte retiene. Esta asimetría no es un accidente: es una estrategia.

El cuarto dato es la sustitución del debate público por el procedimiento opaco. La decisión de canalizar la 
investigación a través de expedientes sancionadores en lugar de mediante la publicación de un informe público 
cumple la función de arrebatar el debate de la arena pública —donde la ciudadanía puede participar— a una 
arena procedimental opaca —donde solo los agentes con representación legal y recursos suficientes pueden 
actuar—. Durante años, mientras los expedientes se tramitan con todas sus garantías procesales para los 
investigados, la ciudadanía queda en la ignorancia sobre las causas del mayor apagón de las últimas dos décadas. 
Las instituciones responsables del apagón disponen, con cargo al erario público, de gabinetes de 
comunicación, departamentos de relaciones con los medios, capacidad para emitir notas de prensa, 
convocar ruedas de prensa y diseñar mensajes dirigidos a la opinión pública. Ese aparato se ha usado 
para construir y sostener el relato de la imprevisibilidad, la multicausalidad y la ausencia de responsables. 
El ciudadano que recibe ese relato a través de los medios no tiene información para contrastarlo con los 
audios que solo conoció cuando fueron publicados por iniciativa privada, un año después del apagón.

Y el quinto dato es el escudo de la ciencia para desinformar. La ministra Sara Aagesen no negó 
los hechos burdamente en la comparecencia del Senado. No improvisó excusas. Invocó la ciencia, los 
procedimientos, los informes técnicos, los organismos internacionales. Habló de rigor, de objetividad, de 
datos. Construyó una arquitectura de autoridad epistémica —la autoridad de quien sabe, de quien tiene 
acceso a los informes, de quien puede citar a los expertos— para producir un efecto paradójico: usar el 
lenguaje de la verdad para ocultar la verdad.

Esta técnica de legitimación tecnocrática consiste en revestir una posición política con el lenguaje 
de la neutralidad técnica para sustraerla del debate democrático. Si el apagón fue «multifactorial, inédito 
e impredecible según los tres informes oficiales», cualquier conclusión distinta no es una opinión legítima 
sino una posición anticientífica o fango. Si los «expertos avalan» que la normativa era suficiente, quien 
sostenga lo contrario está «demonizando las renovables» o lanzando bulos porque está actuando por 
motivos políticos. El rigor se convierte así en un arma: no pretende iluminar la realidad sino blindar una 
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narrativa frente al debate público. El problema es que ese rigor es profundamente selectivo. La ministra cita 
los informes que le convienen y silencia los audios que los contradicen.

Los tres informes a los que la Sra. Aagesen se remite sistemáticamente —el del Comité de Análisis, el 
de ENTSO-E y el de la CNMC— tienen un valor técnico innegable. No se trata de descartarlos. Se trata de 
examinar con rigor —ese mismo rigor que la ministra invoca— las condiciones en que han sido elaborados 
y los límites que esas condiciones les imponen.

El informe del Comité de Análisis fue encargado y supervisado por el Gobierno que está siendo 
investigado. Sus miembros fueron designados por el propio ejecutivo cuya política energética se cuestiona. 
No existe en su composición ni en su mandato ningún mecanismo de independencia estructural respecto 
del poder que ordenó su elaboración. Invocar ese informe como evidencia científica de la corrección de 
la política del Gobierno equivale a aceptar que el investigado puede ser simultáneamente el investigador. 
En derecho, en ciencia y en cualquier sistema racional de evaluación, eso se llama conflicto de interés, no 
rigor. No hay que explicar mucho más.

El informe de ENTSO-E —la red europea de operadores de sistemas de transporte— tiene una 
naturaleza diferente, pero tampoco es ajeno a las tensiones institucionales del caso. ENTSO-E no es un 
organismo independiente en el sentido estricto. Es la asociación de los gestores de redes de transporte 
europeos, que actúa bajo la supervisión de ACER —la Agencia de Cooperación de los Reguladores de la 
Energía— y de la propia Comisión Europea. La Comisión tiene competencia para dar mandatos a ENTSO-E, 
para aprobar o rechazar sus códigos de red, y para orientar sus trabajos técnicos. El comisario de Energía 
es Dan Jørgensen, pero coordina sus trabajos con la vicepresidenta ejecutiva para una Transición Limpia, 
Justa y Competitiva, Sra. Teresa Ribera.

REDEIA/REE es miembro de ENTSO-E. Resulta llamativo que el operador cuya conducta el 28 de 
abril está siendo investigada participe activamente en el organismo que ha elaborado el informe sobre esa 
conducta. ENTSO-E, además, tiene un interés institucional estructural en no concluir que el modelo de 
transición energética que todos sus miembros están ejecutando —con el respaldo político de la Comisión 
Europea— fue un factor causal en el mayor apagón de la última década. Una conclusión en ese sentido 
afectaría no solo a REDEIA/REE sino a la credibilidad de toda la arquitectura de la transición energética 
europea. Por eso realiza un informe de 472 páginas, con conclusiones de responsabilidad ambiguas.

Es normal: la investigación de ENTSO-E se desarrolla bajo la supervisión institucional de la Comisión 
Europea y, en particular, bajo la esfera de competencias de la Vicepresidenta ejecutiva para una Transición 
Limpia, Justa y Competitiva, doña Teresa Ribera, quien antes de asumir estas responsabilidades en la 
Comisión Europea era la ministra para la Transición Ecológica en España y fue la máxima responsable 
de la política energética del Gobierno —el mismo ejecutivo cuya actuación en el apagón es objeto de 
investigación—. La cadena de relaciones institucionales que se produce es directamente relevante para 
evaluar la independencia del proceso: la Sra. Ribera supervisa en Bruselas el marco regulatorio energético 
en cuyo contexto se inscribe la investigación de ENTSO-E; la Ministra Sra. Aagesen, su sucesora directa 
en el cargo español, comparecía ante esta Comisión defendiendo que el apagón fue «multifactorial e 
impredecible»; y el informe final de ENTSO-E, publicado en marzo de 2026, se alineó precisamente con 
esa narrativa oficial, distribuyendo responsabilidades entre REE y los generadores y evitando señalar una 
responsabilidad operativa concreta y singular sobre el operador del sistema, lo que difiere, con mucho, 
con los audios de los técnicos de REE y con los documentos de REDEIA, entre ellos las mismas Cuentas 
Anuales Consolidadas de REDEIA de 2024. La Comisión de Investigación no afirma que esa situación 
haya dado lugar a influencia indebida sobre los trabajos de ENTSO-E. Sí afirma que la acumulación de 
esas circunstancias —la posición institucional de la Sra. Ribera actualmente en la Comisión Europea, su 
posición institucional previa como ministra de España (dada cuenta que bajo su mandato se procedió al 
diseño de la política energética española), su vínculo personal y político con la actual ministra española (a la 
sazón, su antigua Secretaria de Estado de Energía cuando ella era ministra de España), la presencia de un 
miembro de REDEIA en el panel investigador de ENTSO-E, y la coincidencia entre las conclusiones ambiguas 
de ese panel y la narrativa oficial del Gobierno español— genera una apariencia de falta de independencia 
que el proceso investigador europeo tenía la obligación de despejar de forma activa y que no lo ha hecho. En 
materia de independencia institucional, la apariencia importa tanto como la realidad: un proceso investigador 
que no puede acreditar su independencia frente a los investigados no cumple con los estándares mínimos de 
credibilidad democrática que un evento de la magnitud del apagón del 28 de abril exige. De hecho, el sector 
eléctrico ya levantó sospechas públicas sobre la filtración del informe a REDEIA/REE antes de su publicación. 
Por tanto, valorando positivamente los aspectos técnicos desarrollados en el informe de ENTSO-E, su 
independencia en el proceso investigador no está suficientemente garantizada, porque la dependencia de 
ENTSO-E con el área de la Sra. Ribera no es hipotético, sino estructural.
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La CNMC, como se ha analizado en detalle en el bloque anterior, investiga el cumplimiento de normas 
que ella misma debía haber actualizado. El regulador que evalúa si el PO 7.4 fue correctamente aplicado 
tiene un interés directo en que la conclusión no sea que el PO 7.4 era insuficiente, porque esa insuficiencia 
es responsabilidad suya.

Ninguno de los tres conflictos de interés invalida por sí solo los informes. Pero todos ellos exigen que 
esos informes sean leídos con el mismo espíritu crítico que la ministra reclama para cualquier otra fuente. 
El rigor no es selectivo. O se aplica a todos los instrumentos de análisis, incluidos los propios, o no es rigor: 
es retórica.

La fragilidad más profunda de la estrategia de la ministra no está en los conflictos de interés de los 
informes, aunque estos sean reales y relevantes. Está en algo más simple y demoledor: los informes no 
pueden explicar lo que los audios muestran. Toda ciencia se fundamenta en la prueba empírica. Y los audios 
muestran exactamente lo contrario de lo que los informes y la ministra concluyen. Los informes dicen que el 
evento fue impredecible. El audio de las 11:47 h del 28 de abril muestra al operador de REE diciendo que el 
problema no es del día sino de «todo el verano.» Los informes dicen que no hubo avisos previos relevantes. 
Los audios del 31 de enero, 7, 16, 22, 24 y 26 de abril muestran a los operadores de REE diagnosticando 
con precisión técnica, una y otra vez, exactamente las mismas causas que precipitaron el colapso. Los 
informes dicen que la normativa era suficiente. El operador de REE, trabajando bajo esa normativa en 
tiempo real, declaró «no nos da tiempo a regular» y «Está jodida la cosa.»

La ministra tiene una respuesta para esta contradicción, y conviene examinarla con atención porque 
revela la naturaleza de su estrategia. Afirmó ante la Comisión que las conversaciones de los días previos 
«no son alertas relevantes para un evento inédito» y que «el sistema se opera en milisegundos, así que lo 
ocurrido semanas antes es irrelevante.»

Esta respuesta tiene la forma de un argumento técnico, pero no lo es. Afirmar que lo que ocurrió 
semanas antes es irrelevante para entender lo que ocurrió el 28 de abril es afirmar que la causalidad no 
existe en los sistemas eléctricos. Eso es de todo menos ciencia. Que un sistema que registra 140 episodios 
de sobretensión en 2023 —frente a 30 en 2021— no tiene ninguna relación con un apagón causado por 
sobretensiones en 2025. Que un operador que el 16 de abril identifica la escasez de inercia nuclear como 
causa recurrente de perturbaciones no estaba generando información relevante para la gestión del riesgo 
durante los doce días siguientes. Que un problema que el propio operador proyectaba durante meses no 
tenía ninguna dimensión estructural que la política energética debiera haber abordado. Eso no es ciencia. 
Es la negación de la causalidad en beneficio propio y en la desinformación ciudadana.

Hay una dimensión de la estrategia de los informes y del relato oficial que merece una mención 
específica, a la que se hará referencia más adelante, pero que es preciso adelantar brevemente, porque es 
la más injusta de todas sus consecuencias y la menos visibilizada en el debate público: el silenciamiento 
implícito de los trabajadores de REE.

Los operadores del sistema cuyos diagnósticos quedan registrados en los audios son profesionales 
de altísima cualificación que, en condiciones de estrés extremo, identificaron con exactitud técnica 
milimétrica las causas de lo que estaba ocurriendo. «Variaciones muy grandes de fotovoltaica por precios, 
intercambios, pocos grupos con inercia en el sistema.» Este diagnóstico, formulado a las 12:13 h del 28 de 
abril por un operador de REE, es técnicamente correcto, completo y preciso. No estamos hablando de la 
valoración de un experto con meses de análisis posterior: es el juicio en tiempo real de un profesional que 
conoce el sistema que opera.

Pues bien, la estrategia de los informes y del relato oficial produce, como efecto colateral necesario, 
la invalidación de ese conocimiento. Si el evento fue impredecible, el operador que lo predijo minutos 
antes estaba equivocado o era excepcional. Si no hubo avisos previos relevantes (y había documentos de 
la propia REDEIA que advertían de los riesgos desde 2023 y 2024), los operadores que diagnosticaban 
el mismo problema desde el 31 de enero estaban exagerando o malinterpretando señales irrelevantes. 
Si la causa fue el incumplimiento de los generadores, los operadores que en tiempo real atribuían las 
oscilaciones a la fotovoltaica y a la escasez de inercia estaban confundidos. El Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico, la CNMC y, en especial, la dirección de REDEIA/REE necesitan 
imperiosamente, para protegerse a sí mismas, que los propios trabajadores de REE estén equivocados. 
Y para ello necesitan dos cosas: sustituir el testimonio de esos trabajadores por el de técnicos o expertos 
que dibujen un panorama distinto al que aquellos vivieron y afrontaron en tiempo real; y conseguir que los 
audios no se escuchen, no se analicen y no se incorporen al debate público, porque de hacerlo se derrumba 
el andamiaje entero del discurso prefabricado. De ahí la negativa de REE a entregar a esta Comisión los 
registros de sus comunicaciones internas. De ahí el argumento de que los audios publicados «no cambian 
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el relato técnico.» No porque no lo cambien —lo cambian de forma demoledora— sino porque reconocer 
que lo cambian equivale a reconocer que los trabajadores tenían razón. Y si los trabajadores tenían razón, 
quienes construyeron el relato contrario —los directivos de REDEIA/REE, el presidente del Gobierno, la 
ministra para la Transición Ecológica y los responsables de la CNMC— no la tienen.

Los audios, con toda la legitimidad que confiere el conocimiento directo y técnico de quienes operaron 
el sistema en condiciones extremas, proyectan una sombra de responsabilidad sobre tres ámbitos 
institucionales que no pueden seguir eludiéndola. Cuestionan, en primer lugar, el modelo de transición 
energética impulsado por el Gobierno y el Ministerio para la Transición Ecológica: una política que ha 
primado la acumulación de megavatios renovables sobre la seguridad del sistema, que ha antepuesto la 
cantidad a la calidad y que ha descuidado las condiciones técnicas sin las cuales esa transición no puede 
sostenerse. Cuestionan, en segundo lugar, la operación del sistema llevada a cabo por REE: una gestión 
que asumió riesgos crecientes en aras de maximizar la integración renovable, que sometió el sistema 
a tensiones reiteradas a modo de prueba y que relegó la seguridad de suministro a una consideración 
secundaria frente al objetivo de operar con la mayor penetración posible de energía no gestionable. Y 
cuestionan, en tercer lugar, la capacidad de la CNMC para ejercer una supervisión efectiva y una regulación 
ágil y rigurosa ante una realidad en transformación acelerada: la de un sistema cuya configuración física 
y operativa ha cambiado de forma radical, y cuyo marco normativo no ha sabido —o no ha querido— 
acompasarse a esa transformación con la diligencia que la seguridad de suministro exigía.

El intento de invalidar los audios no es solo desinformación hacia la ciudadanía. Es una falta de 
lealtad institucional hacia los propios trabajadores de REE, cuya competencia y honestidad técnica queda 
implícitamente cuestionada cada vez que la dirección sostiene que el evento fue impredecible o que los 
avisos previos eran irrelevantes.

Y llegamos a este punto de la indefensión ciudadana ante la desinformación de Estado. La 
combinación de los mecanismos descritos produce un efecto concreto sobre el ciudadano que merece 
ser nombrado sin eufemismos: indefensión. No la indefensión jurídica en sentido técnico, que tiene sus 
propios remedios procesales, sino una indefensión más profunda y difícil de remediar: la incapacidad de 
participar informadamente en el debate democrático sobre las decisiones que afectan a la propia vida 
porque quienes tienen acceso a la información relevante la retienen, la distorsionan o la diluyen con 
propósito deliberado.

El ciudadano que sufrió el apagón del 28 y 29 de abril tiene derecho a saber qué ocurrió exactamente, 
por qué ocurrió, quién tomó las decisiones que lo hicieron posible, y qué consecuencias han tenido esas 
decisiones para los responsables. Tiene derecho a saber quién les debe de indemnizar por los perjuicios 
causados; tiene derecho a saber por qué tienen que pagar de su bolsillo un modo reforzado de sistema 
eléctrico (una factura de la luz más cara que evidencia un sistema político energético erróneo), y tiene 
derecho a saber por qué tienen que pagar un coste de reposición como sugiere la CNMC. Por qué tiene 
que pagar facturas cuando es la víctima del apagón mientras los responsables de esa negligencia articulan 
medios para salir indemnes. Tiene ese derecho no como concesión graciosa de las instituciones, sino como 
titular de la soberanía democrática en la que se funda el mandato de quienes ostentan los cargos públicos. 
Cuando las instituciones construyen deliberadamente un relato que oculta esas respuestas, están privando 
al ciudadano de los instrumentos necesarios para ejercer ese derecho soberano: la información veraz, la 
exigencia de responsabilidades y la participación en el debate sobre las políticas que le afectan.

Como se ha dicho anteriormente, hay, además, una dimensión particularmente indignante en la 
desinformación institucional sobre el apagón: la distancia entre lo que los trabajadores de REE sabían 
y decían en sus comunicaciones —diagnosticando con precisión y honestidad técnica lo que estaba 
ocurriendo— y lo que sus directivos dijeron públicamente ante el Senado de España y la opinión pública.

Los operadores que gritaron «¡Hostia, hostia, hostia, va a tomar por culo! ¡Nos estamos desconectando!» 
no estaban mintiendo. Sus jefes, cuando comparecieron ante el Senado, sí lo hacían. Decía la Sra. Corredor 
que los audios no podían considerarse evidencia técnica: aunque sean expresiones extra protocolarias, no 
sabemos que más evidencias necesita. Habría que reflexionar si hubiera sido razonable llamar a comparecer 
a los trabajadores de REE y las operadoras privadas a la Comisión para que explicaran lo ocurrido, porque 
toda España habría entendido a la primera las causas del apagón. Esa es la distancia entre la honestidad 
del técnico y la mendacidad del directivo y es el retrato más preciso de lo que la desinformación institucional 
significa en la práctica.

Por eso es imprescindible hacer la lectura de los audios, no sobre los fallos del sistema ni sobre las 
responsabilidades de los directivos, sino sobre la extraordinaria competencia de los hombres y mujeres que 
operan el sistema eléctrico español en tiempo real.
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Escuchar los audios con esa perspectiva —no solo como evidencia de lo que salió mal, sino como 
testimonio de lo que funcionó bien dentro de lo que salió mal— produce una imagen radicalmente distinta 
de la que el relato oficial ha construido. Lo que los audios muestran, con una claridad que ningún informe 
institucional puede reproducir, es un sistema humano de alta competencia técnica operando en condiciones 
de estrés extremo con una coordinación, una precisión y una honestidad que merecen reconocimiento 
explícito por parte de la Cámara Alta.

Un ejemplo es la precisión del diagnóstico en tiempo real. A las 12:13 h del 28 de abril de 2025, con el 
sistema en colapso inminente y con la presión operativa de los minutos más críticos de la historia reciente 
del sistema eléctrico español, un operador de REE formuló el siguiente diagnóstico: «variaciones muy 
grandes de fotovoltaica por precios, intercambios, pocos grupos con inercia en el sistema.» Esta frase, 
pronunciada en tiempo real, sin documentos de apoyo, sin tiempo para deliberar, sin apoyo de modelos 
o simulaciones, es técnicamente correcta en todos sus elementos. Identifica las tres causas principales 
del colapso con la misma precisión que los informes elaborados posteriormente con meses de análisis 
retrospectivo.

Eso no es un operador describiendo lo que ve en sus pantallas. Es un experto con el modelo y cálculo 
mental del sistema completamente internalizado, capaz de interpretar datos en tiempo real y traducirlos 
instantáneamente en un diagnóstico causal preciso. Es, en lenguaje llano, alguien que sabe exactamente 
lo que está haciendo y lo que está ocurriendo. La distancia entre ese diagnóstico técnico milimétrico y la 
narrativa oficial de que el evento fue «impredecible» e «inédito» no es una distancia entre expertos con 
opiniones distintas. Es la distancia entre quien estaba allí y sabe, y quien no estaba allí y prefiere que no 
se sepa. Sin más.

Igualmente es destacable la coordinación entre operadores. Los audios documentan algo que el 
debate sobre las responsabilidades ha oscurecido completamente: la coordinación operativa entre los 
agentes del sistema eléctrico, aunque mejorable, funcionó. Iberdrola y Endesa informaron a REE de forma 
continua, precisa y proactiva desde las 00:47 h del día 28 de abril. Activaron sus sistemas de regulación 
disponibles. Se escucha como Iberdrola advirtió con antelación del riesgo de disparo de Almaraz. Ofreció 
el acoplamiento de Castejón 2 en el momento en que REE lo solicitó. En el instante mismo del colapso, 
cuando el operador de REE perdió el control del sistema en una reacción visceral y completamente humana, 
el operador de Iberdrola preguntó de forma inmediata: «¿Qué necesitáis?» No hubo un segundo de duda, 
de parálisis, de desorientación. La respuesta fue la de profesionales entrenados para exactamente esa 
situación.

Endesa también avisó formalmente a REE antes de las 10:59 h. El Metro de Madrid comunicó sus 
incidencias. Los operadores de distintas instalaciones contactaron con sus contrapartes para informar de 
perturbaciones que estaban experimentando. El sistema humano de comunicación e información que rodea 
al sistema técnico eléctrico funcionó con la diligencia y la precisión para la que está diseñado. Las personas 
cumplieron. El fallo no fue de las personas.

Por tanto, hay un elemento de los audios que trasciende la dimensión técnica y entra en la dimensión 
ética: la honestidad con que los operadores describían lo que estaba ocurriendo. «Está jodida la cosa.» 
«No nos da tiempo a regular.» «¡Hostia, hostia, hostia, va a tomar por culo! ¡Nos estamos desconectando!» 
Estas frases no son expresiones de incompetencia. Son expresiones de la honestidad de quien tiene el 
dominio suficiente de una situación para calibrar su gravedad con exactitud. La honestidad extra protocolaria 
de los operadores de REE en los momentos más críticos es, paradójicamente, la prueba más elocuente de 
su competencia: solo quien sabe exactamente dónde está puede describir con esa claridad que la situación 
es catastrófica. Y precisamente por eso tanto el Gobierno de España como la dirección de REDEIA/REE 
necesitan que esos audios no se escuchen. Porque los audios demuestran que sus trabajadores sabían lo 
que pasaba. Y si los trabajadores sabían, la dirección que tomó las decisiones operativas también sabía. Y 
si la dirección sabía, el relato de que era todo impredecible se derrumba.

Por eso, existe una consecuencia de la estrategia defensiva de la dirección de REDEIA que afecta 
directamente a los trabajadores y que la Comisión de Investigación del Senado debe nombrar con claridad. 
La tesis de la Sra. Beatriz Corredor —que el apagón fue causado por «incumplimientos» de los generadores 
y que el sistema se operó «con absoluta seguridad»— requiere, para ser coherente, que los operadores 
que estaban diagnosticando la inestabilidad con desesperación creciente desde las 00:47 h estuvieran 
equivocados, o que sus advertencias fueran irrelevantes, o que su evaluación de gravedad fuera exagerada.

La dirección de REDEIA/REE, juntamente con el MITECO, al construir ese relato, está usando a los 
trabajadores como escudo y simultáneamente sacrificándolos como chivos expiatorios intelectuales para 
salvar a sus directivos: los elogia públicamente como los mejores ingenieros del mundo, mientras invalida 
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implícitamente sus diagnósticos en tiempo real. Los presenta como excelentes profesionales mientras 
sostiene que lo que decían en tiempo real no refleja lo que realmente estaba ocurriendo en el sistema. Es 
una posición que no se puede mantener con coherencia: o los operadores son excelentes profesionales cuyo 
diagnóstico en tiempo real debe tomarse en serio, o son profesionales cuyo testimonio puede descartarse 
cuando resulta incómodo para la dirección. La dirección de REDEIA/REE elige la segunda opción cuando 
le conviene y la primera cuando necesita presentarse ante el Senado con credibilidad.

Por eso, el trabajo de esta Comisión de Investigación del Senado cobra todo su interés: el problema 
es una política energética y su (mala) ejecución. Lo que los audios demuestran, en su conjunto, es una 
distinción que el análisis de responsabilidades debe establecer con absoluta claridad y que el relato oficial 
confunde deliberadamente: el problema del apagón del 28 de abril no fue un problema de las personas que 
operan el sistema. Fue un problema de las decisiones políticas que determinaron en qué condiciones esas 
personas debían operar.

La cadena de responsabilidad va de abajo hacia arriba, no al revés. Los trabajadores ejecutan. Los 
directivos deciden. Los reguladores supervisan. Los ministros diseñan y tutelan. El apagón del 28 de 
abril fue el resultado acumulado de decisiones en los tres niveles superiores de esa cadena.

La transparencia es la condición de la democracia. Porque el principio de transparencia en la vida pública 
no es un valor secundario ni un lujo del Estado avanzado. Es una condición estructural de la democracia 
representativa. Sin información veraz y accesible sobre las decisiones del poder y sus consecuencias, el 
ciudadano no puede elegir con conocimiento de causa, no puede exigir responsabilidades con fundamento, 
y no puede participar en el diseño de las políticas públicas que le afectan. La transparencia no protege a 
los funcionarios que trabajan bien: los protege precisamente porque hace visibles a quienes no lo hacen.

La Ley 19/2013, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, establece las 
obligaciones de transparencia activa de las entidades que ejercen funciones públicas. Su aplicación al 
caso del apagón del 28 de abril no admite ambigüedad: los organismos involucrados —REE, CNMC y el 
propio Ministerio— tenían obligación de informar a la ciudadanía con precisión, con plenitud y oportunidad 
sobre las causas de un evento que afectó a cincuenta millones de personas, paralizó servicios esenciales 
y causó hasta diez fallecimientos. El incumplimiento de esa obligación no es solo una cuestión de política 
comunicativa. Es un incumplimiento legal con consecuencias institucionales.

La transparencia en la vida pública exige, adicionalmente, que los mecanismos de investigación de 
los fallos del Estado sean accesibles, comprensibles y no capturados por los propios investigados, porque 
esto socava los fundamentos del Estado democrático de derecho.

El apagón del 28 de abril de 2025 no terminó cuando volvió la luz. Continuó —y continúa— en la forma 
de un relato oficial construido para proteger a quienes fallaron de las consecuencias de sus fallos. Ese 
segundo apagón, el de la verdad, es en algunos aspectos más peligroso que el primero: porque el primero 
duró horas y el segundo lleva ya un año, y porque el primero fue involuntario y el segundo es deliberado.

La conducta de los poderes públicos en relación con la comunicación de las causas del apagón del 28 de 
abril de 2025 no solo plantea un problema de rendición de cuentas política: plantea un problema de legalidad 
constitucional. El Tribunal Constitucional ha establecido con claridad que los ciudadanos tienen derecho a 
recibir de los poderes públicos información neutral, objetiva y veraz, y que la Administración está obligada 
a actuar con objetividad y sin arbitrariedad en su comunicación institucional. La STC 104/2014, de 23 de 
junio, desarrolla esta doctrina vinculando la comunicación pública con el artículo 20.1.d) de la Constitución 
Española —que garantiza el derecho a recibir información veraz— y con el artículo 14 CE, que prohíbe la 
arbitrariedad y el trato discriminatorio. Aunque el caso resuelto en esa sentencia versaba sobre publicidad 
institucional, su doctrina es plenamente trasladable al supuesto que esta Comisión ha examinado: la sostenida 
desde instancias gubernamentales durante semanas de una hipótesis —la del ciberataque— técnicamente 
infundada desde el primer momento, mientras el operador del sistema supervisado por el propio Gobierno 
conocía y había diagnosticado internamente las causas reales con precisión.

La proyección de esa doctrina sobre los hechos acreditados es directa. La información sobre las 
causas del apagón no es materia reservada ni de seguridad nacional clasificada: es información de máximo 
interés general que afecta a la totalidad de los ciudadanos españoles, a su capacidad de ejercer derechos 
de reclamación y a la formación de una opinión pública libre sobre la actuación de las instituciones. 
La STC 14/2021, de 28 de enero, reitera que el artículo 20 CE protege precisamente la formación de 
una opinión pública libre como presupuesto del sistema democrático, y que ese derecho exige que la 
información que emana de los poderes públicos no distorsione deliberada o negligentemente la realidad. 
Una narrativa gubernamental que atribuía el apagón a un posible ataque exterior —cuando el propio 
Gobierno, como tutor de REE y accionista de REDEIA, tenía o debía tener acceso al diagnóstico técnico 
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real— es incompatible con ese estándar constitucional de objetividad e información veraz. La diferencia 
entre una hipótesis cautelosa formulada en las primeras horas de incertidumbre y el mantenimiento 
prolongado de esa narrativa sin base técnica acreditada no es semántica: es la diferencia entre la 
prudencia legítima y la comunicación institucional arbitraria que el Tribunal Constitucional proscribe. 
La dimensión de la opacidad posterior refuerza esta conclusión desde otro ángulo jurisprudencial. La 
STS 454/2021, de 25 de marzo, establece que cuando existe información pública de alto interés general 
y la Administración la retiene o limita su acceso, los límites a la transparencia deben justificarse de forma 
especialmente rigurosa, sin que la invocación genérica de la confidencialidad resulte suficiente. Lo que esta 
Comisión ha acreditado es precisamente eso: que REE —organismo supervisado por el Ministerio y con 
participación accionarial pública a través de la SEPI— retuvo sus registros de comunicaciones del 28 de 
abril frente a un requerimiento formal de la Comisión de Investigación parlamentaria, mientras el Gobierno 
mantenía públicamente una narrativa de causas que sus propios organismos desmentían internamente. La 
combinación de ambas conductas —la narrativa infundada y la retención de la información que permitiría 
contrastarla— no es solo un fallo de transparencia en el sentido de la Ley 19/2013: es una vulneración del 
deber constitucional de objetividad de los poderes públicos que el Tribunal Constitucional ha reconocido 
como exigencia directamente derivada de los artículos 14 y 20 de la Constitución Española.

La Comisión concluye, en consecuencia, que la conducta comunicativa de las instituciones implicadas 
no cumplió con el estándar constitucional de información neutral, objetiva y veraz exigible a los poderes 
públicos. Esa constatación no agota sus consecuencias en el ámbito político: sienta las bases para que los 
ciudadanos que sufrieron perjuicios como consecuencia de una desinformación institucional que retrasó 
durante meses la posibilidad de ejercer sus derechos de reclamación puedan invocar, ante los órganos 
jurisdiccionales competentes, la vulneración de sus derechos constitucionales como elemento agravante 
de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones implicadas.

Una democracia que no puede exigir cuentas a sus instituciones cuando fallan es una democracia 
que está fallando. El instrumento que el ordenamiento constitucional español ofrece para ese ejercicio de 
rendición de cuentas es, precisamente, esta Comisión de Investigación de la interrupción del suministro 
eléctrico y de las telecomunicaciones del Senado. Su función no es castigar —eso corresponde a los 
Tribunales— sino alumbrar, nunca mejor dicho: hacer visible lo que las instituciones investigadas prefieren 
mantener en la oscuridad, documentar los hechos con la solidez que la verdad exige, y formular las 
conclusiones y recomendaciones que permitan que lo ocurrido no vuelva a ocurrir.

Esa función tiene un destinatario final que no son los organismos investigados, ni los partidos políticos, 
ni los expertos que han comparecido. El destinatario final de esta Comisión de Investigación es el ciudadano 
que aquella mañana del 28 de abril se quedó sin luz, sin metro, sin comunicaciones, sin saber qué estaba 
ocurriendo ni por qué, y que durante más de un año ha tenido derecho a una explicación honesta que las 
instituciones responsables le han negado.

Dársela es la obligación mínima que la democracia le debe.

BLOQUE V. RESPONSABILIDADES

El análisis de responsabilidades se sustenta en el siguiente marco normativo, sin perjuicio de la 
legislación específica que los organismos competentes puedan considerar:

• Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico: establece las funciones, obligaciones y 
régimen de responsabilidad del Operador del Sistema (REE), del regulador (CNMC) y del Gobierno.

• Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, 
distribución, comercialización, suministro y procedimientos de autorización de instalaciones de energía 
eléctrica: establece los protocolos de operación del sistema y las obligaciones de comunicación ante 
incidencias.

• Reglamento (UE) 2019/943, relativo al mercado interior de la electricidad, y el Reglamento de la 
Red para la Operación del Sistema (SO GL), que fijan los estándares de seguridad del sistema en el ámbito 
europeo y las obligaciones de coordinación entre operadores.

• Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la CNMC: define las funciones supervisoras y 
sancionadoras de la Comisión en el sector energético.

• Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: regula la responsabilidad 
patrimonial de las administraciones públicas y de las entidades que ejercen funciones públicas.
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• Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno: establece las obligaciones de transparencia activa de las entidades que ejercen funciones 
públicas o gestionan fondos públicos.

• Código Penal, artículos relativos a la imprudencia grave en la gestión de servicios esenciales y 
a la omisión del deber de socorro institucional: aplicables en el escenario más grave si se acreditara una 
omisión deliberada y consciente del riesgo.

• Artículo 76 CE 1978 y legislación concordante respecto a la constitución de comisiones de 
investigación sobre asuntos de interés público, para aclarar responsabilidades políticas.

En atención a lo anterior, la Comisión de investigación del Senado de España sobre la interrupción 
del suministro eléctrico y de las telecomunicaciones del día 28 y 29 de abril de 2025, tras analizar la 
documentación presentada, escuchadas las intervenciones de los comparecientes y analizados los audios 
obrantes en el expediente, declara responsables al GOBIERNO DE ESPAÑA, a través del MINISTERIO 
PARA LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA Y EL RETO DEMOGRÁFICO, y REDEIA/RED ELÉCTRICA DE 
ESPAÑA de la interrupción del citado suministro eléctrico y de las telecomunicaciones. El Gobierno 
de España, a través del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, incurrió en 
responsabilidad supervisora por incumplimiento de su función de tutela sobre el Operador del Sistema 
establecida en la Ley 24/2013, al no haber exigido a REE la comunicación formal de los incidentes 
previos de los días 16, 22 y 24 de abril ni las medidas adoptadas frente al riesgo sistémico identificado, 
y en responsabilidad política por haber diseñado y ejecutado una política de transición energética que 
no incorporó los mecanismos de seguridad sistémica proporcionales al riesgo que el propio operador 
supervisado tenía documentado desde 2020, contribuyendo causalmente al colapso mediante una política 
de priorización de renovables sin el acompañamiento normativo, técnico y de infraestructura necesario 
para su integración segura. Por su parte, REDEIA/REE incurren en responsabilidad operativa directa por 
omisión antijurídica de sus obligaciones de garantía del suministro establecidas en el artículo 30 de la 
Ley 24/2013, al haber identificado y documentado internamente la vulnerabilidad estructural del sistema 
desde el 31 de enero de 2025 sin adoptar medidas preventivas proporcionales durante los tres meses 
siguientes, al no haber activado protocolos formales de emergencia ante la inestabilidad creciente que 
precedieron al colapso del 28 de abril pese a disponer de diagnóstico preciso de máxima gravedad, y 
al haber obstaculizado el control parlamentario negándose a aportar sus registros de comunicaciones 
a requerimiento formal de esta Comisión, conducta que puede constituir desacato a la autoridad 
parlamentaria conforme al artículo 76 de la Constitución Española.

Del mismo modo, la Comisión de investigación del Senado de España sobre la interrupción del 
suministro eléctrico y de las telecomunicaciones del día 28 y 29 de abril de 2025, declara responsable a la 
COMISIÓN NACIONAL DE LOS MERCADOS Y LA COMPETENCIA de la citada interrupción del suministro 
eléctrico y de las telecomunicaciones, al incurrir en responsabilidad regulatoria por funcionamiento anormal 
del servicio público en los términos del artículo 32.1 de la Ley 40/2015, al haber mantenido sin actualizar 
el Procedimiento de Operación 7.4 desde el año 2000 hasta junio de 2025, pese a conocer desde 2020 
la necesidad de su revisión y disponer de datos propios que mostraban el aumento exponencial de las 
sobretensiones en el sistema en los años previos al apagón, y haber decidido no publicar un informe 
público sobre las causas del evento, sustituyendo su función de transparencia democrática por expedientes 
sancionadores opacos que preservan la opacidad sobre su propia corresponsabilidad en el retraso 
regulatorio y desatender las obligaciones de supervisión, inspección y sanción que le da la Ley 24/2013 del 
Sector Eléctrico.

Finalmente, la Comisión de investigación del Senado de España sobre la interrupción del suministro 
eléctrico y de las telecomunicaciones del día 28 de abril de 2025, declara, respecto de las empresas 
eléctricas privadas, que de la documentación examinada no se evidencia ni acredita responsabilidad 
alguna en la producción del colapso, siendo su conducta, por el contrario, la de quien informó, advirtió, 
ofreció recursos a REE y colaboró con la investigación de esta Comisión.

B)	 RECOMENDACIONES

1. Recomendaciones operativas inmediatas

La primera exigencia que se desprende del apagón del 28 de abril es de carácter operativo: el sistema 
eléctrico no puede volver a situarse en condiciones de explotación que lo aproximen a una pérdida de control 
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similar a la que se produjo ese día. La Comisión estima necesario que la operación del sistema eléctrico 
peninsular se rija por criterios de prudencia mientras no se hayan completado las reformas estructurales, 
regulatorias y tecnológicas necesarias para operar con márgenes de seguridad que minimicen el riesgo 
de reproducir los episodios de inestabilidad que condujeron al cero energético. El apagón demostró que 
una operación más robusta era posible con los recursos entonces disponibles, y esa evidencia obliga a 
mantener, con carácter transitorio, márgenes operativos sensiblemente más conservadores, en especial en 
escenarios de alta penetración renovable y baja demanda. Este esquema de operación reforzada debe ser 
estrictamente provisional y quedar sometido en todo momento a criterios de necesidad, proporcionalidad, 
fiscalización periódica y temporalidad. El modo reforzado no puede convertirse en una solución permanente 
ni en un estado de excepción técnico indefinido.

Dado que su coste recaerá sobre los ciudadanos a través de la factura eléctrica, dicho régimen debe 
responder a una hoja de ruta clara, con un alcance temporal determinado y vinculado a la implementación 
efectiva de las medidas de refuerzo necesarias para garantizar el control de tensión, aumentar la flexibilidad 
del sistema y asegurar la disponibilidad de los recursos que sostengan su estabilidad. La CNMC debe ejercer 
una fiscalización objetiva e independiente de los costes de la operación reforzada desde el 29 de abril 
de 2025, auditando la imputación de sobrecostes, supervisando y publicando mensualmente los criterios 
de aplicación, cuantificando con claridad el sobrecoste generado y garantizando la transparencia necesaria 
para evitar que la invocación de la seguridad del sistema sirva de cobertura a decisiones arbitrarias o 
injustificadamente costosas.

Sería igualmente recomendable revisar de forma inmediata los umbrales y protocolos de actuación 
relativos a la tensión en la red de transporte. No resulta ni prudente ni técnicamente defendible seguir 
operando con niveles de tensión que dejan un margen reducido respecto de los umbrales de disparo de las 
protecciones. Debe avanzarse hacia estándares de explotación homologables a los europeos, superando 
una práctica operativa en la que determinados niveles, formalmente ordinarios, limitan en la práctica la 
capacidad del sistema para absorber perturbaciones sin entrar en una secuencia de sobretensiones y 
desconexiones en cascada.

Tras la experiencia del 28 de abril, resulta igualmente necesario que el operador del sistema implante 
un sistema de alertas más exigente que no se limite a verificar que la tensión se mantiene dentro de 
un rango formal, sino que incorpore parámetros de volatilidad, velocidad de variación, reiteración de 
excursiones, localización geográfica de los incidentes y posibles degradaciones de los márgenes reactivos. 
El comportamiento del sistema en las semanas y días previos al apagón acreditó que pueden producirse 
situaciones de gran inestabilidad mientras determinados valores permanecen dentro de los rangos 
regulatoriamente establecidos. Esa lección debe traducirse en una mejora operativa concreta e inmediata.

Debe procederse asimismo a una adecuación integral de los protocolos de actuación frente a 
oscilaciones, sobretensiones y variaciones súbitas de los márgenes de control de tensión. La experiencia 
del 28 de abril evidenció que determinadas maniobras eficaces para amortiguar oscilaciones de frecuencia 
pueden agravar simultáneamente los problemas de tensión. Los protocolos de actuación deben, por tanto, 
integrar expresamente la incidencia de dichas medidas sobre la tensión, con apoyo en las evidencias 
técnicas ya disponibles.

La Comisión recomienda también reforzar la capacidad de monitorización dinámica en tiempo real 
mediante el uso sistemático de unidades de medición fasorial (PMU), herramientas avanzadas de supervisión 
fasorial, automatización de dispositivos de compensación reactiva y reducción de la dependencia respecto 
de maniobras manuales en situaciones de estrés operativo. Un sistema de la complejidad y sensibilidad del 
actual no puede ni debe seguir dependiendo en exceso de decisiones reactivas de muy corto plazo, sin una 
base reforzada de automatización que reduzca el margen de error humano en condiciones críticas.

Del mismo modo, deben revisarse los criterios de activación de los recursos de respuesta rápida, 
especialmente los hidráulicos y de almacenamiento, cuando el sistema muestre signos evidentes de 
deterioro acelerado de su estabilidad. Los tiempos de respuesta de estos recursos y su distribución 
territorial han resultado decisivos en episodios de degradación rápida, por lo que su integración operativa 
debe quedar definida con mayor precisión, tanto en la programación previa como en tiempo real. 
Por último, la Comisión recomienda aprobar con la mayor celeridad posible el marco definitivo para el 
servicio de arranque autónomo o black-start, con una definición clara de las obligaciones, las condiciones 
técnicas, el régimen retributivo y los mecanismos de activación. La destacada respuesta de numerosos 
agentes durante la reposición del suministro no debe ocultar que el sistema eléctrico español necesita 
una regulación más adecuada, estable y transparente de uno de sus últimos y principales mecanismos de 
defensa frente a la posibilidad de un colapso generalizado.
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2. Recomendaciones regulatorias

Una parte sustancial de las debilidades puestas de manifiesto por el apagón tiene su origen en la falta 
de acompasamiento del marco regulatorio a la nueva configuración física y económica del sistema eléctrico. 
Por ello, resulta imprescindible proceder a una revisión integral de la normativa aplicable al control de 
tensión, a los servicios de ajuste, a la programación operativa y a la gestión de incidentes de la naturaleza 
del vivido el 28 de abril.

En primer lugar, debe completarse sin demora la habilitación efectiva de la generación renovable 
para contribuir al control dinámico de tensión en tiempo real. El esquema regulatorio vigente atribuyó 
esa responsabilidad de forma casi exclusiva a tecnologías síncronas y a determinados dispositivos 
convencionales, a pesar de que una parte relevante del parque renovable ya disponía de capacidad técnica 
suficiente para asumir dicha función, como viene ocurriendo en países de nuestro entorno, singularmente 
Portugal. La disociación entre capacidad técnica habilitada y capacidad permitida por la regulación ha 
dejado de ser sostenible. El marco regulatorio debe no solo permitir, sino exigir, con criterios homogéneos, 
verificables y proporcionados, la participación efectiva de las instalaciones renovables en el control dinámico 
de tensión, sin perjuicio de las adaptaciones tecnológicas y temporales que en cada caso pudieran resultar 
necesarias.

La revisión regulatoria no puede limitarse a la actualización del Procedimiento de Operación 7.4. Debe 
abordarse de forma conjunta y sistemática la revisión de los procedimientos de operación relacionados con 
el control de tensión, las oscilaciones, las maniobras de reposición, la potencia reactiva, los criterios de 
programación preventiva y la respuesta ante degradación de márgenes. Un sistema con alta penetración 
renovable, interconexión limitada y creciente volatilidad operativa no puede sustentarse en un conjunto 
de piezas regulatorias descoordinadas, concebidas para un mix energético que ya no es el que opera en 
nuestro sistema.

En este contexto, la Comisión considera positivo que se apruebe y publique con periodicidad un 
plan de control de tensión del sistema eléctrico, que contenga la identificación de zonas sensibles, los 
recursos disponibles, los criterios de vigilancia reforzada, las hipótesis de riesgo y las medidas preventivas 
asociadas. La ausencia de una planificación expresa, periódica y accesible en esta materia no puede 
repetirse en un sistema que ya ha sufrido un colapso por sobretensión.

Resulta igualmente necesario armonizar de forma coherente la regulación sobre niveles de tensión, 
aislamiento de equipos, explotación ordinaria y definición de sobretensión. No es aceptable mantener 
un marco normativo en el que conviven referencias técnicas que califican determinados niveles como 
sobretensiones junto a prácticas operativas que los normalizan de hecho. La seguridad jurídica y técnica 
del sistema exige una única referencia, coherente, clara y prudente.

La Comisión considera asimismo evidente la necesidad de reforzar la capacidad supervisora 
y técnica del regulador energético. El incidente del 28 de abril ha puesto de manifiesto que el 
organismo supervisor debe contar con medios materiales y económicos suficientes, profundizar 
en su especialización efectiva y desarrollar una capacidad real de anticipación. Sin prejuzgar una 
solución institucional concreta, la Comisión entiende que debe abrirse una reflexión seria sobre 
la conveniencia de reforzar orgánica y funcionalmente la supervisión energética en España. 
Finalmente, toda incorporación de nuevos activos destinados al control de tensión y a la estabilidad del 
sistema debe ajustarse a criterios de eficiencia económica, neutralidad competitiva y mínima distorsión 
del mercado. La corrección de las carencias detectadas no puede derivar en un modelo en el que el 
operador del sistema sustituya estructuralmente, mediante activos regulados, la adaptación tecnológica 
que corresponde promover al conjunto de agentes. El objetivo debe ser reforzar el sistema con las señales 
económicas necesarias para que la generación, el almacenamiento y la demanda inviertan en capacidad 
útil que garantice su estabilidad.

La Comisión recomienda en relación con la generación distribuida, que se elabore un censo de este 
tipo de instalaciones, ya que hasta ahora se articula de manera no homogénea. De igual manera establecer 
un sistema por el que un tercero homologado acredite el correcto funcionamiento de las mismas, tanto en 
origen, como mediante revisiones periódicas.

Después de ponerse de manifiesto en el seno de la Comisión la falta de control en este tipo de generación 
y su peso en el sistema se recomienda también exigir que las instalaciones o agrupaciones de generación 
renovable, de potencia inferior a 1 MW, conectadas a la red de distribución y no observables por el operador 
del sistema, se conecten directamente al Centro de Control de Energías Renovables (CECRE), de forma que 
la recepción directa de los datos de telemetría, facilite al operador del sistema el balance eléctrico.
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3. Recomendaciones de política energética

La principal lección de política energética del apagón del 28 de abril de 2025 no es la necesidad 
de renunciar a la transición energética, sino la obligación de acompasarla con las exigencias técnicas, 
territoriales y operativas necesarias para dotarnos de un sistema seguro. Descarbonización y seguridad 
de suministro no son objetivos alternativos ni excluyentes. Ese error no puede volver a guiar la política 
energética del país.

Por ello, la Comisión recomienda revisar el Plan Nacional Integrado de Energía y Clima y sus niveles 
de ejecución a la luz de la experiencia vivida. Dicha revisión debe incorporar de forma explícita criterios 
de seguridad de suministro, control de inercia, control dinámico de tensión, margen reactivo, flexibilidad, 
disponibilidad territorial de recursos firmes y ritmo real de adaptación tanto de las redes como de la demanda. 
En el mismo sentido, se recomienda revisar la Ley 7/2021 de Cambio Climático y Transición Energética 
para reordenar sus principios rectores de modo que la seguridad de suministro ocupe una posición de 
prelación adecuada. La seguridad del sistema no puede seguir tratándose como una derivada secundaria 
de la planificación energética: debe ocupar una posición central y verificable en la política pública, que 
ofrezca a ciudadanos y empresas la certeza de que la estabilidad del sistema está garantizada.

La Comisión recomienda que no se ejecuten cierres irreversibles de capacidad firme o síncrona 
mientras no exista una alternativa contrastada, suficiente y territorialmente bien distribuida que garantice 
un nivel adecuado de seguridad operativa. Esta recomendación afecta de forma especial al calendario de 
cierre nuclear establecido por el Gobierno. Las centrales nucleares aportan inercia y soporte de tensión 
cuya sustitución no puede decidirse con base en criterios programáticos o ideológicos, ni siquiera ante 
la existencia de capacidad renovable suficiente en términos agregados. Con independencia del papel 
estratégico, económico o medioambiental que pueda atribuirse a la tecnología nuclear, su calendario 
de cierre debe posponerse hasta que se acredite de manera suficiente que el sistema eléctrico español 
puede prescindir de dicha aportación sin comprometer su estabilidad. Esta consideración adquiere mayor 
relevancia en el actual contexto europeo de relanzamiento de la energía nuclear como fuente libre de 
emisiones que aporta inercia y firmeza al sistema.

La Comisión recomienda asimismo acelerar con carácter prioritario el desarrollo del almacenamiento 
previsto en el PNIEC, de la flexibilidad del sistema y de los recursos grid-forming, especialmente mediante 
bombeo reversible, almacenamiento electroquímico y servicios avanzados de apoyo a red. En un sistema 
de creciente complejidad, la instalación de nueva capacidad renovable resulta insuficiente si el sistema 
carece de la robustez necesaria para absorberla, gestionarla y sostenerla ante perturbaciones que el 28 
de abril ha demostrado posibles y de consecuencias graves. La política energética española debe dejar 
de medir su éxito exclusivamente por los megavatios renovables instalados y empezar a medirlo también 
por la resiliencia efectiva del sistema, por su capacidad real de integración y por la robustez de su 
operación. Las energías renovables ofrecen enormes posibilidades competitivas y estratégicas, pero 
estas solo pueden materializarse de forma sostenida si se acompasan con niveles de seguridad fuera 
de toda duda.

La Comisión señala también la necesidad de reforzar de manera inequívoca la dimensión territorial 
de la planificación energética. La seguridad del sistema no depende únicamente del volumen total de 
recursos disponibles, sino de su distribución geográfica y de su proximidad funcional a las zonas de 
mayor sensibilidad. La investigación del apagón y los informes técnicos publicados han puesto de relieve 
la especial vulnerabilidad del sur peninsular, donde se concentra una elevada proporción de generación 
renovable, pero resultan insuficientes los recursos capaces de aportar estabilidad. La política energética 
debe corregir esa disfunción estructural y abandonar cualquier visión puramente agregada del sistema.

La Comisión recomienda también valorar si la política energética ha acompasado adecuadamente 
la electrificación de la demanda y el desarrollo de nueva demanda flexible. El sistema español ha 
avanzado con gran intensidad en penetración renovable, pero en mucha menor medida en la absorción 
útil de esa producción mediante consumo electrificado, almacenamiento y gestión activa de la demanda. 
Un sistema con mayor demanda útil, mayor capacidad de almacenamiento y más flexibilidad habría 
estado en mejores condiciones para evitar los niveles extremos de tensión que llevaron al cero eléctrico. 
La electrificación bien orientada no es solo una política climática o geopolítica: es también una política 
de estabilidad del sistema. En este mismo orden de consideraciones, la actual configuración del 
mercado eléctrico tiene ante sí un reto de primer orden que la política debe abordar con urgencia para 
evitar distorsiones que amenazan tanto la viabilidad de las inversiones como la integridad del sistema. 
Por último, la Comisión recomienda que toda gran decisión de política energética quede sometida a 
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una evaluación previa y pública de impacto sobre la seguridad de suministro, con indicadores medibles, 
escenarios adversos contemplados y revisión periódica. Las decisiones energéticas no pueden seguir 
separando artificialmente sus efectos climáticos, económicos y de seguridad: deben integrarlos desde su 
origen.

4. Recomendaciones de transparencia, supervisión y rendición de cuentas

El apagón ha puesto de manifiesto una insuficiencia grave de transparencia técnica e institucional, 
tanto en la gestión de la información del incidente como en la rendición de cuentas posterior. Corregir esa 
insuficiencia no es solo una exigencia de buen gobierno: es una condición de seguridad sistémica y de 
confianza pública.

La Comisión recomienda desarrollar normativamente el deber de transparencia del operador del 
sistema ante incidentes graves que afecten a la seguridad de suministro. Ese deber debe comprender 
la obligación de facilitar —con la protección de confidencialidad estrictamente necesaria— la información 
técnica relevante a las instituciones de control, al regulador y, en términos comprensibles, a los agentes del 
sector y a la ciudadanía. No resulta aceptable que, tras un incidente de la magnitud del 28 de abril, subsistan 
zonas de sombra sobre extremos tan sensibles como la configuración operativa de la interconexión con 
Francia, los criterios de determinadas maniobras o los registros de comunicaciones y órdenes operativas.

Resulta igualmente necesario revisar la gobernanza de los mecanismos de análisis de incidentes 
graves, en el ámbito nacional y europeo, para garantizar una imparcialidad efectiva. Cuando el operador 
directamente afectado participa de forma central en el análisis del propio incidente, se genera un riesgo 
objetivo de apariencia de parcialidad que no puede ignorarse. Debe evitarse que un agente implicado sea, 
en la práctica, juez y parte. En el ámbito europeo, la Comisión considera necesario promover una reforma 
de la gobernanza de los paneles de expertos de forma que los operadores directamente concernidos no 
condicionen el relato final, y que el resto de los agentes del sistema cuente con un trámite de audiencia real 
en condiciones de igualdad.

En el plano interno, se recomienda reforzar la fiscalización periódica del operador del sistema mediante 
informes regulares sobre las condiciones de la operación reforzada, sus costes, los márgenes de seguridad 
efectivamente utilizados, la evolución de las tensiones, los episodios de volatilidad anómala y la suficiencia 
de los recursos de control. La excepcionalidad técnica no puede permanecer opaca: si el sistema sigue 
operando en régimen reforzado, esa situación debe quedar sometida a revisión continua por parte del 
regulador y del Parlamento, tanto más cuanto que supone una parte determinante de los costes del sistema 
soportados por los ciudadanos.

La Comisión recomienda también introducir obligaciones específicas de colaboración documental 
plena con las comisiones parlamentarias de investigación y con otros órganos de control democrático 
cuando el objeto de la investigación afecte a servicios esenciales. La experiencia reciente demuestra que 
la invocación genérica de la confidencialidad puede convertirse, si no se corrige, en una barrera frente al 
control parlamentario. Esa situación no debe volver a reproducirse. Porque es constante la jurisprudencia 
que antepone el interés general a la confidencialidad.

Sería conveniente asimismo institucionalizar una comparecencia periódica y específica ante las 
Cámaras sobre seguridad de suministro, operabilidad del sistema y preparación frente a riesgos sistémicos, 
con participación del Gobierno, del regulador y del operador del sistema. La cultura de rendición de cuentas 
no puede activarse únicamente después del fallo: debe estar incorporada a la normalidad del sistema.

5. Recomendaciones para la protección de consumidores e industria

La seguridad de suministro no es un fin en sí mismo, sino una garantía para la vida cotidiana de los 
ciudadanos, el funcionamiento de los servicios esenciales y la competitividad de la economía. En este 
contexto, el capítulo de recomendaciones debe cerrar el círculo volviendo a quienes soportaron directamente 
las consecuencias del apagón: consumidores, familias, empresas e industria.

La primera recomendación en este ámbito es de naturaleza informativa y procedimental. Debe articularse 
un régimen claro, accesible y ágil de información pública para los afectados en caso de interrupción masiva 
del suministro, con identificación precisa de las vías de reclamación, los criterios de compensación, los 
órganos competentes y los derechos del consumidor. Muchos ciudadanos no solo sufrieron el apagón, 
sino también una prolongada indefinición sobre qué había ocurrido, quién debía responder y cómo podían 
ejercer sus derechos. Una situación de desprotección de esa naturaleza no puede repetirse.
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La Comisión recomienda asimismo que los costes extraordinarios derivados del apagón y de la 
corrección de sus secuelas no se trasladen de forma opaca a los consumidores y a la industria, y menos 
aún a quienes fueron precisamente los perjudicados por el fallo del sistema. Si la operación reforzada, 
las nuevas inversiones o determinados costes de reposición generan sobrecostes, estos deben quedar 
perfectamente identificados, cuantificados, auditados y sometidos a criterios transparentes de imputación 
y reparto. Resulta incompatible con cualquier principio de justicia material que las víctimas de un colapso 
sistémico terminen sufragando, sin explicación suficiente, la factura de la reparación del propio sistema que 
les falló.

Deben establecerse medidas específicas de protección para la industria española, singularmente 
para los sectores en los que la electricidad representa una parte crítica de los costes de producción. El 
apagón del 28 de abril causó daños directos de consideración, y el posterior modo de operación reforzada 
ha añadido sobrecostes que amenazan la competitividad internacional de una parte relevante del tejido 
industrial.

Deben estudiarse mecanismos temporales y proporcionados de compensación o alivio de costes 
extraordinarios, así como instrumentos de estabilidad regulatoria y energética que eviten que la corrección 
de los errores del sistema recaiga precisamente sobre quienes sostienen la base productiva del país.

En el mismo sentido, la Comisión recomienda reforzar los planes de contingencia y resiliencia de 
infraestructuras críticas, servicios esenciales y grandes consumidores vulnerables, con especial atención a 
hospitales, transporte, telecomunicaciones, abastecimiento y servicios de emergencia. El apagón demostró 
de forma inequívoca que la vulnerabilidad eléctrica tiene una traducción inmediata en términos sociales, 
sanitarios y económicos. La preparación frente a riesgos no puede quedar circunscrita al sistema eléctrico 
en sentido estricto.

La Comisión concluye con una consideración de principio: la mejor protección de los consumidores 
y de la industria empieza por una política de verdad, de transparencia y de rendición de cuentas. Ninguna 
compensación futura puede sustituir al deber de explicar con claridad qué falló, quién debía haberlo 
evitado y qué se ha hecho para que no vuelva a ocurrir. La seguridad del sistema se protege también 
con instituciones que no oculten sus errores, que colaboren con el control democrático y que pongan al 
ciudadano —y no la defensa de su posición corporativa— en el centro de su actuación.
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ANEXO I. RELACIÓN ALFABÉTICA DE COMPARECIENTES

1. Aagesen Muñoz, Dña. Sara. Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico.

2. Araluce Letamendía, D. Ignacio. Presidente de Foro Nuclear.
3. Bogas Gálvez, D. José Damián. Consejero Delegado de Endesa.
4. Bola Merino, D. Juan. Director de Operación en Tiempo Real de Redeia.
5. Castro Pérez-Chirinos, Dña. Marta. Directora de Regulación de la Asociación de Empresas de 

Energía Eléctrica (AELEC).
6. Clamagirand García, D. José Manuel. Director de Agua y Medio Ambiente de Sener.
7. Corredor Sierra, Dña. Beatriz. Presidenta de Redeia.
8. Domínguez Autrán, D. Tomás. Director de Programación de Operación de Redeia.
9. Donoso Alonso, D. José. Director General de Unión Española Fotovoltaica (UNEF).
10. Duvison García, D. Miguel Rafael. Ex Director General de Operación de Redeia.
11. Fernández Ordóñez, D. Manuel. Doctor en Física Nuclear.
12. Fernández Vicién, Dña. Cani. Presidenta de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia (CNMC).
13. García Hernández, D. Manuel. Director General de Política Energética y Minas.
14. García Merino, D. Roberto. Consejero Delegado de Redeia.
15. González Moya, D. José María. Director General de la Asociación de Empresas de Energías 

Renovables (APPA).
16. González Sánchez, D. Jorge Antonio. Director de Energía y Proyectos de Losán.
17. Groizard Payeras, D. Joan. Secretario de Estado de Energía.
18. Gutiérrez Hurtado, Dña. Loreto. Directora del Departamento de Seguridad Nacional del Gabinete 

de la Presidencia del Gobierno.
19. Izverniceanu de la Iglesia, Dña. Ileana. Directora de comunicación de la Organización de 

Consumidores y Usuarios (OCU).
20. Ley Llano, D. Fernando. Ingeniero industrial.
21. Marco de la Peña, D. Luis Pedro. Presidente del Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF).
22. Márquez López, D. Juan Virgilio. Director General de la Asociación Empresarial Eólica (AEE).
23. Navalpotro Fuster, D. Carlos Antonio. Presidente de la Asociación de Empresas con Gran 

Consumo de Energía (AEGE).
24. Prieto García, D. Eduardo. Director de Servicios para la Operación de Red Eléctrica de España.
25. Prieto González, Dña. Rocío. Directora de Energía de la Comisión Nacional de los Mercados y 

la Competencia (CNMC).
26. Ruiz Jiménez, D. Francisco. Exconsejero y ex Director Corporativo de Redeia.
27. Ruiz-Tagle Larraín, D. Mario. Consejero Delegado de Iberdrola España.
28. Sánchez Pérez, Dña. Concepción. Directora General de Operación de Redeia.
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ANEXO II. RELACIÓN DE DOCUMENTACIÓN

DOCUMENTACIÓN REMITIDA POR EL GOBIERNO

— Informe sobre impacto económico en Renfe Viajeros, Renfe Mercancías y Renfe Ingeniería 
y Mantenimiento por el apagón eléctrico producido el 28 de abril.

— Informe integrado sobre fluctuaciones de tensión en la red ferroviaria de ADIF (22-24 abril) 
y gestión del apagón (28 abril 2025).

— Actas del Comité para el Análisis de las circunstancias que concurrieron en la crisis de 
electricidad del 28 de abril de 2025.

— Actas del Consejo de Seguridad Nacional del día 28 de abril de 2025.
— Informe de evaluación «ex post».

DOCUMENTACIÓN REMITIDA POR RED ELÉCTRICA

— Informe del incidente elaborado por el operador del sistema eléctrico en cumplimiento de 
lo establecido en el Procedimiento de Operación 9.

— Presentación informe del operador del sistema.
— Información de Expert Panel de ENTSO-E.
— Disposición adicional vigésima tercera de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector 

Eléctrico a la unidad orgánica que ejerce en exclusiva la función del Operador del Sistema Eléctrico 
y Gestor de la Red de Trans porte integrada en Red Eléctrica de España, S.A.U. (Expediente: INF/
DE/025/20).
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ANEXO III. OTRA DOCUMENTACIÓN

— Audios y transcripciones anonimizadas remitidas por las empresas Iberdrola y Endesa de los días 
previos y del día 28 de abril de 2025.
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VOTOS PARTICULARES

VOTO PARTICULAR NÚM. 1
Del Grupo Parlamentario Mixto (GPMX)

El Grupo Parlamentario Mixto, a iniciativa de los senadores de VOX, Paloma Gómez Enríquez y 
Fernando Carbonell Tatay, al amparo de lo establecido en el Reglamento del Senado, formula voto particular 
al texto del informe de la Comisión de Investigación sobre la interrupción del suministro eléctrico y de las 
comunicaciones el 28 de abril de 2025 para la defensa en Pleno.

La interrupción simultánea del suministro eléctrico y de las comunicaciones que sufrió toda España 
el 28 de abril de 2025 fue el fallo estructural más grave que ha sufrido España. España sufrió el gran 
apagón.

El colapso de la infraestructura eléctrica afectó a millones de ciudadanos, paralizó servicios esenciales 
y evidenció la fragilidad del modelo energético que quiere implantar el Gobierno de Pedro Sánchez.

El Gobierno ha tratado de presentar el incidente como un episodio excepcional e incluso fortuito, 
sin embargo, las comparecencias ante la Comisión de Investigación del Senado han demostrado que el 
apagón fue la consecuencia consciente de la ejecución de decisiones políticas, que asumieron fallos de 
planificación, defectos de mantenimiento, ausencia de mecanismos de prevención adecuados, para la 
prueba e implantación del modelo energético impulsado por el Gobierno.

La política energética que prioriza la lucha contra el cambio climático sobre la seguridad del 
suministro, ha provocado este apagón general. El sistema eléctrico español no falló por azar: falló 
porque los responsables llevan años haciendo que se debilite.

Los expertos que comparecieron ante la Comisión coincidieron en que existían advertencias previas 
sobre la vulnerabilidad del sistema en escenarios de alta penetración renovable sin suficiente respaldo 
firme.

La inseguridad de suministro y la vulnerabilidad que está asociada a depender de unas fuentes de 
generación eléctrica renovables que, por su propia naturaleza son intermitentes, dispersas y difícilmente 
controlables en términos de potencia.

La retirada acelerada de capacidad nuclear y de ciclo combinado, unida a la falta de inversiones 
equivalentes en almacenamiento y tecnologías de respaldo, había reducido los márgenes de seguridad.

El apagón no fue imprevisible: fue el resultado lógico de un modelo energético que priorizó objetivos 
ideológicos sobre criterios técnicos.

Es evidente que un país avanzado debe priorizar la seguridad de suministro y la garantía de servicio 
sobre otras consideraciones. El análisis de este apagón sigue siendo errado: España no puede depender 
exclusivamente de energías renovables y supeditar su política energética a fuentes no controlables.

«España podría seguir el ejemplo francés con la energía nuclear que es segura, de base, y sin 
emisiones de CO2. Sin embargo, el empeño de este Gobierno es el cierre de las centrales nucleares».

La política energética debería tener unas prioridades claras centradas en la seguridad de suministro 
y en el precio.

Desde hace décadas, España no cuenta con una política energética nacional. Sin embargo, al contrario 
que la tendencia que muchas otras naciones europeas, el empeño de este Gobierno es el cierre progresivo 
de las centrales nucleares.

Desde hace años se venía avisando de esta situación, que el exceso de renovables sin respaldo 
introducía una inestabilidad en el sistema y la propia Red Eléctrica Española, avisó de ello, como figura en 
el informe de la CNMV de enero 2024, en el que analizaba la situación del control de tensión dentro de la 
revisión sobre la retribución de las redes.

En su informe señalaba que la creciente integración de energías renovables y la caída de demanda 
está provocando unas elevadas oscilaciones en los niveles de tensión que pueden acabar provocando 
apagones.

El mismo sentido, mantuvo Doña Marta Castro Pérez-Chirinos: «Existen problemas estructurales en la 
red de alta tensión, con un aumento de horas de tensión por encima de lo normal desde 2021, sobre todo 
en abril».1

1  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
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El señor González Sánchez, director de Energía y Proyectos de LOSÁN, dijo de forma textual: «En 
primer lugar, me voy al año 2020. En septiembre de 2020, la propia Red Eléctrica publicó un informe que 
se llama Estudios de prospectiva del sistema y necesidades para su operabilidad, en el que se analizaba 
prácticamente todo de lo que se habla hoy, tanto en foros como este, como en foros técnicos, como en 
las propias leyes que se han aprobado en los últimos meses. Les invito a que lo ojeen, porque una de 
las cosas que dice es que para el horizonte 2026-2030 haría falta más inercia, más reserva rodante y 
serían imprescindibles —utiliza esta palabra, imprescindibles— controles avanzados en las renovables 
con sistemas como baterías, inversores grid forming, compensadores síncronos, volantes de inercia o 
ultracondensadores. Y hace cinco años —creo que es importante mencionarlo— había técnicos en Red 
Eléctrica que ya señalaban esto, lo cual quiere decir que había gente que ya preveía que iban a ser 
necesarias estas cosas para que no pasara lo que pasó el día 28 de abril de este año…».2

Esta es la representación gráfica del «gran apagón»:

El grupo de investigación LEMUR de la Universidad de Oviedo, ha analizado que ese día la energía 
nuclear generaba la mitad de la inercia total del sistema, a pesar de que solo dos de los siete reactores 
estaban operando al 100 %. Uno se encontraba detenido por recarga programada de combustible, y otros 
cuatro —dos desconectados y dos trabajando al 70 %— estaban en funcionamiento limitado por motivos 
económicos.3

Y esta situación era conocida por el Gobierno, ya que cuatro días antes del apagón fue aprobado por 
el Consejo de Seguridad Nacional el 24 de abril de 2025, el Informe Anual de 2024 del Departamento de 
Seguridad Nacional de Presidencia en el que se reconocían riesgos en el modelo eléctrico en estos términos, 
dentro del epígrafe de vulnerabilidad energética: «El proceso de transformación del sector energético lleva 
aparejado nuevos riesgos asociados a un modelo de generación verde».

De haber estado todos los reactores nucleares en plena operación, se habría alcanzado el umbral 
mínimo de inercia requerido, reduciendo así la probabilidad del apagón eléctrico masivo. Este hecho es una 
advertencia clara sobre los riesgos de cerrar las centrales nucleares: una medida que puede considerarse 
un grave error de política energética.4

I. ANTECEDENTES

Durante la última década, la política energética ha estado marcada por decisiones que han reducido 
progresivamente la capacidad firme del sistema.
2  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
3  https://fundaciondisenso.org/un-apagon-anticipado/
	 https://fundaciondisenso.org/espana-a-oscuras-el-precio-de-una-politica-energetica-ideologizada/
4  idem

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
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El cierre anticipado de centrales nucleares, la infrautilización de ciclos combinados y la falta de 
inversiones en almacenamiento han generado un modelo dependiente de fuentes intermitentes y vulnerable 
a perturbaciones.

Informes técnicos, advertencias de operadores y análisis de expertos ya habían señalado la necesidad 
de revisar esta estrategia, pero el Gobierno optó por mantener un rumbo político que priorizaba objetivos 
ideológicos sobre la seguridad del suministro.

Como así declaró Doña Marta Castro Pérez-Chirinos (directora de Regulación de la Asociación de 
Empresas de Energía Eléctrica, AELEC): «La verdad es que ahí discrepamos radicalmente. Mire, me va 
a permitir explicar una cosa que es esencial. El día anterior, el día 27… Me voy a remontar incluso más. 
Red Eléctrica sí que afirma que no habría ningún problema de tensión prácticamente hasta las 12 de 
la mañana, que es cuando, obviamente, comenzó a tomar decisiones. Me gustaría señalar lo que dice 
nuestro informe de expertos independientes —por cierto, expertos independientes de gran calado, como 
es Compass Lexecon e INESC TEC, que es el Instituto de Investigación de la Universidad de Oporto— y 
que también confirma el informe del Gobierno, y es que días antes también se estaba produciendo lo que 
era una muerte anunciada. A mí me gustaría recordar en esta comisión que el 16, el 22 y el 24 también se 
estaban registrando importantes incrementos de tensión en la red de transporte…».5

Don Jorge Antonio González Sánchez (Losán) reveló que la propia Red Eléctrica publicó en septiembre 
de 2020 un informe de prospectiva que señalaba que para el horizonte 2026-2030 sería «imprescindible» 
contar con más inercia, reserva rodante y controles avanzados (baterías, compensadores síncronos6

Ya había habido episodios previos de sobretensión los días 16, 22 y 24 de abril de 2025, incluso 
Doña Beatriz Corredor, Presidente de Redeia admitió que la planta fotovoltaica señalada como origen del 
incidente ya había registrado un fallo similar el año anterior.7

Tampoco pudo ocultar la ministra Doña Sara Aagesen (Ministra para la Transición Ecológica) que el 
apagón era evitable y que, con los grupos disponibles, se podría haber controlado la tensión. Reiteró que el 
incidente fue «inédito e impredecible», pero sostuvo que el sistema contaba con herramientas suficientes 
para haber evitado el colapso.8

II. ANÁLISIS DEL MIX ENERGÉTICO

El mix energético español ha experimentado una transformación acelerada, impulsada por decisiones 
políticas que han favorecido la expansión de renovables sin garantizar mecanismos de respaldo equivalentes.

El Gobierno de España ha optado por reducir su capacidad firme sin disponer de alternativas 
equivalentes.

Las comparecencias mostraron que esta estrategia incrementó la vulnerabilidad del sistema.
Como así lo reflejan las declaraciones de Don Manuel Fernández Ordóñez: «Hubo fenómenos fuertes 

de sobredimensión el día 16, el día 22 el día 24 de abril. El día 22 fueron los más significativos, tal vez 
porque se desconectaron 19 puntos, tanto dejen de la nación como de demanda. Fue el día que tuvimos 
el evento en Chamartín, fue el día que se desconectó la refinería de Repsol en Cartagena, no sé. También 
tuvimos la desconexión de varias plantas fotovoltaicas que sumaban más de 700 megavatios de potencia, 
lo cual nos quiere decir que había un control insuficiente de tensión en la red que hacía que plantas tanto 
de generación como de demanda se desacoplarán. La desconexión masiva de instalaciones renovables 
durante el apagón, unida a la falta de capacidad de arranque en negro, contribuyó a la propagación del 
fallo. La ausencia de un análisis comparado serio y la falta de una planificación energética basada en 
criterios técnicos fueron señaladas como factores determinantes».9

En su comparecencia, Don Francisco Ruiz Jiménez (Exconsejero de Redeia) denunció que la política 
energética actual está «basada en falacias».

Según su testimonio, se ha hecho creer que el sistema podía soportar cualquier volumen de 
renovables sin mantener las fuentes de respaldo activas, lo que deriva en las «carencias de planificación» 
que ENTSO-E ahora subraya como riesgos de vertidos.

5  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
6  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
7  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_476.PDF
⁸  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_637.PDF
9  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_491.PDF

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_476.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_637.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_491.PDF
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Don José Manuel Clamagirand (SENER) en su comparecencia aportó un dato clave sobre la decisión 
de no usar la capacidad instalada: «Si se hubieran tenido activos los 25 gigavatios de ciclos combinados 
y los 17 de hidráulicas, no habría habido apagón». La decisión no fue falta de potencia, sino la orden 
operativa de no utilizarlas.10

También Don Jorge Antonio González Sánchez analizó el desequilibrio del mix energético al afirmar 
que «el sistema eléctrico español no está diseñado para operar con una penetración tan alta de renovables 
sin respaldo convencional» y que «lo que ocurrió el 28 de abril fue una consecuencia directa de esa 
fragilidad».11

En la misma línea, Don Fernando Ley Llano denunció que «aquí se ha endemoniado y se ha crucificado 
a cierto tipo de tecnologías, concretamente a la nuclear y al carbón», defendiendo que «no hay ni kilovatio 
malo, ni bueno» y calificando la parada de las nucleares como «la peor decisión». Su intervención apuntaba 
directamente a un mix energético condicionado por decisiones políticas más que técnicas.

También Doña Marta Castro Pérez-Chirinos se refirió al mix energético al afirmar que «si ese día se 
hubiera contado con más capacidad síncrona (nucleares, hidroeléctricas, ciclos combinados), el apagón 
podría haberse evitado», y criticó la falta de previsión de Red Eléctrica al señalar que «tenía un problema 
como un elefante ese día y contaba con una hormiga para resolverlo».12

Doña Beatriz Corredor, aunque centrada en responsabilidades, habló igualmente del reparto entre 
tecnologías dentro del mix energético al afirmar que «aunque hubiera estado acoplado más grupos, no se 
hubiera podido evitar el apagón» y que «la causa del apagón fue el incumplimiento por parte de los grupos 
convencionales de la obligación vigente de control de tensión».13

Don José Damián Bogas (Endesa), Consejero delegado de Endesa, defendió que las renovables no 
fueron la causa del apagón y que el sistema eléctrico español es robusto. Afirmó que el incidente fue un 
problema de tensión y que Endesa actuó conforme a los códigos técnicos. Rechazó que las tecnologías 
renovables hubieran contribuido al colapso.14

Don José Donoso (UNEF–Fotovoltaica), representante del sector fotovoltaico rechazó que una 
planta solar pudiera causar un apagón nacional. Defendió que el problema fue el control de tensión y no 
la tecnología fotovoltaica. Sostuvo que las renovables son parte de la solución y que la fotovoltaica actuó 
conforme a los estándares técnicos.15

Don Juan Virgilio Márquez (AEE–Eólica), director general de la Asociación Empresarial Eólica afirmó 
que la eólica estaba preparada para contribuir al control de tensión, pero no fue habilitada por el operador. 
Criticó la falta de planificación y defendió que la tecnología eólica estaba en condiciones de ayudar a 
estabilizar el sistema durante el incidente.16

Don Ignacio Araluce (Foro Nuclear), Presidente del Foro Nuclear defendió que las centrales nucleares 
no tuvieron ninguna responsabilidad en el apagón y que aportan estabilidad al sistema. Advirtió del riesgo 
de cerrar centrales nucleares y subrayó que España necesita una base firme de generación gestionable 
para evitar incidentes similares.17

Por su parte, Don José María González Moya (APPA Renovables), director general de APPA 
Renovables sostuvo que las renovables no fallaron sino que el sistema no estaba preparado para gestionar 
la tensión. Defendió la necesidad de más flexibilidad, almacenamiento y herramientas de control. Afirmó 
que el apagón no fue culpa de las tecnologías renovables, sino de la falta de preparación del sistema.18

Sin embargo, la causa está más allá de la concatenación de deficiencias estructurales u operativas, 
sino que tras el apagón, más que nunca, se debe a la nefasta política energética del Gobierno, excluyendo 
la energía nuclear y avanzando hasta la totalidad composición de energía renovable.

No existen razones, si no son las políticas para explicar la decisión de cerrar los reactores de la central 
nuclear de Almaraz a partir de 2027, cuando precisamente es una de las centrales mejores y más seguras 
del mundo según las evaluaciones que en febrero de este año hizo la Asociación Mundial de Operadores 
de Centrales Nucleares (WANO).

10  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_468.PDF
11  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
12  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
13  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
14  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_603.PDF
15  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_609.PDF
16  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_609.PDF
17  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_624.PDF
18  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_624.PDF

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_468.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_603.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_609.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_609.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_624.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_624.PDF
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Este es el calendario de cierre de centrales:19

El apagón, no sólo ha expuesto la importancia de una planificación necesaria para asegurar suministro 
y precio. En este sentido, las renovables son necesarias y convenientes, pero no cómo la espina dorsal de 
nuestro sistema sino como un complemento a la generación de base que, por independencia energética.

Cuando en las demás naciones, no sólo del entorno europeo se está recuperando la introducción y 
producción de energía nuclear, la política del Gobierno la destruye.

III. PREVISIBILIDAD

El apagón tuvo efectos inmediatos y profundos. Millones de ciudadanos quedaron sin suministro 
eléctrico y sin comunicaciones, lo que afectó a todos los españoles, pero con más gravedad en los servicios 
de primera necesidad, como hospitales, centros educativos, servicios de emergencia, transporte público y 
actividad económica.

La falta de información oficial durante las primeras horas generó una sensación generalizada de 
desprotección. La extrema gravedad de no contar con suministro eléctrico ni comunicaciones fue apreciada 
por los expertos en seguridad nacional en las comparecencias que subrayaron que la interrupción simultánea 
de energía y comunicaciones constituye un riesgo estratégico de primer orden, capaz de comprometer la 
estabilidad del país.

Doña Marta Castro Pérez-Chirinos, significó que ya en un informe de 2022, la propia «Red Eléctrica 
admitía no tener herramientas suficientes para garantizar un correcto control de tensión».20

Doña Ileana Izverniceanu (OCU), portavoz de la Organización de Consumidores y Usuarios denunció 
que ningún actor asumió responsabilidades y que la mayoría de consumidores no ha sido compensada. 
Señaló daños masivos en hogares y criticó la falta de transparencia y de mecanismos de protección al 
consumidor tras el apagón.21

Las informaciones publicadas en prensa tras el apagón revelaron la existencia de audios internos de 
operadores del sistema eléctrico que contradicen la versión oficial de que el incidente fue «imprevisible» y 
que no existían señales previas de riesgo.

19  https://fundaciondisenso.org/un-apagon-anticipado/
20  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
21  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_631.PDF

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_480.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_631.PDF
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Según estas grabaciones, los técnicos de Red Eléctrica y de distintas compañías eléctricas llevaban 
meses advirtiendo de oscilaciones severas, problemas de tensión y riesgo real de colapso.

En uno de los audios, fechado a finales de enero de 2025, un operador afirma literalmente: «Si saltan 
nos quedamos a cero», en referencia a la posibilidad de que un grupo nuclear se desconectara por una 
oscilación de frecuencia.

En otro fragmento, tras un episodio de inestabilidad, se escucha: «Ha sido una oscilación muy, muy 
bestia», seguido de la constatación de que la situación no era aislada: «Hoy ha sido muy gordo… habrá 
reuniones».

Los audios muestran que los técnicos eran plenamente conscientes de que el sistema estaba operando 
con márgenes de seguridad insuficientes.

En varias grabaciones aparece la expresión: «Algún día vamos a ver un cero gordo», utilizada para 
describir el riesgo de un apagón total.

Estas advertencias internas contrastan con las declaraciones públicas de los responsables 
institucionales, que insistieron en que el apagón del 28 de abril fue un evento «inédito» y «no anticipable».

La prensa subraya que los operadores hablaban abiertamente de «un problemón brutal con las 
tensiones», especialmente en días de alta producción renovable y baja generación síncrona.

Las grabaciones también reflejan la preocupación por la falta de inercia en el sistema. En uno de los 
audios, un técnico explica que la fotovoltaica no aporta estabilidad: «La solar no es como la eólica; la eólica 
lleva inercia», señalando que la retirada de generación convencional estaba dejando a la red sin capacidad 
de amortiguar perturbaciones. En otro momento, ante una caída brusca de tensión en una línea de 400 kV, 
se escucha: «Esto no es normal, así no podemos seguir».

Mientras que las operadoras eléctricas entregaron las grabaciones de esos momentos cruciales a la 
Comisión de Investigación, Red Eléctrica se negó a aportar los suyos, alegando motivos de confidencialidad.

La existencia de comunicaciones internas relevantes que no fueron puestas a disposición inmediata 
de la Comisión del Senado, fue puesta de manifiesto por medios de comunicación que señalaron que las 
grabaciones desmontaban la versión de Beatriz Corredor y contradicen la afirmación de que no había 
señales previas de riesgo.

En conjunto, las grabaciones aportadas revelan que los operadores del sistema eran plenamente 
conscientes de la fragilidad de la red y de la posibilidad real de un colapso. Las expresiones «si saltan 
nos quedamos a cero», «ha sido muy bestia», «algún día vamos a ver un cero gordo» y «tenemos un 
problemón brutal con las tensiones» muestran que existían advertencias internas claras y reiteradas que 
no se trasladaron a la opinión pública ni se reflejaron en las explicaciones oficiales posteriores al apagón 
porque indudablemente no corroboraban la versión oficial del Gobierno ni de REdeia.

IV. CADENA DE DECISIONES

La reconstrucción de la secuencia de decisiones revela un patrón preocupante.
La política energética de los últimos años se orientó a acelerar la penetración renovable sin garantizar 

mecanismos de respaldo suficientes, debilitando la capacidad del sistema para absorber perturbaciones.
El Gobierno disponía de información técnica que alertaba de la necesidad de reforzar la capacidad 

firme y revisar los protocolos de estabilidad de red. Sin embargo, estas advertencias fueron ignoradas.
Durante el incidente, además, la cadena de mando mostró graves deficiencias.
Las comparecencias de responsables ministeriales, del operador del sistema y de empresas eléctricas 

evidenciaron contradicciones sobre el conocimiento de la magnitud del fallo, los sujetos que adoptaron las 
decisiones y el momento en el que se adoptaron.

La falta de coordinación interinstitucional, la inexistencia de un protocolo claro y una deficiente 
infraestructura contribuyeron a agravar la crisis provocada por la decisión consciente de utilizar un mix 
energético altamente inestable al disminuir la configuración de energía nuclear.

Los comparecientes han sido muy claros en su análisis técnico. Don Manuel Fernández Ordóñez 
(Físico Nuclear): Advierte que los sistemas de protección «datan de 1996 y no han evolucionado al ritmo de 
la penetración renovable ni de la política energética».22

Por su parte, Don José Manuel Clamagirand García, afirmó que si se hubiera decidido mantener 
activos los respaldos convencionales, el resultado habría sido distinto: «Si se hubieran tenido activos 
los 25 gigavatios de ciclos combinados y los 17 de hidráulicas, no habría habido apagón».23

22  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_491.PDF
23  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_468.PDF

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_491.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_468.PDF
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V. ESTADO DE LAS INFRAESTRUCTURAS

Las comparecencias revelaron que el estado real de las infraestructuras críticas no se correspondía 
con la imagen de modernización y robustez que el Gobierno proyectaba.

La red eléctrica presentaba vulnerabilidades conocidas, especialmente en lo relativo a la capacidad 
de arranque en negro, la disponibilidad de reservas estratégicas y la estabilidad de la red en escenarios de 
alta intermitencia.

La falta de inversiones sostenidas en infraestructuras de respaldo y la ausencia de un plan nacional 
de resiliencia energética contribuyeron a que un fallo puntual se propagara en cascada, fue reconocido por 
todos los comparecientes en especial los técnicos.

Como así dejó patente en su declaración Don Manuel Fernández Ordóñez: «La inversión en redes en 
España, como bien saben está limitada al 0,2 % del PIB, algo que es muy insuficiente y es una cantidad 
muy inferior a otros países de nuestro entorno, como por ejemplo Italia, que tiene el 34 del PP. Alemania, 
que nos dobla. Y Holanda, que casi nos triplica en inversión. Además, y también esto está siendo objeto 
de discusión estas semanas. La rentabilidad que se está proponiendo para las inversiones en redes es 
un 23 % inferior a la media de los países de nuestro entorno, lo cual está también poniendo en riesgo las 
inversiones en las redes».24

Don Jorge Antonio González Sánchez subraya que lo ocurrido fue un aviso no atendido: «Un apagón 
total en España es técnicamente posible si no se corrigen los desequilibrios actuales. Y lo peor es que no 
sería el último».25

VI. DEFICIENTE INVERSIÓN DEL GOBIERNO EN INFRAESTRUCTURAS

Junto a la grave decisión de la composición de mix energético se sumó el deficiente estado real de las 
infraestructuras críticas y las advertencias sobre su vulnerabilidad, tal y como revelaron las comparecencias.

A pesar de que el Gobierno conocía esta situación, como ya había sido advertida con anterioridad, 
no adoptó las medidas necesarias para reforzarlas. La inversión en infraestructuras de respaldo, 
almacenamiento y estabilidad de red fue insuficiente y, en algunos casos, inexistente. La política energética 
priorizó objetivos políticos y comunicativos sobre las recomendaciones técnicas, lo que contribuyó a debilitar 
la resiliencia del sistema.

El Gobierno conocía el estado real de la infraestructura eléctrica y las advertencias técnicas que 
señalaban la necesidad de reforzar la capacidad firme del sistema y revisar los protocolos de estabilidad.

Los informes internos y las comunicaciones de los operadores alertaban de vulnerabilidades concretas 
que exigían actuaciones inmediatas, tanto en materia de inversión como de planificación. Sin embargo, 
estas advertencias no se tradujeron en decisiones políticas ni en dotaciones presupuestarias suficientes.

La inacción prolongada ante señales técnicas reiteradas constituye un elemento central en la génesis 
del apagón. El Ejecutivo hizo caso omiso a las recomendaciones de los organismos especializados y optó 
por mantener una estrategia energética orientada a cumplir objetivos ideológicos, priorizando la aceleración 
de la transición energética sobre la seguridad del suministro.

Esta orientación política, que relegó criterios técnicos esenciales, incrementó la exposición del sistema 
a perturbaciones y redujo los márgenes de maniobra ante un fallo súbito.

La ausencia de una evaluación rigurosa de riesgos y la falta de atención a los informes de los 
operadores reflejan una toma de decisiones en la que las consideraciones políticas prevalecieron sobre la 
evidencia técnica disponible, debilitando de forma significativa la resiliencia del sistema eléctrico nacional.

VII. ÁMBITO COMPETENCIAL

El apagón ha puesto de manifiesto la fragmentación competencial en materia energética. El Ministerio 
para la Transición Ecológica, la CNMC, el operador del sistema y las empresas eléctricas actuaron sin una 
dirección clara y sin un protocolo conjunto para incidentes de esta magnitud. La falta de un mando único y 
la ausencia de simulacros previos contribuyeron a una respuesta tardía y desordenada.

24  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_491.PDF
25  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_491.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_474.PDF
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Doña Cani Fernández (Presidente de la CNMC) afirmó que, con los mecanismos existentes, el 
apagón no debería haber ocurrido. Reiteró que no hubo alertas previas y que la CNMC depende de la 
información que proporciona el operador del sistema. Subrayó que el organismo regulador no recibió avisos 
que permitieran anticipar la magnitud del incidente.26

VIII. ANÁLISIS DE REDEIA Y OPERADORAS

Las comparecencias de Redeia y de las principales compañías eléctricas mostraron discrepancias 
relevantes sobre la secuencia de decisiones, la disponibilidad real de recursos y la coordinación con el 
Gobierno.

Aunque el operador del sistema actuó dentro de sus capacidades técnicas, la falta de herramientas 
de respaldo suficientes y la ausencia de un marco regulatorio que priorizara la seguridad del suministro 
limitaron su capacidad de respuesta.

La desconexión masiva de instalaciones renovables y la falta de reservas estratégicas contribuyeron 
a la propagación del fallo.

Entre otras declaraciones destaca la del consejero delegado de Iberdrola España, Don Mario Ruiz-Tagle 
Larraín: «La solución que buscó Red Eléctrica fue empezar a llamar a ciclos de gas desde las 12 horas de 
aquel día, así que algo tendría que ver».27

Por parte de los comparecientes de Red Eléctrica, se defendió la corrección de la actuación bajo 
el parámetro del cumplimiento de los protocolos internos, sin embargo, éstos afectan a los momentos 
de la crisis para la solución del colapso, y por tanto, no examina las decisiones previas adoptadas que 
provocaron la gravísima situación.

Don Juan Bola (Director de Operación en Tiempo Real de REE) aseguró que el director de operación 
en tiempo real aseguró que se siguieron todos los protocolos establecidos y que las decisiones se tomaron 
con rapidez ante una situación de incertidumbre extrema. Señaló que las desconexiones externas fueron 
determinantes y que el equipo actuó conforme a los procedimientos vigentes.28

Don Roberto García Merino (CEO de Redeia) El consejero delegado de Redeia defendió que el operador 
del sistema actuó correctamente durante todo el incidente y que el apagón se debió a comportamientos 
irregulares de instalaciones externas. Sostuvo que Red Eléctrica «no falló» y que las desconexiones 
que precipitaron el colapso provinieron de plantas que no respondieron conforme a los códigos técnicos. 
Subrayó que el operador actuó con diligencia y dentro de sus capacidades.29

Sin embargo, no se pudo ocultar la necesidad de revisar infraestructuras y manuales, e insistió en que 
el operador actuó dentro de sus capacidades y conforme a la normativa vigente, como indicó Don Eduardo 
Prieto (Servicios de Operación de REE).30

CONCLUSIÓN GENERAL

La investigación desarrollada en el Senado sobre el apagón del 28 de abril de 2025 permite afirmar, 
con base en las comparecencias y la documentación aportada, que la crisis no fue el resultado de un 
hecho fortuito ni de un fallo técnico aislado, sino la manifestación visible de la aplicación de un determinado 
modelo energético junto a un deterioro estructural del sistema energético español.

El incidente puso de relieve la fragilidad de un modelo que, durante la última década, ha priorizado 
decisiones políticas orientadas a la aceleración de la transición energética que defiende el Gobierno, sin 
garantizar la seguridad ni los mecanismos de respaldo necesarios para preservar la estabilidad del sistema.

La interrupción simultánea del suministro eléctrico y de las comunicaciones, con efectos inmediatos 
sobre la vida cotidiana, los servicios esenciales y la actividad económica, evidenció que España no disponía 
de un marco de prevención, coordinación y respuesta acorde con la magnitud del riesgo.

Las comparecencias de expertos, operadores, responsables institucionales y representantes del sector 
energético coincidieron en señalar que existían advertencias previas sobre la vulnerabilidad del sistema.

26  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_635.PDF
27  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_603.PDF
28  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_540.PDF
29  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_536.PDF
30  https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_551.PDF

https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_635.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_603.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_540.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_536.PDF
https://www.senado.es/legis15/publicaciones/pdf/senado/ds/DS_C_15_551.PDF
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Informes técnicos, evaluaciones internas y análisis de riesgo habían alertado de la necesidad de 
reforzar la capacidad firme, revisar los protocolos de estabilidad de red y garantizar inversiones sostenidas 
en infraestructuras críticas.

Sin embargo, estas advertencias no se tradujeron en decisiones políticas efectivas.
La retirada acelerada de capacidad nuclear y de ciclo combinado, la falta de inversiones equivalentes 

en almacenamiento y tecnologías de respaldo, y la ausencia de un plan nacional de resiliencia energética 
generaron un sistema desequilibrado, excesivamente dependiente de fuentes intermitentes y vulnerable a 
perturbaciones súbitas.

La gestión del incidente reveló, además, deficiencias significativas en la cadena de mando y en la 
coordinación interinstitucional.

Las comparecencias mostraron contradicciones entre responsables ministeriales, operadores y 
organismos reguladores sobre la información disponible en cada momento, las decisiones adoptadas y los 
criterios utilizados para evaluar la magnitud del fallo.

La ausencia de un mando único, la fragmentación competencial y la inexistencia de protocolos claros 
para incidentes de esta naturaleza contribuyeron a una respuesta tardía y desordenada.

La falta de comunicación institucional durante las primeras horas agravó la sensación de desprotección 
de los españoles, evidenció la necesidad de revisar los mecanismos de alerta y gestión de crisis, y puso a 
España en un grave riesgo estructural.

El análisis del estado de las infraestructuras críticas confirmó que la imagen de modernización y 
robustez proyectada por el Gobierno no se correspondía con la realidad.

La red eléctrica presentaba vulnerabilidades conocidas, especialmente en lo relativo a la capacidad 
de arranque en negro, la disponibilidad de reservas estratégicas y la estabilidad de la red en escenarios de 
alta intermitencia. La falta de inversiones sostenidas en infraestructuras de respaldo y la ausencia de una 
estrategia de mantenimiento y actualización coherente contribuyeron a que un fallo puntual se propagara 
en cascada, afectando a amplias zonas del territorio nacional.

Asimismo, el examen del mix energético español confirmó que la transformación del sistema energético 
propuesto por el Gobierno es inviable y que ni siquiera se había acompañado de un análisis comparado 
riguroso ni de una planificación basada en criterios técnicos.

Las comparecencias prueban que el Gobierno conocía el estado real de las infraestructuras y las 
advertencias sobre su vulnerabilidad. También el riesgo de la decisión de configuración de un mix energético 
inestable al aumentar de forma temeraria la composición con renovables, sin reforzar la resiliencia del 
sistema.

La inversión en infraestructuras críticas es inexistente. La política energética priorizó objetivos 
políticos y comunicativos sobre las recomendaciones técnicas, lo que debilitó la capacidad del sistema 
para garantizar un suministro seguro y estable.

El último informe de ENTSO-E31 confirma que el modelo energético impuesto en España, gestionado 
por Red Eléctrica, presenta vulnerabilidades críticas que amenazan tanto la estabilidad del sistema como 
la viabilidad económica nacional.

El punto más negro es el desaprovechamiento masivo de energía debido a los vertidos o curtailments; 
se está forzando una instalación masiva de renovables que la red actual no puede absorber, obligando 
a desconectar plantas y tirando a la basura una producción que, sin embargo, los españoles terminan 
pagando en sus facturas mediante los costes de ajuste del sistema.

Esta ineficiencia se debe en gran medida al fracaso en la política de interconexiones con Francia, que 
mantiene a España aislada y dependiente, impidiendo exportar excedentes y condenando al país a ser una 
«isla energética» incapaz de rentabilizar su propia infraestructura.

A esta gestión deficiente se suma un riesgo creciente para la seguridad del suministro: la pérdida de 
inercia de la red.

El desmantelamiento acelerado de las centrales térmicas y el plan de cierre de las nucleares —que 
son las que realmente aportan estabilidad y firmeza al sistema— deja a la red eléctrica a merced de 
la intermitencia climática. ENTSO-E advierte de que, sin estas fuentes de energía de base, el sistema 
se vuelve extremadamente frágil ante cualquier perturbación de frecuencia, lo que obligará a realizar 
inversiones millonarias adicionales en parches técnicos para evitar apagones. En definitiva, el informe 
describe un escenario donde la soberanía energética se ve comprometida por una planificación ideológica 
que va más rápido que la realidad técnica y física de nuestras infraestructuras.

31  https://www.entsoe.eu/publications/blackout/28-april-2025-iberian-blackout/
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Por último, la proliferación de informaciones inexactas o directamente falsas en algunos medios de 
comunicación durante los días posteriores al apagón contribuyó a generar confusión sobre las causas del 
incidente. Estas noticias desviaron la atención de los fallos estructurales identificados por la Comisión y 
dificultaron la comprensión pública de lo sucedido.

Resulta imprescindible que las conclusiones del Senado se basen exclusivamente en hechos 
contrastados y comparecencias oficiales, evitando interpretaciones mediáticas que puedan inducir a error.

En conjunto, la evidencia recopilada demuestra que el apagón del 28 de abril de 2025 no fue un 
accidente inevitable, sino la consecuencia de fallos acumulados en planificación energética, supervisión 
institucional, gestión operativa y comunicación pública. Existían conocimientos, advertencias y herramientas 
que, de haberse aplicado con rigor, habrían mitigado de forma sustancial los efectos del incidente. La 
prevención de futuras crisis exige una reforma profunda del sistema energético español, basada en criterios 
técnicos, inversión sostenida en capacidad firme, transparencia institucional y una cultura de seguridad que 
sitúe la protección de los españoles y la estabilidad del país como prioridades absolutas.

El análisis de las comparecencias, la documentación aportada y la reconstrucción técnica del apagón 
del 28 de abril de 2025 permiten concluir que existen responsabilidades políticas claras y diferenciadas que 
no pueden atribuirse únicamente a fallos operativos o a circunstancias excepcionales.

La magnitud del incidente, su propagación en cascada y la incapacidad del sistema para contener 
sus efectos revelan deficiencias estructurales que derivan directamente de decisiones adoptadas por el 
Gobierno en materia de planificación energética, supervisión institucional y gestión de infraestructuras 
críticas.

En primer lugar, la política energética impulsada durante la última década ha generado un sistema 
desequilibrado, excesivamente dependiente de fuentes intermitentes y carente de mecanismos de respaldo 
suficientes.

La retirada acelerada de capacidad firme —especialmente nuclear y de ciclo combinado— se 
llevó a cabo sin disponer de alternativas equivalentes en almacenamiento, tecnologías de respaldo o 
infraestructuras de estabilidad de red.

Esta estrategia, orientada a cumplir objetivos políticos y comunicativos, ignoró advertencias técnicas 
reiteradas que alertaban de la necesidad de mantener un nivel mínimo de capacidad firme para garantizar 
la seguridad del suministro.

En segundo lugar, el Gobierno no sólo no actuó con la diligencia debida ante las advertencias previas 
sobre la vulnerabilidad del sistema, sino que siguió impulsando la introducción de renovables, como 
muestran los fallos del sistema previos.

Informes internos, evaluaciones de operadores y análisis de expertos señalaban la necesidad de 
reforzar la capacidad de arranque en negro, aumentar las reservas estratégicas y revisar los protocolos de 
estabilidad de red.

Ya sólo la inacción ante advertencias técnicas constituye una omisión grave que compromete la 
responsabilidad del Gobierno en la génesis del apagón.

En tercer lugar, la gestión del incidente evidenció una falta de liderazgo político y una descoordinación 
institucional que agravaron la crisis.

Las comparecencias de responsables ministeriales, del operador del sistema y de organismos 
reguladores mostraron contradicciones significativas sobre la información disponible en cada momento, las 
decisiones adoptadas y los criterios utilizados para evaluar la magnitud del fallo.

La ausencia de un mando único, la fragmentación competencial y la inexistencia de protocolos claros 
para incidentes de esta naturaleza impidieron una respuesta rápida y eficaz. La falta de comunicación 
institucional durante las primeras horas, unida a la ausencia de instrucciones claras para los españoles, 
generó una sensación de vulnerabilidad, riesgo y desprotección.

En cuarto lugar, la política de inversiones del Gobierno en infraestructuras críticas fue insuficiente y, 
en algunos casos, claramente inadecuada. La falta de inversión sostenida en infraestructuras de respaldo, 
almacenamiento y estabilidad de red debilitó la capacidad del sistema para absorber perturbaciones. La 
priorización de proyectos con impacto político inmediato sobre inversiones estratégicas de largo plazo 
refleja una orientación de la acción gubernamental más centrada en objetivos ideológicos que en criterios 
técnicos. Esta falta de inversión no puede desvincularse de la responsabilidad política del Gobierno en la 
debilidad estructural del sistema eléctrico.

En quinto lugar, la supervisión institucional del sistema energético mostró carencias significativas. 
La coordinación entre el Ministerio para la Transición Ecológica, la CNMC, el operador del sistema y las 
empresas eléctricas fue insuficiente, tanto en la fase previa al incidente como durante su gestión.
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La ausencia de simulacros, la falta de protocolos conjuntos y la inexistencia de un marco regulatorio 
que priorizara la seguridad del suministro sobre otros objetivos contribuyeron a la propagación del fallo. La 
responsabilidad política por la falta de supervisión recae en el Gobierno, que no estableció los mecanismos 
necesarios para garantizar una coordinación eficaz entre los distintos actores del sistema.

Por último, la gestión de la comunicación pública durante el apagón fue deficiente. La falta de 
información oficial durante las primeras horas, la ausencia de mensajes claros y la proliferación de 
informaciones inexactas o contradictorias generaron confusión y desconfianza entre los españoles. La 
comunicación institucional es una responsabilidad política indelegable, especialmente en situaciones de 
crisis. La incapacidad del Gobierno para ofrecer una explicación coherente y transparente de lo sucedido 
contribuyó a agravar la percepción de desprotección y a erosionar la confianza en las instituciones.

En conjunto, las responsabilidades políticas derivadas del apagón del 28 de abril de 2025 no pueden 
limitarse a errores puntuales o a fallos operativos.

La evidencia recopilada demuestra que el incidente fue la consecuencia de decisiones políticas 
adoptadas durante años, de la falta de atención a advertencias técnicas reiteradas, de la ausencia de 
inversiones estratégicas, de una gestión de crisis deficiente y sobre todo de una política energética errónea 
y peligrosa.

La seguridad energética es un pilar fundamental para el funcionamiento del país y para la protección de 
los españoles. El Gobierno tenía la obligación de garantizarla y no lo hizo. La asunción de responsabilidades 
políticas es, por tanto, imprescindible para restablecer la confianza institucional y para evitar que una crisis 
de esta magnitud vuelva a repetirse.

Palacio del Senado, 20 de abril de 2026.—El portavoz, Fernando Carbonell Tatay.—La portavoz en 
la Comisión de Investigación sobre la interrupción del suministro eléctrico y de las comunicaciones el 28 de 
abril de 2025, Paloma Gómez Enríquez.

VOTO PARTICULAR NÚM. 2
Del Grupo Parlamentario Socialista (GPS)

El Grupo Parlamentario Socialista, al amparo del Reglamento de la Cámara y de conformidad con el 
acuerdo adoptado por la Mesa de esta Comisión, presenta el siguiente voto particular a las conclusiones 
aprobadas por la misma en su sesión de 16 de abril de 2026.

DICTAMEN DE CONCLUSIONES DE LOS TRABAJOS DE LA COMISIÓN DE INVESTIGACIÓN SOBRE 
«LA INTERRUPCIÓN DEL SUMINISTRO ELÉCTRICO Y DE LAS COMUNICACIONES EL 28 DE ABRIL 

DE 2025»

I.	 RESUMEN EJECUTIVO
II.	 OBJETO DE LA COMISIÓN

II.1.	 Finalidad y alcance de la Comisión
II.2.	 Investigación del apagón del 28 de abril de 2025

III.	 METODOLOGÍA DE LOS TRABAJOS

III.1.	 Enfoque integral

III.1.1.	 Dimensión técnica
III.1.2.	 Dimensión operativa
III.1.3.	 Dimensión regulatoria
III.1.4.	 Dimensión política
III.1.5.	 Integración de las dimensiones de análisis

III.2.	 Contraste de fuentes

III.2.1.	 Comparecencias parlamentarias
III.2.2.	 Evidencia documental
III.2.3.	 Informes técnicos independientes
III.2.4.	 Resultado del contraste
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III.3.	 Criterio de prudencia técnica

III.3.1.	 Rechazo de explicaciones simplistas
III.3.2.	 Distinción entre causas, factores y contexto
III.3.3.	 Evitación de atribuciones no sustentadas
III.3.4.	 Reconocimiento de incertidumbres
III.3.5.	 Orientación a la mejora del sistema

IV.	 ANTECEDENTES

IV.1.	 Características del sistema eléctrico español
IV.2.	 Agentes del sistema eléctrico y funciones
IV.3.	 Mercados eléctricos y funcionamiento del sistema
IV.4.	 Síntesis del incidente del 28 de abril de 2025
IV.5.	 Marco legal y regulatorio del sistema eléctrico

IV.5.1.	 Normativa básica estatal
IV.5.2.	 Normativa reglamentaria y desarrollo técnico
IV.5.3.	 Procedimientos de operación del sistema
IV.5.4.	 Normativa europea
IV.5.5.	 Mecanismos de supervisión y control del sistema

V.	 RESUMEN DE LAS COMPARECENCIAS Y DE LA DOCUMENTACIÓN APORTADA MÁS RELEVANTE

V.1.	 Comparecencias

V.1.1.	 Expertos técnicos independientes
V.1.2.	 Operador del sistema y responsables de Redeia
V.1.3.	 Organismos reguladores
V.1.4.	 Administración General del Estado
V.1.5.	 Empresas del sector eléctrico
V.1.6.	 Asociaciones sectoriales energéticas
V.1.7.	 Otros agentes económicos y sociales
V.1.8.	 Infraestructuras afectadas
V.1.9.	 Síntesis global de las comparecencias
V.1.10.	 Elementos de consenso identificados en las comparecencias

V.1.10.1.	 Naturaleza del apagón como un evento multifactorial y excepcional
V.1.10.2.	 Centralidad del control de tensión como elemento crítico
V.1.10.3.	 Ausencia de relación causal directa con las energías renovables
V.1.10.4.	 Existencia de un marco normativo y técnico suficiente
V.1.10.5.	 Ausencia de identificación de responsables únicos

V.1.11.	 Principales divergencias identificadas entre los comparecientes

V.1.11.1.	 Interpretación del papel del operador del sistema
V.1.11.2.	 Debate sobre el equilibrio del mix energético
V.1.11.3.	 Evaluación de la anticipación del riesgo

V.2.	 Documentación analizada

V.2.1.	 Informe del Comité de Análisis
V.2.2.	 Informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia
V.2.3.	 Informe del Panel Europeo de Expertos

V.3.	 Contextualización de las comparecencias y el informe del panel europeo de expertos

V.3.1.	 Coincidencias sustantivas
V.3.2.	 Divergencias relevantes en la interpretación
V.3.3.	 Valoración del contraste
V.3.4.	 Síntesis interpretativa
V.3.5.	 Análisis comparado de los informes existentes: coincidencias, divergencias y criterio 

de prevalencia



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES
SENADO

Núm. 403 Pág. 7024 de abril de 2026

 c
ve

: B
O

C
G

_D
_1

5_
40

3_
34

18

V.3.6.	 Posición relativa de los informes y fundamento del criterio de prevalencia
V.3.7.	 Coincidencias sustantivas entre los informes

V.3.7.1.	 Carácter multifactorial del apagón
V.3.7.2.	 Centralidad del control de tensión
V.3.7.3.	 Dinámica de fallo en cascada
V.3.7.4.	 Necesidad de reforzar el sistema

V.3.8.	 Divergencias relevantes en el análisis

V.3.8.1.	 Diferencias en la precisión causal
V.3.8.2.	 Diferencia entre causas y ámbitos de mejora
V.3.8.3.	 Diferente tratamiento del papel de las tecnologías
V.3.8.4.	 Diferente valoración de las señales previas
V.3.8.5.	 Diferente interpretación del papel de la inercia

V.3.9.	 Síntesis y criterio de prevalencia

V.4.	 Audios entre DSO’s y el TSO

V.4.1.	 Carácter parcial y no exhaustivo del material aportado
V.4.2.	 Ausencia de contexto temporal y comparativo
V.4.3.	 Limitación inherente a comunicaciones en tiempo real
V.4.4.	 Ausencia de relevancia en los informes técnicos oficiales
V.4.5.	 Inexistencia de elementos que acrediten responsabilidades políticas
V.4.6.	 Valoración final

VI.	 HECHOS ACREDITADOS

VI.1.	 Existencia de un apagón de carácter generalizado
VI.2.	 Carácter multifactorial del incidente
VI.3.	 Existencia de condiciones previas de inestabilidad
VI.4.	 Fallo en el control de tensión como elemento central
VI.5.	 Encadenamiento de eventos y fallo en cascada
VI.6.	 Desconexiones de generación y comportamiento de las instalaciones
VI.7.	 Actuación de los sistemas de protección
VI.8.	 Cumplimiento formal de los criterios de seguridad y limitaciones reales
VI.9.	 Dimensión europea del incidente
VI.10.	 Reposición progresiva del suministro
VI.11.	 Ausencia de indicios de ciberataque
VI.12.	 Síntesis de los hechos acreditados

VII.	 ANÁLISIS TÉCNICO

VII.1.	 Naturaleza del fallo

VII.1.1.	 Carácter multifactorial y sistémico
VII.1.2.	 Naturaleza dinámica del incidente
VII.1.3.	 Evento no previsto en su configuración concreta

VII.2.	 Elementos técnicos clave del incidente

VII.2.1.	 Oscilaciones del sistema
VII.2.2.	 Problemas en el control de tensión
VII.2.3.	 Desconexiones de generación
VII.2.4.	 Actuación de los sistemas de protección

VII.3.	 Limitaciones estructurales del sistema
VII.4.	 Cumplimiento normativo y comportamiento real del sistema
VII.5.	 Consideraciones derivadas del análisis técnico
VII.6.	 Síntesis del análisis técnico
VII.7.	 Análisis del denominado «sistema reforzado»

VII.7.1.	 Conceptualización del denominado «sistema reforzado»
VII.7.2.	 Naturaleza técnica del refuerzo operativo
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VII.7.3.	 Interpretación técnica del «refuerzo» del sistema
VII.7.4.	 Contradicción en la interpretación del «sistema reforzado»
VII.7.5.	 Consideración desde la perspectiva de las responsabilidades
VII.7.6.	 Conclusión sobre el denominado «sistema reforzado»

VIII.	 ANÁLISIS DE RESPONSABILIDADES

VIII.1.	 Responsabilidades técnicas
VIII.2.	 Responsabilidades operativas
VIII.3.	 Responsabilidades regulatorias y de supervisión
VIII.4.	 Responsabilidades sistémicas o estructurales
VIII.5.	 Responsabilidades políticas: planteamiento metodológico

VIII.5.1.	 Hipótesis de responsabilidad política del Gobierno de España

VIII.5.1.1.	 Primera hipótesis: ¿Existió una decisión política directa del Gobierno que 
determinara causalmente el apagón del 28 de abril de 2025?
VIII.5.1.2.	 Segunda hipótesis: ¿Puede afirmarse que el Gobierno mantuvo 
conscientemente un marco regulatorio manifiestamente insuficiente, pese a conocer 
un riesgo inminente de colapso?
VIII.5.1.3.	 Tercera hipótesis: ¿Las decisiones estratégicas de política energética del 
Gobierno, especialmente en materia de transición energética, pueden considerarse 
causa política del apagón?

VIII.5.2.	 Hipótesis de responsabilidad política de Redeia

VIII.5.2.1.	 Primera hipótesis: ¿Redeia adoptó o pudo adoptar una decisión singular 
cuya omisión explique causalmente el apagón?
VIII.5.2.2.	 Segunda hipótesis: ¿Puede apreciarse responsabilidad política por 
insuficiente dirección o supervisión del operador del sistema?
VIII.5.2.3.	 Tercera hipótesis: ¿Puede imputarse políticamente a Redeia la falta de 
transparencia o de colaboración posterior?

VIII.6.	 Valoración final sobre responsabilidades

IX.	 MEDIDAS Y RECOMENDACIONES

IX.1.	 Refuerzo del control de tensión y de la potencia reactiva

IX.1.1.	 Actualización y adaptación de los requisitos técnicos
IX.1.2.	 Maximización de la capacidad global de control de tensión del sistema
IX.1.3.	 Refuerzo de la exigibilidad y supervisión del cumplimiento
IX.1.4.	 Homogeneización y coherencia regulatoria
IX.1.5.	 Refuerzo de la capacidad operativa del sistema

IX.2.	 Mejora de la observabilidad y disponibilidad de datos
IX.3.	 Revisión y adaptación del marco regulatorio
IX.4.	 Refuerzo de la supervisión y cumplimiento de los agentes
IX.5.	 Mejora de la coordinación operativa y de los planes de respuesta
IX.6.	 Refuerzo de la resiliencia del sistema eléctrico
IX.7.	 Coherencia con la transición energética
IX.8.	 Refuerzo del régimen sancionador y de las consecuencias por incumplimiento
IX.9.	 Creación de una Ponencia de estudio en el Senado para el desarrollo e implementación de las 

recomendaciones

IX.9.1.	 Sistematización y priorización de las recomendaciones
IX.9.2.	 Evaluación de la viabilidad técnica, jurídica y económica
IX.9.3.	 Propuesta de reformas normativas
IX.9.4.	 Seguimiento de la implementación de las medidas
IX.9.5.	 Refuerzo de la dimensión europea
IX.9.6.	 Incorporación de conocimiento experto
IX.9.7.	 Seguimiento de los procedimientos sancionadores en el ámbito energético 

relacionados con el apagón del 28 de abril del 2025
IX.9.8.	 Función estratégica de la Ponencia
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X.	 CONCLUSIÓN FINAL

X.1.	 Sobre las responsabilidades políticas
X.2.	 Sobre la naturaleza del apagón
X.3.	 Sobre el origen del fallo
X.4.	 Sobre el funcionamiento del sistema
X.5.	 Sobre las políticas energéticas
X.6.	 Sobre el denominado «sistema reforzado»
X.7.	 Sobre el debate político
X.8.	 Conclusión final

I. RESUMEN EJECUTIVO

El apagón eléctrico del 28 de abril de 2025 constituye uno de los episodios más relevantes en la historia 
reciente del sistema eléctrico español, no solo por la magnitud de sus efectos, sino por las implicaciones 
estructurales que revela sobre el funcionamiento, supervisión y resiliencia del conjunto del sistema. Lejos 
de tratarse de un evento aislado o atribuible a una única causa, los trabajos desarrollados en el seno de la 
Comisión de investigación han permitido constatar el carácter multifactorial y sistémico del incidente, en 
el que confluyen elementos técnicos, operativos, regulatorios y de comportamiento de los distintos agentes 
implicados.

El análisis comparado de las distintas fuentes, incluyendo las comparecencias de los principales 
responsables institucionales y empresariales, los informes de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia (CNMC) y del panel europeo de expertos, pone de manifiesto una realidad especialmente 
relevante como es la existencia de herramientas, procedimientos y marcos normativos que, aun 
siendo formalmente adecuados, no operaron con la eficacia esperada en un contexto de elevada 
complejidad y estrés del sistema, donde hay agentes que no actúan como se espera de ellos. Esta 
constatación desplaza el foco del debate desde la mera disponibilidad de instrumentos hacia su correcta 
aplicación, supervisión y cumplimiento efectivo por parte de todos los agentes del sistema.

En este sentido, el evento ha evidenciado limitaciones en ámbitos clave como la observabilidad 
del sistema, el comportamiento de determinados activos de generación ante perturbaciones, la 
coordinación entre operadores de red y agentes del mercado, así como la capacidad real de los 
mecanismos regulatorios para anticipar, detectar y corregir desviaciones respecto de los estándares 
exigibles. Todo ello configura un escenario en el que la resiliencia del sistema no depende exclusivamente de 
su diseño técnico, sino también, y de forma determinante, del grado de alineamiento entre las obligaciones 
normativas y las prácticas efectivas de los distintos operadores.

Asimismo, la Comisión ha constatado la existencia de narrativas simplificadoras y, en algunos 
casos, interesadas, que han tratado de atribuir el origen del incidente a factores únicos o a tecnologías 
específicas, obviando la complejidad inherente al sistema eléctrico moderno. Frente a ello, el presente 
análisis reafirma la necesidad de abordar el apagón desde una perspectiva integral, basada en evidencia 
técnica contrastada y alejada de interpretaciones parciales que puedan distorsionar la comprensión de los 
hechos y, por ende, la adopción de medidas correctoras eficaces.

Desde una perspectiva institucional, el episodio plantea igualmente la necesidad de reforzar 
los mecanismos de rendición de cuentas y supervisión efectiva, especialmente en lo que respecta 
al cumplimiento de las obligaciones por parte de los distintos agentes del sistema. La confianza en el 
funcionamiento del sistema eléctrico, infraestructura crítica para el desarrollo económico y social, exige 
no solo la existencia de normas adecuadas, sino también la certeza de que su incumplimiento tiene 
consecuencias proporcionales, transparentes y verificables.

En consecuencia, el presente dictamen no se limita a describir los hechos, sino que orienta sus 
conclusiones hacia la identificación de ámbitos de mejora estructural, tanto en el plano técnico como 
en el regulatorio e institucional, con el objetivo de fortalecer la resiliencia del sistema eléctrico español y 
garantizar que eventos de esta naturaleza puedan ser prevenidos o, en su caso, gestionados con mayor 
eficacia en el futuro.

En definitiva, el apagón del 28 de abril de 2025 no debe entenderse únicamente como una perturbación 
puntual, sino como una señal de alerta sobre la necesidad de evolucionar el modelo de supervisión, 
operación y responsabilidad del sistema eléctrico, asegurando que la complejidad creciente del mismo 
vaya acompañada de mecanismos igualmente robustos de control, coordinación y exigencia.
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Finalmente no se acredita la existencia de responsabilidad política directa en la producción 
del apagón del 28 de abril de 2025, sin perjuicio de la necesidad de reforzar de manera decidida los 
mecanismos técnicos, regulatorios y de supervisión del sistema eléctrico, con el fin de evitar la 
repetición de eventos de naturaleza similar.

II. OBJETO DE LA COMISIÓN

II.1. Finalidad y alcance de la Comisión

La Comisión de Investigación sobre «la interrupción del suministro eléctrico y de las comunicaciones 
el 28 de abril de 2025» se constituyó con el objeto investigar y, en su caso, determinar la concurrencia de 
las responsabilidades políticas en dicho hecho.

Por lo tanto, el ámbito de actuación de la Comisión se entiende que se extiende al conjunto del 
sistema eléctrico afectado, abarcando:

• La identificación de los hechos que dieron lugar al incidente.
• El análisis de la secuencia de acontecimientos que condujeron a la pérdida de suministro.
• La evaluación del comportamiento de los distintos agentes implicados en la operación del sistema 

eléctrico.
• El examen de la adecuación del marco normativo y de los procedimientos operativos vigentes.
• La formulación de propuestas orientadas a reforzar la seguridad, estabilidad y resiliencia del 

sistema.
• La concurrencia de posibles responsabilidades políticas en los hechos acaecidos.

La Comisión tenía que desarrollar su trabajo bajo los principios de objetividad, rigor técnico y 
transparencia, con el propósito de aportar conclusiones fundadas que contribuyan a la identificación de las 
posibles responsabilidades políticas. Adicionalmente, tal como se señala en el plan de trabajo aprobado, con 
los mismos trabajos se busca «incorporar las recomendaciones a que hubiera lugar y todo con el fin de evitar 
que hechos similares puedan volver a producirse». En cualquier caso, tal como se concluye en el citado plan 
de trabajo, «queda fuera del alcance de las mismas el determinar la existencia o no de actividades, acciones 
o conductas delictivas sobre las que solo pueden pronunciarse jueves y magistrados».

II.2. Investigación del apagón del 28 de abril de 2025

El apagón objeto de los trabajos de esta Comisión constituye un evento de carácter excepcional por 
su alcance, impacto y complejidad, afectando de manera significativa al sistema eléctrico peninsular y 
generando consecuencias relevantes en distintos ámbitos como:

• Interrupciones generalizadas del suministro eléctrico.
• Afectación a infraestructuras críticas y servicios esenciales.
• Impacto en la actividad económica y en la vida cotidiana de la ciudadanía.

La investigación llevada a cabo por la Comisión tuvo como finalidad:

• Determinar las causas técnicas y operativas que dieron lugar al evento.
• Analizar la respuesta del sistema eléctrico ante la situación de inestabilidad.
• Evaluar la eficacia de los mecanismos de protección y de los procedimientos de reposición.
• Identificar posibles áreas de mejora en la gestión del sistema.
• Conocer la actuación de los distintos agentes políticos con responsabilidades en el sistema eléctrico 

español.

En este sentido, para la elaboración del dictamen hay que prestar especial atención al carácter 
multifactorial y dinámico del incidente, evitando aproximaciones simplificadoras y atendiendo a la 
complejidad inherente a un sistema eléctrico altamente interconectado.
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III. METODOLOGÍA DE LOS TRABAJOS

La Comisión ha adoptado una metodología de trabajo orientada a garantizar el máximo rigor en 
la elaboración de sus conclusiones, basada en criterios de exhaustividad, contraste de la información y 
coherencia técnica.

Este enfoque metodológico responde a la naturaleza del objeto analizado que no es otro que un sistema 
eléctrico altamente complejo, interconectado y dinámico, así como a la necesidad de integrar fuentes de 
información diversas, procedentes tanto de comparecencias parlamentarias como de documentación 
técnica de distinto origen y alcance.

En este sentido, la metodología aplicada no se limita a una recopilación de información, sino que se 
configura como un proceso estructurado de análisis, contraste y validación, orientado a:

• Identificar los hechos relevantes.
• Interpretar adecuadamente su significado técnico.
• Formular conclusiones fundamentadas y consistentes.

III.1. Enfoque integral

El análisis desarrollado por la Comisión se ha basado en un enfoque integral y multidimensional, que 
permite abordar el incidente desde la complejidad inherente al sistema eléctrico.

A tal efecto, se han integrado cuatro dimensiones principales de análisis:

• Dimensión técnica.
• Dimensión operativa.
• Dimensión regulatoria.
• Dimensión política.

III.1.1. Dimensión técnica

Se ha procedido al análisis del comportamiento físico del sistema eléctrico durante el incidente, 
atendiendo, entre otros aspectos a:

• La evolución de las variables críticas del sistema (tensión, frecuencia, potencia activa y reactiva).
• La aparición y propagación de fenómenos oscilatorios.
• La respuesta de las instalaciones de generación ante condiciones de inestabilidad.
• La actuación de los sistemas automáticos de protección.

Este análisis técnico ha permitido comprender la dinámica interna del sistema y la secuencia de 
eventos que condujeron al colapso de este.

III.1.2. Dimensión operativa

Se ha evaluado la actuación de los distintos agentes implicados en la operación del sistema eléctrico, 
incluyendo:

• El operador del sistema.
• Las empresas generadoras.
• Los gestores de redes de transporte y distribución.
• Otros agentes relevantes.

En particular, se ha analizado:

• La toma de decisiones en tiempo real.
• La aplicación de los procedimientos operativos vigentes.
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• La coordinación entre agentes.
• La gestión del proceso de reposición del suministro.

Este enfoque permite valorar no solo qué ocurrió, sino cómo se gestionó el incidente en condiciones 
reales de operación.

III.1.3. Dimensión regulatoria

El análisis ha incorporado igualmente una evaluación del marco normativo aplicable, incluyendo:

• Los procedimientos de operación del sistema eléctrico.
• Las obligaciones técnicas de los agentes.
• Los mecanismos de supervisión e inspección.
• La adecuación de la regulación vigente a la realidad del sistema.

Se ha prestado especial atención a la capacidad del marco regulatorio para:

• Anticipar escenarios complejos.
• Garantizar el cumplimiento de las obligaciones técnicas.
• Facilitar una respuesta eficaz ante situaciones de inestabilidad.

III.1.4. Dimensión política

Junto a las dimensiones anteriores, la Comisión ha incorporado de forma expresa una dimensión 
política del análisis, inherente a la naturaleza parlamentaria de sus trabajos.

Esta dimensión tiene como finalidad determinar la eventual existencia de responsabilidades políticas 
derivadas del apagón del 28 de abril de 2025, entendidas como aquellas que pudieran derivarse de:

• Decisiones estratégicas adoptadas en materia de política energética.
• El diseño del marco regulatorio y de supervisión del sistema eléctrico.
• La suficiencia o insuficiencia de las herramientas disponibles para la gestión del sistema.
• La capacidad de anticipación, prevención y respuesta por parte de los poderes públicos.

En este sentido, la Comisión ha considerado que el análisis de responsabilidades políticas no 
puede limitarse a la identificación de actuaciones concretas en el momento del incidente, sino que debe 
extenderse a:

• Las condiciones estructurales del sistema.
• La evolución del modelo energético.
• La adecuación de las decisiones adoptadas en el medio y largo plazo.

Asimismo, la Comisión ha tenido en cuenta que, en sistemas altamente complejos como el eléctrico, 
la eventual existencia de responsabilidades políticas no se vincula necesariamente a la existencia de una 
causa única o de un error directo, sino que puede derivarse de:

• Déficits de previsión.
• Insuficiencias en la adaptación normativa.
• Carencias en los mecanismos de supervisión y control.

Esta dimensión política se ha desarrollado en todo momento en coherencia con el análisis técnico 
disponible, en particular con el contenido del informe del panel europeo de expertos, de manera que la 
valoración de responsabilidades se sustente en una base objetiva y rigurosa.
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III.1.5. Integración de las dimensiones de análisis

La Comisión ha considerado imprescindible no abordar estas dimensiones de forma aislada, sino de 
manera integrada, al entender que el funcionamiento del sistema eléctrico es el resultado de la interacción 
simultánea de factores técnicos, operativos y regulatorios.

Este enfoque integral ha permitido evitar interpretaciones parciales o reduccionistas, proporcionando 
una visión completa del incidente.

III.2. Contraste de fuentes

Las conclusiones del presente dictamen se fundamentan en un proceso sistemático de contraste de 
fuentes, que ha permitido verificar la consistencia de la información disponible y detectar posibles divergencias.

Este contraste se ha articulado en torno a tres grandes categorías de información:

• Comparecencias parlamentarias.
• Evidencias documentales.
• Informes técnicos independientes.

III.2.1. Comparecencias parlamentarias

Las declaraciones realizadas por los comparecientes han constituido una fuente esencial de 
información, al aportar:

• Conocimiento directo de los hechos.
• Interpretaciones técnicas y operativas.
• Posicionamientos institucionales o sectoriales.

No obstante, la Comisión ha tenido en cuenta que dichas declaraciones pueden estar condicionadas por:

• La posición institucional de los comparecientes.
• Sus intereses sectoriales.
• El contexto político en el que se producen.

Por ello, su valor ha sido evaluado siempre en relación con el resto de las fuentes disponibles.

III.2.2. Evidencia documental

Se ha analizado la documentación a la que ha tenido acceso la Comisión, incluyendo:

• Datos técnicos del sistema eléctrico.
• Informes internos de los agentes.
• Documentación operativa.
• Otra información relevante.

Esta evidencia ha permitido:

• Reconstruir la secuencia de eventos.
• Verificar afirmaciones realizadas en las comparecencias.
• Fundamentar el análisis técnico del incidente.

III.2.3. Informes técnicos independientes

Se han analizado los principales informes técnicos elaborados tras el incidente, en particular:

• El informe del panel europeo de expertos.
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• El informe del comité de análisis del 28 de abril.
• El informe de la Comisión Nacional del Mercado y la Competencia (CNMC).

Estos documentos han sido objeto de un análisis comparado entre ellos, permitiendo:

• Identificar coincidencias en el diagnóstico.
• Detectar divergencias en la interpretación.
• Establecer un criterio de prevalencia basado en la solidez metodológica de cada uno.

III.2.4. Resultado del contraste

El proceso de contraste de fuentes ha permitido:

• Validar las conclusiones mediante evidencia convergente.
• Detectar posibles inconsistencias o contradicciones.
• Identificar lagunas de información.
• Depurar aquellas interpretaciones que no encuentran respaldo técnico suficiente.

En definitiva, este enfoque ha reforzado la robustez, coherencia y credibilidad del dictamen.

III.3. Criterio de prudencia técnica

Dada la complejidad del sistema eléctrico y la naturaleza del evento analizado, la Comisión ha aplicado 
un criterio de prudencia técnica en la formulación de sus conclusiones.

Este criterio se traduce en los siguientes principios:

• Rechazo de explicaciones simplistas.
• Distinción entre causas, factores y contexto.
• Evitación de atribuciones no sustentadas.
• Reconocimiento de incertidumbre.
• Orientación a la mejora del sistema.

III.3.1. Rechazo de explicaciones simplistas

La Comisión ha evitado atribuir el apagón a una causa única o a un único factor determinante, 
atendiendo a la evidencia que lo caracteriza como un fenómeno multifactorial.

III.3.2. Distinción entre causas, factores y contexto

Se ha procurado diferenciar entre:

• Causas directas del incidente.
• Factores que contribuyeron a su desarrollo.
• Elementos estructurales del sistema que condicionan su funcionamiento.

Esta distinción resulta esencial para evitar confusiones entre lo que explica el evento y lo que forma 
parte del contexto general del sistema.

III.3.3. Evitación de atribuciones no sustentadas

En materia de responsabilidades, la Comisión ha evitado formular atribuciones que no cuenten con 
respaldo suficiente en la evidencia disponible, especialmente en aquellos aspectos que requieren análisis 
técnico especializado.
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III.3.4. Reconocimiento de incertidumbres

La Comisión reconoce que, pese a la amplitud de la información analizada, existen limitaciones 
inherentes a la disponibilidad y calidad de los datos, así como a la complejidad del sistema.

Este reconocimiento no debilita el análisis, sino que lo refuerza, al situarlo dentro de un marco de rigor 
y honestidad técnica y política.

III.3.5. Orientación a la mejora del sistema

El criterio de prudencia técnica no implica una renuncia a la formulación de conclusiones, sino que 
orienta dichas conclusiones hacia:

• La identificación de áreas de mejora.
• El refuerzo del sistema eléctrico.
• La prevención de futuros incidentes.

IV. ANTECEDENTES

El análisis del apagón eléctrico acaecido el día 28 de abril de 2025 exige, con carácter previo, una breve 
contextualización del funcionamiento del sistema eléctrico español, de los agentes que en él intervienen y 
de los mecanismos de formación del precio y despacho de la energía.

Esta contextualización resulta imprescindible para comprender la naturaleza del incidente y evitar 
interpretaciones simplificadas que no se ajusten a la realidad técnica y operativa del sistema.

IV.1. Características del sistema eléctrico español

El sistema eléctrico español se configura como un sistema altamente complejo, interconectado y en 
proceso de transformación, cuya finalidad es garantizar el suministro de energía eléctrica en condiciones 
de seguridad, continuidad y calidad.

Entre sus principales características destacan:

a) Sistema síncrono integrado en el sistema europeo

España forma parte de la red síncrona continental europea, lo que implica:

• Operación coordinada con otros sistemas eléctricos.
• Interdependencia en términos de estabilidad.
• Necesidad de coordinación técnica a nivel europeo.

b) Equilibrio instantáneo entre generación y demanda

El sistema eléctrico debe mantener en todo momento un equilibrio entre:

• La energía generada.
• La energía consumida.

Este equilibrio es dinámico y se ajusta en tiempo real, lo que exige:

• Mecanismos automáticos de control.
• Herramientas de supervisión continua.
• Capacidad de respuesta inmediata ante perturbaciones.

c) Sistema no almacenable en gran escala

A diferencia de otros bienes, la electricidad no puede almacenarse de forma masiva de manera 
eficiente, lo que implica que:

• La generación debe adaptarse constantemente a la demanda.
• Cualquier desajuste puede comprometer la estabilidad del sistema.
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d) Transformación del mix energético

El sistema eléctrico español se encuentra en un proceso de transición caracterizado por:

• Una creciente penetración de energías renovables.
• Una mayor presencia de tecnologías basadas en electrónica de potencia.
• Una reducción progresiva del peso de la generación convencional síncrona.

Este proceso introduce nuevas dinámicas operativas y exige una adaptación continua de las 
herramientas del sistema.

e) Complejidad creciente del sistema

La combinación de los factores anteriores configura un sistema:

• Más eficiente y sostenible.
• Más complejo desde el punto de vista técnico y operativo.

Esta complejidad es un elemento clave para entender la naturaleza del incidente objeto de este dictamen.

IV.2. Agentes del sistema eléctrico y funciones

El funcionamiento del sistema eléctrico español se articula en torno a una pluralidad de agentes, cada 
uno con funciones específicas.

a) Operador del sistema

El operador del sistema, función desempeñada por Red Eléctrica de España, es el responsable de:

• Garantizar el equilibrio entre generación y demanda.
• Mantener la seguridad y estabilidad del sistema.
• Gestionar la red de transporte en tiempo real.
• Coordinar la operación con otros sistemas eléctricos.

b) Empresas generadoras

Son las responsables de producir energía eléctrica mediante distintas tecnologías (renovables, 
térmicas, hidráulicas, etc.).

Entre sus obligaciones destacan:

• Cumplir los requisitos técnicos de operación.
• Responder a las consignas del operador del sistema.
• Contribuir al control de variables como la tensión o la frecuencia.

c) Operadores de redes de transporte y distribución

• La red de transporte es gestionada por Red Eléctrica de España.
• Las redes de distribución son gestionadas por distintas empresas distribuidoras.

Estas redes permiten:

• El transporte de energía a larga distancia.
• La distribución hasta los puntos de consumo.

d) Comercializadoras

Se encargan de la venta de energía eléctrica a los consumidores, gestionando:

• Contratos de suministro.
• La relación comercial con los usuarios.
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e) Consumidores

Incluyen tanto:

• Consumidores domésticos.
• Industriales y grandes consumidores.

Algunos de ellos pueden participar activamente en el sistema mediante mecanismos de gestión de la 
demanda.

f) Regulador y autoridades públicas

El sistema eléctrico está regulado por:

• El Gobierno de España, que define la política energética.
• La CNMC, que supervisa el funcionamiento del mercado y el cumplimiento de las normas.

IV.3. Mercados eléctricos y funcionamiento del sistema

El sistema eléctrico español funciona a través de un conjunto de mercados organizados que determinan:

• Qué energía se produce.
• Cuándo se produce.
• A qué precio.

a) Mercado diario

Es el principal mercado de electricidad. En él:

• Los generadores ofertan energía.
• Los compradores presentan sus demandas.
• Se establece el precio mediante un mecanismo de casación marginalista.

b) Mercados intradiarios

Permiten ajustar la programación del mercado diario en función de:

• Cambios en la demanda.
• Variaciones en la producción (especialmente renovable).
• Nuevas previsiones.

c) Servicios de ajuste

Son mecanismos gestionados por el operador del sistema para:

• Corregir desvíos entre generación y demanda.
• Mantener la frecuencia y la tensión.
• Garantizar la estabilidad del sistema.

d) Despacho y operación en tiempo real

Una vez definidos los resultados de los mercados, el operador del sistema:

• Supervisa el funcionamiento del sistema en tiempo real.
• Adopta medidas correctoras.
• Coordina la actuación de los distintos agentes.
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e) Interacción entre mercado y operación

Es importante destacar que, el mercado determina el despacho económico de la energía, pero la 
seguridad del sistema se garantiza mediante la operación técnica.

Esta distinción es esencial para entender la naturaleza del incidente.

IV.4. Síntesis del incidente del 28 de abril de 2025

El día 28 de abril de 2025 se produjo un incidente eléctrico de carácter extraordinario que desembocó 
en un apagón generalizado del sistema eléctrico ibérico.

De forma sintética, los hechos pueden describirse como sigue:

• En las horas previas al incidente se registraron fenómenos de inestabilidad, incluyendo oscilaciones 
y variaciones de tensión.

• En un intervalo muy reducido de tiempo se produjo una pérdida de control de la tensión del sistema.
• Esta situación derivó en una sucesión de desconexiones de instalaciones de generación.
• Se activaron los sistemas de protección.
• El sistema perdió sincronismo, produciéndose un colapso generalizado.

Posteriormente, se inició un proceso de reposición progresiva del suministro, que permitió restablecer 
el sistema en un plazo de varias horas.

IV.5. Marco legal y regulatorio del sistema eléctrico

El sistema eléctrico español se encuentra regulado por un conjunto amplio y complejo de normas 
de distinto rango, que establecen las bases de su funcionamiento, las obligaciones de los agentes y los 
mecanismos de supervisión y control.

Este marco normativo se articula en torno a cinco niveles principales:

• Normativa estatal básica.
• Normativa reglamentaria y técnica.
• Procedimientos de operación del sistema.
• Normativa europea de aplicación directa o armonizada.
• Mecanismos de supervisión y control del sistema.

IV.5.1. Normativa básica estatal

El pilar fundamental del sistema eléctrico español lo constituye la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, 
del Sector Eléctrico, que establece:

• Los principios generales de funcionamiento del sistema.
• La organización de las actividades eléctricas (generación, transporte, distribución y comercialización).
• Las competencias de los distintos agentes.
• El régimen económico y de supervisión del sector.

Esta ley configura un modelo basado en:

• La libre competencia en la generación y comercialización.
• La regulación de las actividades de red.
• La garantía de suministro como servicio esencial.

Asimismo, establece las obligaciones generales de los agentes en materia de seguridad, calidad y 
continuidad del suministro.
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IV.5.2. Normativa reglamentaria y desarrollo técnico

El desarrollo de la normativa básica se articula a través de un conjunto de reales decretos y 
disposiciones reglamentarias, entre los que destacan:

• El Real Decreto 1955/2000, que regula:

○ Las actividades de transporte y distribución.
○ Las condiciones de suministro.
○ Los procedimientos administrativos asociados.

• El Real Decreto 413/2014, que regula la producción de energía eléctrica a partir de fuentes 
renovables, cogeneración y residuos.

• El Real Decreto 2019/1997, que establece:

○ El funcionamiento del mercado mayorista.
○ Los mecanismos de casación.
○ La participación de los agentes en el mercado.

IV.5.3. Procedimientos de operación del sistema

Un elemento esencial del marco regulatorio lo constituyen los procedimientos de operación del 
sistema eléctrico (O.P.), elaborados por el operador del sistema y aprobados por la autoridad competente.

Estos procedimientos regulan aspectos técnicos fundamentales para la seguridad del sistema, tales 
como:

• El control de frecuencia y tensión.
• La gestión de servicios de ajuste.
• La operación en situaciones de emergencia.
• Las obligaciones técnicas de los agentes.

Entre ellos, ha destacado especialmente en los trabajos de la comisión, el Procedimiento de 
Operación 7.4, que establece las obligaciones de las instalaciones de generación en materia de control 
de tensión y provisión de potencia reactiva, elemento que ha resultado central en el análisis del incidente.

IV.5.4. Normativa europea

El sistema eléctrico español se encuentra integrado en el marco regulatorio de la Unión Europea, que 
establece normas comunes para el funcionamiento del mercado interior de la electricidad y la operación de 
los sistemas eléctricos.

Entre las principales disposiciones destacan:

• El Reglamento (UE) 2019/943.
• La Directiva (UE) 2019/944.
• Los denominados códigos de red europeos, que establecen requisitos técnicos armonizados 

para la conexión y operación de instalaciones.

Asimismo, en el ámbito de la seguridad del sistema, resulta especialmente relevante el Reglamento 
(UE) 2017/1485, que regula:

• La coordinación entre operadores de sistemas de transporte.
• Los procedimientos de operación.
• Los mecanismos de gestión de incidentes.
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IV.5.5. Mecanismos de supervisión y control del sistema

El marco regulatorio se completa con los mecanismos de supervisión y control ejercidos por:

• La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), encargada de velar por el 
correcto funcionamiento del mercado y el cumplimiento de las obligaciones de los agentes.

• El Gobierno de España, a través del ministerio competente en materia de energía, responsable de 
la definición de la política energética y del desarrollo normativo del sector.

V. RESUMEN DE LAS COMPARECENCIAS Y DE LA DOCUMENTACIÓN APORTADA MÁS RELEVANTE

Para el desarrollo de sus trabajos, la Comisión ha contado con la comparecencia de un amplio conjunto 
de actores relevantes del sistema eléctrico, así como acceso a documentación técnica y regulatoria de 
referencia.

V.1. Comparecencias

En el desarrollo de sus trabajos, la Comisión ha contado con la comparecencia de un amplio conjunto 
de actores relevantes del sistema eléctrico, incluyendo responsables del operador del sistema, organismos 
reguladores, representantes de la Administración General del Estado, empresas del sector energético, 
asociaciones empresariales, expertos independientes y entidades afectadas.

Las comparecencias han permitido obtener una visión integral del incidente, incorporando perspectivas 
técnicas, operativas, regulatorias y económicas, así como identificar elementos de coincidencia y divergencia 
en la interpretación del apagón.

A continuación, se sintetizan las principales aportaciones de los comparecientes agrupándolos para 
una mejor compresión de sus intervenciones en:

• Expertos técnicos independientes.
• Operador del sistema y responsables de Redeia.
• Organismos reguladores.
• Administración General del Estado.
• Empresas del sector eléctrico.
• Asociaciones sectoriales energéticas.
• Otros agentes económicos y sociales.
• Infraestructuras afectadas.

V.1.1. Expertos técnicos independientes

Las comparecencias de los expertos técnicos independientes han aportado una visión especializada 
del funcionamiento del sistema eléctrico, coincidiendo en caracterizar el apagón del 28 de abril de 2025 
como un evento complejo de naturaleza multifactorial, en el que confluyeron diversos factores técnicos.

De manera general, señalaron que el incidente estuvo vinculado a problemas de control de tensión 
y estabilidad del sistema, poniendo de relieve limitaciones en la respuesta de determinados activos ante 
perturbaciones eléctricas, así como deficiencias en la observabilidad y coordinación operativa.

Asimismo, apuntaron a la necesidad de reforzar aspectos como la gestión de la potencia reactiva, 
la respuesta dinámica de las instalaciones y la calidad de los datos disponibles, subrayando que el 
sistema dispone de herramientas, pero que su eficacia depende del correcto comportamiento de los agentes.

En relación con el modelo energético, descartaron de forma general que la penetración de energías 
renovables constituya por sí misma una causa directa del incidente, aunque señalaron la necesidad de 
adaptar el sistema a un contexto con mayor presencia de generación electrónica.

En síntesis, sus aportaciones refuerzan la idea de que el apagón no responde a una única 
causa, sino a una cadena de fallos técnicos y operativos, poniendo el foco en la interacción 
entre agentes y en la ejecución efectiva de los mecanismos existentes.
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José Manuel Clamagirand García (Director de Agua y Medioambiente de SENER)

Comparecencia de 23 de julio de 2025

En el desarrollo de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón era un evento posible 
dentro del sistema eléctrico español en las condiciones actuales, caracterizadas por una elevada 
penetración de energías renovables no gestionables, una baja demanda estacional y una insuficiencia de 
herramientas de control, particularmente en términos de inercia, control de tensión y almacenamiento. En 
este sentido, afirmó que el sistema eléctrico español es técnicamente muy sólido, pero no estaba operando 
en condiciones óptimas ni con todos los medios necesarios para garantizar su estabilidad en escenarios 
de elevada complejidad.

Asimismo, señaló que el sistema eléctrico se encuentra en una situación de riesgo permanente, en 
la que la estabilidad se mantiene mediante una gestión continua, destacando como elemento central del 
incidente la creciente impredecibilidad del sistema derivada del nuevo mix energético. Identificó, además, 
debilidades estructurales previas al apagón, entre las que destacó la falta de planificación de red, el déficit 
de almacenamiento y la insuficiencia de servicios de estabilidad, especialmente en lo relativo al control de 
la potencia reactiva y la inercia.

En relación con el origen del apagón, defendió su carácter multifactorial, señalando como elementos 
clave la combinación de alta generación renovable, baja demanda, falta de inercia y problemas de control 
de tensión, en un contexto en el que el sistema operaba cerca de sus límites técnicos. No obstante, introdujo 
la idea de que el apagón podría haberse evitado mediante una operación más conservadora del sistema, si 
bien ello habría implicado un mayor coste económico asociado al uso de generación convencional.

En cuanto a las responsabilidades, el compareciente no identificó agentes concretos, situando el origen 
del problema en una responsabilidad distribuida entre el diseño del sistema, la planificación energética y la 
disponibilidad de herramientas operativas, apuntando a una dimensión estructural más que individualizada 
de las posibles responsabilidades.

Por lo que respecta al modelo energético, rechazó atribuir el problema a las energías renovables 
en sí mismas, señalando que el verdadero desafío reside en su integración en el sistema eléctrico, y no 
en su presencia. En este sentido, defendió la necesidad de adaptar el sistema a las nuevas condiciones, 
destacando que determinadas tecnologías podrían aportar estabilidad si se desarrollan adecuadamente.

En relación con el funcionamiento del mercado, introdujo un elemento de especial relevancia al señalar 
que el mercado eléctrico no proporciona señales adecuadas en determinadas situaciones, especialmente 
en periodos de baja demanda, lo que desincentiva la presencia de tecnologías firmes y aumenta la 
vulnerabilidad del sistema.

En cuanto a las medidas a adoptar, planteó la necesidad de reforzar el sistema mediante el desarrollo 
de almacenamiento, especialmente hidráulico, el incremento de los servicios de red, el refuerzo del control 
de tensión y de la inercia, así como la implantación de tecnologías como compensadores síncronos. 
Asimismo, subrayó la necesidad de mejorar la planificación territorial, reducir la carga burocrática y adaptar 
la normativa al nuevo contexto energético.

En síntesis, la comparecencia de José Manuel Clamagirand García aporta una interpretación 
del apagón basada en la interacción entre factores técnicos y estructurales en un sistema en 
transformación, destacando que el incidente no responde a una causa única, sino a la combinación 
de condiciones operativas exigentes y a la falta de adaptación completa del sistema a su nueva 
realidad, poniendo de relieve la necesidad de reforzar tanto las herramientas técnicas como el 
marco de planificación y operación.

Jorge Antonio González Sánchez (Director de Energía de LOSAN)

En el transcurso de su intervención, el compareciente puso de manifiesto que el sistema eléctrico 
operaba antes del apagón en condiciones más débiles de lo habitual, caracterizadas por una baja presencia 
de generación síncrona, situándose en el entorno de entre ocho y once grupos en funcionamiento. 
Asimismo, señaló que, tras el incidente, se produjo un cambio significativo en la operación del sistema, 
incrementándose el número de grupos en funcionamiento hasta aproximadamente veinte, lo que evidencia 
una modificación sustancial en los criterios operativos.

En este sentido, destacó que minutos antes del apagón el operador del sistema activó ciclos 
combinados, lo que interpretó como un indicio de la necesidad de reforzar la capacidad de generación 
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síncrona, subrayando la relevancia de este tipo de generación en la estabilidad del sistema. Asimismo, 
señaló que, tras el incidente, se consolidó un nuevo patrón de operación con mayores niveles mínimos de 
generación convencional, lo que supone un cambio estructural en la gestión del sistema eléctrico.

En relación con la interpretación del apagón, el compareciente no lo consideró un evento aislado, sino 
que lo vinculó a problemas de configuración del sistema, en particular a la falta de inercia y a limitaciones 
en la capacidad de regulación, situando el análisis en el ámbito técnico-operativo.

Por lo que respecta a las responsabilidades, no identificó agentes concretos, si bien apuntó 
implícitamente a la operación del sistema y a su configuración previa, al señalar que el sistema estaba 
funcionando en condiciones menos robustas de lo recomendable. En este sentido, su intervención introduce 
una idea relevante al evidenciar la diferencia entre la operación previa y posterior al apagón, lo que sugiere 
la existencia de margen para una configuración más segura.

En cuanto a las responsabilidades políticas, no realizó afirmaciones explícitas, manteniendo un 
enfoque técnico, aunque su análisis abre la posibilidad de interpretar el incidente como consecuencia de 
decisiones acumuladas en la configuración y operación del sistema.

En relación con las medidas a adoptar, señaló implícitamente la necesidad de incrementar la presencia 
de generación síncrona, reforzar la inercia del sistema y ajustar los criterios de operación para priorizar la 
seguridad, elementos que, según indicó, comenzaron a aplicarse tras el apagón mediante una operativa 
más conservadora.

En síntesis, la comparecencia de Jorge Antonio González Sánchez aporta una interpretación 
del apagón basada en la existencia de condiciones operativas más débiles de lo recomendable en 
el momento previo al incidente, destacando la diferencia entre la operación anterior y posterior al 
mismo, y reforzando la idea de que el sistema podía haberse operado con mayores márgenes de 
seguridad dentro del marco existente.

Fernando Ley Llano (Ingeniero Industrial)

Comparecencia de 4 de septiembre de 2025

En el desarrollo de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón no fue consecuencia de 
una decisión concreta ni de una actuación puntual de ningún agente, sino del funcionamiento de un sistema 
que operaba muy cerca de sus límites técnicos de seguridad, aunque dentro de los márgenes establecidos 
por la normativa vigente. En este sentido, introdujo una distinción relevante entre el cumplimiento formal de 
la normativa y la existencia de condiciones reales de seguridad suficientes para garantizar la estabilidad 
del sistema.

Asimismo, señaló que el sistema eléctrico ha experimentado una evolución significativa en los últimos 
años, especialmente por la creciente penetración de energías renovables, sin que se haya producido una 
adaptación equivalente de los parámetros técnicos que rigen su operación. En este contexto, puso de 
manifiesto que determinados elementos del sistema, como los niveles de inercia, operaban próximos a sus 
valores mínimos permitidos, lo que incrementa la probabilidad de fallos ante perturbaciones.

En relación con el funcionamiento del sistema durante el apagón, destacó que las desconexiones 
se produjeron de forma automática conforme a los parámetros previamente definidos, descartando la 
existencia de decisiones humanas directas que desencadenaran el incidente. No obstante, introdujo la 
posibilidad de que dichos parámetros estuvieran desactualizados o no fueran plenamente adecuados para 
las condiciones actuales del sistema, lo que situaría el origen del problema en el diseño previo del mismo.

Asimismo, puso de relieve carencias relevantes en el sistema eléctrico, especialmente en lo relativo 
a la medición en tiempo real de variables críticas, como la potencia reactiva, y a la falta de visibilidad 
completa del sistema, elementos que dificultan una gestión óptima en situaciones de elevada complejidad.

En cuanto a las responsabilidades, el compareciente no identificó agentes concretos ni decisiones 
individuales, situando el origen del problema en una responsabilidad de carácter estructural vinculada al 
diseño del sistema y a la falta de actualización de sus parámetros técnicos.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, no realizó atribuciones explícitas, si bien su 
intervención permite inferir la existencia de una responsabilidad indirecta asociada a la falta de adaptación 
del sistema a su nueva realidad operativa, en particular en lo relativo a la evolución del mix energético.

En relación con las medidas a adoptar, planteó la necesidad de revisar los parámetros técnicos de 
operación del sistema, evitar que este funcione de forma continuada en valores próximos a sus límites 
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mínimos de seguridad, mejorar la medición en tiempo real de variables críticas y adaptar el sistema eléctrico 
a un contexto de mayor penetración renovable.

En síntesis, la comparecencia de Fernando Ley Llano aporta una interpretación del apagón 
basada en la existencia de una vulnerabilidad estructural derivada de la operación del sistema 
cerca de sus límites técnicos, destacando la diferencia entre el cumplimiento normativo y la garantía 
efectiva de la seguridad, y subrayando la necesidad de adaptar los parámetros y herramientas del 
sistema a la nueva realidad energética.

V.1.2. Operador del sistema y responsables de Redeia

Las comparecencias de los responsables del operador del sistema situaron el foco en la gestión 
operativa del sistema eléctrico durante el incidente, defendiendo la actuación desarrollada en un 
contexto de elevada complejidad.

Se sostuvo que el apagón tuvo su origen en un fenómeno de sobretensión que desencadenó una 
secuencia de eventos en cascada, dificultando la capacidad de control del sistema en determinados 
momentos críticos.

Asimismo, se puso de manifiesto que el operador contaba con herramientas para la gestión del 
sistema, si bien se reconoció la existencia de limitaciones en la respuesta de determinados activos, así 
como dificultades derivadas de la información disponible en tiempo real.

En cuanto a la atribución de responsabilidades, se evitó señalar agentes concretos, incidiendo en el 
carácter excepcional del evento y en la necesidad de análisis técnico detallado.

Las comparecencias reforzaron la idea de que la operación del sistema se desarrolla en un entorno de 
dependencia del comportamiento de múltiples agentes, lo que condiciona la eficacia de las decisiones 
adoptadas.

En conjunto, estas intervenciones proyectan una posición centrada en la complejidad operativa del 
incidente, sin asumir fallos estructurales propios, y apuntando a la necesidad de mejorar herramientas y 
coordinación.

Beatriz Corredor Sierra (Presidenta de Redeia)

Comparecencia de 11 de septiembre de 2025

En el transcurso de su intervención, la compareciente sostuvo que el sistema operaba conforme 
a la normativa vigente y a las reglas del mercado, subrayando que Red Eléctrica actúa como operador 
técnico del sistema, pero no como decisor en relación con la generación eléctrica ni con la configuración 
del mix energético. En este sentido, afirmó que las decisiones relativas a la entrada o salida de centrales 
corresponden a los propios generadores en el marco del mercado, rechazando expresamente que el 
operador del sistema ordenara desconexiones o condicionara directamente la oferta de generación.

Asimismo, evitó identificar una causa única del apagón, manteniendo un enfoque prudente y 
alineado con el carácter complejo del incidente, sin reconocer errores operativos directos en la actuación 
del operador del sistema. En relación con las responsabilidades, incidió en la necesidad de diferenciar 
claramente entre las funciones de los distintos agentes, señalando que el operador actúa dentro de un 
marco normativo previamente definido en el que las decisiones de generación dependen de los agentes 
del mercado.

Por lo que respecta al sistema eléctrico, defendió la validez del modelo existente y el correcto 
funcionamiento del marco regulatorio, poniendo en valor la profesionalidad del equipo técnico y la capacidad 
de reposición del sistema tras el apagón, si bien reconoció la necesidad de que la normativa evolucione 
para adaptarse a las nuevas características del mix energético.

En síntesis, la primera comparecencia de la Presidenta de Redeia se articula en torno a 
la defensa de la actuación del operador del sistema, la delimitación de responsabilidades 
entre agentes y la afirmación de que el incidente debe entenderse en el marco de un sistema 
complejo en el que intervienen múltiples actores, sin que pueda atribuirse a decisiones directas 
del operador.
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Comparecencia de 25 de marzo de 2026

La segunda comparecencia de la Presidenta de Redeia se produce en un contexto de mayor desarrollo 
de los informes técnicos disponibles, incorporando un mayor nivel de detalle en la explicación del incidente 
y una posición más definida en relación con la atribución de responsabilidades.

En el transcurso de su intervención, la compareciente sostuvo que el apagón del 28 de abril de 2025 
fue un evento multifactorial, inédito e imprevisible, cuyo origen se sitúa en una oscilación inicial que 
desencadenó una secuencia de fallos encadenados en el sistema eléctrico. En este sentido, describió el 
desarrollo del incidente como un efecto dominó en el que intervinieron, entre otros factores, desconexiones 
de generación renovable, insuficiencias en la absorción de potencia reactiva y la respuesta inadecuada de 
determinados activos del sistema.

Asimismo, afirmó que el sistema operaba dentro de los parámetros normativos en el momento previo 
al incidente, rechazando la existencia de señales previas relevantes que permitieran anticipar el evento, y 
defendiendo que la actuación del operador del sistema fue correcta en todo momento, tanto en la gestión 
de la crisis como en la reposición del suministro.

En relación con las responsabilidades, la compareciente rechazó de forma expresa la existencia 
de responsabilidad por parte de Red Eléctrica, atribuyendo el origen del incidente a incumplimientos 
o comportamientos no plenamente alineados con la normativa por parte de otros agentes del sistema, 
incluyendo generadores, instalaciones de menor tamaño y elementos de la red de distribución. En este 
sentido, reforzó la idea de que la responsabilidad debe entenderse como distribuida y sistémica, y no 
concentrada en un único actor.

Por lo que respecta al debate público, la compareciente desacreditó el uso de determinados elementos, 
como los audios filtrados, como base para conclusiones técnicas, defendiendo que los informes disponibles 
constituyen el único marco válido para el análisis del incidente. Asimismo, rechazó cualquier interpretación 
que vincule el apagón con decisiones políticas o con el modelo energético, situando el problema en el 
ámbito del funcionamiento efectivo del sistema.

En relación con las medidas a adoptar, señaló la necesidad de reforzar los mecanismos de supervisión 
e inspección, mejorar el cumplimiento normativo por parte de los agentes, desarrollar herramientas de 
control dinámico de tensión y avanzar en la coordinación entre los distintos niveles del sistema eléctrico, 
incluyendo la relación entre el operador del sistema y los distribuidores.

En síntesis, la comparecencia de marzo de 2026 consolida una posición más definida por parte 
de la Presidenta de Redeia, sustentada en los distintos informes emitidos, basada en la atribución 
del incidente a un conjunto de fallos distribuidos en el sistema, la defensa de la actuación del 
operador y la identificación del cumplimiento efectivo de la normativa por parte de los agentes 
como elemento clave para la mejora del sistema eléctrico.

Concepción Sánchez Pérez (Directora General de Operación de Redeia)

Comparecencia de 16 de octubre de 2025

En el transcurso de su intervención, la compareciente sostuvo que la programación del sistema 
eléctrico para el día del apagón fue correcta y ajustada a la normativa vigente, defendiendo que el mix 
energético previsto cumplía los criterios de seguridad establecidos. En este sentido, afirmó que el incidente 
no puede explicarse por una mala planificación o programación del sistema, sino por la concurrencia de una 
secuencia de eventos extraordinarios y encadenados.

Asimismo, describió el desarrollo del apagón como el resultado de dos fenómenos oscilatorios, 
seguidos de medidas de amortiguación, una subida progresiva de la tensión, desconexiones sucesivas de 
generación y, finalmente, una respuesta insuficiente del servicio de control continuo de tensión. En este 
punto, destacó que, si bien dicho servicio estaba regulado en el procedimiento de operación vigente, la 
generación obligada a prestarlo no alcanzó los niveles de absorción de potencia reactiva requeridos.

En relación con las condiciones previas al apagón, señaló que los episodios de tensión registrados 
en días anteriores no eran comparables con lo ocurrido el 28 de abril, al producirse en contextos distintos 
y sin la presencia de oscilaciones, defendiendo así la ausencia de señales anticipatorias equivalentes al 
evento final.

Por lo que respecta a las responsabilidades, la compareciente no identificó un fallo en la actuación 
del operador del sistema, reiterando el carácter técnico e independiente de sus decisiones y negando la 
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existencia de consignas políticas. En su análisis, el problema se sitúa en el funcionamiento efectivo del 
sistema, en particular en la prestación insuficiente del control de tensión por parte de los agentes obligados 
a ello, así como en la actuación automática de protecciones en un contexto de sobretensión.

Asimismo, defendió que el sistema operaba dentro de los parámetros normativos y que incluso los 
niveles de inercia superaban las recomendaciones europeas para la península ibérica, rechazando las 
acusaciones de falta de previsión o negligencia operativa.

En relación con la operación posterior al apagón, explicó la implantación de una programación 
reforzada, justificada en una delegación formal de la Dirección General de Política Energética y Minas en 
el marco de la normativa de crisis eléctricas, orientada a garantizar la reposición del sistema y prevenir 
nuevos episodios.

En cuanto a las medidas a adoptar, señaló la necesidad de implantar plenamente la evolución del 
procedimiento de operación relativo al control de tensión, mejorar la supervisión de su cumplimiento, 
reforzar los márgenes operativos mediante programación más conservadora y avanzar en el desarrollo de 
herramientas técnicas como el almacenamiento, la hibridación y tecnologías de formación de red.

En síntesis, la comparecencia de Concepción Sánchez Pérez sostiene que el apagón no fue 
consecuencia de una programación incorrecta del sistema, sino del encadenamiento de fenómenos 
excepcionales en un contexto en el que el control continuo de tensión no resultó suficientemente 
eficaz, situando el foco en la respuesta efectiva de los agentes y en la necesidad de reforzar tanto 
el cumplimiento como las herramientas técnicas del sistema.

Miguel Rafael Duvison García (Ex Director General de Operación de REE)

Comparecencia de 16 de octubre de 2025

En el transcurso de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón del 28 de abril de 2025 
no puede explicarse por un fallo simple, sino por la concurrencia de una perturbación compleja en la 
que confluyeron, entre otros factores, una incapacidad sistémica para controlar la tensión, una absorción 
insuficiente de potencia reactiva por parte de los generadores obligados a prestarla y una pérdida muy 
relevante de generación que terminó desembocando en un problema general de frecuencia y sincronismo. 
En este sentido, situó el núcleo del incidente en un problema grave de control de tensión en un sistema con 
alta presencia de generación no síncrona.

Asimismo, defendió que el operador del sistema debe actuar exclusivamente con criterios técnicos y 
con arreglo a las leyes físicas del sistema eléctrico, afirmando de manera expresa que durante su etapa 
nunca recibió instrucciones políticas y subrayando la independencia técnica del modelo TSO español. 
En esta línea, reivindicó que la operación del sistema no puede descansar en una cifra fija de grupos 
síncronos, sino en simulaciones, previsiones y márgenes de seguridad suficientes, aunque insistió en que, 
con la tecnología actual, no existe un sistema seguro sin una componente síncrona importante.

En relación con la evolución del sistema eléctrico, destacó que el gran reto técnico actual consiste 
en integrar tecnologías como la eólica y la fotovoltaica, que no aportan inercia natural ni regulan la tensión 
del mismo modo que los generadores síncronos, si bien reconoció que la evolución tecnológica puede 
corregir parcialmente estas limitaciones. En este contexto, señaló que las renovables no podían contribuir 
suficientemente al control de tensión porque faltaba una exigencia normativa adecuada, situando la reforma 
del procedimiento de operación 7.4 como una pieza esencial para adaptar el sistema al nuevo mix.

Por lo que respecta a las responsabilidades, el compareciente evitó imputar culpa directa al operador 
actual y manifestó confianza en el criterio técnico del equipo de Red Eléctrica. No obstante, introdujo una 
idea de gran relevancia al señalar que el operador parte del presupuesto de que todos los agentes cumplen 
normativamente con sus obligaciones y que, si una parte significativa de las instalaciones no absorbió la 
potencia reactiva exigible, ello pudo hacer ingobernable la tensión del sistema. Asimismo, subrayó que la 
ausencia o el retraso de ciertas reformas normativas, singularmente la del PO 7.4, dejó al sistema peor 
preparado para operar con seguridad en el nuevo contexto tecnológico.

En cuanto a las responsabilidades políticas, no formuló acusaciones directas, pero sí dejó apuntada 
una crítica implícita a la lentitud con la que se materializaron determinadas propuestas técnicas del 
operador del sistema, especialmente en materia de control de tensión y desarrollo de instrumentos como 
los mercados de capacidad. De este modo, su intervención no atribuye una responsabilidad política, pero 
sí sugiere una respuesta regulatoria y administrativa insuficientemente rápida ante riesgos ya conocidos.
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En relación con las medidas a adoptar, defendió la implantación plena de la reforma del procedimiento 
operativo 7.4 para que la generación renovable contribuya al control del módulo de tensión, el desarrollo 
de almacenamiento hidráulico a gran escala apoyado en mecanismos de capacidad, el mantenimiento de 
una componente síncrona suficiente mientras la tecnología no permita prescindir de ella con seguridad y 
la continuidad de una operación reforzada con mayores márgenes de seguridad hasta que se esclarezcan 
por completo las causas del incidente.

En síntesis, la comparecencia de Miguel Rafael Duvison García aporta una interpretación del 
apagón basada en una perturbación compleja de control de tensión en un sistema con elevada 
presencia de generación no síncrona, defendiendo la independencia técnica del operador, la 
necesidad de contar con una base síncrona suficiente y la importancia de acompasar la transición 
energética con las herramientas físicas, normativas y de almacenamiento necesarias para 
garantizar la seguridad del suministro.

Roberto García Merino (Consejero Delegado de Redeia)

Comparecencia de 18 de noviembre de 2025

En el transcurso de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón fue un evento 
impredecible, inédito y multifactorial, resultado de la concurrencia de una serie de fallos encadenados en 
el sistema eléctrico. En este sentido, describió la secuencia del incidente como el inicio de una oscilación 
anómala del sistema, seguida de desconexiones irregulares de generación, insuficiencias en el control de 
tensión y una escalada de eventos que desembocaron en el colapso del sistema. Asimismo, introdujo el 
concepto de una perturbación equivalente a un escenario N-12, muy alejado de los criterios habituales de 
seguridad basados en el estándar N-1.

En relación con el funcionamiento del sistema, el compareciente defendió la independencia del 
operador del sistema, subrayando que el mix energético diario no es decidido por el Gobierno ni por 
Red Eléctrica, sino que se origina en el mercado eléctrico a través de la casación gestionada por OMIE, 
correspondiendo al operador la validación técnica y la introducción de ajustes necesarios para garantizar 
la seguridad del suministro.

Por lo que respecta a la actuación de Red Eléctrica, afirmó que el operador cumplió en todo momento con 
la normativa y los procedimientos establecidos, rechazando de forma expresa la existencia de errores en la 
programación o en la operación del sistema. En este sentido, situó el origen del incidente en el comportamiento 
de otros agentes del sistema, señalando la existencia de desconexiones no adecuadas de generación y el 
incumplimiento de las obligaciones de control de tensión por parte de instalaciones que debían prestarlo.

Asimismo, reforzó su argumentación apoyándose en la coincidencia de los distintos informes técnicos 
disponibles, incluyendo los elaborados por el propio operador, organismos nacionales e instancias 
internacionales, destacando que todos ellos apuntan a una combinación de factores técnicos y no a un fallo 
atribuible a un único agente.

En cuanto a las responsabilidades, el compareciente no identificó responsables concretos, remitiendo 
su determinación a los organismos reguladores y a los procedimientos en curso, si bien introdujo de forma 
implícita la idea de que determinados agentes no cumplieron plenamente con sus obligaciones normativas, 
lo que contribuyó al desarrollo del incidente.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, rechazó cualquier vinculación del apagón con 
decisiones de carácter político, insistiendo en la independencia del operador del sistema y en el carácter 
técnico del funcionamiento del mercado eléctrico.

En relación con las medidas adoptadas tras el apagón, justificó la implantación de un modo de operación 
reforzado, orientado a incrementar los márgenes de seguridad ante la constatación de incumplimientos o 
comportamientos no plenamente fiables por parte de algunos agentes del sistema. Asimismo, destacó la 
eficacia de la actuación de Red Eléctrica en la reposición del suministro, poniendo en valor la capacidad 
técnica y organizativa del operador.

En cuanto a las medidas a futuro, señaló la necesidad de reforzar el control de tensión, mejorar la 
supervisión del cumplimiento normativo por parte de los agentes, desarrollar herramientas regulatorias 
adicionales y mantener criterios de operación prudentes mientras persistan incertidumbres en el 
comportamiento del sistema.

En síntesis, la comparecencia de Roberto García Merino consolida una interpretación del 
apagón basada en la concurrencia de fallos técnicos encadenados en un sistema complejo, 
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defendiendo la actuación del operador del sistema, descartando responsabilidades políticas y 
situando el foco en el comportamiento de los agentes y en la necesidad de reforzar el cumplimiento 
efectivo de la normativa.

Tomás Domínguez Autrán (Director de Programación de Redeia)

Comparecencia de 20 de noviembre de 2025

En el transcurso de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón respondió a una cadena 
compleja de eventos técnicos en la que intervinieron distintos agentes, sin que pueda identificarse una 
causa única que explique por sí sola el incidente. En este sentido, describió el evento como altamente 
improbable y fuera de los escenarios habituales de diseño del sistema, subrayando su carácter excepcional.

Asimismo, defendió que el sistema eléctrico español está diseñado bajo criterios de seguridad robustos 
y preparado para hacer frente a contingencias estándar, si bien reconoció que el incidente se produjo en un 
contexto de acumulación de incidencias que superaron las capacidades previstas en condiciones normales 
de operación.

En relación con la secuencia del apagón, explicó que el proceso se inició con una perturbación inicial, 
seguida de una respuesta insuficiente de determinados activos del sistema, lo que provocó un deterioro 
progresivo de las condiciones operativas, especialmente en términos de estabilidad de tensión y frecuencia, 
hasta desembocar en el colapso del sistema.

Por lo que respecta a las responsabilidades, el compareciente mantuvo una posición de prudencia, 
evitando identificar responsables concretos y remitiendo la determinación de posibles responsabilidades a 
los análisis técnicos en curso y a los procedimientos regulatorios correspondientes. En este sentido, insistió 
en la necesidad de un análisis profundo antes de extraer conclusiones definitivas.

En relación con las responsabilidades políticas, no realizó atribuciones directas, situando el origen del 
incidente en el ámbito técnico y operativo del sistema, y desvinculándolo de decisiones de carácter político 
o del diseño del modelo energético.

En cuanto a las medidas a adoptar, señaló la conveniencia de reforzar la supervisión técnica del 
sistema, mejorar los protocolos de operación, analizar con mayor profundidad el comportamiento de los 
activos en situaciones de estrés y avanzar en posibles ajustes regulatorios que permitan incrementar la 
resiliencia del sistema.

En síntesis, la comparecencia de Tomás Domínguez Autrán refuerza la interpretación del apagón 
como un evento excepcional y multifactorial que superó las condiciones de diseño habituales del 
sistema eléctrico, destacando la robustez del sistema en términos generales, la necesidad de 
prudencia en la atribución de responsabilidades y la importancia de continuar avanzando en la 
mejora técnica y regulatoria del sistema.

Juan Bola Merino (Director de Operación en Tiempo Real de Redeia)

Comparecencia de 20 de noviembre de 2025

En el transcurso de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón fue consecuencia de 
una combinación de fallos en la respuesta de determinados agentes en un contexto de estrés del sistema, 
destacando especialmente los problemas asociados al control de tensión y a la actuación inadecuada 
de algunos activos de generación. En este sentido, describió el incidente como una secuencia en la que 
un evento inicial fue seguido por respuestas incorrectas de determinados elementos del sistema, lo que 
provocó un deterioro progresivo de las condiciones operativas hasta desembocar en el colapso.

Asimismo, subrayó la importancia del cumplimiento normativo por parte de los agentes, señalando 
que el correcto funcionamiento del sistema eléctrico depende de que todos los elementos respondan 
conforme a las obligaciones técnicas que les son exigibles. En este contexto, introdujo la idea de que el 
apagón evidenció incumplimientos relevantes en la prestación de servicios esenciales, particularmente en 
lo relativo al control de tensión.

En relación con las responsabilidades, el compareciente no identificó de forma expresa a agentes 
concretos, pero sí señaló de manera implícita que determinados actores del sistema no actuaron conforme a 
los requerimientos normativos, remitiendo la determinación precisa de responsabilidades a los organismos 
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reguladores y a los procesos en curso. En este sentido, su intervención introduce una dimensión más 
concreta en la atribución de responsabilidades técnicas, sin personalizarlas.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, mantuvo un enfoque estrictamente técnico, sin 
atribuir el origen del incidente a decisiones de carácter político ni al diseño del modelo energético.

En cuanto a las medidas a adoptar, señaló la necesidad de reforzar el control de tensión, incrementar 
la exigencia en el cumplimiento normativo por parte de los agentes, mejorar los mecanismos de supervisión 
y avanzar en ajustes regulatorios que permitan garantizar una respuesta más robusta del sistema en 
situaciones de estrés.

En síntesis, la comparecencia de Juan Bola Merino aporta una interpretación del apagón 
centrada en el comportamiento efectivo de los agentes del sistema, destacando que el incidente 
no responde a un fallo estructural del modelo, sino a deficiencias en la respuesta operativa de 
determinados elementos, y subrayando la importancia del cumplimiento normativo como elemento 
clave para la seguridad del sistema eléctrico.

Alberto Prieto García (Director de Servicios para la Operación de Redeia)

Comparecencia de 27 de noviembre de 2025

En el transcurso de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón fue consecuencia de 
una combinación de factores inéditos e imprevisibles, destacando entre ellos desconexiones indebidas 
de generación, fallos en el control de tensión y el incumplimiento de obligaciones técnicas por parte de 
determinadas instalaciones. En este sentido, describió el evento como una perturbación fuera de los 
escenarios habituales de diseño del sistema, resultado de la acumulación de incidencias que superaron los 
criterios estándar de seguridad.

Asimismo, defendió de manera expresa que la actuación del operador del sistema fue correcta en todo 
momento y conforme a la normativa vigente, rechazando la existencia de fallos en la programación o en la 
gestión operativa por parte de Red Eléctrica. En esta línea, diferenció claramente entre incidencias previas 
en el sistema, consideradas normales dentro de la operación, y el apagón del 28 de abril, al que atribuyó 
un carácter excepcional y no previsible.

En relación con las responsabilidades, el compareciente no identificó de forma nominal a los agentes 
implicados, pero sí señaló de manera implícita que determinadas instalaciones de generación no cumplieron 
con las obligaciones técnicas que les corresponden, especialmente en lo relativo al control de tensión. 
De este modo, situó el origen del problema en el comportamiento de los agentes del sistema, y no en la 
actuación del operador.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, mantuvo un enfoque estrictamente técnico, 
sin establecer vínculos entre el incidente y decisiones de carácter político o con el diseño del modelo 
energético.

En cuanto a las medidas a adoptar, señaló la necesidad de reforzar el control de tensión, mejorar 
el cumplimiento de las obligaciones técnicas por parte de los agentes y adaptar el sistema eléctrico a las 
nuevas condiciones derivadas de la evolución del mix energético, destacando la importancia de avanzar en 
mecanismos que garanticen una respuesta más fiable de las instalaciones en situaciones de estrés.

En síntesis, la comparecencia de Alberto Prieto García refuerza la interpretación del apagón 
como un evento multifactorial en el que concurrieron fallos en el comportamiento de determinadas 
instalaciones, defendiendo la actuación del operador del sistema y subrayando la importancia del 
cumplimiento normativo como elemento esencial para la seguridad del sistema eléctrico.

V.1.3. Organismos reguladores

Los organismos reguladores comparecientes defendieron la existencia de un marco normativo 
adecuado para garantizar la seguridad del sistema eléctrico, señalando que las herramientas 
regulatorias disponibles eran suficientes para prevenir situaciones como la ocurrida.

En este sentido, se sostuvo que el sistema contaba con mecanismos para la gestión de la tensión, 
la estabilidad y la operación en condiciones exigentes, afirmando que, en términos generales, el incidente 
podría haberse evitado dentro del marco existente.
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No obstante, se reconoció la necesidad de introducir mejoras regulatorias posteriores al apagón, 
especialmente en ámbitos como el control de tensión y la supervisión de determinados comportamientos 
de los agentes.

En relación con las responsabilidades, no se identificaron de forma expresa, manteniendo un enfoque 
técnico y prudente basado en los informes disponibles.

Las comparecencias reflejan una posición que refuerza la suficiencia del marco regulatorio, 
situando el origen del problema en la aplicación práctica y en el comportamiento de los agentes, más que 
en deficiencias normativas.

Cani Fernández Vicién (Presidenta de la CNMC)

Comparecencia de 17 de marzo de 2026

En el transcurso de su intervención, la compareciente señaló que el apagón constituye un evento 
complejo cuyo análisis aún se encuentra en curso, sin que existan en ese momento conclusiones definitivas 
por parte de la CNMC. En este sentido, destacó que la labor del organismo no consiste en la determinación 
inmediata de causas, sino en la instrucción de expedientes, el análisis técnico-regulatorio y la formulación 
de recomendaciones que permitan mejorar el funcionamiento del sistema.

Asimismo, subrayó la neutralidad de la CNMC en relación con el mix energético, indicando que su 
función es garantizar que el sistema disponga de los mecanismos regulatorios adecuados para operar con 
seguridad, con independencia de la composición tecnológica de la generación. En esta línea, afirmó que 
la estabilidad del sistema no depende únicamente del mix, sino de la forma en que este se integra en el 
conjunto del sistema eléctrico.

En relación con las responsabilidades, la compareciente evitó identificar responsables concretos, si 
bien señaló la posibilidad de que se hayan producido incumplimientos por parte de agentes del sistema, 
cuya determinación corresponderá a los expedientes en curso. A este respecto, advirtió de la existencia de 
un régimen sancionador que podría implicar multas de elevada cuantía, situando la capacidad sancionadora 
de la CNMC como un elemento central en la corrección de posibles disfunciones del sistema.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, mantuvo una posición de estricta neutralidad 
institucional, desvinculando el análisis del apagón de valoraciones políticas y situando el debate en el 
ámbito técnico y regulatorio.

En cuanto a la actuación de la CNMC tras el apagón, explicó que el organismo activó de manera 
inmediata sus mecanismos de seguimiento, participando en los órganos de coordinación, manteniendo 
contacto con los operadores y realizando labores de supervisión durante la reposición del sistema, lo que 
pone de relieve su papel activo en la gestión institucional de la crisis.

En relación con las medidas a adoptar, señaló la futura emisión de un informe público con conclusiones 
y recomendaciones, el posible refuerzo de los mecanismos regulatorios, una mayor intensidad en la 
supervisión del sistema y la necesidad de avanzar en el desarrollo de interconexiones internacionales, 
destacando la posición de España como sistema con limitada interconexión en el contexto europeo.

En síntesis, la comparecencia de Cani Fernández Vicién se caracteriza por un enfoque 
institucional y prudente, que sitúa el apagón como un evento complejo en fase de investigación, 
refuerza el papel de la CNMC como garante del cumplimiento normativo y deja abierta la posible 
existencia de incumplimientos por parte de agentes del sistema, cuya determinación deberá 
realizarse en el marco de los procedimientos regulatorios correspondientes.

Rocío Prieto González (Directora de Energía de la CNMC)

Comparecencia de 27 de noviembre de 2025

En el transcurso de su intervención, la compareciente señaló que la CNMC no había emitido en ese 
momento un informe definitivo sobre el incidente, encontrándose en fase de análisis técnico, y subrayó que 
su actuación se orienta fundamentalmente a la elaboración de propuestas normativas y a la supervisión 
del correcto funcionamiento de los mercados y las redes, más que a la determinación inmediata de causas 
concretas.

Asimismo, explicó que la CNMC ejerce funciones de carácter técnico-regulatorio, incluyendo la 
supervisión de los mercados eléctricos, el control de inversiones en redes y la instrucción de expedientes, 
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pero no interviene en la operación directa del sistema eléctrico ni en la gestión en tiempo real de incidencias, 
lo que delimita su ámbito de actuación en relación con el apagón.

En relación con las responsabilidades, la compareciente evitó pronunciarse sobre la existencia de 
responsables concretos, remitiendo cualquier conclusión a los informes en curso y a los procedimientos 
regulatorios que puedan derivarse de los mismos. En este sentido, mantuvo una posición de prudencia 
institucional, sin realizar atribuciones en el plano técnico ni político.

Por lo que respecta al impacto del apagón, indicó que la CNMC no disponía de una estimación propia 
del coste económico del incidente, remitiendo a otras fuentes externas, y señaló que los mecanismos de 
reclamación para los consumidores existen dentro del marco regulatorio, si bien no asumió una competencia 
directa en su gestión.

En cuanto a las medidas a adoptar, apuntó a la necesidad de continuar desarrollando el marco normativo 
del sistema eléctrico, adaptándolo a las nuevas condiciones derivadas del mix energético y reforzando los 
instrumentos regulatorios que permitan mejorar la supervisión y el funcionamiento del sistema.

En síntesis, la comparecencia de Rocío Prieto González se caracteriza por un enfoque 
institucional y prudente, centrado en delimitar el papel de la CNMC como regulador, evitando la 
atribución de responsabilidades en ausencia de un informe definitivo y situando el énfasis en la 
necesidad de avanzar en el desarrollo normativo del sistema eléctrico.

V.1.4. Administración General del Estado

Las comparecencias de los representantes de la Administración General del Estado, y en particular de 
la Vicepresidenta Tercera del Gobierno, fijan la posición oficial del Ejecutivo en relación con el apagón.

Se sostuvo que el incidente fue un evento multifactorial originado por problemas de sobretensión, 
descartando expresamente su vinculación con déficits de inercia o con el modelo de generación.

Asimismo, se afirmó de forma categórica la inexistencia de alertas previas o conocimiento 
anticipado, defendiendo la ausencia de previsibilidad del evento.

En relación con el marco normativo, se insistió en la suficiencia de las herramientas regulatorias 
existentes, apoyándose en los informes técnicos disponibles, y situando el problema en el ámbito operativo 
del sistema.

Por lo que respecta a las responsabilidades, se rechazó su atribución, apelando a la prudencia jurídica 
y a la falta de conclusiones en los informes.

Finalmente, se defendió la validez del modelo energético vigente, en particular del PNIEC, planteando 
las medidas futuras en términos de ajustes y evolución del sistema, sin cuestionar su diseño estructural.

En conjunto, estas comparecencias configuran un marco basado en la despolitización del incidente 
y la defensa del modelo energético, trasladando el foco hacia el ámbito técnico-operativo.

Sara Aagesen Muñoz (Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra para la Transición Ecológica y 
el Reto Demográfico)

Comparecencia de 23 de marzo de 2026

En el transcurso de su intervención, la compareciente sostuvo que el incidente tuvo un origen 
multifactorial, identificando como elemento central un fenómeno de sobretensión, y descartando 
expresamente que la causa del apagón estuviera vinculada a problemas de inercia del sistema o a la falta 
de generación síncrona.

Asimismo, afirmó de manera categórica que no existieron alertas previas ni conocimiento anticipado 
por parte del Gobierno sobre un riesgo inminente de colapso del sistema eléctrico, defendiendo, por tanto, 
la ausencia de previsibilidad del evento en su configuración concreta.

En relación con el marco regulatorio, la Vicepresidenta señaló que el sistema disponía de normas, 
herramientas y mecanismos suficientes para garantizar su funcionamiento, apoyándose en las 
conclusiones coincidentes de los informes técnicos disponibles. En este sentido, situó el origen del incidente 
en el ámbito operativo, y no en deficiencias estructurales del marco normativo o del diseño del sistema.

Por lo que respecta a la atribución de responsabilidades, la compareciente rechazó identificar 
responsables concretos, apelando a la necesidad de un análisis técnico riguroso y a la ausencia de 
conclusiones en tal sentido por parte de los informes disponibles. Asimismo, subrayó la distinción entre la 
función de definición de la política energética, atribuida al Gobierno, y la operación del sistema eléctrico, 
que corresponde al operador del sistema.
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En cuanto al modelo energético, defendió la validez de la planificación vigente, en particular del Plan 
Nacional Integrado de Energía y Clima (PNIEC), destacando su carácter participativo y su alineación con 
los objetivos europeos, sin reconocer fallos estructurales en su diseño.

En relación con las medidas a adoptar, apuntó a la necesidad de continuar desarrollando el sistema 
eléctrico, especialmente en ámbitos como el almacenamiento energético y la evolución regulatoria, situando 
dichas actuaciones en una lógica de mejora continua y adaptación, y no de cambio de modelo.

En síntesis, la comparecencia de la Vicepresidenta Tercera fija la posición del Gobierno en tres 
elementos fundamentales:

• La consideración del apagón como un evento técnico complejo y no como un fallo del 
modelo energético.

• La afirmación de la inexistencia de alertas previas y, por tanto, de previsibilidad del incidente.
• La defensa de la suficiencia del marco normativo, situando el foco en el ámbito operativo 

del sistema.

Esta posición configura un marco interpretativo basado en la despolitización del incidente, 
apoyado en la evidencia técnica disponible y orientado a desvincular el origen del apagón de 
decisiones de carácter político.

Joan Groizard Payeras (Secretario de Estado de Energía)

Comparecencia de 4 de diciembre de 2025

En el transcurso de su intervención, el compareciente sostuvo que el apagón no fue consecuencia del 
modelo energético ni de la penetración de energías renovables, sino de un fallo en el control dinámico de tensión 
dentro del sistema eléctrico. En este sentido, rechazó expresamente que el incidente estuviera vinculado a 
problemas de inercia, a desequilibrios entre oferta y demanda o a la composición del mix energético.

Asimismo, afirmó que el sistema eléctrico disponía de herramientas suficientes antes del apagón y que 
no existían alertas previas que anticiparan un riesgo sistémico inminente, situando el origen del incidente en 
un fenómeno multifactorial en cascada asociado a una sobretensión no prevista en los modelos habituales 
de operación.

En relación con las causas concretas, señaló el comportamiento inadecuado de determinados 
elementos de generación, en particular en lo relativo al control de tensión, apuntando a una respuesta 
insuficiente de instalaciones que debían contribuir a la estabilidad del sistema. De este modo, situó el foco 
en el funcionamiento efectivo del sistema y en el cumplimiento de las obligaciones técnicas por parte de los 
agentes, más que en el diseño del modelo energético.

Por lo que respecta a las responsabilidades, el compareciente no identificó responsables políticos, 
defendiendo que las decisiones sobre el mix energético no corresponden directamente al Gobierno, sino 
que se determinan a través del mercado eléctrico, y subrayando la separación entre política energética y 
operación del sistema.

En cuanto al modelo energético, defendió su validez y su alineación con los objetivos europeos, 
destacando el papel de las energías renovables como una oportunidad económica e industrial, y rechazando 
los planteamientos que vinculan la transición energética con una pérdida de seguridad del sistema.

En relación con las medidas adoptadas tras el apagón, señaló la necesidad de reforzar el control de 
tensión, incorporar plenamente las energías renovables a los servicios de ajuste del sistema, desarrollar 
capacidades de almacenamiento, avanzar en la implantación de compensadores síncronos y reforzar la 
supervisión por parte de la CNMC, así como mejorar la planificación de redes.

Asimismo, apoyó sus conclusiones en los informes técnicos disponibles, destacando la coincidencia con 
el análisis del informe europeo, al que atribuyó un valor de validación externa de la interpretación del Gobierno.

En síntesis, la comparecencia de Joan Groizard Payeras fija la posición del Gobierno en tres 
elementos fundamentales:

• La consideración del apagón como un fallo técnico vinculado al control de tensión y al 
comportamiento de los agentes.

• La defensa de la suficiencia del marco normativo previo al incidente.
• La desvinculación del apagón del modelo energético y de cualquier responsabilidad política 

directa.
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Manuel García Hernández (Director General de Política Energética y Minas del Gobierno de España)

Comparecencia de 23 de octubre de 2025

En el transcurso de su intervención, el compareciente situó el apagón del 28 de abril de 2025 
dentro de un contexto más amplio de transformación del sistema energético, caracterizado por una 
elevada incertidumbre tecnológica y por la creciente complejidad derivada de la integración de nuevas 
tecnologías como el almacenamiento, el hidrógeno o los biocombustibles. En este sentido, defendió que 
la política energética debe construirse con una visión de largo plazo, evitando respuestas coyunturales o 
excesivamente centradas en la búsqueda de responsabilidades inmediatas.

Asimismo, subrayó que el foco del análisis debe situarse en la identificación de fallos del sistema y en la 
aplicación de soluciones que permitan mejorar su funcionamiento, más que en una lógica de culpabilización 
política. En esta línea, planteó que el apagón debe interpretarse como una oportunidad para introducir 
mejoras estructurales en el sistema eléctrico.

En relación con el funcionamiento del sistema, el compareciente señaló la existencia de problemas 
estructurales en el diseño del mercado eléctrico, especialmente en un contexto de creciente penetración de 
tecnologías con coste marginal cero, lo que, a su juicio, requiere una revisión profunda de los mecanismos 
de mercado, incluyendo el desarrollo de mercados de capacidad y la adaptación de los instrumentos 
regulatorios.

Asimismo, destacó la necesidad de mejorar la transparencia del sistema eléctrico, en particular en lo 
relativo a la factura energética y a la información disponible para los consumidores, así como de reforzar 
la gobernanza del sistema para evitar posibles conflictos de interés y garantizar un funcionamiento más 
eficiente.

Por lo que respecta a las responsabilidades, el compareciente evitó identificar responsables concretos, 
manteniendo una posición institucional orientada a la mejora del sistema. En este sentido, no atribuyó 
responsabilidades políticas directas, si bien dejó implícita la existencia de déficits estructurales en el diseño 
regulatorio y de mercado, que requieren una revisión y actualización en el contexto actual.

En cuanto a las medidas a adoptar, planteó la necesidad de reformar el mercado eléctrico para adaptarlo 
a la nueva realidad tecnológica, mejorar los mecanismos de capacidad, incrementar la transparencia del 
sistema, facilitar el acceso a la información, incluido el autoconsumo, revisar la gobernanza del sistema 
energético y establecer un marco que favorezca la inversión y evite la pérdida de atractivo de España frente 
a otros países.

En síntesis, la comparecencia de Manuel García Hernández aporta una visión estructural del 
sistema energético, centrada en la necesidad de reformas de largo plazo, en la mejora del diseño 
de mercado y en la adaptación del marco regulatorio, evitando la atribución de responsabilidades 
políticas directas y orientando el análisis hacia la identificación de soluciones y la mejora del 
sistema.

Loreto Gutiérrez Hurtado (Directora del Departamento de Seguridad Nacional del Gabinete de la 
Presidencia del Gobierno)

Comparecencia de 12 de enero de 2026

En el transcurso de su intervención, la compareciente sostuvo que el Departamento de Seguridad 
Nacional no disponía de información previa que permitiera anticipar un riesgo de apagón generalizado, 
señalando que no se detectaron indicios de una crisis inminente en el suministro eléctrico antes de la 
ocurrencia del incidente. En este sentido, defendió que la ausencia de anticipación no obedeció a un fallo 
del sistema, sino a la inexistencia de información que permitiera prever un evento de estas características.

Asimismo, explicó que el análisis del apagón se llevó a cabo a través de un comité de carácter 
interministerial, en el que participaron distintos departamentos y expertos, manifestando su conformidad 
con las conclusiones alcanzadas en dicho informe. En este contexto, situó el enfoque del Departamento en 
una dimensión institucional y de coordinación, más que en el análisis técnico detallado del sistema eléctrico.

En relación con los riesgos asociados al sistema energético, incluyendo la ciberseguridad, la 
compareciente evitó realizar valoraciones cuantitativas concretas, remitiéndose a los órganos especializados 
y a los informes generales existentes, y señalando la existencia de estructuras como el Consejo de 
Seguridad Nacional y sus órganos dependientes para la gestión de estos riesgos.
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Por lo que respecta a las responsabilidades, no identificó responsables concretos ni reconoció 
fallos específicos en la actuación del Departamento, manteniendo una posición institucional basada 
en la explicación de los procedimientos existentes y en la defensa del funcionamiento ordinario de los 
mecanismos de seguridad nacional.

En relación con las responsabilidades políticas, no reconoció la existencia de las mismas en el 
ámbito de su competencia, insistiendo en que no existía información previa que hubiera permitido activar 
mecanismos extraordinarios de respuesta.

En cuanto a las medidas a adoptar, anunció la elaboración de una hoja de ruta orientada a reforzar la 
resiliencia del sistema, así como el fortalecimiento de los centros de crisis ministeriales y de los mecanismos 
de coordinación interministerial, con el objetivo de mejorar la capacidad de respuesta ante futuros eventos.

En síntesis, la comparecencia de Loreto Gutiérrez Hurtado refuerza la interpretación del 
apagón como un evento no anticipable desde el ámbito de la seguridad nacional, defendiendo el 
funcionamiento de los mecanismos institucionales existentes y situando el foco en la mejora de la 
resiliencia y de la coordinación como elementos clave para el futuro.

V.1.5. Empresas del sector eléctrico

Las empresas del sector eléctrico pusieron de relieve la complejidad del sistema y la necesidad de 
analizar el incidente desde una perspectiva integral y no simplificada.

En sus intervenciones, señalaron que el apagón estuvo asociado a problemas de estabilidad y control 
del sistema, destacando el papel del comportamiento de los activos en situaciones de perturbación.

Asimismo, algunas comparecencias apuntaron a la existencia de incertidumbres operativas 
y limitaciones en la coordinación, así como a la necesidad de mejorar la gestión de la tensión y la 
integración de las distintas tecnologías.

En relación con las responsabilidades, se evitó su atribución directa, si bien se deslizaron referencias 
a posibles deficiencias en la operación del sistema y en la interacción entre agentes.

Las empresas defendieron, en términos generales, la neutralidad tecnológica del sistema, 
rechazando la atribución del incidente a una tecnología concreta.

En síntesis, sus aportaciones inciden en la interdependencia de los agentes y en la necesidad de 
mejorar la coordinación y el funcionamiento efectivo del sistema.

Marta Castro Pérez-Chirinos (Directora de Regulación de AELEC)

Comparecencia de 18 de septiembre de 2025

En el transcurso de su intervención, la compareciente sostuvo que el apagón fue consecuencia de un 
fallo en el control de tensión en un contexto de insuficiente capacidad síncrona acoplada, defendiendo que el 
sistema disponía de recursos suficientes, pero que estos no fueron utilizados de manera adecuada. En este 
sentido, afirmó que el incidente no se debió a la penetración de energías renovables ni al comportamiento 
de las instalaciones de generación, rechazando cualquier responsabilidad de los generadores o de plantas 
concretas.

Asimismo, señaló la existencia de problemas estructurales previos en el sistema, destacando un 
incremento progresivo de situaciones de sobretensión desde años anteriores, así como la existencia de 
incidencias y señales previas en los días anteriores al apagón que, a su juicio, no fueron gestionadas 
adecuadamente. En este contexto, describió el evento como evitable, utilizando la expresión de que se 
trataba de una «muerte anunciada».

En relación con el funcionamiento del sistema, la compareciente defendió que Red Eléctrica dispone 
de capacidad para modificar el mix en tiempo real mediante la aplicación de restricciones técnicas, y que 
la responsabilidad principal del incidente recae en la falta de previsión y en la gestión operativa del sistema 
por parte del operador.

Por lo que respecta a las responsabilidades, atribuyó de forma principal la responsabilidad a Red 
Eléctrica como operador del sistema, al considerar que no se adoptaron las decisiones necesarias para 
garantizar la seguridad del sistema en las condiciones existentes. En cambio, sostuvo que los generadores 
cumplieron con la normativa vigente y que las desconexiones registradas deben interpretarse como 
mecanismos de protección frente a condiciones anómalas, y no como la causa del apagón.



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES
SENADO

Núm. 403 Pág. 9724 de abril de 2026

 c
ve

: B
O

C
G

_D
_1

5_
40

3_
34

18

En relación con las responsabilidades políticas, no realizó una atribución directa, si bien dejó implícita 
la existencia de posibles déficits en la planificación, regulación y supervisión del sistema, apuntando a una 
dimensión estructural del problema.

En cuanto a las medidas a adoptar, planteó la necesidad de incrementar la capacidad síncrona en 
operación, mejorar su distribución territorial, actualizar la regulación para permitir una mayor participación 
de las energías renovables en el control dinámico de tensión, reforzar los criterios de operación del sistema 
y avanzar en una mayor transparencia en la información del operador.

En síntesis, la comparecencia de Marta Castro Pérez-Chirinos ofrece una interpretación del 
apagón centrada en la operación del sistema y en la actuación del operador, defendiendo que el 
incidente fue evitable y que existían señales previas no gestionadas adecuadamente, en contraste 
con otras interpretaciones que destacan el carácter excepcional e imprevisible del evento.

José Damián Bogas Gálvez (Consejero Delegado de Endesa)

Comparecencia de 12 de febrero de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente señaló que el sistema eléctrico operaba conforme 
a la normativa vigente antes del apagón, enmarcando el incidente dentro de la complejidad inherente al 
funcionamiento del sistema y evitando identificar una causa única que explicara el evento. En este sentido, 
defendió que la compañía cumplió en todo momento con sus obligaciones regulatorias y técnicas.

Asimismo, afirmó que Endesa colaboró plenamente con las autoridades y con el comité de análisis, 
remitiendo toda la información requerida y rechazando cualquier insinuación de falta de transparencia o de 
ocultación de datos por parte de la empresa. En esta línea, insistió en que la información relevante sobre 
el incidente es la contenida en los informes oficiales disponibles.

En relación con las responsabilidades, el compareciente no atribuyó responsabilidad directa a Endesa 
ni a las empresas generadoras, señalando que el funcionamiento del sistema eléctrico no depende de 
decisiones individuales de una sola compañía, sino de la interacción de múltiples agentes dentro de un 
marco regulatorio común. De este modo, evitó la personalización de responsabilidades y remitió cualquier 
análisis a las conclusiones de los informes técnicos.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, mantuvo una posición neutral, sin entrar en 
valoraciones de carácter político ni en el debate sobre el modelo energético.

En cuanto al impacto económico del apagón y de las medidas adoptadas con posterioridad, destacó el 
efecto significativo del denominado modo reforzado en la cuenta de resultados de la compañía, estimando 
un impacto neto aproximado de 200 millones de euros, parcialmente compensado por ingresos adicionales, 
pero sin llegar a cubrir la totalidad de los costes asumidos. En este sentido, puso de relieve la importancia de 
evaluar adecuadamente los mecanismos de compensación y el funcionamiento del sistema en situaciones 
excepcionales.

En relación con las medidas a futuro, apuntó a la necesidad de mejorar los mecanismos de ajuste del 
sistema, evaluar los costes asociados a las decisiones operativas adoptadas tras el apagón y mantener un 
marco regulatorio estable que proporcione certidumbre a los agentes del sector.

En síntesis, la comparecencia de José Damián Bogas Gálvez refleja la posición de una de las 
principales empresas del sector eléctrico, caracterizada por la defensa de su actuación conforme 
a normativa, la ausencia de atribución de responsabilidades propias, el reconocimiento de la 
complejidad del sistema y la preocupación por el impacto económico de las medidas adoptadas 
tras el apagón.

Mario Ruiz-Tagle Larraín (Consejero Delegado de Iberdrola España)

Comparecencia de 12 de febrero de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente explicó algunos de los episodios técnicos 
ocurridos durante el apagón, haciendo referencia, entre otros, a un incidente en la subestación de Huéneja 
(Granada), donde se produjo una desconexión de generación como consecuencia de una sobretensión, que 
derivó en la formación de una «isla eléctrica» y su posterior caída por falta de demanda. En este sentido, 
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defendió que estos comportamientos responden a fenómenos técnicos complejos y no a actuaciones 
indebidas por parte de las instalaciones.

Asimismo, sostuvo que la causa principal del apagón debe situarse en un error de planificación del 
sistema eléctrico, señalando la existencia de una insuficiencia de elementos adecuados para el control 
de la tensión y una presencia limitada de generación síncrona en operación en el momento del incidente. 
De este modo, planteó una interpretación que pone el foco en la configuración del sistema más que en la 
concurrencia de múltiples factores.

En relación con el funcionamiento del sistema, el compareciente defendió la necesidad de mantener 
un equilibrio adecuado entre energías renovables y tecnologías capaces de aportar inercia y estabilidad, 
afirmando que ningún sistema eléctrico puede operar de forma segura exclusivamente con generación 
renovable en el estado actual de la tecnología. En esta línea, introdujo el concepto de «descompensación 
del mix» como elemento explicativo de la vulnerabilidad del sistema.

Asimismo, destacó el papel de la energía nuclear como tecnología relevante para la estabilidad del 
sistema, señalando su contribución en términos de inercia y seguridad, si bien evitó vincular de forma 
directa su eventual reducción con el apagón concreto.

Por lo que respecta a las responsabilidades, el compareciente no atribuyó responsabilidades a 
empresas concretas, si bien situó implícitamente el origen del problema en el ámbito de la planificación y 
configuración del sistema eléctrico. En relación con las responsabilidades políticas, no formuló acusaciones 
directas, aunque su planteamiento introduce una crítica estructural al diseño del sistema.

En cuanto a las medidas a adoptar, planteó la necesidad de mejorar la planificación del sistema 
eléctrico, garantizar una presencia suficiente de generación síncrona, reforzar los mecanismos de control de 
tensión y mantener tecnologías que aporten estabilidad al sistema, en un contexto de transición energética.

En síntesis, la comparecencia de Mario Ruiz-Tagle Larraín ofrece una interpretación del 
apagón centrada en la planificación del sistema y en el equilibrio del mix energético, introduciendo 
una visión que pone el énfasis en la necesidad de garantizar condiciones técnicas adecuadas 
para la estabilidad del sistema, en contraste con otras interpretaciones que destacan el carácter 
multifactorial del evento.

V.1.6. Asociaciones sectoriales energéticas

Las asociaciones sectoriales comparecientes centraron sus intervenciones en la defensa de los 
intereses de sus respectivos ámbitos, aportando una visión técnica y sectorial del incidente.

De forma general, coincidieron en señalar que el apagón no puede atribuirse a una única causa, 
destacando la importancia del comportamiento de los activos y de las condiciones operativas del 
sistema.

En el caso de las asociaciones vinculadas a las energías renovables, se rechazó la relación entre 
estas tecnologías y el origen del incidente, defendiendo su compatibilidad con la seguridad del sistema.

Por su parte, asociaciones de otros ámbitos energéticos pusieron el acento en la necesidad de 
garantizar determinadas capacidades técnicas del sistema, incluyendo elementos asociados a la 
estabilidad y la gestión de la tensión.

En conjunto, estas comparecencias reflejan la existencia de posiciones sectoriales diferenciadas, 
si bien coinciden en la necesidad de reforzar el sistema y mejorar su adaptación a un entorno energético 
en transformación.

José Donoso Alonso (Director General de la Unión Española Fotovoltaica (UNEF))

Comparecencia de 19 de febrero de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente negó de forma clara que el sector fotovoltaico 
fuera responsable del apagón, afirmando que ni el operador del sistema ni los informes oficiales atribuyen 
al conjunto de las energías renovables una responsabilidad directa en el incidente. En este sentido, rechazó 
las interpretaciones simplistas que vinculan el apagón con la alta penetración de renovables.

Asimismo, señaló que el sistema eléctrico debe entenderse como un conjunto complejo en el que 
interactúan múltiples factores, defendiendo que el apagón no puede explicarse por una única causa ni por 
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el comportamiento de una tecnología concreta. En esta línea, insistió en que el problema debe abordarse 
desde una perspectiva sistémica y no tecnológica.

En relación con el funcionamiento del sistema, el compareciente defendió que las energías renovables 
pueden operar de forma segura y contribuir a la estabilidad del sistema siempre que exista una adecuada 
planificación, regulación y adaptación tecnológica. Asimismo, introdujo la necesidad de avanzar en la 
integración de estas tecnologías mediante el desarrollo de herramientas como el almacenamiento energético 
y la mejora de los mecanismos de control del sistema.

Por lo que respecta a las responsabilidades, rechazó cualquier atribución al sector fotovoltaico, si bien 
admitió la posibilidad de que puedan producirse eventos puntuales en instalaciones concretas, sin que ello 
suponga una responsabilidad sectorial. En este sentido, situó el origen del problema en el funcionamiento 
global del sistema y no en una tecnología específica.

En relación con las responsabilidades políticas, mantuvo una posición prudente, evitando la 
confrontación y rechazando la instrumentalización política del apagón, insistiendo en la necesidad de un 
análisis técnico basado en evidencia.

En cuanto a las medidas a adoptar, señaló la importancia de mejorar la integración de las energías 
renovables en el sistema eléctrico, desarrollar capacidades de almacenamiento, reforzar la planificación del 
sistema y avanzar en la adaptación del marco regulatorio a la nueva realidad energética.

En síntesis, la comparecencia de José Donoso Alonso refuerza la interpretación del apagón 
como un evento de carácter sistémico y multifactorial, descartando la responsabilidad de las 
energías renovables y subrayando la necesidad de abordar el análisis desde una perspectiva 
técnica e integral.

Juan Virgilio Márquez López (Director General de la Asociación Empresarial Eólica (AEE))

Comparecencia de 19 de febrero de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente rechazó de forma expresa que la energía 
eólica fuera responsable del apagón, señalando que el problema no debe atribuirse a una tecnología 
concreta, sino al funcionamiento global del sistema eléctrico. En este sentido, insistió en que la estabilidad 
del sistema depende de la interacción de múltiples elementos y de las condiciones técnicas en las que 
operan.

Asimismo, defendió que las energías renovables, incluida la eólica, pueden operar de manera segura 
y contribuir a la estabilidad del sistema siempre que existan las herramientas adecuadas de control, como 
mecanismos eficaces de regulación de tensión, aportación de inercia y sistemas de almacenamiento. En 
esta línea, subrayó la necesidad de adaptar el sistema eléctrico a la nueva realidad tecnológica derivada 
de la transición energética.

En relación con las causas del apagón, el compareciente sostuvo que se trata de un problema de 
carácter sistémico y no tecnológico, rechazando las interpretaciones que vinculan el incidente con el peso 
de las energías renovables en el mix energético. De este modo, planteó que el foco debe situarse en el 
diseño, la planificación y la operación del sistema en su conjunto.

Por lo que respecta a las responsabilidades, no identificó agentes concretos, si bien apuntó de forma 
general a la necesidad de mejorar la planificación y el diseño del sistema eléctrico, evitando atribuciones 
directas tanto a empresas como a tecnologías específicas.

En relación con las responsabilidades políticas, mantuvo una posición prudente, evitando acusaciones 
directas y situando el debate en el plano técnico y estructural del sistema.

En cuanto a las medidas a adoptar, señaló la necesidad de reforzar el control de tensión, desarrollar 
capacidades de almacenamiento, mejorar la planificación del mix energético y avanzar en la adaptación 
tecnológica del sistema, con el objetivo de garantizar su estabilidad en un contexto de creciente penetración 
renovable.

En síntesis, la comparecencia de Juan Virgilio Márquez López refuerza la interpretación del 
apagón como un evento de carácter sistémico, descartando la responsabilidad de las energías 
renovables y subrayando la necesidad de adaptar el sistema eléctrico para integrar de manera 
segura las nuevas tecnologías.
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José María González Moya (Director General de la Asociación de Empresas de Energías Renovables 
(APPA Renovables))

Comparecencia de 5 de marzo de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente rechazó de forma expresa que el apagón pueda 
atribuirse a una tecnología concreta, insistiendo en que se trata de un problema de carácter sistémico 
que no admite explicaciones simplistas. En este sentido, se alineó con otras asociaciones del sector al 
defender que las energías renovables no son responsables del incidente, situando el foco en el diseño y 
funcionamiento global del sistema eléctrico.

Asimismo, defendió el papel estratégico de las energías renovables en el sistema energético español, 
subrayando su contribución tanto a la seguridad de suministro como al desarrollo económico e industrial 
del país. En particular, destacó la capacidad de España para desarrollar y fabricar tecnología vinculada al 
sector, rechazando la idea de una dependencia tecnológica exterior total y aportando una dimensión de 
soberanía energética e industrial al debate.

En relación con las causas del apagón, el compareciente sostuvo que deben analizarse desde una 
perspectiva integral del sistema, evitando atribuciones parciales o centradas en tecnologías específicas. 
De este modo, apuntó a la necesidad de mejorar la planificación y la integración de las renovables en el 
sistema eléctrico como elemento clave para reforzar su estabilidad.

Por lo que respecta a la atribución de responsabilidades, no identificó agentes concretos, manteniendo 
una posición prudente y técnica, si bien dejó implícita la necesidad de avanzar en el diseño del sistema para 
adaptarlo al nuevo contexto energético.

En cuanto a las responsabilidades políticas, evitó posicionamientos explícitos, situando el debate en 
el ámbito de la mejora del sistema más que en la atribución de culpabilidades.

En relación con las medidas a adoptar, señaló la necesidad de reforzar la integración de las energías 
renovables, desarrollar capacidades industriales nacionales asociadas al sector, y avanzar en la mejora del 
sistema eléctrico para garantizar su seguridad y resiliencia en un contexto de transición energética.

En síntesis, la comparecencia de José María González Moya refuerza la interpretación del 
apagón como un fenómeno de carácter sistémico, descartando la responsabilidad de las energías 
renovables y aportando, además, una dimensión estratégica al subrayar el papel del sector como 
motor de desarrollo industrial y de autonomía energética.

Ignacio Araluce Letamendía (Presidente del Foro Nuclear)

Comparecencia de 5 de marzo de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente defendió que la energía nuclear desempeña 
un papel relevante en la estabilidad del sistema eléctrico, al aportar inercia, potencia firme y capacidad de 
regulación, elementos que contribuyen a la seguridad de suministro. En este sentido, subrayó que el debate 
no debe centrarse en una tecnología concreta, sino en el equilibrio global del mix energético.

Asimismo, planteó que el apagón no puede explicarse por una causa única, sino que responde a 
desequilibrios en el funcionamiento del sistema, introduciendo la idea de que la configuración del mix 
energético puede influir en su comportamiento y estabilidad. No obstante, evitó identificar responsables 
concretos del incidente, manteniendo un enfoque técnico y prudente.

En relación con las responsabilidades, el compareciente no señaló agentes específicos, si bien dejó 
implícita la existencia de factores estructurales vinculados a la planificación energética y a la evolución del 
sistema eléctrico en el contexto de la transición energética.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, no formuló acusaciones directas, aunque su 
intervención sugiere que las decisiones en materia de política energética pueden tener efectos sobre la 
estabilidad del sistema, especialmente en lo relativo al peso de las distintas tecnologías en el mix.

En cuanto a las medidas a adoptar, destacó la necesidad de mantener tecnologías que aporten 
inercia y respaldo firme al sistema, como la energía nuclear, así como de mejorar la planificación del mix 
energético y avanzar en el desarrollo de soluciones de almacenamiento que contribuyan a la estabilidad 
del sistema.
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Asimismo, introdujo una dimensión adicional en el análisis al señalar los riesgos asociados a la 
dependencia tecnológica exterior, especialmente en relación con determinadas tecnologías vinculadas a la 
transición energética, incorporando así un elemento geopolítico al debate energético.

En síntesis, la comparecencia de Ignacio Araluce Letamendía aporta una visión centrada en 
la necesidad de equilibrio del sistema eléctrico, defendiendo el papel de la energía nuclear como 
elemento de estabilidad, sin atribuir responsabilidades directas por el apagón y situando el debate 
en el plano estructural del diseño del mix energético.

V.1.7. Otros agentes económicos y sociales

Las comparecencias de otros agentes económicos y sociales aportaron una perspectiva centrada en 
las consecuencias del apagón y en la resiliencia del sistema eléctrico.

Se puso de relieve el impacto del incidente sobre la actividad económica y los servicios, destacando 
la importancia de garantizar la continuidad del suministro y la seguridad del sistema.

Asimismo, se subrayó la necesidad de mejorar la coordinación institucional, la transparencia y la 
comunicación, así como de reforzar los mecanismos de prevención y respuesta ante situaciones de crisis.

Estas intervenciones no se centraron en la atribución de responsabilidades técnicas, sino en la 
necesidad de fortalecer el sistema desde una perspectiva global, incluyendo sus implicaciones 
económicas y sociales.

Carlos Navalpotro Fuster (Presidente de la Asociación de Empresas con Gran Consumo de 
Energía (AEGE))

Comparecencia de 4 de febrero de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente describió un impacto económico significativo 
derivado del apagón, cifrado en más de 25 millones de euros entre daños operativos y lucro cesante 
para las empresas asociadas. En este sentido, subrayó que el problema no se limitó a la interrupción del 
suministro eléctrico, sino que se vio agravado por la duración del incidente, que en algunos casos superó 
las 14 horas, y por la ausencia de aviso previo, lo que dificultó la gestión de los procesos industriales y su 
posterior recuperación.

Asimismo, señaló que, en el momento de su comparecencia, no existía un conocimiento claro de las 
causas del apagón, lo que impedía determinar responsabilidades concretas o establecer reclamaciones 
por los daños sufridos. En este contexto, adoptó una posición prudente, evitando atribuciones directas y 
remitiéndose a los informes técnicos y a los procesos regulatorios en curso.

En relación con el funcionamiento del sistema eléctrico, el compareciente expresó su preocupación 
por la seguridad de suministro, así como por diversos problemas estructurales que afectan al sector 
industrial, entre los que destacó la insuficiencia de inversión en redes, las dificultades de acceso a la red 
para determinadas industrias y la existencia de episodios de sobretensión previos y posteriores al apagón.

Por lo que respecta a las responsabilidades políticas, evitó formular acusaciones directas, manteniendo 
un enfoque eminentemente económico e institucional, si bien puso de relieve la necesidad de mayor claridad 
y estabilidad en el marco regulatorio y en la actuación de las administraciones públicas.

En cuanto a las medidas a adoptar, defendió la necesidad de incrementar la inversión en infraestructuras 
de red, mejorar el acceso a la misma, garantizar un marco regulatorio estable y reducir los costes energéticos 
para la industria. Asimismo, subrayó la importancia de disponer de precios eléctricos predecibles y 
competitivos, señalando que el principal problema para el sector no es tanto el precio mayorista como el 
coste final de la electricidad.

Adicionalmente, introdujo el debate sobre el papel de determinadas tecnologías en la estabilidad del 
sistema, defendiendo la contribución de la energía nuclear como elemento de respaldo, si bien sin vincular 
de forma directa este aspecto con la causa del apagón.

En síntesis, la comparecencia de Carlos Antonio Navalpotro Fuster aporta una visión centrada en 
las consecuencias económicas del apagón, destacando su impacto en la industria electrointensiva 
y poniendo el foco en la necesidad de reforzar la seguridad de suministro, la inversión en redes y 
la estabilidad regulatoria, sin identificar responsabilidades concretas en relación con el origen del 
incidente.
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Ileana Izverniceanu (Directora de Comunicación de la Organización de Consumidores y Usuarios (OCU))

Comparecencia de 12 de marzo de 2026

En el transcurso de su intervención, la compareciente calificó el apagón como uno de los mayores 
fallos en materia de consumo, no solo por la interrupción del suministro eléctrico, sino también por lo que 
denominó un «apagón informativo» posterior, caracterizado por la falta de claridad sobre las causas del 
incidente y la ausencia de información suficiente para los afectados.

Asimismo, puso de relieve que una gran mayoría de consumidores, más del 90 %, no ha recibido 
compensación ni indemnización por los daños sufridos, destacando entre estos la pérdida de alimentos, 
averías en electrodomésticos y perjuicios derivados de servicios no prestados. En este sentido, subrayó 
que la falta de información y de determinación de responsabilidades dificulta de manera significativa el 
ejercicio del derecho a reclamar.

En relación con el marco de compensaciones, la compareciente distinguió entre los mecanismos 
de compensación automática, que corresponden a las empresas distribuidoras, y las indemnizaciones 
por daños, señalando que ambos presentan importantes deficiencias en su aplicación práctica. Asimismo, 
indicó que la complejidad de los procedimientos y la desinformación generalizada actúan como barreras 
que disuaden a los consumidores de iniciar reclamaciones.

Por lo que respecta a la atribución de responsabilidades, no identificó responsables técnicos concretos 
del apagón, si bien dirigió críticas hacia el conjunto del sistema institucional, señalando al Gobierno y a la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en relación con la falta de información, transparencia 
y mecanismos efectivos de protección al consumidor.

En cuanto a las responsabilidades políticas, su intervención incorpora una crítica implícita vinculada a 
la gestión posterior al apagón, especialmente en lo relativo a la comunicación, la protección de los derechos 
de los consumidores y la articulación de mecanismos ágiles de compensación.

En relación con las medidas a adoptar, propuso la actualización de los sistemas de compensación 
automática, la mejora de la información disponible para los consumidores, el establecimiento de 
procedimientos de reclamación más ágiles y accesibles, y el impulso de acciones colectivas que permitan 
defender los derechos de los afectados de manera más eficaz.

En síntesis, la comparecencia de Ileana Izverniceanu de la Iglesia aporta una visión centrada 
en el impacto social del apagón y en la desprotección percibida por los consumidores, destacando 
la necesidad de reforzar los mecanismos de información, compensación y defensa de derechos, 
sin entrar en la determinación de las causas técnicas del incidente.

V.1.8. Infraestructuras afectadas

La comparecencia relativa a infraestructuras afectadas permitió conocer el impacto del apagón sobre 
la red ferroviaria, así como las dificultades operativas derivadas del incidente.

Se puso de manifiesto la dependencia de múltiples infraestructuras críticas respecto al suministro 
eléctrico, evidenciando la necesidad de reforzar su capacidad de respuesta y resiliencia ante eventos 
de esta naturaleza.

Asimismo, se destacaron los efectos del apagón sobre la prestación de servicios, así como los 
mecanismos activados para la recuperación de la normalidad.

Esta intervención contribuye a contextualizar el incidente más allá del ámbito estrictamente eléctrico, 
poniendo de relieve su carácter transversal y su impacto sobre el conjunto del sistema socioeconómico.

Luis Pedro Marco de la Peña (Presidente del Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF))

Comparecencia de 3 de febrero de 2026

En el transcurso de su intervención, el compareciente se definió de manera clara como un agente 
afectado por un fallo en el suministro eléctrico, y no como un actor responsable de su origen. En este 
sentido, sostuvo que el problema radicó en la calidad del suministro recibido, que no pudo ser absorbido 
por las subestaciones frontera, lo que activó correctamente los sistemas de protección de ADIF.

Asimismo, defendió que los sistemas propios de la entidad funcionaron conforme a lo previsto, 
destacando que las protecciones actuaron adecuadamente para evitar daños mayores en la infraestructura 
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ferroviaria. Subrayó, además, que ADIF no tiene competencias sobre la calidad del suministro eléctrico, que 
corresponde a los operadores del sistema y a las empresas suministradoras.

En relación con los hechos previos al apagón, señaló que existieron episodios relevantes en los días 
anteriores, especialmente el 22 y el 24 de abril, de los que ADIF tuvo conocimiento a través de sus centros 
de control, si bien no estableció una relación causal directa entre dichos eventos y el apagón posterior.

El compareciente aportó también datos relevantes sobre el impacto del incidente, indicando 
que 135 trenes quedaron detenidos en plena vía y que aproximadamente 50.000 pasajeros no pudieron 
realizar su viaje. Asimismo, señaló que el restablecimiento completo del servicio se produjo de forma 
progresiva hasta el día 30 de abril, destacando la actuación coordinada de los distintos dispositivos de 
emergencia y evacuación.

Por lo que respecta a la atribución de responsabilidades, negó cualquier responsabilidad de ADIF en 
el origen del apagón y situó la eventual responsabilidad en los agentes encargados de garantizar la calidad 
del suministro eléctrico. En este sentido, indicó que será necesario determinar el causante del daño para 
poder reclamar los perjuicios sufridos, tanto en términos de infraestructuras como de servicio.

En relación con las responsabilidades políticas, el compareciente no identificó responsabilidades 
directas y rechazó expresamente vincular el apagón con la actuación del Gobierno, situando el análisis en 
el ámbito técnico del suministro eléctrico.

En cuanto a las medidas a adoptar, señaló la necesidad de revisar y reforzar los planes de contingencia 
y emergencia, mejorar los protocolos de atención a los pasajeros en situaciones de crisis, y avanzar en la 
resiliencia de determinadas infraestructuras críticas mediante soluciones como la redundancia en puntos 
sensibles de la red.

En síntesis, la comparecencia de Luis Pedro Marco de la Peña refuerza la consideración 
del apagón como un fallo de suministro eléctrico que afectó a múltiples infraestructuras críticas, 
subrayando que ADIF actuó conforme a sus protocolos y que su papel fue el de receptor de un 
incidente originado fuera de su ámbito de responsabilidad.

V.1.9. Síntesis global de las comparecencias

Del conjunto de las comparecencias se desprenden las siguientes conclusiones generales:

• Existe un amplio consenso en que el apagón fue un evento de carácter multifactorial.
• Se identifican problemas en el control de tensión como elemento recurrente en el análisis.
• No se acredita la existencia de una causa única ni de un único agente responsable.
• Se constata la existencia de debilidades estructurales del sistema eléctrico, especialmente en 

su adaptación al nuevo mix energético.
• Se pone de manifiesto la necesidad de reforzar la supervisión, la regulación y las herramientas 

operativas del sistema.

V.1.10. Elementos de consenso identificados en las comparecencias

Del análisis conjunto de las comparecencias se desprenden una serie de conclusiones coincidentes 
que configuran un núcleo sólido de interpretación compartida que son las siguientes:

• Naturaleza del apagón como un evento multifactorial y excepcional.
• Centralidad del control de tensión como elemento crítico.
• Ausencia de relación causal directa con las energías renovables.
• Existencia de un marco normativo y técnico suficiente.
• Ausencia de identificación de responsables únicos.

V.1.10.1. Naturaleza del apagón como un evento multifactorial y excepcional

Existe un consenso ampliamente mayoritario en que el apagón del 28 de abril de 2025 no puede 
atribuirse a una causa única, sino que responde a una concatenación de factores técnicos que interactuaron 
de forma encadenada.
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Esta interpretación ha sido sostenida, entre otros, por responsables del operador del sistema, expertos 
independientes, asociaciones sectoriales y miembros del Gobierno, que coinciden en calificar el evento como:

• Multifactorial.
• Complejo.
• De carácter excepcional.
• Difícilmente previsible en su configuración concreta.

V.1.10.2. Centralidad del control de tensión como elemento crítico

Un segundo elemento de consenso se sitúa en la identificación del control de tensión como factor 
determinante en el desarrollo del incidente.

Diversos comparecientes coinciden en señalar que:

• El sistema experimentó un fenómeno de sobretensión.
• Existieron dificultades en la absorción de potencia reactiva.
• Se produjeron respuestas no adecuadas por parte de determinados activos del sistema.

Este diagnóstico desplaza el foco explicativo desde variables como la inercia o el equilibrio del mix 
hacia el comportamiento efectivo de los sistemas de control y de los agentes obligados a prestar servicios 
técnicos esenciales.

V.1.10.3. Ausencia de relación causal directa con las energías renovables

Uno de los elementos más relevantes que emerge de las comparecencias es el rechazo generalizado 
a la atribución del apagón a la penetración de energías renovables.

Las principales asociaciones del sector, incluyendo UNEF, AEE y APPA, coinciden en señalar que:

• Las energías renovables no son responsables del apagón.
• El problema no reside en la tecnología, sino en su integración en el sistema.
• La explicación del evento debe buscarse en factores sistémicos y operativos.

V.1.10.4. Existencia de un marco normativo y técnico suficiente

Diversos comparecientes, especialmente desde el ámbito institucional, han señalado que el sistema 
eléctrico disponía de herramientas normativas y técnicas suficientes para garantizar su funcionamiento en 
condiciones normales.

En este sentido, se ha puesto de manifiesto que:

• Existían procedimientos operativos en vigor.
• Se contaba con mecanismos de supervisión y control.
• El marco regulatorio contemplaba los elementos necesarios para la gestión del sistema.

V.1.10.5. Ausencia de identificación de responsables únicos

Otro elemento ampliamente compartido es la ausencia de un responsable único del incidente.
La mayoría de los comparecientes coinciden en señalar que:

• No es posible atribuir el apagón a un único agente.
• La responsabilidad, en su caso, tendría carácter distribuido.
• Cualquier determinación concreta debe apoyarse en procesos técnicos y regulatorios en curso.

V.1.11. Principales divergencias identificadas entre los comparecientes

Junto a los elementos de consenso, el análisis de las comparecencias permite identificar determinadas 
divergencias interpretativas, que se concentran fundamentalmente en tres ámbitos:

• Interpretación del papel del operador del sistema.
• Debate sobre el equilibrio del mix energético.
• Evaluación de la anticipación del riesgo.
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V.1.11.1. Interpretación del papel del operador del sistema

Una de las principales líneas de divergencia se sitúa en la valoración del papel desempeñado por el 
operador del sistema.

Por un lado, responsables de Redeia y diversos expertos defienden que:

• La operación del sistema se ajustó a la normativa vigente.
• El incidente se produjo por comportamientos no esperados de otros agentes.
• No existió un fallo operativo directo imputable al operador.

Por otro lado, determinados comparecientes, especialmente desde el ámbito empresarial, han planteado:

• Posibles déficits en la previsión operativa.
• Insuficiente utilización de recursos disponibles.
• Configuraciones subóptimas del sistema en el momento del incidente.

No obstante, estas posiciones no alcanzan un consenso técnico suficiente ni están respaldadas de 
forma concluyente por los informes más completos, en particular el del panel europeo.

V.1.11.2. Debate sobre el equilibrio del mix energético

Una segunda divergencia se refiere al papel del mix energético en la estabilidad del sistema.
Algunos comparecientes han subrayado la importancia de mantener una componente suficiente de 

generación síncrona, destacando el papel de tecnologías como la nuclear en la estabilidad del sistema.
Sin embargo, estas posiciones no establecen una relación causal directa entre la configuración del mix 

y el apagón, limitándose a introducir consideraciones de carácter estructural sobre el diseño del sistema.
En este sentido, el conjunto de comparecencias permite concluir que el debate sobre el mix energético 

no constituye una explicación suficiente del incidente, sino un elemento de reflexión sobre la evolución 
futura del sistema.

V.1.11.3. Evaluación de la anticipación del riesgo

Finalmente, se identifican diferencias en la valoración de la existencia de señales previas o de la 
previsibilidad del evento.

Mientras que desde el ámbito institucional se sostiene que no existieron alertas claras que permitieran 
anticipar un apagón de estas características, otros comparecientes han señalado la existencia de episodios 
previos de inestabilidad o tensiones en el sistema.

No obstante, estas discrepancias no permiten concluir la existencia de una previsibilidad suficiente del 
evento en su configuración concreta, manteniéndose el carácter excepcional del mismo.

V.2. Documentación analizada

La Comisión ha podido acceder, entre otros, a los siguientes materiales:

• Informes técnicos elaborados por organismos nacionales e internacionales.
• Documentación operativa del sistema eléctrico.
• Normativa vigente y procedimientos de operación aplicables.
• Datos técnicos relativos al funcionamiento del sistema durante el incidente.

Particular relevancia ha tenido la documentación de carácter técnico, que ha permitido reconstruir 
con detalle la secuencia de eventos y analizar el comportamiento del sistema en condiciones de estrés. En 
especial los siguientes:

• Informe del Comité de Análisis promovido por el Consejo de Seguridad Nacional.
• Informe de la Comisión Nacional del Mercado de la Competencia.
• Informe del Panel Europeo de Experto.
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Seguidamente se hace un resumen del contenido de cada uno de esos informes:

V.2.1. Informe del Comité de Análisis

El informe del Comité de análisis del incidente del 28 de abril de 2025 constituye uno de los tres 
elementos técnicos de referencia para comprender lo ocurrido y permite fijar, con base objetiva, un marco 
interpretativo alejado de simplificaciones interesadas.

De su análisis se desprende con claridad que el apagón no responde a una causa única ni a un 
fallo puntual, sino a un proceso complejo de naturaleza multifactorial, en el que concurren diversos 
elementos técnicos y operativos que, al interactuar entre sí, desencadenaron un fenómeno de sobretensión 
que el sistema, en su conjunto, no fue capaz de contener en ese momento.

El informe sitúa en el centro del problema la insuficiente capacidad de control dinámico de la 
tensión, evidenciando que, en las condiciones concretas del sistema ese día, no se dispuso de todos 
los recursos necesarios ni de una respuesta plenamente eficaz por parte de todos los agentes obligados 
a contribuir a la estabilidad del sistema. Esta constatación es especialmente relevante, ya que apunta 
a limitaciones operativas reales en el funcionamiento del sistema eléctrico, más allá de cualquier 
planteamiento teórico sobre su robustez.

Asimismo, el Comité pone de manifiesto que el sistema ya venía registrando oscilaciones 
significativas en las horas previas, lo que indica que el evento no fue completamente abrupto, sino el 
resultado de una dinámica progresiva de inestabilidad que terminó derivando en un colapso en cascada. 
Este elemento resulta clave para entender que la gestión de estas señales y la capacidad de anticipación 
constituyen un ámbito esencial de mejora.

De igual modo, el informe descarta expresamente explicaciones simplistas o ajenas al ámbito técnico 
del sistema eléctrico, como la hipótesis de un ciberataque, centrando el origen del incidente en factores 
internos del propio funcionamiento del sistema.

En términos de responsabilidad, el informe no identifica un único agente causante, sino que dibuja 
un escenario de responsabilidad distribuida, en el que intervienen distintos elementos del sistema 
—generación, red y operación—, lo que refuerza la idea de que el apagón debe entenderse como un 
fallo sistémico y no como un error aislado.

Finalmente, el Comité plantea un conjunto de recomendaciones orientadas a reforzar la resiliencia del 
sistema eléctrico, que apuntan a una dirección clara: mejorar las capacidades de control de tensión, 
reforzar los mecanismos de supervisión y garantizar una respuesta más robusta del sistema ante 
escenarios de elevada complejidad.

En consecuencia, el informe no solo permite esclarecer lo sucedido, sino que también delimita con 
precisión el terreno del debate. No se trata de cuestionar el modelo energético en sí mismo, sino de 
asegurar que el sistema dispone de las herramientas técnicas, regulatorias y operativas necesarias 
para gestionarlo con plena seguridad.

V.2.2. Informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia

El informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia se configura como un documento 
de naturaleza eminentemente regulatoria que, lejos de centrarse en la reconstrucción detallada de los 
hechos, orienta su contenido hacia la identificación de debilidades estructurales del sistema eléctrico y 
la formulación de propuestas de mejora normativa.

Desde esta perspectiva, el informe introduce un elemento de especial relevancia política ya que no 
cuestiona de forma directa el funcionamiento del sistema en su conjunto, pero sí reconoce la existencia de 
carencias técnicas y regulatorias que resultaron determinantes para la gestión del incidente.

En particular, el documento pone de manifiesto que el sistema eléctrico se enfrenta a una nueva 
realidad física caracterizada por una mayor complejidad operativa, derivada de la creciente penetración 
de tecnologías basadas en electrónica de potencia, lo que exige una adaptación de los mecanismos 
tradicionales de supervisión y control.

Uno de los aspectos más significativos del informe es el reconocimiento implícito de que los sistemas 
de detección, monitorización y anticipación de fenómenos de inestabilidad no estaban plenamente 
desarrollados ni desplegados, siendo necesaria la incorporación de herramientas avanzadas que permitan 
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identificar patrones previos y actuar de forma preventiva. Este elemento resulta especialmente relevante 
desde el punto de vista político, ya que evidencia que el sistema no contaba con todas las capacidades 
necesarias para anticipar situaciones de riesgo.

Asimismo, la CNMC señala la necesidad de revisar los protocolos de actuación frente a oscilaciones, 
reconociendo que las medidas adoptadas durante el incidente, si bien tuvieron efectos positivos en algunos 
parámetros, generaron impactos no deseados en otros, como el incremento de la tensión. Esta constatación 
apunta a una falta de optimización en los mecanismos de respuesta operativa.

De igual modo, el informe destaca la existencia de problemas de observabilidad del sistema, 
especialmente en lo relativo a la generación distribuida de pequeña potencia, cuya falta de monitorización 
en tiempo real dificulta la correcta evaluación del estado del sistema y la toma de decisiones operativas. 
Este aspecto introduce un elemento clave que es la información disponible para operar el sistema no 
era completa ni suficientemente precisa.

En paralelo, la CNMC subraya la necesidad de reforzar la coordinación entre los distintos niveles 
del sistema eléctrico (transporte y distribución), evidenciando que la creciente complejidad del sistema 
exige una mayor integración operativa y una comunicación más robusta entre los agentes.

En términos de enfoque institucional, el informe mantiene una posición deliberadamente prudente, 
evitando la atribución directa de responsabilidades individuales y situando el análisis en el plano estructural 
y regulatorio. No obstante, esta prudencia no impide identificar una idea de fondo clara, el sistema requiere 
una actualización profunda de sus herramientas técnicas y de su marco regulatorio para poder 
gestionar con garantías el nuevo contexto energético.

Finalmente, el conjunto de recomendaciones formuladas por la CNMC converge en una dirección 
inequívoca, reforzar las capacidades de monitorización, mejorar los mecanismos de control dinámico del 
sistema, aumentar la transparencia y adaptar la regulación a un entorno de mayor complejidad tecnológica.

V.2.3. Informe del Panel Europeo de Expertos

El informe final elaborado por el panel europeo de expertos constituye, por su alcance, metodología 
y profundidad analítica, el documento más completo y exhaustivo disponible sobre el apagón del 28 
de abril de 2025, tanto en la reconstrucción de los hechos como en la identificación de causas y en la 
formulación de medidas correctoras.

Nos encontramos ante un informe de carácter excepcional no solo por el evento analizado, calificado 
como el incidente más grave ocurrido en el sistema eléctrico europeo en más de veinte años, sino 
también por la magnitud del trabajo desarrollado: un análisis técnico integral basado en grandes volúmenes 
de datos, una reconstrucción detallada del comportamiento dinámico del sistema y la aplicación de 
metodologías avanzadas de análisis causal.

A diferencia de otros informes, el panel europeo no se limita a identificar factores o debilidades, sino 
que lleva a cabo una reconstrucción completa, detallada y secuencial del incidente, abordando:

• Las condiciones previas del sistema.
• El comportamiento dinámico durante el evento.
• La actuación de los sistemas de protección.
• La respuesta operativa.
• El proceso de reposición.
• La planificación operativa previa.

Este enfoque permite una comprensión global del evento, en la que el apagón no aparece como un 
fallo puntual, sino como el resultado de una cadena de fenómenos interrelacionados.

El análisis concluye que el incidente fue consecuencia de una combinación compleja de factores 
que interactúan entre sí, entre los que destacan:

• Fluctuaciones de tensión.
• Fenómenos oscilatorios.
• Desconexiones masivas de generación.
• Cascadas de sobretensión.
• Pérdida de sincronismo del sistema ibérico respecto al sistema europeo.
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Este elemento es clave desde el punto de vista político ya que, el informe descarta una causa única y 
sitúa el problema en la interacción de múltiples elementos del sistema.

Uno de los aspectos que otorgan mayor solidez al informe es el uso de metodologías de análisis 
estructural, en particular el desarrollo de un «árbol de causas» (Root Cause Tree) que permite identificar 
no solo qué ocurrió, sino por qué ocurrió.

El informe aplica técnicas de análisis causal profundo, reconstruyendo la cadena de eventos hasta 
identificar los factores estructurales subyacentes.

Esto permite distinguir entre:

• Causas directas.
• Factores contribuyentes.
• Condiciones estructurales del sistema.

Y, lo más importante, permite identificar qué elementos son susceptibles de mejora y cuáles forman 
parte de la naturaleza del sistema.

El resultado es un diagnóstico que no se queda en lo descriptivo, sino que conecta directamente 
causas con recomendaciones, estableciendo una trazabilidad clara entre problema y solución.

Uno de los elementos más relevantes del informe, y que le otorga un valor diferencial, es su enfoque 
europeo e integrado del sistema eléctrico.

El análisis no se limita al sistema español, sino que considera el funcionamiento de la red síncrona 
continental europea, incorporando:

• La interacción entre sistemas nacionales.
• El comportamiento de interconexiones (incluidas hvdc).
• La coordinación entre operadores (tsos y dsos).
• Los mecanismos de comunicación transfronteriza.

El informe pone de manifiesto que el apagón no es un fenómeno aislado, sino un evento que afecta y 
se explica en el contexto del sistema europeo interconectado.

De hecho, el incidente tuvo impacto incluso en otros países, como Francia, donde se registraron 
perturbaciones de tensión.

Además, el informe subraya que la gestión del incidente y la restauración del sistema fueron posibles 
gracias a:

• La coordinación entre operadores europeos.
• Los sistemas de comunicación compartidos.
• Los mecanismos de apoyo mutuo.

Esto introduce una idea clave para el dictamen, la seguridad del sistema eléctrico ya no es nacional, 
sino europea.

Otro elemento distintivo del informe es su carácter transversal, tanto desde el punto de vista sectorial 
como institucional.

El análisis incorpora:

Diferentes tipos de generación

• Generación síncrona.
• Generación basada en inversores.
• Generación distribuida.

Diferentes niveles de red

• Transporte (TSO).
• Distribución (DSO).
• Interconexiones internacionales.
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Diferentes actores del sistema

• Operadores del sistema.
• Distribuidores.
• Productores.
• Grandes consumidores.

El informe destaca, por ejemplo:

• La falta de observabilidad completa del sistema, especialmente en generación distribuida.
• La existencia de datos incompletos o heterogéneos, que dificultaron el análisis.
• Problemas en la coordinación entre niveles de red.

Asimismo, identifica limitaciones en:

• Control de tensión.
• Comportamiento de potencia reactiva.
• Ajustes de protecciones.
• Respuesta de ciertos activos del sistema.

Todo ello refuerza una conclusión clave y es que el fallo no pertenece a un único agente, sino al 
funcionamiento conjunto del sistema.

El informe no se limita a diagnosticar, sino que desarrolla un conjunto amplio, estructurado y 
accionable de recomendaciones, que constituyen uno de sus principales valores.

Estas se organizan en dos grandes bloques:

• Recomendaciones directamente vinculadas a las causas del incidente.
• Recomendaciones de mejora general del sistema.

Entre las principales líneas de actuación destacan:

Mejora de la observabilidad

• Refuerzo de sistemas de monitorización.
• Mejora en la calidad, disponibilidad y estandarización de datos.

Refuerzo del control dinámico

• Mejora del control de tensión.
• Optimización del comportamiento de potencia reactiva.
• Adaptación de los sistemas de protección.

Mejora de la capacidad de anticipación

• Desarrollo de herramientas de detección temprana.
• Análisis de fenómenos oscilatorios.

Coordinación entre actores

• Mejora de la comunicación entre tsos.
• Integración de dsos y generación distribuida.

Resiliencia operativa

• Mejora de los planes de defensa del sistema.
• Refuerzo de los procesos de restauración.
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El informe también identifica problemas concretos en la reposición del sistema, como:

• Dificultades en arranques en black-out.
• Problemas de comunicación.
• Falta de visibilidad en redes de distribución.

El informe del panel europeo permite establecer una conclusión de alto valor político y técnico y es que 
el apagón no fue un fallo aislado, fue la manifestación de un sistema que opera en condiciones de creciente 
complejidad.

Y, sobre todo, el sistema cumplía formalmente los criterios de seguridad (N-1), pero aun así colapsó.
Esto introduce una idea extremadamente potente y es que los criterios tradicionales de seguridad ya 

no son suficientes y que la realidad física del sistema ha superado el marco normativo existente.
El conjunto de comparecencias celebradas en el seno de la Comisión debe ser necesariamente 

analizado en relación directa con el contenido del informe elaborado por el panel europeo de expertos 
sobre el incidente eléctrico del 28 de abril de 2025.

Dichas comparecencias han aportado una pluralidad de enfoques, técnicos, regulatorios, operativos y 
políticos, que si bien resultan relevantes desde la perspectiva del esclarecimiento de los hechos, no pueden 
ser valorados de manera aislada ni autónoma. Antes al contrario, su adecuada interpretación exige ser 
contrastada con el análisis sistemático, integral y metodológicamente estructurado que ofrece el informe 
europeo, en tanto que constituye la referencia técnica más completa y rigurosa disponible. Información de 
la que sin ningún tipo de duda no disponían los comparecientes en el momento de su declaración, y que de 
haberla dispuesto, a buen seguro hubieran condicionado las mismas.

Este contraste no es una opción interpretativa más, sino una exigencia inherente al propio objeto de 
la Comisión. La diversidad de posiciones expresadas por los comparecientes, así como las eventuales 
divergencias o coincidencias entre sus relatos, solo adquieren pleno sentido cuando se sitúan frente a un 
marco analítico común y objetico que permita ordenar, verificar y contextualizar las distintas afirmaciones 
realizadas.

En este sentido, el informe del panel europeo actúa como elemento vertebrador del análisis, al 
proporcionar:

• Una reconstrucción exhaustiva de los hechos.
• Una identificación estructurada de las causas.
• Un conjunto coherente de recomendaciones orientadas a la mejora del sistema.

Por ello, las manifestaciones efectuadas en sede parlamentaria deben ser leídas en contraposición, 
complemento o en su caso, divergencia respecto de dicho informe, evitando interpretaciones parciales o 
descontextualizadas que pudieran distorsionar la comprensión global del incidente.

En consecuencia, la elaboración del presente dictamen no puede permanecer ajena al contenido 
del informe del panel europeo, ni limitarse a una mera recopilación de posiciones expresadas en las 
comparecencias.

Muy al contrario, dicho informe delimita de manera precisa el marco dentro del cual deben ser 
interpretados los hechos, estableciendo un estándar técnico y analítico que condiciona tanto la valoración 
de las causas como la formulación de las conclusiones.

Desde esta perspectiva, el informe europeo no constituye un elemento accesorio o complementario, 
sino un referente central que orienta el contenido sustantivo del dictamen, en la medida en que:

• Fija los parámetros técnicos de análisis.
• Identifica los factores relevantes del incidente.
• Determina las líneas de actuación necesarias para reforzar la resiliencia del sistema eléctrico.

De este modo, el dictamen se configura no solo como una síntesis de las comparecencias, sino como 
un ejercicio de contraste crítico entre los distintos relatos expuestos y el análisis técnico independiente 
desarrollado a nivel europeo.

Ello permite dotar al documento de una doble dimensión. Por un lado, institucional y parlamentaria, 
basada en la actividad de la Comisión. Por otro, técnica y objetiva, anclada en el conocimiento experto y en 
el análisis riguroso del sistema eléctrico europeo.
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A la luz de lo anterior, el informe del panel europeo no solo informa el contenido del presente apartado, 
sino que estructura de manera determinante las conclusiones del dictamen.

En particular, su aportación resulta esencial para:

• Identificar qué afirmaciones realizadas por los comparecientes encuentran respaldo técnico.
• Detectar aquellas que no se corresponden con la evidencia disponible.
• Establecer un marco común que permita formular conclusiones coherentes, consistentes y 

alineadas con el análisis más avanzado existente sobre el incidente.

En definitiva, el informe europeo constituye el eje sobre el que se articula la interpretación de lo 
sucedido, dotando al dictamen de solidez técnica, coherencia interna y proyección europea.

V.3. Contextualización de las comparecencias y el informe del panel europeo de expertos

El contraste entre las comparecencias celebradas en el seno de la Comisión y el informe elaborado 
por el panel europeo de expertos permite realizar una lectura más precisa y depurada de las distintas 
posiciones expuestas, identificando tanto los elementos de coincidencia como las divergencias 
relevantes desde el punto de vista técnico y analítico.

Este ejercicio de contraste resulta especialmente necesario en un contexto en el que las comparecencias 
han reflejado una pluralidad de interpretaciones, no siempre homogéneas, sobre la naturaleza, causas y 
consecuencias del apagón.

V.3.1. Coincidencias sustantivas

Existe un núcleo de coincidencia relevante entre los comparecientes y el informe europeo en varios 
aspectos fundamentales:

a) Carácter multifactorial del incidente

Tanto el informe europeo como una parte significativa de los comparecientes coinciden en descartar la 
existencia de una causa única, caracterizando el apagón como el resultado de una interacción compleja 
de múltiples factores técnicos y operativos.

b) Relevancia del control de tensión

Se aprecia una coincidencia generalizada en identificar los problemas de control de tensión como uno 
de los elementos centrales del incidente, en línea con el análisis estructurado del panel europeo.

c) Dinámica de fallo en cascada

Existe también un amplio consenso en que el evento evolucionó mediante una secuencia de eventos 
encadenados, con desconexiones progresivas que desembocaron en el colapso del sistema.

V.3.2. Divergencias relevantes en la interpretación

Junto a estos elementos de coincidencia, el contraste revela divergencias significativas en la forma en 
que distintos comparecientes interpretan el incidente.

a) Sobre el grado de previsibilidad del evento

Mientras que diversos comparecientes sostuvieron que el apagón fue un evento completamente 
imprevisible, el informe europeo introduce una matización relevante al identificar:

• La existencia de fenómenos previos, como oscilaciones.
• Condiciones del sistema que contribuyeron a la evolución del incidente.

Esta diferencia no implica necesariamente una contradicción frontal, pero sí pone de manifiesto una 
distinta valoración sobre la capacidad de anticipación del sistema.
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b) Sobre el estado previo del sistema

Algunos comparecientes defendieron que el sistema operaba dentro de parámetros adecuados de 
seguridad antes del incidente.

Sin embargo, el informe europeo señala que, aun cumpliéndose formalmente criterios de seguridad 
operativa, existían:

• Limitaciones en determinados recursos del sistema.
• Problemas de observabilidad.
• Condiciones estructurales que contribuyeron a la inestabilidad.

Este contraste introduce una idea de fondo especialmente relevante y es que el cumplimiento normativo 
no equivale necesariamente a seguridad efectiva.

c) Sobre la atribución de responsabilidades

En las comparecencias se observa, en determinados casos, una tendencia a:

• Desplazar la responsabilidad hacia otros agentes.
• Enfatizar el carácter externo de los factores causantes.

Por el contrario, el informe europeo construye un enfoque de responsabilidad distribuida, en el que, 
múltiples elementos del sistema contribuyen al resultado final, sin que pueda identificarse un único agente 
como responsable exclusivo.

d) Sobre el alcance del problema

Mientras que algunas intervenciones tienden a circunscribir el incidente al ámbito nacional o a aspectos 
concretos del sistema, el informe europeo sitúa el apagón en el contexto de:

• Un sistema eléctrico europeo interconectado.
• En proceso de transformación tecnológica.
• Sometido a nuevas dinámicas de operación.

Este enfoque amplía significativamente el marco de análisis, trasladando el debate desde lo puntual 
hacia lo estructural.

V.3.3. Valoración del contraste

Del análisis comparado se desprende que las comparecencias, en su conjunto, aportan información 
relevante para la comprensión del incidente, pero presentan:

• Distintos niveles de profundidad técnica.
• Enfoques parciales en algunos casos.
• En ocasiones, interpretaciones condicionadas por la posición institucional o sectorial de los 

comparecientes.

Frente a ello, el informe del panel europeo ofrece:

• Un enfoque integral.
• Una metodología homogénea.
• Una visión estructurada del sistema eléctrico en su conjunto.

Por ello, el contraste entre ambas fuentes permite:

• Reforzar aquellas aportaciones coincidentes con el análisis técnico europeo.
• Contextualizar aquellas que presentan un alcance limitado.
• Relativizar aquellas interpretaciones que no encuentran respaldo en la evidencia técnica disponible.
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V.3.4. Síntesis interpretativa

A la luz de este análisis, puede afirmarse que:

• El apagón del 28 de abril de 2025 debe entenderse como un fenómeno sistémico.
• No puede ser explicado mediante enfoques simplificados o unidimensionales.
• Su comprensión exige integrar las distintas perspectivas en un marco técnico común.

En este sentido, el informe del panel europeo de expertos se configura como el elemento de referencia 
para ordenar y dar coherencia al conjunto de información recabada, permitiendo superar visiones 
parciales y avanzar hacia una interpretación global del incidente.

V.3.5. Análisis comparado de los informes existentes: coincidencias, divergencias y criterio 
de prevalencia

Resulta imprescindible abordar un análisis conjunto de los tres principales documentos elaborados 
tras el apagón del 28 de abril de 2025 como son, el informe del panel europeo de expertos, el informe 
del Comité para el análisis de las circunstancias que concurrieron en la crisis de electricidad 
del 28 de abril de 2025 y el informe de recomendaciones y medidas elaborado por la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC).

Este ejercicio comparado no responde únicamente a una finalidad descriptiva, sino que constituye un 
elemento esencial para la correcta elaboración del presente dictamen, en la medida en que permite:

• Ordenar el conjunto de la información disponible.
• Identificar las bases comunes de interpretación del incidente.
• Detectar divergencias relevantes en el análisis.
• Establecer un criterio fundamentado sobre la prevalencia interpretativa de los distintos informes.

En este sentido, los tres documentos analizados presentan un valor significativo y complementario, 
si bien no pueden ser situados en un mismo plano ni desempeñan la misma función dentro del proceso de 
análisis.

V.3.6. Posición relativa de los informes y fundamento del criterio de prevalencia

Desde la perspectiva de este dictamen, el informe del panel europeo de expertos debe ser 
considerado como la referencia principal para la interpretación de los hechos, por concurrir en él una serie 
de características diferenciales que le otorgan una especial autoridad técnica.

En primer lugar, se trata de un informe elaborado en el marco del sistema europeo de investigación de 
incidentes graves, activado conforme a los procedimientos establecidos para eventos de máxima severidad, 
lo que determina tanto su metodología como su finalidad. El incidente analizado fue clasificado como 
evento de escala 3, el nivel más alto de gravedad, lo que activó la constitución de un panel de expertos con 
un mandato específico de investigación técnica independiente.

En segundo lugar, el informe presenta una dimensión europea e integrada, al analizar el incidente en 
el contexto de la red síncrona continental, incorporando la interacción entre distintos sistemas nacionales, 
la actuación de múltiples operadores y la coordinación transfronteriza, lo que permite superar enfoques 
estrictamente nacionales y situar el análisis en el marco real de funcionamiento del sistema eléctrico.

En tercer lugar, el panel europeo se caracteriza por su composición transversal e independiente, 
integrando expertos procedentes de operadores del sistema, reguladores y organismos técnicos de distintos 
países, muchos de ellos no directamente afectados por el incidente, lo que refuerza su objetividad y reduce 
posibles sesgos derivados de posiciones institucionales concretas.

En cuarto lugar, el informe se apoya en una base de datos amplia, heterogénea y contrastada, 
recabada de múltiples agentes del sistema, TSOs, DSOs, productores y otros actores, si bien reconoce 
explícitamente las dificultades encontradas en la obtención de información completa y homogénea, lo que 
añade un elemento de transparencia metodológica especialmente relevante.
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Finalmente, el informe incorpora una metodología estructurada de análisis causal, basada en la 
construcción de un árbol de causas (Root Cause Tree), que permite diferenciar entre causas raíz, factores 
contribuyentes y elementos contextuales, estableciendo una relación directa entre el diagnóstico del 
incidente y las recomendaciones formuladas.

Frente a ello, el informe del Comité Especial de Análisis presenta un indudable valor analítico, 
especialmente en la reconstrucción temporal del incidente y en la identificación de los factores que 
intervinieron en su desarrollo. No obstante, su elaboración se produce en un contexto institucional y temporal 
más limitado, menos de 50 días desde que se produjo el incidente, condicionado por el cumplimiento de 
obligaciones de reporte en el ámbito europeo y por la necesidad de dar respuesta en plazos reducidos, lo 
que el propio Comité reconoce en su exposición metodológica.

Asimismo, el carácter del Comité, integrado fundamentalmente por responsables de la Administración 
General del Estado, y el marco de colaboración voluntaria en la aportación de información por parte de los 
agentes introducen elementos diferenciales respecto al panel europeo, sin que ello reste valor al trabajo 
realizado, pero sí condiciona su alcance.

Por su parte, el informe de la CNMC se sitúa en un plano distinto, al tener como objetivo principal la 
formulación de una hoja de actuación integral para la mejora de la resiliencia del sistema eléctrico, 
más que la reconstrucción exhaustiva del incidente. Su propio objeto declara la finalidad de identificar 
dinámicas de mejora y proponer medidas en distintos horizontes temporales, lo que orienta su contenido 
hacia el ámbito regulatorio y prospectivo.

En consecuencia, sin perjuicio del valor de todos los informes, el del panel europeo debe desempeñar 
una función vertebradora y prevalente, en la medida en que proporciona el marco técnico más completo, 
independiente y estructurado para la interpretación del apagón.

V.3.7. Coincidencias sustantivas entre los informes

A pesar de sus diferencias de enfoque, los tres informes presentan un conjunto de coincidencias 
relevantes que permiten establecer una base común de interpretación del incidente:

• Carácter multifactorial del apagón.
• Centralidad del control de tensión.
• Dinámica del fallo en casacada.
• Necesidad de reforzar el sistema.

V.3.7.1. Carácter multifactorial del apagón

Existe una coincidencia clara en descartar explicaciones monocausales del apagón, configurándolo 
como el resultado de una interacción compleja de factores técnicos y operativos.

El informe europeo afirma que el incidente fue consecuencia de múltiples factores interactuantes 
que evolucionaron a través de una combinación de fluctuaciones de tensión, fenómenos oscilatorios y 
desconexiones de generación, desembocando en la pérdida de sincronismo del sistema ibérico.

El Comité Especial de Análisis, por su parte, estructura el incidente en distintas fases, desde la 
inestabilidad previa hasta la reposición, lo que refleja igualmente una comprensión dinámica y no lineal del 
evento.

La CNMC coincide en esta caracterización al señalar que el incidente responde a la concurrencia de 
diversos factores que evidencian oportunidades de mejora del sistema eléctrico.

V.3.7.2. Centralidad del control de tensión

Los tres informes convergen en identificar el control de tensión y la gestión de la potencia reactiva 
como elementos centrales en la génesis y desarrollo del apagón.

El panel europeo destaca la rápida subida de tensión como factor determinante y subraya 
limitaciones en la disponibilidad y efectividad de los recursos de control de tensión.

El Comité Especial de Análisis analiza de forma específica las desconexiones asociadas a 
sobretensiones y la respuesta de las instalaciones ante dichas condiciones.

La CNMC, por su parte, incorpora el control de tensión como uno de los ámbitos prioritarios de mejora 
en sus recomendaciones.
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V.3.7.3. Dinámica de fallo en cascada

Existe igualmente coincidencia en que el apagón se produjo mediante un proceso de fallo en 
cascada, en el que una secuencia rápida de eventos (oscilaciones, desconexiones, sobretensiones) 
condujo al colapso del sistema en cuestión de segundos.

V.3.7.4. Necesidad de reforzar el sistema

Los tres informes concluyen en la necesidad de reforzar el sistema eléctrico mediante mejoras 
técnicas, operativas y regulatorias, si bien difieren en el grado de detalle y en la forma de estructurar dichas 
recomendaciones.

V.3.8. Divergencias relevantes en el análisis

Más allá de estas coincidencias, el análisis comparado permite identificar divergencias significativas 
que resultan clave para la elaboración del dictamen:

• Diferencias en la precisión causal.
• Diferencias entre causas y ámbitos de mejora.
• Diferente tratamiento del papel de las tecnologías.
• Diferente valoración de las señales previas.
• Diferente interpretación del papel de la inercia.

V.3.8.1. Diferencias en la precisión causal

El panel europeo es el único de los tres informes que desarrolla una jerarquización explícita de las 
causas, distinguiendo entre factores estructurales, factores contribuyentes y secuencia final del colapso.

Los informes nacionales, si bien identifican elementos relevantes, no alcanzan el mismo grado de 
precisión en la diferenciación entre causas raíz y contexto, lo que puede conducir a interpretaciones más 
abiertas o menos delimitadas.

V.3.8.2. Diferencia entre causas y ámbitos de mejora

El informe de la CNMC, en particular, incorpora en su análisis elementos que, siendo relevantes desde 
el punto de vista regulatorio, no pueden ser considerados directamente como causas del apagón, sino 
como ámbitos de mejora del sistema.

El panel europeo, en cambio, establece una separación clara entre recomendaciones vinculadas a las 
causas del incidente y aquellas orientadas a mejoras generales del sistema, lo que refuerza la solidez de 
su análisis.

V.3.8.3. Diferente tratamiento del papel de las tecnologías

Mientras que los informes coinciden en rechazar explicaciones simplistas basadas en una única 
tecnología, el panel europeo introduce una matización esencial al identificar comportamientos concretos de 
determinadas instalaciones, especialmente en lo relativo a la respuesta ante variaciones de tensión, que 
contribuyeron a la evolución del incidente.

Esta aproximación permite evitar tanto la atribución genérica de responsabilidad a una tecnología 
como la negación de factores técnicos relevantes asociados a su integración en el sistema.

V.3.8.4. Diferente valoración de las señales previas

El panel europeo y el Comité Especial de Análisis identifican la existencia de fenómenos previos, 
particularmente oscilaciones, que contribuyeron a la evolución del incidente, mientras que otras 
interpretaciones tienden a enfatizar el carácter completamente imprevisible del evento.

El enfoque europeo resulta más matizado al reconocer la existencia de condiciones previas sin 
afirmar por ello la plena previsibilidad del colapso.
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V.3.8.5. Diferente interpretación del papel de la inercia

El informe europeo introduce un elemento especialmente relevante al señalar que, incluso con 
mayores niveles de inercia, la secuencia de eventos podría haber conducido igualmente al colapso 
del sistema, lo que permite descartar explicaciones simplistas basadas exclusivamente en la estructura 
del mix de generación.

V.3.9. Síntesis y criterio de prevalencia

A la luz del análisis realizado, se puede concluir que:

• Existe un núcleo sólido de coincidencia entre los tres informes en la caracterización general del 
incidente.

• Las divergencias identificadas se concentran principalmente en el nivel de precisión analítica y 
en la delimitación de las causas.

• El informe del panel europeo ofrece el marco más completo, riguroso y metodológicamente 
estructurado para la interpretación de los hechos.

En consecuencia, la Comisión considera que dicho informe debe constituir la referencia principal 
para la elaboración del dictamen, en la medida en que:

• Integra una visión europea e interconectada del sistema.
• Aplica una metodología de análisis causal avanzada.
• Se basa en una amplia recopilación de datos.
• Establece una relación directa entre causas identificadas y medidas propuestas.

Por ello, el informe del panel europeo no sustituye a los informes nacionales, pero sí los ordena, 
completa y, en su caso, corrige, permitiendo construir una interpretación coherente, sólida y alineada con 
el conocimiento técnico más avanzado disponible.

V.4. Audios entre DSO’s y el TSO

La Comisión ha tenido acceso a una serie de audios aportados por distintos agentes del sistema 
eléctrico, consistentes en comunicaciones operativas mantenidas en tiempo real durante los días previos 
en los que se produjeron incidencias en el sistema, incluyendo el propio 28 de abril de 2025.

Desde una perspectiva metodológica y probatoria, procede realizar una valoración específica de este 
material, a fin de determinar su alcance real como elemento de análisis dentro del conjunto de evidencias 
examinadas.

V.4.1. Carácter parcial y no exhaustivo del material aportado

No existe garantía alguna de que los audios facilitados representen la totalidad de las comunicaciones 
producidas entre los distintos agentes del sistema.

La documentación recibida no permite acreditar:

• Ni la integridad del conjunto de grabaciones disponibles.
• Ni los criterios seguidos para su selección.

En consecuencia, debe considerarse la posibilidad de que los audios aportados respondan a una 
selección parcial, potencialmente condicionada por los intereses de las entidades que los han 
remitido, lo que limita significativamente su valor como prueba completa de lo ocurrido.
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V.4.2. Ausencia de contexto temporal y comparativo

Los audios analizados se circunscriben a momentos concretos en los que se producen variaciones 
bruscas de la tensión en la red de transporte, sin que se haya aportado:

• Material equivalente de días anteriores o posteriores.
• Ni registros que permitan establecer comparaciones operativas en situaciones normales o en 

episodios de tensión previos.

Esta carencia impide:

• Contextualizar adecuadamente las conversaciones.
• Determinar si los intercambios observados responden a situaciones excepcionales o a prácticas 

habituales de operación.

V.4.3. Limitación inherente a comunicaciones en tiempo real

Los audios reflejan comunicaciones mantenidas en tiempo real entre operadores que, por definición, 
no disponían en ese momento de una visión completa de lo que estaba sucediendo en el sistema, 
como por ejemplo el incumplimiento del P.O. 7.4. por parte de grupos de generación síncronos de 
los que su empresa matriz eran responsables.

Este elemento es especialmente relevante, ya que:

• Las afirmaciones, valoraciones o hipótesis que se escuchan en dichas conversaciones responden 
a información parcial.

• Se producen en un contexto de incertidumbre operativa.
• Están sujetas a la presión propia de la gestión de un incidente en evolución.

Por tanto, no pueden ser interpretadas como:

• Diagnósticos técnicos definitivos.
• Ni como evidencia concluyente sobre las causas del apagón.

V.4.4. Ausencia de relevancia en los informes técnicos oficiales

Debe destacarse que estos audios, aun habiendo estado disponibles para los organismos 
competentes, no han sido utilizados como base determinante en ninguno de los principales informes 
técnicos elaborados, incluyendo:

• El informe del panel europeo de expertos.
• Los análisis realizados por el operador del sistema.
• Los trabajos de los organismos reguladores.

Este hecho refuerza la idea de que su valor es auxiliar o ilustrativo, pero no estructural en la 
determinación de las causas del incidente. Ilustrativos desde el punto de vista que permiten visualizar:

• Como se producían variaciones bruscas en la tensión en la red de transporte.
• Como por parte del operador del sistema se aplicaban medidas correctoras de forma efectiva.
• La falta de visibilidad en las redes de distribución por parte del operador del sistema.
• Las desconexiones de los generadores de energías renovables.
• Los problemas en la absorción de potencia reactiva por parte de los generadores síncronos que 

estaban obligado a ello.
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V.4.5. Inexistencia de elementos que acrediten responsabilidades políticas

Del análisis de los audios no se desprende:

• La existencia de instrucciones de carácter político.
• La intervención de órganos políticos en la operación del sistema.
• Indicios que permitan vincular el desarrollo del incidente con decisiones de naturaleza política.

En consecuencia, este material no aporta evidencia alguna que sustente la atribución de 
responsabilidades políticas directas en relación con el apagón.

V.4.6. Valoración final

A la luz de lo anterior, los audios deben ser considerados como un elemento complementario de análisis, 
útil para ilustrar el clima operativo y la percepción de los agentes en tiempo real, pero con limitaciones 
significativas en términos de:

• Representatividad.
• Contexto.
• Capacidad probatoria.

Su utilización debe, por tanto, realizarse con cautela, evitando extraer conclusiones que no estén 
respaldadas por el conjunto de la evidencia técnica y documental disponible.

VI. HECHOS ACREDITADOS

A la vista de la documentación analizada, de las comparecencias celebradas y del contraste con los 
informes técnicos disponibles, en particular el elaborado por el panel europeo de expertos, la Comisión 
considera acreditados los siguientes hechos en relación con el apagón eléctrico ocurrido el día 28 de abril 
de 2025.

VI.1. Existencia de un apagón de carácter generalizado

El día 28 de abril de 2025 tuvo lugar un incidente eléctrico de carácter extraordinario que provocó 
la interrupción del suministro en amplias zonas del sistema eléctrico peninsular, afectando de manera 
significativa a consumidores, infraestructuras críticas y actividades económicas.

El evento se produjo a las 12:33 horas aproximadamente, dando lugar a una pérdida total de tensión 
en el sistema eléctrico ibérico, circunstancia que, conforme a los criterios europeos de clasificación de 
incidentes, constituye un evento de máxima gravedad.

En efecto, el incidente fue clasificado como de escala 3, el nivel más elevado dentro del sistema 
europeo de clasificación de incidentes, al concurrir simultáneamente:

• Una pérdida masiva de generación.
• Una caída significativa de la demanda.
• Ausencia total de tensión en el área de control afectada.

Asimismo, el informe del panel europeo destaca que se trata del apagón más severo registrado en 
el sistema eléctrico europeo en más de veinte años, lo que refuerza su carácter excepcional tanto por 
su alcance como por sus consecuencias.

VI.2. Carácter multifactorial del incidente

La Comisión considera acreditado que el apagón no responde a una causa única, sino a la concurrencia 
de múltiples factores que interactuaron entre sí en un intervalo temporal muy reducido.
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El análisis técnico realizado por el panel europeo concluye que el incidente fue el resultado de una 
combinación de factores interrelacionados, entre los que se incluyen:

• Fluctuaciones de tensión.
• Fenómenos oscilatorios.
• Desconexiones masivas de generación.
• Pérdida de sincronismo del sistema ibérico con la red europea continental.

Esta caracterización es coherente con los trabajos del comité especial de análisis, que estructuran el 
evento en una secuencia de fases progresivas, desde condiciones previas de inestabilidad hasta el colapso 
final, así como con el enfoque adoptado por la CNMC.

En consecuencia, queda descartada cualquier interpretación que atribuya el apagón a un único factor 
determinante o a un evento aislado.

VI.3. Existencia de condiciones previas de inestabilidad

La Comisión considera acreditado que, con anterioridad al colapso del sistema, existían condiciones 
que reflejaban una cierta inestabilidad en el comportamiento del sistema eléctrico.

En particular:

• Se registraron fenómenos oscilatorios relevantes en los minutos previos al apagón.
• Se detectaron variaciones significativas en los niveles de tensión.
• Se adoptaron medidas operativas orientadas a amortiguar dichas oscilaciones.

El informe del panel europeo identifica la existencia de episodios oscilatorios y variaciones en la 
tensión que formaron parte de la secuencia de eventos que condujo al colapso, mientras que el comité de 
análisis describe una fase específica previa caracterizada por la aparición y gestión de dichas oscilaciones.

Estas circunstancias permiten afirmar que el apagón no se produjo en un sistema completamente 
estable, sino en un contexto en el que ya se habían manifestado fenómenos que comprometían su equilibrio.

VI.4. Fallo en el control de tensión como elemento central

La Comisión considera acreditado que el elemento central del incidente fue una pérdida de control 
de la tensión del sistema eléctrico, que derivó en un incremento rápido e incontrolado de la misma.

El informe del panel europeo identifica como factor determinante una rápida subida de tensión no 
contenida, vinculada a limitaciones en la disponibilidad y efectividad de los recursos de control de tensión, 
así como al comportamiento de distintos elementos del sistema.

Asimismo, el análisis técnico pone de manifiesto:

• Insuficiencias en la respuesta de determinados generadores ante variaciones de tensión.
• Limitaciones en el comportamiento de la potencia reactiva.
• Dificultades para estabilizar el sistema una vez iniciada la perturbación.

En consecuencia, el problema de control de tensión se configura como el eje técnico del incidente.

VI.5. Encadenamiento de eventos y fallo en cascada

La Comisión considera acreditado que el apagón se produjo mediante un proceso de fallo en cascada, 
caracterizado por la sucesión rápida de eventos interrelacionados. En concreto, el análisis técnico describe 
una secuencia que incluye:

• La aparición de oscilaciones y perturbaciones iniciales.
• La evolución hacia una situación de sobretensión.
• La desconexión progresiva de instalaciones de generación.
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• La activación de protecciones automáticas.
• La pérdida de sincronismo del sistema.

Este proceso se desarrolló en un intervalo temporal extremadamente reducido, lo que limitó 
significativamente la capacidad de intervención operativa.

VI.6. Desconexiones de generación y comportamiento de las instalaciones

Durante el desarrollo del incidente se produjeron desconexiones generalizadas de instalaciones 
de generación, tanto como consecuencia de la actuación de los sistemas de protección como por el 
comportamiento específico de determinadas instalaciones ante las condiciones del sistema.

El informe del panel europeo identifica:

• Desconexiones vinculadas a sobretensiones.
• Falta de respuesta de parte de la generación ante variaciones de tensión.
• Comportamientos diferenciados en función de las características técnicas de las instalaciones.

Asimismo, se constata que parte de la generación basada en electrónica de potencia no contribuyó 
de forma efectiva al control de tensión en las condiciones del incidente, lo que formó parte de la cadena de 
eventos que condujo al colapso.

VI.7. Actuación de los sistemas de protección

La Comisión considera acreditado que los sistemas automáticos de protección actuaron conforme a 
su diseño, con el objetivo de preservar la integridad de las instalaciones.

No obstante, la activación de estos sistemas tuvo como consecuencia:

• La desconexión adicional de generación.
• La amplificación del proceso de inestabilidad.
• La aceleración del colapso del sistema.

Este hecho refleja una característica inherente a sistemas complejos: los mecanismos de protección 
pueden, en determinadas circunstancias, contribuir a la propagación del incidente.

VI.8. Cumplimiento formal de los criterios de seguridad y limitaciones reales

El análisis realizado permite afirmar que, con carácter general, el sistema eléctrico operaba dentro de 
los criterios formales de seguridad establecidos, en particular, el criterio N-1, en las fases previas al incidente.

Sin embargo, el informe del panel europeo pone de manifiesto que:

• El cumplimiento de dichos criterios no garantizó la estabilidad del sistema.
• La combinación de factores concurrentes superó la capacidad de respuesta prevista en dichos 

esquemas.

En consecuencia, se evidencia una diferencia entre:

• La seguridad formal definida por la normativa.
• La seguridad efectiva del sistema en condiciones reales de operación.

VI.9. Dimensión europea del incidente

La Comisión considera acreditado que el apagón debe entenderse en el contexto del sistema eléctrico 
europeo interconectado.
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El incidente afectó a la estabilidad de la red síncrona continental y tuvo impactos en otros sistemas 
eléctricos, como el francés, donde se registraron perturbaciones de tensión.

Asimismo, la gestión del incidente y la posterior reposición del suministro requirieron:

• Coordinación entre operadores de distintos países.
• Intercambio de información en tiempo real.
• Aplicación de mecanismos de cooperación europea.

Este hecho refuerza la consideración del sistema eléctrico como una infraestructura de carácter 
supranacional.

VI.10. Reposición progresiva del suministro

Tras el colapso del sistema, se inició de manera inmediata el proceso de reposición del suministro 
eléctrico.

Este proceso se desarrolló de forma progresiva, mediante:

• La activación de planes de restauración.
• La creación de islas eléctricas.
• La reconexión gradual de generación y demanda.

El sistema fue completamente restablecido en un plazo aproximado de:

• 12 horas en Portugal.
• 16 horas en España.

No obstante, el análisis identifica dificultades en el proceso de reposición, incluyendo:

• Problemas de comunicación.
• Limitaciones en la observabilidad de ciertas instalaciones.
• Dificultades en la estabilización de determinadas zonas.

VI.11. Ausencia de indicios de ciberataque

La Comisión considera acreditado que no existen evidencias que permitan atribuir el apagón a un 
ciberataque o a un fallo en los sistemas digitales.

El análisis del Comité de ciberseguridad descarta la existencia de acciones externas de carácter 
malicioso, situando el origen del incidente en el ámbito estrictamente eléctrico y operativo.

VI.12. Síntesis de los hechos acreditados

A la luz de lo expuesto, la Comisión concluye que el apagón del 28 de abril de 2025:

• Fue un evento de máxima gravedad a nivel europeo.
• Se produjo como consecuencia de un fenómeno multifactorial.
• Tuvo como elemento central un fallo en el control de tensión.
• Evolucionó mediante un proceso de fallo en cascada por el funcionamiento incorrecto de elementos 

críticos del sistema.
• Puso de manifiesto limitaciones estructurales del sistema eléctrico en condiciones de alta complejidad.

Los hechos acreditados anteriormente descritos constituyen la base sobre la que se sustenta el análisis 
técnico que se desarrolla en el siguiente punto. En este sentido, la Comisión considera que la correcta 
comprensión del incidente exige no solo la identificación de los hechos, sino su interpretación a la luz del 
comportamiento dinámico del sistema eléctrico, lo que permite avanzar desde la constatación objetiva 
hacia la explicación técnica del fenómeno, máxime cuando se analizan las posibles responsabilidades 
políticas que pudieran existir.
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VII. ANÁLISIS TÉCNICO

El análisis técnico del apagón del 28 de abril de 2025 constituye un elemento central del presente 
dictamen, en la medida en que permite comprender la naturaleza del incidente, identificar los factores que 
intervinieron en su desarrollo y delimitar el ámbito en el que deben situarse sus causas.

A efectos de este dictamen, el análisis técnico y la interpretación de las causas del incidente se 
fundamentan de manera principal en el informe elaborado por el panel europeo de expertos, en la medida 
en que constituye el estudio más completo, independiente y metodológicamente estructurado disponible, 
permitiendo ordenar y dar coherencia al conjunto de información procedente de las comparecencias y de 
los informes de ámbito nacional.

Desde esta perspectiva, el apagón debe entenderse como un fenómeno propio de sistemas eléctricos 
complejos, en los que la interacción entre múltiples variables puede dar lugar a situaciones de inestabilidad 
difícilmente previsibles en su concreción exacta.

VII.1. Naturaleza del fallo

VII.1.1. Carácter multifactorial y sistémico

El análisis técnico permite afirmar que el apagón no puede ser atribuido a una única causa ni a un 
único fallo identificable, sino que responde a una interacción compleja de factores técnicos y operativos 
que, en su conjunto, condujeron a la pérdida de estabilidad del sistema.

El informe del panel europeo caracteriza el incidente como el resultado de «múltiples factores 
interactuantes», lo que sitúa el origen del apagón en el comportamiento global del sistema y no en la 
actuación aislada de un elemento concreto.

Este carácter multifactorial implica que:

• No existe una relación directa y lineal entre un hecho singular y el resultado final.
• Los distintos factores actúan de forma simultánea o encadenada.
• El resultado depende de la interacción entre ellos en un contexto específico.

Desde una perspectiva técnica, este tipo de fenómenos es característico de sistemas altamente 
interconectados, en los que pequeñas perturbaciones pueden amplificarse si concurren determinadas 
condiciones.

Desde una perspectiva institucional, esta constatación introduce un elemento relevante y es que la 
causalidad del evento no se corresponde con esquemas simples de responsabilidad directa, sino 
con dinámicas propias del funcionamiento del sistema en su conjunto.

VII.1.2. Naturaleza dinámica del incidente

El apagón se desarrolló en un intervalo temporal extremadamente reducido, mediante una secuencia 
de eventos que evolucionaron rápidamente desde una situación de inestabilidad hasta el colapso total del 
sistema.

El carácter dinámico del incidente se refleja en:

• La rápida propagación de las oscilaciones.
• La evolución acelerada de la tensión.
• La sucesión de desconexiones de generación.

Este tipo de evolución limita de manera significativa la capacidad de intervención manual, situando la 
gestión del sistema en gran medida en manos de:

• Los sistemas automáticos de control.
• Los mecanismos de protección.
• Los parámetros previamente definidos.
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En este sentido, el análisis técnico pone de manifiesto que la evolución del incidente estuvo determinada 
en gran medida por el comportamiento físico del sistema y por la configuración previa de sus mecanismos 
de control, más que por decisiones adoptadas en tiempo real.

VII.1.3. Evento no previsto en su configuración concreta

Si bien el sistema eléctrico está diseñado para hacer frente a múltiples contingencias, el análisis 
realizado permite afirmar que la combinación específica de factores que concurrieron el 28 de abril 
de 2025 no se encontraba entre los escenarios habituales de operación.

El informe del panel europeo pone de manifiesto que el incidente se produjo en condiciones que 
superaron los supuestos considerados en los esquemas tradicionales de seguridad, lo que explica la 
dificultad de anticipar su desarrollo exacto.

Esta circunstancia resulta especialmente relevante, en la medida en que no se trató de un fallo derivado 
del incumplimiento de un protocolo concreto. Ni de la omisión de una actuación claramente definida, sino 
de la materialización de un escenario complejo no plenamente contemplado en los modelos operativos 
existentes.

Desde una perspectiva política, ello refuerza la idea de que la eventual responsabilidad no puede 
deducirse automáticamente de la existencia del incidente, sino que debe analizarse a la luz de la 
complejidad del sistema y de los estándares técnicos disponibles en el momento.

VII.2. Elementos técnicos clave del incidente

VII.2.1. Oscilaciones del sistema

Uno de los elementos fundamentales en el desarrollo del incidente fue la aparición de fenómenos 
oscilatorios que afectaron a la estabilidad del sistema.

Estas oscilaciones, detectadas en los minutos previos al apagón, reflejan una situación de equilibrio 
inestable en la que pequeñas perturbaciones pueden amplificarse, los mecanismos de amortiguamiento 
pueden resultar insuficientes, y el sistema puede evolucionar hacia estados de mayor inestabilidad.

El informe del panel europeo identifica episodios oscilatorios significativos que contribuyeron a la 
evolución del incidente, lo que evidencia que el sistema ya presentaba condiciones de tensión complejas 
antes del colapso.

VII.2.2. Problemas en el control de tensión

El elemento central del incidente fue una pérdida de control de la tensión del sistema, que derivó 
en una subida rápida e incontrolada de la misma.

El análisis técnico pone de manifiesto que:

• Los recursos disponibles para el control de tensión no fueron plenamente efectivos.
• Se produjeron limitaciones en la respuesta de determinados generadores.
• El comportamiento de la potencia reactiva no permitió estabilizar el sistema.

Este conjunto de factores generó una situación en la que el sistema no fue capaz de absorber las 
perturbaciones, evolucionando hacia una sobretensión generalizada.

Es importante destacar que este tipo de fenómenos no responde a una única decisión o actuación 
puntual, sino a la interacción entre múltiples elementos técnicos del sistema, incluyendo:

• La configuración de las instalaciones.
• Los parámetros de operación.
• Las condiciones del sistema en ese momento.
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VII.2.3. Desconexiones de generación

Durante el incidente se produjeron desconexiones masivas de instalaciones de generación, tanto 
por la actuación de sistemas de protección como por el comportamiento de las propias instalaciones ante 
las condiciones de tensión.

Estas desconexiones contribuyeron a:

• Reducir la capacidad del sistema para estabilizarse.
• Amplificar las oscilaciones existentes.
• Acelerar el proceso de colapso.

El análisis técnico muestra que el comportamiento de las instalaciones no fue homogéneo, lo que 
refleja la diversidad de tecnologías y configuraciones presentes en el sistema.

VII.2.4. Actuación de los sistemas de protección

Los sistemas automáticos de protección desempeñaron un papel determinante en la evolución del 
incidente.

Su activación respondió a la necesidad de proteger las instalaciones ante condiciones anómalas, pero 
tuvo como consecuencia:

• La desconexión adicional de elementos del sistema.
• La reducción de la capacidad de control.
• La aceleración del proceso de inestabilidad.

Este comportamiento es inherente a la lógica de protección de sistemas eléctricos, en los que la 
salvaguarda de equipos puede, en determinadas circunstancias, contribuir a la propagación del incidente 
cuando se producen incumpliendo la reglamentación que regula dichas desconexiones.

VII.3. Limitaciones estructurales del sistema

El análisis técnico permite identificar una serie de limitaciones estructurales del sistema eléctrico 
que, sin constituir por sí mismas la causa del apagón, contribuyeron a su desarrollo.

Entre ellas destacan:

• Limitaciones en la observabilidad del sistema, especialmente en generación distribuida.
• Insuficiencias en los mecanismos de control dinámico.
• La creciente complejidad derivada de la transformación del mix energético.

Estas limitaciones deben entenderse en el contexto de un sistema en evolución, sometido a cambios 
tecnológicos y operativos que requieren una adaptación continua.

VII.4. Cumplimiento normativo y comportamiento real del sistema

El análisis realizado permite afirmar que, con carácter general, el sistema operaba dentro de los 
parámetros normativos establecidos.

No obstante, el incidente pone de manifiesto que el cumplimiento de dichos parámetros no garantiza, 
por sí solo, la estabilidad del sistema en escenarios complejos, y que pueden producirse situaciones que 
superen la capacidad de respuesta prevista en los modelos operativos.

Esta constatación introduce una distinción fundamental entre la adecuación formal del sistema a la 
normativa, y su comportamiento real en condiciones extremas.
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VII.5. Consideraciones derivadas del análisis técnico

Del conjunto del análisis técnico realizado, la Comisión extrae las siguientes consideraciones:

• El apagón responde a una dinámica sistémica propia de sistemas complejos.
• Su desarrollo estuvo condicionado por la interacción de múltiples factores.
• Su evolución se produjo en un marco temporal que limitó la capacidad de intervención directa.

En este contexto, resulta especialmente relevante señalar que los elementos determinantes del 
incidente se sitúan en el ámbito técnico y sistémico del funcionamiento del sistema eléctrico, y no en 
decisiones puntuales de carácter político adoptadas en el momento del evento.

Asimismo, el análisis no permite identificar una decisión concreta que, de haberse adoptado de forma 
distinta, hubiera evitado el incidente, ni un incumplimiento claro y directo de obligaciones políticas que 
pueda vincularse causalmente con el apagón.

VII.6. Síntesis del análisis técnico

A la luz de lo expuesto, el apagón del 28 de abril de 2025 debe entenderse como un fenómeno 
multifactorial, dinámico y sistémico, vinculado a la complejidad creciente del sistema eléctrico, y caracterizado 
por una pérdida de control de tensión en un contexto de interacción de múltiples factores.

Este análisis permite situar el incidente en el ámbito propio de los sistemas eléctricos complejos y 
constituye la base sobre la que deben construirse las conclusiones del dictamen.

VII.7. Análisis del denominado «sistema reforzado»

VII.7.1. Conceptualización del denominado «sistema reforzado»

En el curso de las comparecencias y del debate público posterior al apagón del 28 de abril de 2025, se 
ha hecho referencia reiterada a la existencia de un denominado «sistema reforzado», en contraposición 
con la configuración operativa previa al incidente.

Este concepto ha sido utilizado, en determinados ámbitos, para sostener que el sistema eléctrico 
operaba antes del apagón en condiciones insuficientes de seguridad, y que, tras el incidente, se habría 
adoptado una operativa sustancialmente más robusta que habría permitido evitar el evento.

La Comisión considera necesario abordar esta cuestión desde un enfoque técnico, objetivo y basado 
en la evidencia disponible, evitando interpretaciones simplificadas o conclusiones no suficientemente 
fundamentadas.

VII.7.2. Naturaleza técnica del refuerzo operativo

Del análisis de la información disponible, la Comisión concluye que el denominado «sistema 
reforzado» no responde a una modificación estructural del modelo eléctrico, sino a una adaptación 
operativa del sistema tras un evento de carácter extraordinario.

Dicha adaptación se orienta a:

• Incrementar los márgenes de seguridad en la operación.
• Reforzar el control de variables críticas, en particular la tensión.
• Garantizar una respuesta más robusta ante situaciones de incertidumbre.

En este sentido, el refuerzo operativo debe interpretarse como una actuación prudencial del operador 
del sistema, coherente con las prácticas habituales en sistemas eléctricos complejos tras la ocurrencia de 
incidentes relevantes.
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VII.7.3. Interpretación técnica del «refuerzo» del sistema

La existencia de un refuerzo operativo posterior al incidente no implica, por sí misma, que el sistema 
operara con anterioridad fuera de los parámetros normativos o en condiciones incorrectas.

No obstante, del conjunto de la información analizada se desprende una conclusión relevante y es 
que el sistema operaba conforme a la normativa vigente, si bien el incidente ha puesto de manifiesto que 
determinados márgenes operativos, aun siendo reglamentarios, podían resultar insuficientes en escenarios 
de elevada complejidad.

En particular, el análisis técnico evidencia que:

• La gestión del control de tensión presentaba limitaciones en determinadas condiciones.
• La respuesta no adecuada de algunos activos del sistema no contribuyó de forma óptima a la 

estabilidad.
• La coordinación entre distintos elementos del sistema mostró áreas de mejora.

Estas circunstancias no pueden entenderse como fallos estructurales del modelo, sino como 
manifestaciones de la necesidad de adaptar la operación del sistema, especialmente las de inspección, a 
un entorno cada vez más exigente desde el punto de vista técnico.

VII.7.4. Contradicción en la interpretación del «sistema reforzado»

El análisis técnico, en coherencia con los informes disponibles, permite constatar que no se identifica 
una causa única ni un único agente responsable del incidente, pero sí se observan comportamientos 
individuales que, en determinados momentos, no contribuyeron de manera efectiva a la estabilidad del 
sistema.

En particular, se han identificado:

• Respuestas no plenamente alineadas con las obligaciones técnicas exigibles en materia de control 
de tensión.

• Comportamientos insuficientes en la gestión de potencia reactiva.
• Actuaciones que, en condiciones de estrés del sistema, resultaron subóptimas desde el punto de 

vista de la estabilidad.

Este conjunto de factores refuerza la idea de que el incidente debe entenderse desde una lógica 
sistémica, en la que la interacción entre múltiples elementos resulta determinante.

VII.7.5. Consideración desde la perspectiva de las responsabilidades

A la luz de lo anterior, la Comisión considera que el denominado «sistema reforzado» debe 
interpretarse en los siguientes términos:

• Como una respuesta operativa prudencial tras un evento de carácter excepcional.
• Como un mecanismo de incremento de la robustez del sistema en un contexto de incertidumbre.
• Como una manifestación de la capacidad del sistema eléctrico para adaptarse y mejorar tras la 

experiencia operativa.

En ningún caso debe interpretarse como una evidencia de inadecuación estructural del modelo 
energético, sino como parte del proceso natural de evolución de sistemas complejos.

VII.7.6. Conclusión sobre el denominado «sistema reforzado»

El análisis del refuerzo operativo permite identificar una serie de líneas de mejora relevantes:

• Refuerzo del control dinámico de tensión y de la gestión de potencia reactiva.
• Mejora de la coordinación entre los distintos agentes del sistema.
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• Incremento de la observabilidad y disponibilidad de información en tiempo real.
• Adaptación de los procedimientos de operación a las nuevas características del mix energético.

Asimismo, pone de manifiesto la necesidad de:

• Reforzar el cumplimiento efectivo de las obligaciones técnicas por parte de todos los agentes.
• Avanzar en la evolución del marco regulatorio para dar respuesta a la creciente complejidad del 

sistema.

VIII. ANÁLISIS DE RESPONSABILIDADES

El análisis técnico desarrollado en el apartado anterior constituye el elemento esencial para la 
delimitación de responsabilidades. En particular, la caracterización del incidente como un fenómeno 
multifactorial, dinámico y sistémico condiciona necesariamente la forma en que deben interpretarse las 
distintas posibles responsabilidades, impidiendo aproximaciones simplificadas o basadas en relaciones 
causales lineales.

La determinación de las responsabilidades derivadas del apagón eléctrico acaecido el día 28 de abril 
de 2025 constituye uno de los elementos centrales del presente dictamen, en la medida en que responde 
directamente al mandato propio de una comisión de investigación parlamentaria como es esclarecer los 
hechos y valorar las eventuales responsabilidades políticas que de ellos pudieran derivarse.

Ahora bien, el análisis de responsabilidades en un incidente de estas características exige una 
aproximación especialmente rigurosa, atendiendo a la naturaleza altamente compleja del sistema eléctrico, 
a la concurrencia de múltiples factores en la génesis del evento y a la distinta naturaleza de las posibles 
responsabilidades concurrentes.

En este sentido, la Comisión considera necesario distinguir, a efectos analíticos, entre los distintos 
planos de responsabilidad que pueden concurrir, sin perjuicio de su interrelación:

• Las responsabilidades técnicas, vinculadas al comportamiento de instalaciones, equipos y 
parámetros operativos.

• Las responsabilidades operativas, relativas a la gestión del sistema en tiempo real y a la 
aplicación de los procedimientos de operación.

• Las responsabilidades regulatorias o de supervisión, relacionadas con la adecuación del marco 
normativo y su aplicación efectiva.

• Las responsabilidades sistémicas o estructurales, derivadas de la evolución del sistema 
eléctrico y de la adaptación de sus reglas y herramientas.

• Las responsabilidades políticas, que constituyen el objeto propio del control parlamentario y que 
exigen valorar si existieron decisiones, omisiones o déficits de previsión imputables a quienes ostentaban 
funciones de dirección o supervisión pública.

Conviene recordar, a este respecto, que el informe del panel europeo de expertos que, conforme 
a lo establecido en este dictamen, constituye la referencia principal para la interpretación técnica de los 
hechos, fue concebido expresamente como un informe factual, técnico y objetivo, y no como un instrumento 
de atribución de responsabilidades, señalando de manera explícita que «no está destinado a asignar 
responsabilidad o culpa a ninguna parte».

Esta delimitación metodológica no impide, sin embargo, que el presente dictamen entre a valorar las 
responsabilidades políticas, pero sí obliga a hacerlo desde un enfoque riguroso, prudente y fundamentado 
en la evidencia disponible.

VIII.1. Responsabilidades técnicas

En un primer nivel de análisis, la Comisión considera acreditado que el incidente presenta un conjunto 
de factores técnicos relevantes que contribuyeron de manera determinante a su desarrollo y que se 
sitúan en el ámbito del comportamiento de las instalaciones, de los parámetros de operación y de los 
mecanismos de protección del sistema eléctrico.
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El informe del panel europeo identifica, dentro de su árbol de causas, diversos elementos técnicos que 
formaron parte de la cadena causal del apagón, entre los que destacan:

• La ausencia de reacción de parte de la generación basada en inversores ante variaciones de 
tensión, derivada de su operación a factor de potencia fijo.

• Limitaciones en la disponibilidad y efectividad de los recursos de control de tensión.
• Ajustes de protecciones de sobretensión en determinadas unidades por debajo de los umbrales 

exigibles.
• Desconexiones de generación distribuida de pequeña potencia.
• Limitaciones en la observabilidad del sistema en determinados segmentos de la red.

En términos coincidentes, el informe del Comité de análisis del 28 de abril señala que, en el ámbito 
de la generación síncrona obligada a prestar control de tensión conforme al procedimiento de operación 
P.O. 7.4, prácticamente la totalidad de los grupos acoplados presentaron insuficiencias en la absorción de 
potencia reactiva en determinados momentos de la mañana, especialmente en zonas donde ya se venían 
registrando incrementos de tensión.

No obstante, a pesar de los incumplimientos por parte de los grupos acoplados al P.O. 7.4. vigente 
en el momento del apagón, es relevante incorporar una reflexión específica sobre el estado de desarrollo 
de la revisión del procedimiento de operación 7.4 en el momento del incidente, en tanto que elemento 
directamente vinculado a la capacidad de control dinámico de la tensión del sistema eléctrico.

De la información analizada se desprende que, en la fecha del apagón (28 de abril de 2025), el 
sistema eléctrico español se encontraba en un proceso de transición regulatoria en relación con dicho 
procedimiento, no habiéndose implantado plenamente aún el nuevo marco técnico que debía permitir una 
participación más activa de las instalaciones de generación, en particular las de origen renovable, en el 
control continuo de tensión.

Por el contrario, otros sistemas eléctricos del entorno europeo, y en particular el sistema portugués, 
habían avanzado con mayor anticipación en la implementación de requisitos técnicos que habilitan y exigen 
a las instalaciones de generación no síncrona contribuir de forma efectiva al control dinámico de la tensión 
mediante capacidades avanzadas de electrónica de potencia.

Esta diferencia en el grado de desarrollo regulatorio y técnico tiene una implicación directa ya que 
la disponibilidad de herramientas efectivas para el control de la tensión no depende únicamente 
de su diseño teórico, sino de su implantación real y de su exigibilidad operativa en el conjunto del 
sistema.

En este contexto, la Comisión considera que:

• La ausencia de una implantación plenamente efectiva del nuevo procedimiento operativo 7.4 en 
España en el momento del incidente pudo limitar la capacidad del sistema para contar con una respuesta 
más amplia y distribuida en el control de la tensión por parte de los generadores de energía renovable.

• La existencia de marcos regulatorios más avanzados en otros sistemas eléctricos pone de 
manifiesto que la adaptación normativa al nuevo mix energético es un factor crítico para garantizar la 
estabilidad del sistema.

• La transición hacia un sistema con alta penetración de generación renovable exige no solo la 
incorporación de nuevas tecnologías, sino también la actualización oportuna y ágil de los procedimientos 
operativos que permitan aprovechar plenamente sus capacidades técnicas.

En consecuencia, esta Comisión considera que el desarrollo e implantación efectiva del procedimiento 
de operación 7.4 constituye un elemento clave para:

• Reforzar la resiliencia del sistema eléctrico.
• Maximizar la capacidad de control dinámico de la tensión.
• Garantizar que todas las tecnologías de generación contribuyan de forma efectiva a la estabilidad 

del sistema.

Este análisis no implica atribución de responsabilidad individual o directa en el origen del incidente, 
ya que cómo se ha señalado los grupos síncronos acoplados a la red el pasado 28 de abril de 2025 
incumplieron con los requisitos exigibles por el P.O. 7.4. vigente en el momento, pero sí pone de relieve 
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la importancia de acompasar la evolución tecnológica del sistema eléctrico con un desarrollo regulatorio 
suficientemente ágil y exigente.

Asimismo, se constata que, en situaciones de elevada tensión, varios grupos térmicos no respondieron 
conforme a lo esperado, llegando incluso a generar potencia reactiva en lugar de absorberla, lo que 
contribuyó a agravar la situación de sobretensión.

De todo ello se desprende que existe un ámbito claro de responsabilidad técnica potencial vinculado 
al comportamiento de determinados agentes del sistema. No corresponde, no obstante, a este dictamen 
determinar responsabilidades individuales de carácter sancionador, tarea que, en su caso, corresponde a las 
autoridades regulatorias competentes, en especial a la Comisión Nacional del Mercado de la Competencia.

Lo que sí puede afirmarse es que la evidencia disponible apunta a la existencia de respuestas 
técnicas no plenamente alineadas con las necesidades del sistema en condiciones de estrés, lo que 
constituye un elemento relevante para la comprensión del incidente.

VIII.2. Responsabilidades operativas

En un segundo nivel, procede analizar las responsabilidades operativas, entendidas como aquellas 
relativas a la gestión del sistema eléctrico en tiempo real y a la utilización de las herramientas disponibles 
para garantizar su estabilidad.

El Comité Especial de Análisis señala que el operador del sistema disponía de herramientas 
específicas para la gestión de la tensión, incluyendo la activación de reactancias y la programación de 
grupos térmicos mediante restricciones técnicas orientadas al control dinámico y estático de la tensión, así 
como obligaciones de control de tensión impuestas a distintos agentes del sistema.

Por su parte, el informe del panel europeo describe que, durante el periodo previo al apagón, se 
adoptaron diversas medidas operativas orientadas a mitigar las oscilaciones detectadas, tales como la 
reducción de exportaciones eléctricas, el aumento del mallado de la red y la modificación del modo de 
operación de determinadas interconexiones.

Dichas medidas resultaron eficaces para reducir las oscilaciones, si bien contribuyeron simultáneamente 
al incremento de los niveles de tensión en el sistema ibérico.

Este hecho pone de manifiesto que la operación del sistema se desarrolló en un entorno de elevada 
complejidad, en el que las medidas adoptadas para corregir determinados fenómenos podían tener efectos 
colaterales sobre otros parámetros críticos.

Asimismo, el panel europeo destaca que la secuencia de eventos que condujo al colapso se produjo 
en intervalos temporales muy reducidos, lo que limitó significativamente la capacidad de intervención 
manual y situó el comportamiento del sistema en gran medida en manos de sus mecanismos automáticos 
y de su configuración previa.

A ello se añade que, según el Comité Especial de Análisis, en la fase inmediatamente anterior al colapso 
no se registraban tensiones superiores a los límites establecidos en los procedimientos de operación, 
aunque sí existía una situación de tensiones elevadas, bajo amortiguamiento y menor flexibilidad para el 
control de tensión.

En consecuencia, la Comisión considera que existe un ámbito legítimo de análisis crítico sobre la 
actuación operativa del sistema, especialmente en lo relativo a los márgenes de seguridad y a la adecuación 
de determinadas decisiones.

No obstante, el conjunto de la evidencia técnica disponible y, en particular, el análisis del panel europeo 
no permite reducir el incidente a una falla operativa simple o a una omisión manifiesta y aislada, sino 
que lo sitúa en el marco de una interacción compleja de factores.

VIII.3. Responsabilidades regulatorias y de supervisión

En un tercer plano, el análisis permite identificar la existencia de responsabilidades regulatorias o 
de supervisión, entendidas como aquellas relacionadas con la adecuación del marco normativo y con su 
capacidad para acompañar la evolución del sistema eléctrico.

La CNMC pone de relieve que la regulación técnica debe ser capaz de adaptarse a la rápida 
transformación del sistema, señalando la necesidad de mejorar las capacidades de control dinámico de 
tensión y de reforzar la supervisión del cumplimiento de las obligaciones técnicas por parte de los agentes.



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES
SENADO

Núm. 403 Pág. 13024 de abril de 2026

 c
ve

: B
O

C
G

_D
_1

5_
40

3_
34

18

El Comité Especial de Análisis coincide en señalar la necesidad de reforzar los mecanismos de 
supervisión, verificación y transparencia, así como de acelerar la adaptación normativa a la creciente 
complejidad del sistema eléctrico.

Por su parte, el panel europeo identifica, dentro de su análisis causal, la existencia de insuficiencias en 
las especificaciones técnicas y en los mecanismos de exigencia de cumplimiento, así como heterogeneidad 
en la aplicación de determinados criterios entre instalaciones.

De todo ello se desprende que el marco regulatorio, aun siendo formalmente válido, presenta ámbitos 
de mejora en su capacidad de anticipación y adaptación, lo que constituye un elemento relevante desde el 
punto de vista del análisis de responsabilidades.

Los análisis apuntan a la conveniencia de seguir profundizando en la adaptación progresiva del 
sistema eléctrico, reforzando su capacidad de anticipación ante necesidades futuras en un ámbito en el 
que confluyen múltiples actores y distintos niveles de decisión, tanto nacionales como europeos.

VIII.4. Responsabilidades sistémicas o estructurales

La progresiva modificación de la configuración del mix de generación refuerza la pertinencia de 
mantener un trabajo constante de actualización de la operativa del sistema, con capacidad para anticiparse 
a las necesidades futuras que plantea su propia evolución. Esa exigencia resulta especialmente relevante 
en cuestiones como el control de tensión, donde la transformación del sistema obliga a acompasar de forma 
continua los criterios de operación, las herramientas disponibles y la integración de las nuevas opciones 
tecnológicas que ofrece la electrónica de potencia.

VIII.5. Responsabilidades políticas: planteamiento metodológico

La valoración de las responsabilidades políticas exige un análisis específico, diferenciado de los 
planos anteriores.

La responsabilidad política no se identifica necesariamente con la existencia de una infracción 
normativa o técnica, sino con la evaluación de la actuación de los poderes públicos en términos de:

• Previsión.
• Dirección.
• Supervisión.
• Capacidad de respuesta.

No obstante, el análisis debe basarse en la evidencia disponible, evitando conclusiones no sustentadas 
en el material técnico.

En este sentido, el informe del panel europeo no avala la existencia de una causa política directa del 
incidente, sino que lo sitúa en el ámbito de la complejidad técnica y sistémica.

Por ello, la Comisión ha considerado adecuado abordar este análisis mediante la formulación de las 
siguientes hipótesis:

• Hipótesis de responsabilidades políticas del Gobierno de España.

○ ¿Existió una decisión política directa del Gobierno que determinara causalmente el apagón del 28 
de abril de 2025?

○ ¿Puede afirmarse que el Gobierno mantuvo conscientemente un marco regulatorio manifiestamente 
insuficiente, pese a conocer un riesgo inminente de colapso?

○ ¿Las decisiones estratégicas de política energética del Gobierno, especialmente en materia de 
transición energética, pueden considerarse causa política del apagón?

• Hipótesis de responsabilidad política de Redeia.

○ ¿Redeia adoptó o pudo adoptar una decisión singular cuya omisión explique causalmente el apagón?
○ ¿Puede apreciarse responsabilidad política por insuficiente dirección o supervisión del operador 

del sistema?
○ ¿Puede imputarse a Redeia la falta de transparencia o de colaboración posterior?
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VIII.5.1. Hipótesis de responsabilidad política del Gobierno de España

VIII.5.1.1. Primera hipótesis: ¿Existió una decisión política directa del Gobierno que 
determinara causalmente el apagón del 28 de abril de 2025?

A la vista del informe del panel europeo, esta hipótesis no puede darse por confirmada.
El panel europeo sitúa la génesis del incidente en una combinación de oscilaciones, problemas 

de control de tensión, comportamiento de activos conectados, ajustes de protección, desconexión de 
generación y limitaciones de observabilidad, sin identificar una decisión gubernamental concreta como 
causa directa del apagón.

Además, varias comparecencias subrayan que el mix diario de generación no lo decide el Gobierno en 
tiempo real, sino que resulta de la casación del mercado y de la operación técnica posterior, aunque esta 
afirmación debe matizarse con la evidente influencia estructural de la política energética. En todo caso, el 
material técnico disponible no permite vincular el apagón a una orden, instrucción o decisión puntual 
del Consejo de Ministros o del Ministerio competente que, por sí misma, desencadenara el colapso.

Conclusión provisional:

No se acredita una responsabilidad política directa de causalidad inmediata del Gobierno por 
el mero hecho de ser titular de la política energética.

VIII.5.1.2. Segunda hipótesis: ¿Puede afirmarse que el Gobierno mantuvo conscientemente 
un marco regulatorio manifiestamente insuficiente, pese a conocer un riesgo inminente de colapso?

Tampoco esta hipótesis queda confirmada con la solidez necesaria para sostener una responsabilidad 
política concluyente.

Es verdad que tanto CNMC como Comité Especial de Análisis y comparecientes técnicos apuntan a 
una adaptación normativa insuficiente o retrasada respecto de la evolución del sistema. También es 
cierto que existían señales de tensión elevada y oscilaciones previas ese mismo día, e incluso episodios 
anteriores que merecen consideración. Pero el panel europeo no concluye que el Gobierno conociera un 
riesgo inminente y singular de apagón general y que, pese a ello, omitiera actuar. Más bien describe un 
sistema en transformación, con vulnerabilidades estructurales y con eventos cuya combinación exacta no 
era un escenario operativo ordinario.

De hecho, el propio panel europeo reconoce la extraordinaria complejidad del incidente y la dificultad 
de la investigación, lo que hace particularmente arriesgado sostener que existía una previsibilidad política 
clara y directa del resultado final.

Conclusión provisional:

Sí puede hablarse de retos estructurales y de necesidad de adaptación regulatoria más ágil, 
pero no de una acreditación suficiente de que el Gobierno ignoró consciente y específicamente un 
riesgo cierto de apagón general.

VIII.5.1.3. Tercera hipótesis: ¿Las decisiones estratégicas de política energética del Gobierno, 
especialmente en materia de transición energética, pueden considerarse causa política del apagón?

Esta hipótesis debe ser rechazada en su formulación simplista.
El informe del panel europeo no atribuye el apagón al hecho de existir más renovables, ni a una 

tecnología por sí misma. Lo que sí hace es identificar comportamientos concretos de determinados activos 
y carencias del sistema para integrar correctamente determinadas dinámicas, especialmente en control de 
tensión y comportamiento reactivo.

Eso significa que no es técnicamente correcto convertir un problema de integración, requisitos 
y operación en una impugnación política global del modelo de transición energética. El problema no 
fue «haber apostado por las renovables», sino no haber culminado suficientemente rápido la adaptación 
técnica, regulatoria y operativa que ese nuevo sistema exige.
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Conclusión provisional:

No puede sostenerse una responsabilidad política del Gobierno basada en una pretendida 
causalidad directa entre transición energética y apagón. Lo que sí cabe es una reflexión crítica 
sobre el ritmo de adaptación del sistema a esa transición, pero en términos estructurales, no de 
imputación política simple.

VIII.5.2. Hipótesis de responsabilidad política de Redeia

VIII.5.2.1. Primera hipótesis: ¿Redeia adoptó o pudo adoptar una decisión singular cuya 
omisión explique causalmente el apagón?

Con la evidencia disponible, esta hipótesis no queda acreditada.
El panel europeo no estructura la causalidad del incidente alrededor de una decisión singular atribuible 

al operador del sistema, sino en torno a factores técnicos, operativos y sistémicos de rápida evolución. 
Incluso cuando examina la actuación frente a las oscilaciones previas, describe medidas adoptadas por los 
operadores para mitigarlas y reconoce que esas medidas tuvieron efectos positivos sobre las oscilaciones, 
aunque secundarios sobre la tensión.

No hay en el informe europeo una base técnica que permita afirmar que Redeia, en el curso del 
incidente, adoptara una decisión cuya falta produjera el apagón.

Conclusión provisional:

No se acredita una responsabilidad política basada en una omisión decisoria inmediata de Redeia.

VIII.5.2.2. Segunda hipótesis: ¿Puede apreciarse responsabilidad política por insuficiente 
dirección o supervisión del operador del sistema?

Aquí la respuesta debe ser más matizada.
Es cierto que existen comparecencias muy críticas con la operación del sistema e incluso con la 

posición de Redeia. Algunos comparecientes sostienen que el sistema operaba con márgenes más débiles 
de lo deseable o que después del apagón se pasó a un «modo reforzado», lo que evidenciaría margen 
para haber operado antes de forma más conservadora. Ese argumento merece ser considerado.

Sin embargo, el panel europeo introduce elementos que rebajan el automatismo de esa conclusión:

• La operación previa se consideró segura según procesos del Regional Coordination Centre (RCC) 
y criterios N-1.

• Las medidas frente a las oscilaciones fueron efectivas en parte.
• El colapso se produjo por una interacción muy rápida de múltiples factores, con margen limitado 

de respuesta efectiva.

Por tanto, aunque pueda sostenerse un debate legítimo sobre si el sistema debía operarse con 
márgenes más conservadores, no existe una base técnica concluyente para convertir esa discusión 
en una responsabilidad política nítida y personalizable en Redeia.

Conclusión provisional:

Existe espacio para una crítica sobre la cultura de margen operativo o sobre la suficiencia de 
herramientas y supervisión interna, pero no para afirmar, con la solidez exigible, una responsabilidad 
política directa y concluyente de Redeia.

VIII.5.2.3. Tercera hipótesis: ¿Puede imputarse políticamente a Redeia la falta de transparencia 
o de colaboración posterior?

Tampoco aquí el material disponible permite una afirmación rotunda.
El panel europeo señala que Redeia recabó consentimientos de 33 compañías y DSOs para compartir 

datos con el panel y colaboró en la remisión de información, aunque la investigación encontró dificultades 
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por ausencia de algunos registros y por datos incompletos de ciertos generadores y terceros. Esto debilita 
la hipótesis de una falta general de cooperación imputable al operador.

Otra cosa distinta es el debate político sobre la calidad de la información pública, el relato institucional o la 
oportunidad comunicativa. Pero ese debate, por sí solo, no basta para fundamentar una responsabilidad 
política por el apagón.

Conclusión provisional:

No se aprecia base suficiente para construir una responsabilidad política sustantiva por falta 
de colaboración o transparencia determinante en la investigación.

VIII.6. Valoración final sobre responsabilidades

Del conjunto del análisis cabe extraer una conclusión equilibrada y sólida.
Sí existen planos de responsabilidad relevantes.
Sí existen:

• responsabilidades técnicas potenciales en el comportamiento de determinados agentes;
• ámbitos de escrutinio operativo sobre la gestión del sistema;
• insuficiencias regulatorias y de supervisión;
• y una clara responsabilidad sistémica o estructural derivada de la adaptación incompleta del 

sistema a su nueva realidad física.

Pero el material disponible no acredita una responsabilidad política directa concluyente.
Sin embargo, el informe del panel europeo, que debe ser la referencia principal del dictamen, no 

identifica una cadena causal que permita afirmar de forma sólida y concluyente una responsabilidad 
política directa, ni del Gobierno de España ni de la Presidenta de Red Eléctrica, entendida como una 
decisión singular, una omisión manifiesta o una actuación política inmediatamente causal del apagón.

El panel europeo, precisamente por su independencia y rigor, sitúa la explicación del incidente en 
el terreno de la complejidad sistémica, de los factores interactuantes y de la adaptación pendiente de 
herramientas, requisitos y recursos.

En consecuencia, la Comisión puede sostener que, el apagón del 28 de abril de 2025 revela fallos 
técnicos, operativos, regulatorios y sistémicos que exigen corrección y refuerzo del sistema, pero no 
permite afirmar, con el grado de certeza exigible, la existencia de una responsabilidad política 
directa y singularizable en el Gobierno de España o en la Presidencia de Red Eléctrica por la producción 
misma del apagón.

En consecuencia, y a la vista del conjunto de la evidencia analizada, la Comisión considera que la 
exigencia de responsabilidades políticas no puede construirse sobre la base de hipótesis simplificadas ni 
de relaciones causales no acreditadas, sino que debe atender al marco técnico real en el que se produjo 
el incidente. En este sentido, la complejidad sistémica del apagón, tal y como ha sido descrita por el 
panel europeo de expertos, no permite sostener una imputación directa y singularizada de responsabilidad 
política en los términos en que ha sido planteada en el debate público.

IX. MEDIDAS Y RECOMENDACIONES

Las medidas y recomendaciones que se formulan a continuación no responden a la necesidad de 
corregir un modelo fallido, sino a la de reforzar un sistema que, siendo estructuralmente sólido, debe 
adaptarse a una realidad operativa cada vez más compleja. En este sentido, la Comisión considera que el 
incidente no deslegitima las políticas energéticas en curso, sino que pone de manifiesto la necesidad de 
acompañarlas de herramientas técnicas, regulatorias y de supervisión plenamente adecuadas.

Estas medidas no deben entenderse como una respuesta puntual al incidente del 28 de abril de 2025, 
sino como un programa de fortalecimiento estructural del sistema, coherente con su evolución hacia 
un modelo más complejo, más electrificado y con mayor penetración de tecnologías basadas en electrónica 
de potencia.
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IX.1. Refuerzo del control de tensión y de la potencia reactiva

La Comisión considera prioritario reforzar de manera integral las capacidades de control dinámico y 
estático de la tensión del sistema eléctrico, identificadas como elemento central en el origen y desarrollo del 
incidente del 28 de abril de 2025.

El análisis realizado pone de manifiesto que la estabilidad del sistema, en un contexto de creciente 
complejidad operativa y elevada penetración de generación no síncrona, exige no solo la existencia de 
herramientas técnicas adecuadas, sino su plena efectividad en condiciones reales de operación, así 
como la correcta contribución de todos los agentes obligados a ello.

A tal efecto, se recomienda:

IX.1.1. Actualización y adaptación de los requisitos técnicos

• Revisar y actualizar los requisitos técnicos aplicables a todas las instalaciones de generación, con 
especial atención a:

○ El comportamiento ante variaciones de tensión, incluyendo rangos de operación ampliados y 
criterios de permanencia.

○ La provisión efectiva de potencia reactiva, tanto en condiciones normales como en situaciones de 
perturbación.

○ La capacidad de respuesta dinámica ante eventos transitorios, incluyendo la participación activa 
en la estabilización del sistema.

• Asegurar que dichos requisitos reflejen adecuadamente la realidad del sistema eléctrico actual, 
caracterizado por una alta penetración de tecnologías renovables y una menor presencia relativa de 
generación síncrona convencional.

IX.1.2. Maximización de la capacidad global de control de tensión del sistema

• Impulsar la plena integración de las tecnologías renovables en los servicios de control de 
tensión, garantizando que puedan aportar, en igualdad de condiciones técnicas, capacidades de regulación 
tanto estática como dinámica.

• Desarrollar y exigir el despliegue de funcionalidades avanzadas en instalaciones renovables, tales 
como:

○ Control dinámico de tensión mediante electrónica de potencia.
○ Participación en servicios de ajuste relacionados con la estabilidad del sistema.
○ Implementación progresiva de soluciones de tipo grid-forming y sistemas híbridos con 

almacenamiento.

• Promover un enfoque de sistema en el que todas las tecnologías, con independencia de su 
naturaleza, contribuyan de forma efectiva a la estabilidad eléctrica, evitando la infrautilización de capacidades 
técnicas disponibles.

IX.1.3. Refuerzo de la exigibilidad y supervisión del cumplimiento

• Intensificar los mecanismos de verificación del cumplimiento de las obligaciones técnicas, mediante:

○ Sistemas de monitorización en tiempo real de la respuesta de los activos.
○ Requisitos de reporte detallado y trazabilidad del comportamiento en eventos relevantes.

• Establecer sistemas de auditoría técnica periódica que permitan:

○ Validar el cumplimiento efectivo de los requisitos.
○ Detectar desviaciones o comportamientos no conformes.
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• Reforzar los regímenes sancionadores, garantizando que:

○ Sean proporcionales a la gravedad del incumplimiento.
○ Tengan capacidad disuasoria real.
○ Se apliquen con transparencia y trazabilidad.

IX.1.4. Homogeneización y coherencia regulatoria

• Avanzar hacia la homogeneización de los criterios técnicos aplicables a las distintas 
tecnologías de generación, evitando asimetrías regulatorias que puedan:

○ Distorsionar la operación del sistema.
○ Generar zonas de menor exigencia técnica.

• Garantizar que todas las instalaciones con capacidad técnica para contribuir al control de tensión 
estén obligadas a hacerlo bajo criterios equivalentes.

IX.1.5. Refuerzo de la capacidad operativa del sistema

• Evaluar la necesidad de incorporar elementos adicionales de apoyo al control de tensión, tales 
como:

○ Compensadores síncronos.
○ Dispositivos FACTS.
○ Sistemas avanzados de control distribuido.

• Mantener, en tanto se consolida la adaptación del sistema, esquemas de operación prudentes que 
aseguren márgenes adecuados de estabilidad.

Este conjunto de medidas responde directamente a las conclusiones del panel europeo de expertos, 
que identifican la insuficiente respuesta de determinados activos en el control de tensión como uno de los 
factores determinantes del incidente.

Asimismo, permite avanzar hacia un modelo de sistema eléctrico en el que la seguridad no dependa 
de la tipología de generación, sino del cumplimiento efectivo de las funciones técnicas que cada 
tecnología puede y debe aportar.

IX.2. Mejora de la observabilidad y disponibilidad de datos

La Comisión considera necesario avanzar de forma decidida en la mejora de la observabilidad del 
sistema eléctrico, entendida como la capacidad de disponer de información completa, precisa y en tiempo 
real sobre el estado del sistema.

En particular, se recomienda:

• Reforzar los sistemas de monitorización en todos los niveles de la red, incluyendo la generación 
distribuida.

• Establecer obligaciones más estrictas de suministro de datos por parte de los agentes.
• Desarrollar sistemas de integración y tratamiento de datos que permitan una visión global del 

sistema.
• Garantizar la calidad, trazabilidad y disponibilidad de la información necesaria para la operación y 

el análisis posterior de incidentes.

Estas medidas resultan especialmente relevantes a la luz de las dificultades identificadas en el informe 
europeo en relación con la disponibilidad y homogeneidad de los datos.
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IX.3. Revisión y adaptación del marco regulatorio

La Comisión considera necesario reforzar la capacidad del marco regulatorio para adaptarse a la 
evolución del sistema eléctrico.

A tal efecto, se recomienda:

• Actualizar los procedimientos de operación para incorporar escenarios de alta complejidad.
• Revisar los estándares de seguridad, incluyendo la adecuación del criterio N-1 a la nueva realidad 

del sistema.
• Desarrollar nuevas herramientas regulatorias que permitan anticipar y gestionar situaciones de 

inestabilidad.
• Reforzar los mecanismos de supervisión y control del cumplimiento normativo.

Asimismo, se considera necesario avanzar en la coordinación a nivel europeo, dado el carácter 
interconectado del sistema eléctrico.

IX.4. Refuerzo de la supervisión y cumplimiento de los agentes

Uno de los elementos más relevantes del análisis realizado es la necesidad de reforzar el cumplimiento 
efectivo de las obligaciones técnicas por parte de los agentes del sistema.

En este sentido, la Comisión recomienda:

• Intensificar las labores de inspección y supervisión.
• Establecer mecanismos claros de responsabilidad en caso de incumplimiento.
• Garantizar la trazabilidad de las actuaciones de los agentes en situaciones de incidente.
• Reforzar la transparencia en la información disponible.

El análisis del incidente pone de manifiesto que la existencia de normativa no es suficiente si no 
se garantiza su cumplimiento efectivo.

IX.5. Mejora de la coordinación operativa y de los planes de respuesta

La Comisión considera necesario reforzar los mecanismos de coordinación entre los distintos agentes 
del sistema eléctrico, así como los planes de respuesta ante situaciones de crisis.

A tal efecto, se recomienda:

• Revisar y actualizar los planes de defensa del sistema.
• Mejorar los protocolos de actuación ante oscilaciones y eventos de inestabilidad.
• Reforzar la coordinación entre operadores de transporte y distribución.
• Desarrollar simulaciones y ejercicios periódicos de respuesta ante incidentes.

IX.6. Refuerzo de la resiliencia del sistema eléctrico

Las medidas propuestas deben integrarse en una estrategia más amplia de refuerzo de la resiliencia 
del sistema eléctrico.

Esta estrategia debe orientarse a:

• Garantizar la estabilidad del sistema en escenarios de alta complejidad.
• Mejorar la capacidad de anticipación y respuesta.
• Asegurar la continuidad del suministro en condiciones adversas.
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IX.7. Coherencia con la transición energética

La Comisión considera que las medidas propuestas deben desarrollarse en coherencia con el proceso 
de transición energética en curso.

En este sentido, se subraya que:

• La transformación del sistema eléctrico es necesaria y responde a objetivos estratégicos de 
carácter nacional y europeo.

• Los retos identificados no cuestionan el modelo energético, sino la necesidad de adaptar sus 
herramientas.

• El fortalecimiento del sistema es compatible con el avance de las energías renovables.

IX.8. Refuerzo del régimen sancionador y de las consecuencias por incumplimiento

La Comisión considera necesario abordar de manera expresa una de las cuestiones que se desprenden 
con mayor claridad del análisis del incidente como es la existencia de incumplimientos o respuestas no 
plenamente adecuadas por parte de determinados agentes del sistema que, sin embargo, no siempre 
encuentran una traducción efectiva en el régimen sancionador vigente.

El análisis conjunto de los informes técnicos, y en particular del informe del panel europeo, pone de 
manifiesto que determinados comportamientos de instalaciones y agentes, especialmente en lo relativo al 
control de tensión, la provisión de potencia reactiva o la respuesta ante perturbaciones, no se ajustaron 
plenamente a las necesidades del sistema en condiciones de estrés.

No obstante, se constata que el actual marco normativo presenta, en algunos casos, limitaciones para 
tipificar, acreditar o sancionar de forma efectiva estos incumplimientos, ya sea por:

• La falta de definición suficientemente precisa de determinadas obligaciones técnicas dinámicas.
• La dificultad de acreditar el incumplimiento en tiempo real con los datos disponibles.
• La ausencia de un régimen claro de consecuencias económicas o administrativas asociado a 

determinados comportamientos no conformes.

Esta situación genera una disfunción relevante desde el punto de vista del sistema eléctrico como 
es la existencia de obligaciones técnicas cuyo incumplimiento puede tener efectos significativos sobre la 
seguridad del sistema, sin que dicho incumplimiento lleve aparejada necesariamente una consecuencia 
sancionadora proporcional.

A la luz de lo anterior, la Comisión recomienda:

• Revisar y reforzar el marco sancionador aplicable a los agentes del sistema eléctrico, con el objetivo 
de garantizar que todo incumplimiento relevante de obligaciones técnicas tenga una respuesta efectiva, 
proporcionada y disuasoria.

• Desarrollar una tipificación más precisa de las obligaciones técnicas, especialmente en lo relativo a:

○ Comportamiento dinámico de las instalaciones.
○ Respuesta ante variaciones de tensión.
○ Provisión de servicios de control del sistema.

• Establecer mecanismos que permitan vincular de forma directa el comportamiento de los agentes 
con sus consecuencias en la operación del sistema, facilitando la trazabilidad de responsabilidades.

• Reforzar las capacidades de supervisión y auditoría técnica para permitir la detección, acreditación 
y seguimiento de incumplimientos en tiempo real o cuasi real.

• Introducir mecanismos económicos de penalización o incentivos que alineen el comportamiento de 
los agentes con las necesidades de seguridad del sistema.

Esta recomendación resulta especialmente relevante en el contexto del apagón del 28 de abril de 2025, 
en el que el análisis técnico evidencia que determinados comportamientos no conformes contribuyeron a la 
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evolución del incidente, sin que el actual marco permita, en todos los casos, una respuesta sancionadora 
acorde con el impacto generado.

En consecuencia, la Comisión considera que el refuerzo del régimen sancionador no constituye 
únicamente una cuestión jurídica o administrativa, sino un elemento esencial para:

• Garantizar el cumplimiento efectivo de las obligaciones técnicas.
• Reforzar la seguridad y estabilidad del sistema eléctrico.
• Evitar la reiteración de situaciones en las que el incumplimiento no conlleve consecuencias 

proporcionales a sus efectos.

IX.9. Creación de una Ponencia de estudio en el Senado para el desarrollo e implementación de 
las recomendaciones

La Comisión considera oportuno que las conclusiones y recomendaciones derivadas del presente 
dictamen no se agoten en su formulación, sino que den lugar a un proceso institucional estructurado que 
permita su desarrollo, seguimiento e implementación efectiva.

A tal efecto, se propone la creación, en el seno del Senado, de una Ponencia de estudio específica 
encargada de analizar y concretar la mejor forma de llevar a la práctica las recomendaciones contenidas 
en:

• El informe del panel europeo de expertos.
• El informe del comité de análisis del 28 de abril de 2025.
• El informe de la comisión nacional de los mercados y la competencia (cnmc).
• Las conclusiones del presente dictamen.

Esta Ponencia de estudio debería configurarse como un espacio de trabajo técnico-parlamentario, con 
vocación transversal y orientado a la mejora del sistema eléctrico, con los siguientes objetivos:

• Sistematización y priorización de las recomendaciones.
• Evaluación de la viabilidad técnica, jurídica y económica.
• Propuesta de reformas normativa.
• Seguimiento de la implementación de las medidas.
• Refuerzo de la dimensión europea.
• Incorporación de conocimiento de expertos.
• Seguimiento de los procedimientos sancionadores en el ámbito energético relacionados con el 

apagón del 28 de abril de 2025.

IX.9.1. Sistematización y priorización de las recomendaciones

Analizar de forma conjunta el conjunto de medidas propuestas en los distintos informes, con el fin de:

• Identificar coincidencias y líneas de actuación comunes.
• Priorizar aquellas medidas con mayor impacto en la seguridad del sistema.
• Establecer un calendario orientativo de implementación.

IX.9.2. Evaluación de la viabilidad técnica, jurídica y económica

Examinar la viabilidad de las distintas recomendaciones desde una triple perspectiva:

• Técnica, en relación con su aplicabilidad en el sistema eléctrico.
• Jurídica, en cuanto a su encaje en el marco normativo vigente o la necesidad de reformas.
• Económica, en términos de costes, incentivos y efectos sobre los agentes del sistema.
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IX.9.3. Propuesta de reformas normativas

Identificar, en su caso, las modificaciones normativas necesarias para:

• Adaptar los procedimientos de operación.
• Reforzar el régimen de obligaciones técnicas.
• Mejorar los mecanismos de supervisión y control.
• Desarrollar un marco sancionador más eficaz.

IX.9.4. Seguimiento de la implementación de las medidas

Establecer mecanismos de seguimiento que permitan evaluar el grado de cumplimiento de las 
recomendaciones y su impacto en el sistema eléctrico, garantizando:

• La rendición de cuentas de los agentes implicados.
• La actualización periódica de las medidas adoptadas.

IX.9.5. Refuerzo de la dimensión europea

Analizar la articulación de las medidas en el contexto europeo, promoviendo:

• La coordinación con las instituciones y organismos europeos.
• La armonización de criterios técnicos.
• La participación activa de España en los procesos de mejora del sistema eléctrico europeo.

IX.9.6. Incorporación de conocimiento experto

Facilitar la participación de expertos independientes, operadores del sistema, reguladores, 
representantes del sector y comunidad científica, con el fin de:

• Enriquecer el análisis.
• Incorporar las mejores prácticas internacionales.
• Garantizar un enfoque técnico riguroso.

IX.9.7. Seguimiento de los procedimientos sancionadores en el ámbito energético relacionados 
con el apagón del 28 de abril del 2025

Establecer un mecanismo reforzado de seguimiento parlamentario de los procedimientos 
sancionadores instruidos por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia en relación con los 
hechos vinculados al apagón del 28 de abril de 2025, con el fin de garantizar la máxima transparencia, la 
rendición efectiva de cuentas y la credibilidad del sistema institucional, asegurando:

• La información periódica a esta Cámara sobre el estado de tramitación de los expedientes 
sancionadores, en términos compatibles con la normativa aplicable.

• La trazabilidad completa de las actuaciones del regulador, desde la apertura de diligencias hasta la 
eventual imposición de sanciones.

• La identificación clara de los incumplimientos normativos que, en su caso, hayan contribuido al 
incidente.

• La evaluación del rigor, proporcionalidad y efectividad del régimen sancionador aplicado.
• La garantía de que la respuesta institucional esté a la altura de la gravedad de los hechos, evitando 

cualquier percepción de falta de exigencia o de trato desigual entre operadores.
• El refuerzo de la confianza ciudadana en que el sistema eléctrico y su supervisión se rigen por 

criterios de responsabilidad, legalidad y equidad, sin espacios de impunidad.
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IX.9.8. Función estratégica de la Ponencia

La creación de esta Ponencia permite dotar de continuidad institucional al trabajo de la Comisión, 
evitando que las conclusiones del dictamen queden limitadas a un ejercicio de análisis retrospectivo.

En este sentido, la Ponencia se configura como un instrumento para:

• Trasladar el análisis realizado a la acción normativa y operativa.
• Reforzar el papel del senado como cámara de reflexión y mejora del sistema.
• Contribuir a la consolidación de un sistema eléctrico más seguro, resiliente y adaptado a los 

desafíos futuros.

X. CONCLUSIÓN FINAL

X.1. Sobre las responsabilidades políticas

A la vista del conjunto de la evidencia analizada, incluyendo las comparecencias celebradas, la 
documentación obrante en la Comisión y, de manera especialmente relevante, las conclusiones del panel 
europeo de expertos, la Comisión concluye que:

• No se acredita la existencia de una causa única ni de un agente responsable singular del incidente.
• No puede identificarse una decisión concreta del Gobierno de España ni de la dirección del 

operador del sistema como causa directa del apagón.
• Los factores determinantes del evento se sitúan en el ámbito técnico, operativo y sistémico 

del funcionamiento del sistema eléctrico.

En particular, resulta determinante señalar que el informe del panel europeo de expertos, como 
referencia técnica independiente, de carácter supranacional y con una visión integral del sistema, no 
atribuye responsabilidades políticas al Gobierno de España en relación con el apagón del 28 de 
abril de 2025.

En consecuencia, esta Comisión considera que:

• No dispone de elementos adicionales, ni de evidencia técnica distinta o contradictoria, que 
permita apartarse de dicha conclusión.

• No puede fundamentar, con base en la evidencia disponible, una atribución de responsabilidad política 
que no se desprende de los análisis técnicos más rigurosos e independientes realizados sobre el incidente.

No obstante, el análisis desarrollado sí pone de manifiesto la existencia de elementos relevantes 
analizados en la conclusión X.3 y que deben ser objeto de consideración.

Esos elementos sitúan el foco del análisis no en la existencia de decisiones políticas causales, 
sino en el funcionamiento efectivo del sistema en su conjunto y en el grado de cumplimiento de las 
obligaciones técnicas por parte de los distintos agentes.

En consecuencia, la Comisión concluye que:

No se acredita la existencia de responsabilidad política directa en la producción del apagón 
del 28 de abril de 2025, sin perjuicio de la necesidad de reforzar de manera decidida los mecanismos 
técnicos, regulatorios y de supervisión del sistema eléctrico, con el fin de evitar la repetición de 
eventos de naturaleza similar.

X.2. Sobre la naturaleza del apagón

El apagón acaecido el día 28 de abril de 2025 constituye un evento de carácter extraordinario en el 
sistema eléctrico europeo, tanto por su alcance como por su complejidad.
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El análisis realizado por esta Comisión, sustentado en el conjunto de comparecencias, la documentación 
a la que ha tenido acceso y, de manera especialmente relevante, en el informe del panel europeo de 
expertos, permite afirmar que:

• El incidente responde a un fenómeno multifactorial, dinámico y de naturaleza sistémica.
• No puede atribuirse a una causa única ni a un único factor determinante.
• Su desarrollo se produjo como consecuencia de la interacción simultánea de múltiples variables 

técnicas y operativas.

X.3. Sobre el origen del fallo

El análisis conjunto de la documentación examinada, las comparecencias celebradas y los informes 
técnicos disponibles permite concluir que el elemento central del incidente se sitúa en el ámbito del control 
de la tensión del sistema eléctrico, en un contexto de interacción dinámica de múltiples factores que, en 
su concatenación, derivaron en la pérdida de estabilidad del sistema.

Lejos de responder a una causa única o a un evento aislado, el apagón del 28 de abril de 2025 
debe entenderse como el resultado de una secuencia de fenómenos técnicos interrelacionados, cuya 
evolución superó la capacidad de respuesta efectiva del sistema en ese momento.

En particular, el incidente se vio condicionado por la concurrencia de los siguientes elementos:

• Fenómenos oscilatorios previos, que alteraron las condiciones de estabilidad del sistema y 
requirieron la adopción de medidas de mitigación en tiempo real que lograron compensar dichas oscilaciones.

• Limitaciones en la capacidad efectiva de control de la tensión, especialmente en un contexto 
de elevada complejidad operativa y de exigencia sobre los servicios de regulación, máxime cuando buena 
parte de los generadores encargados de ayudar en el control de la tensión no respondieron conforme a lo 
que le era exigible por normativa.

• Desconexiones de generación, producidas en cascada como consecuencia de desviaciones en 
los parámetros eléctricos, contribuyendo a agravar la perturbación inicial. Hay que tener en cuenta que 
entorno al 50 % de la generación renovable se desconectó antes de tiempo conforme a los parámetros 
fijados por la normativa de aplicación.

• El comportamiento no plenamente alineado de determinados activos del sistema, que no 
respondieron de forma adecuada a las exigencias técnicas previstas en condiciones de estrés.

A la luz de estos elementos, la Comisión considera acreditado que el incidente no puede explicarse 
por la ausencia de herramientas técnicas, normativas u operativas en el sistema eléctrico español. Por 
el contrario, la evidencia disponible apunta a que dichas herramientas existían y estaban formalmente 
definidas, pero su eficacia real dependía del cumplimiento efectivo y coordinado por parte de los distintos 
agentes del sistema.

En este sentido, la conclusión central de la Comisión es que el fallo no se produce por carencia 
de instrumentos, sino por una respuesta insuficiente o no plenamente adecuada en su aplicación 
práctica, particularmente en lo relativo al control de tensión y al cumplimiento de las obligaciones 
técnicas por parte de determinados agentes.

Este elemento introduce una distinción de especial relevancia:

• Entre la existencia formal de capacidades del sistema.
• Su funcionamiento efectivo en condiciones reales de operación.

La Comisión entiende que es precisamente en esta brecha, entre diseño y comportamiento real, 
donde se sitúa el origen último de la vulnerabilidad que permitió la propagación del incidente.

Asimismo, este diagnóstico permite descartar interpretaciones simplificadoras que atribuyen el apagón a:

• Una tecnología concreta.
• Una decisión puntual.
• Un único agente del sistema.
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Por el contrario, el incidente pone de manifiesto la necesidad de reforzar no solo los instrumentos 
técnicos disponibles, sino, de forma prioritaria, los mecanismos que aseguren:

• El cumplimiento efectivo de las obligaciones técnicas.
• La supervisión rigurosa del comportamiento de los activos.
• La capacidad de respuesta coordinada del conjunto del sistema.

En consecuencia, el apagón del 28 de abril de 2025 debe ser interpretado como una fallo sistémico 
en la ejecución y respuesta del sistema ante las variaciones brusca de tensión, más que como una 
insuficiencia estructural de sus herramientas, lo que orienta de manera decisiva las recomendaciones y 
medidas a adoptar en el futuro.

X.4. Sobre el funcionamiento del sistema

El sistema eléctrico español es, en términos generales, un sistema robusto, fiable y alineado con 
los estándares europeos, que ha demostrado su capacidad de recuperación ante un evento de elevada 
complejidad.

El análisis realizado permite afirmar que:

• El sistema operaba conforme al marco normativo vigente.
• Los criterios de seguridad establecidos estaban formalmente cumplidos.
• La configuración previa del sistema no presentaba desviaciones evidentes respecto de los 

parámetros reglamentarios.

No obstante, el incidente ha puesto de manifiesto que determinados márgenes operativos, aun siendo 
conformes a la normativa, pueden resultar insuficientes en escenarios de elevada complejidad técnica.

Esta constatación no implica un fallo estructural del sistema, sino la necesidad de adaptar sus 
herramientas, procedimientos y mecanismos de control a una realidad operativa en evolución.

X.5. Sobre las políticas energéticas

La Comisión considera que el apagón no puede ni debe interpretarse como una impugnación del 
modelo de política energética desarrollado en los últimos años.

Por el contrario:

• La transición energética responde a una necesidad estructural, alineada con los objetivos europeos 
y con los compromisos internacionales.

• La creciente penetración de energías renovables constituye un elemento esencial del sistema 
eléctrico del futuro.

• Los desafíos identificados se sitúan en el ámbito de la adaptación técnica y operativa del 
sistema, no en la orientación estratégica de la política energética.

En consecuencia, la Comisión reafirma que las políticas energéticas impulsadas por el Gobierno de 
España constituyen una respuesta adecuada a los retos de descarbonización, seguridad de suministro 
y sostenibilidad, debiendo acompañarse de un refuerzo de las herramientas técnicas y regulatorias del 
sistema.

X.6. Sobre el denominado «sistema reforzado»

La Comisión considera que el denominado «sistema reforzado» debe interpretarse como una 
respuesta operativa prudencial tras un evento extraordinario, orientada a incrementar los márgenes 
de seguridad en un contexto de complejidad del sistema eléctrico.

En ningún caso puede considerarse como evidencia de una inadecuación estructural del sistema 
previo, sino como una manifestación de la capacidad de adaptación del sistema eléctrico ante situaciones 
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de elevada complejidad que debe dotarse de mecanismos regulatorios que garanticen el correcto 
comportamiento de los distintos agentes que participan en el sistema.

Asimismo, el análisis realizado permite concluir que dicho refuerzo responde, en parte, a la necesidad 
de garantizar el cumplimiento efectivo de las obligaciones técnicas por parte de todos los agentes del 
sistema.

X.7. Sobre el debate político

La Comisión considera necesario señalar que el análisis del incidente debe basarse en la evidencia 
técnica disponible y no en interpretaciones simplificadas o en conclusiones preconcebidas.

En este sentido, se constata que determinadas posiciones mantenidas en el debate público han 
tratado de atribuir el origen del apagón a factores concretos o a decisiones políticas específicas, sin que 
dichas afirmaciones encuentren respaldo suficiente en los informes técnicos analizados.

En particular, se aprecia que algunos grupos políticos, en concreto el Partido Popular y VOX, han 
sostenido desde fases iniciales del proceso interpretaciones cerradas del incidente que no se corresponden 
con la complejidad técnica reflejada en los informes independientes, anticipando conclusiones que no han 
sido confirmadas por la evidencia disponible.

Frente a ello, la Comisión ha desarrollado su trabajo desde el rigor, el contraste de fuentes y el respeto 
a la realidad técnica del sistema.

X.8. Conclusión final

A la luz de todo lo expuesto, la Comisión concluye que el apagón del 28 de abril de 2025:

• No tiene una causa única.
• No permite identificar un responsable político directo.
• Responde a un fenómeno técnico complejo en un sistema eléctrico en proceso de transformación.

En consecuencia, la prioridad debe centrarse en:

• Reforzar las capacidades técnicas del sistema.
• Garantizar el cumplimiento efectivo de las obligaciones por parte de los agentes.
• Adaptar el marco regulatorio a la nueva realidad operativa.
• Mejorar la resiliencia del sistema eléctrico ante escenarios de alta complejidad.

En este marco, la Comisión reafirma que el fortalecimiento del sistema eléctrico debe orientarse a 
mejorar su funcionamiento y su capacidad de respuesta, sin cuestionar la dirección estratégica de las 
políticas energéticas que lo sustentan.

Por lo tanto, hay que descartar cualquier tipo de responsabilidad política en el apagón del 
pasado 28 de abril de 2025.

Palacio del Senado, 20 de abril de 2026.—El portavoz, Juan Espadas Cejas.
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